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II PROLOGO 

rales que rigen el movimiento de los partidos. 
Últimamente escribimos un examen critico de la 
nueva Constitución autoritaria con que el Presi- 
dente de Colombia ha reemplazado las institucio- 
nes federales que destruyó al terminar la última 
guerra civil del citado año de 1885. Con esos ma- 
teriales formamos este libro, cuyo objeto es pro- 
pagar los principios democráticos sobre la cons- 
trucción del gobierno republicano, de modo que, 
ejerciéndose simultáneamente por todos los parti- 
dos, sea la expresión verdadera de la voluntad 
popular, con lo cual la paz interior y el orden 
público serán perdurables. Seria diferente el plan 
de esta obra si, desde un principio, nos hubiése- 
mos propuesto redactar un tratado de Ciencia 
constitucional ; pero tal como las circunstancias lo 
han impuesto tiene la ventaja de ser práctico, por- 
que las ideas aparecen en la forma concreta que 
se les da cuando se reducen á instituciones escri- 
tas, y puede ser útil para todas las repúblicas, 
puesto que en el gobierno de ellas se descubren 
los mismos vicios orgánicos que en el de Colom- 
bia y necesitan de los mismos correctivos. Espe- 
cialmente con el propósito de cooperar al perfec- 
cionamiento del sistema republicano en la América 
española, nos hemos decidido á publicar este libro 
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y lo entregamos al criterio de los hombres de buena 
voluntad para que, con su concurso, y mediante 
una más acertada constitución de los poderes 
públicos en cada país, pueda cerrarse en él defini- 
tivamente la era sangrienta de las guerras civiles. 



Paris, 20 de julio de 1886. 



LA VERDADERA 

Y LA FALSA DEMOCRACIA 



La RepúblLcd no es el gobierno 
de un hombre, ni el de una fac- 
ción, ni el de un partido : es el go- 
bierno de todos los partidos poli- 
ticos por medio de corporaciones 
electivas en que éstos se hallen 
representados. 



EXPOSICIÓN PRELIMINAR 



I 

Se cree comunmente que para establecer el gobierno 

republicano en cualquier país, basta suprimir los 

reyes, así como la aristocracia 6 cualesquiera otras 

clases sociales privilegiadas, y darle al pueblo el de- 

recho de elegir sus propios gobernantes. Aunque muy 

general esta creencia es errónea, porque el Presidente 

que ejerce el poder ejecutivo en la república, puede ser 

tan despótico como un monarca y el partido político 

que se adueña del gobierno con exclusión de los 

1 
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demás, puede tener de hecho las prerrogativas de la 
aristocracia. La igualdad civil producirá los benéficos 
efectos que la caracterizan, acercando las condiciones 
y confundiendo las clases sociales ; pero la igualdad 
política y las libertades populares serán, á pesar de 
eso, ilusorias. Ni la diyisión de los poderes públicos, 
ni la conservación de las formas externas del sistema 
parlamentario, aseguran, por sí solas, el establecimiento 
de la república. Se necesita, además, para realizar este 
ideal, un mecanismo electoral, como base inconmo- 
vible de las instituciones, que produzca el resultado 
infalible de llevar á todos los partidos políticos al ejer- 
cicio simultáneo del gobierno. 

Cuando el pueblo elige sus mandatarios en el go- 
bierno republicano, cada uno de estos partidos su- 
fraga por los hombres que representan sus propósitos ; 
y como los métodos electorales empleados hasta hoy, 
conceden el triunfo en la elección á la mayoría de 
electores que volan por unos mismos candidatos, los 
mandatarios elegidos representan exclusivamente al 
partido político que ha dado la mayoría de votos. Por 
este motivo los gobiernos republicanos son hasta hoy 
gobiernos de partido que excluyen del ejercicio del 
poder público á sus adversarios, y tienen los carac- 
teres de la oligarquía. 

En las repúblicas modernas el poder unipersonal 
es uno de los elementos constitutivos del gobierno. 
Un magistrado, que se titula Presidente, ejerce el poder 
ejecutivo, el más fuerte de los tres poderes en que el 
gobierno se divide, porque es permanente, y porque 
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nombra los empleados, administra las rentas públicas, 
dirige el ejército y dispone de las elecciones populares 
ó ejerce en ellas una grande influencia por medio de 
sus agentes. El ejercicio del poder ejecutivo por un solo 
individuo ha dado origen á los caudillos militares 
ó civiles. 

La oligarquía de partido y el poder unipersonal de 
los presidentes han sido hasta hoy el más grande obs- 
táculo para el establecimiento de la república demo- 
crática y la causa eficiente de las discordias 
civiles. 

La posesión exclusiva del gobierno .por un partido 
político, hace que el otro partido sea enemigo de las 
instituciones y conspire contra ellas permanente- 
mente. 

El partido que ha monopolizado el gobierno res- 
tringe ó adultera el sufragio popular y no le deja á 
su adversario otro recurso para adquirir el poder que 
la rebeliÓQ armada. 

La alternación de los partidos en el gobierno no se 
hace pacíficamente, sino que se hace por la violencia ; 
y cuando aquella tiene lugar, el partido vencedor es- 
tablece en su provecho el mismo sistema oligárquico 
de su antecesor. 

La alternación violenta délos partidos en el gobierno 
produce un cambio brusco y completo en las institu- 
ciones fundamentales, congruente con la índole del 
partido vencedor, ora liberal y progresista, ora repre- 
sivo y reaccionario, lo cual impide que las bases déla 
república adquieran estabilidad y que se formen há- 
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bilos y tradiciones armónicos con ellas. Así el cuerpo 
social, perturbado profundamente en su marcha, no 
se asemeja á los astros que recorren su órbita con un 
movimiento regular ó uniforme, porque siguen la resul- 
tante de las fuerzas opuestas, centrípeta y centrífuga, 
sino que es impelido por la fuerza de un solo partido 
político hacia adelante ó hacia atrás. 

El aniquilamiento del partido vencido suspende la 
oposición luminosa de las ideas y da lugar á la lucha 
de ambiciones personales en el seno del partido ven- 
cedor, loque indefectiblemente ocasiona división en 
sus filas. El poder unipersonal del Presidente es la 
presa disputada y la división comienza por la plura- 
lidad de candidatos para ese puesto. 

Una de las fracciones antagonistas se liga con el 
partido vencido, su antiguo adversario, para luchar 
con la fracción opuesta que ha llegado á ser el común 
enemigo. Es tas alianzas híbridas triunfanlas más veces, 
porque reúnen bajo una bandera improvisada á la ma- 
yoría de la nación. Después de la victoria el partido 
indiviso, como cuerpo principal, impone sus ideas y 
determina el movimiento político. La fracción que se 
unió á él, como satélite, tiene que escoger forzosa- 
mente entre la apostasía ó la deserción, y la fracción 
derrocada reúne en la adversidad á sus antiguos adep- 
tos ó los renueva con su propia savia y se apercibe 
para proseguir la lucha en el porvenir. 

En esta encarnizada oposición de partidos contra- 
rios el poder unipersonal del Presidente, reuniendo 
en sí todas las fuerzas del partido dominante, se con- 
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vierte en una constante amenaza para las libertades 
públicas, porque sus adeptos, por temor del partido 
político antagonista, no oponen ningún freno á su 
ambición y se someten mansamente ásus excesos. Tan 
grande es el poder de los presidentes en los gobiernos 
oligárquicos que el cuerpo social, menos que al im- 
pulso colectivo de un partido, obedece al impulso de 
un hombre ; y no puede compararse con el de un 
monarca, porque el de éste es más ó menos regulado 
por la aristocracia ó la nobleza. 

Gráficamente han sido descritos los efectos de los 
gobiernos exclusivos de partido en estos términos : 

« Parece que la sociedad navega entre Ebcila y Caribdis. De 
aquí, un partido que á título de vencedor, oprime como go- 
bierno cuando no tiraniza á nombre de la libertad, del pro- 
greso de la patria y de los sagrados intereses sociales. De allí, 
otro bando político que, como vencido y destituido del poder, 
no cesa de conspirar, también á nombre de la libertad, del 
patriotismo y de la civilización. En medio queda ó va arras- 
trando una vida de angustias, dolorosa y triste, la gran masa 
social, compuesta de la geníe laboriosa, trabajadora y pací- 
fica, que es la verdadera víctima, el verdadero náufrago. 
Verdad es que de cuando en cuando las contiendas y luchas 
electorales ó bélicas producen cambio de actores en el drama 
social, mas no por eso cambia la trágica escena : cuando más 
presenta una pequeña modificación, rara vez propicia y favo- 
rable. Así el noble y fecundo trabajo representado por la 
agricultura, las manufacturas, las fábricas, el comercio, las 
ciencias y las artes tiene encima constantemente la rapaz y 
horrible garra de la guerra y el colmillo voraz y destructor 
de los falsos políticos, cuasi-vampiros de la sociedad. » 

En Hispano-América se suceden los caudillos como 
regeneradores, redentores ó libertadores y su nombre 
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fatídico marca en la historia de estas Repúblicas las 
grandes desgracias nacionales , porque vicios orgáni- 
cos de las instituciones ponen las fuerzas colectivas 
del pueblo en unas mismas manos y una sola voluntad 
las dirige y aplica. 

Los perniciosos efectos de los gobiernos exclusivos 
de partido se sienten más intensamente bajo la forma 
de gobierno central, pues la autoridad de una" sola 
oligarquía abraza todo el territorio y el poder personal 
del Presidente carece de contrapeso. Aunque más 
fuerte el gobierno para dominar al partido vencido, 
la rebelión estalla al fin, la lid es más asoladora y tre- 
menda y el cambio en las instituciones que sigue á la 
victoria de los insurgentes, más completo y funda- 
mental. 

Se atemperan esos efectos bajo la forma de gobierno 
federativo, pero no desaparecen. Dividiéndose la so- 
beranía de la nación entre un gobierno general y va- 
rios gobiernos seccionales, predomina en algunos de 
éstos un partido y el otro en los demás ; y por la elec- 
ción de los miembros del Cuerpo legislativo nacional, 
quedan en él ambos representados. Error grave ha 
sido, sin embargo, el pensar que con solo el hecho 
de dividir entre varios gobiernos el ejercicio de la 
soberanía, se aseguraba el establecimiento déla repú- 
blica, puesto que la oligarquía de partido y el poder 
unipersonal se anidan, como sierpes venenosas, en el 
gobierno general de^a Nación, así como en el de cada 
uno de las secciones ó Estados, y destilan en ellos su 
emponzoñada hiél. 
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El partido político que ejerce el gobierno general de 
la Nación aspira á perpetuarse en él, es aliado de los 
gobiernos afines de los Estados y enemigo de los go- 
biernos contrarios. La misma aspiración, idéntica 
afinidad é igual antagonismo se observan en el go- 
bierno propio de cada Estado ó sección. • 

Cuando la elección de los funcionarios públicos na- 
cionales se hace según las leyes generales déla Nación, 
el partido político que ejerce el gobierno general mo- 
nopoliza el sufragio popular en su provecho ; y si se 
hace conforme á las leyes de cada Estado, aparece en 
aquél el interés de conservar á los gobiernos afines 
y de derrocar á los que le son contrarios. 

En cada uno de los Estados el partido dominante 
monopoliza el sufragio y el partido dominado cons- 
pira siempre y se rebela frecuentemente contra su 
adversario. Sucede entonces que el gobierno general 
ó permanece neutral en estas luchas domésticas de los 
Estados ó toma parte en ellas. Si lo primero, las re- 
voluciones se localizan, pero son más frecuentes ; y si 
lo segundo, la guerra civil se generaliza como bajo 
un gobierno central. 

Bajo el régimen republicano unitario la concentra- 
ción de la autoridad produce despotismo y bajo el ré- 
gimen republicano federal, la división déla autoridad 
entre varias entidades soberanas produce anarquía, 
porque tales son los efectos de la oligarquía de partido 
y del poder unipersonal incrustados en esas dos formas 
de gobierno ; pero tanto una como otra pueden asegurar 
la paz pública, el bienestar material y las libertades 
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populares 8Í se arrancan de ellas los mencionados 
vicios orgánicos. 



II 



Las precedentes observaciones han sido confirmadas 
por la historia de todas las Repúblicas y aparecen con 
evidencia en la de Colombia. 

Después de la magna guerra de Independencia, el 
gobierno central autocrático fué adoptado por cada 
una de las tres Repúblicas en que se dividió, en 1830, 
la] antigua y gloriosa Colombia. En la Nueva Granada, 
á cuya historíanos referimos especialmente, un mismo 
partido político, el partido autocrático, que se deno- 
minó conservador, ejerció el gobierno con exclusión 
del partido opuesto desde 1832 hasta 1849 ; y en ese 
lapso de tiempo la oligarquía conservadora produjo 
la revolución de 1840, en la cual el partido /¿¿^m/ pro- 
clamó la federación como un medio de atenuar la 
autocracia del Presidente, dividiendo el ejercicio de 
la soberanía entre un gobierno nacional y varios go- 
biernos seccionales. 

Debelada esa rebelión, el partido vencido com- 
pactó sus filas, propagó sus ideas, y, en lugar de 
buscar la victoria por medios violentos, hizo un 
esfuerzo unánime en el campo electoral y triunfó 
en las elecciones populares de 1848. La elección de 
Presidente, ganada por él, implicaba un cambio com- 
pleto en el gobierno, porque en el sistema central y 
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autocrático, en ese funcionario reside el máximum de 
la autoridad pública. Dueño del gobierno, obedeció 
al espíritu de los tiempos : excluyó del ejercicio del 
poder á su adversario y reemplazó la oligarquía con- 
servadora con una oligarquía liberal. Vióse entonces 
el mismo efecto político que se había visto ya en 1840 
y la rebelión estalló en 1851. 

Vencida esa segunda rebelión, el partido liberal, 
como gobernante, se propuso atenuar la autocracia 
de los presidentes con la división del poder público 
entre el gobierno general de la Nación y el de las 
secciones territoriales, denominadas entonces pro- 
vincias, que era lo mismo que había proclamado 
como revolucionario en 1840 ; y expidió la nueva 
Constitución política de 1853, central en la forma y 
federal en el fondo, por cuanto consagraba la auto- 
nomía de las provincias ó entidades políticas en que 
estaba dividido el territorio. 

Buscábase de este modo el equilibrio de los par- 
tidos políticos, procurando que cada cual gobernara 
en la sección territorial en que tuviese indisputable 
mayoría, y se esperaba que la conservación de la paz 
pública fuese el resultado necesario del acatamiento 
á la voluntad popular de las provincias. Creyóse 
posible, por esto, disminuir el ejército permanente 
y aun eliminarlo del todo, como instrumento de 
gobierno. 

El cercenamiento del poder unipersonal del Presi- 
dente y la reducción del ejército sublevaron una frac- 
ción del partido liberal, idólatra de la fuerza, dis- 
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puesta siempre á doblar la rodilla ante un caudiUo 
con tal de que éste haya salido de su seno ; y una 
conspiración militar estalló en i 854 contra la nueva 
Constitución política recientemente promulgada. 

La fracción liberal opuesta se ligó al partido 
conservador^ vencido por las elecciones en 1848, 
para restablecer el orden constitucional, y la victoria 
coronó el esfuerzo común de los aliados. Sucedió 
entonces que en el orden moral, lo mismo que en el 
orden físico, la atracción se ejerce en razón directa 
de la masa, y el partido conservador, como cuerpo 
principal entre los aliados, inmediatamente después 
de la victoria, determinó el rumbo político y se 
adueñó del gobierno en 1855. Quedó desde entonces 
establecido, como corolario de esta enseñanza his- 
tórica, que la división de un partido político y la 
alianza de cualquiera de sus fracciones con el partido 
opuesto, produce necesariamente el triunfo de este 
adversario común. 

Lo mismo que el partido liberal en 1849, el par- 
tido conservador, en 1855, obedeció al espíritu de 
los tiempos y excluyó á su contrario del ejercicio de 
los poderes públicos. Una oligarquía conservadora 
sucedió á una oligarquía liberal, y, habría sido ine- 
vitable la rebelión del partido que quedaba excluido 
de las funciones oficiales, si el partido gobernante no 
se hubiera manifestado accesible á la idea política 
proclamada por su adversario en 1840, consignada 
después en la Constitución de 1853 y simbolizada 
definitivamente en la forma de gobierno federal ; pero 
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el partido conservador se había modificado sustaú-^ 
cialmente en los últimos veinte años : una nueva 
generación formaba en sus filas, y, en las democra- 
cias, según la expresión de Tocqueville, cada gene- 
ración nueva es un pueblo nuevo. Por tal causa, en 
lugar de reaccionar en política, haciendo retrogradar 
las instituciones al centralismo autocrático de 1832, 
acogió la idea liberal que divide el ejercicio de la 
soberanía entrevarías entidades, y de acuerdo con el 
partido político antagonista, expidió la Constitución 
federal de 1858. 

Creyóse entonces que se había asegurado el equili- 
brio de los partidos y que se había establecido defi- 
nitivamente la paz pública con un sistema de go- 
bierno unánimemente aceptado por todos. El ejemplo 
de la prosperidad moral, material y política de los 
Estados Unidos de Norte-América halagaba esta 
esperanza. Por desgracia, aun cuando las nuevas ins- 
tituciones habían sido modeladas por las de esa gran 
República, se encontraban cardinalísimas diferencias 
entre el original y la copia. Creemos que nuestros 
hombres públicos de 1858 no comprendían la fede- 
ración americana, y, después de veinte y siete años 
de práctica federal, esta misma creencia nos es 
lícita respecto de nuestros contemporáneos. La 
federación americana no es una agrupación de 
pequeñas naciones soberanas sino el fraccionamiento 
de una sola nación en varios cuerpos organizados, 
según las reglas del gobierno propio, y someticos á 
un organismo general en todo lo que se refiere á los 
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intereses comunes. El engranaje de ese mecanismo es 
delicado y funciona maravillosamente. La Constitu- 
ción nacional es la suprema ley y ningún acto público 
puede prevalecer en contra de ella. El poder judicial 
por medio de todos los funcionarios que lo componen, 
jueces, tribunales de distrito y Corte suprema, sus- 
pende, en cada caso particular sometido á su juris- 
dicción, cualquiera ley ó decreto, nacional ó de los 
Estados, y cualquiera orden ó resolución que estime 
inconstitucionales : de esta suerte los derechos del 
hombre, reconocidos y determinados en la Constitu- 
ción, son amparados por el poder judicial como con 
un escudo. La conservación de la paz pública es un 
deber solidario. El gobierno general apoya á los de 
los Estados contra las violencias internas y contra las 
invasiones. Los conflictos de autoridad que en ellos 
ocurren no se deciden por la fuerza federal sino por 
la Corte suprema. Solamente la Nación puede tener 
ejército permanente y buques de guerra. La elección 
de Presidente no es un acto individual de los Estados, 
sino un acto colectivo de la Nación y el Congreso 
hace el escrutinio de ella. Lo mismo puede disponer 
la ley federal respecto de la elección de diputados ó 
representantes. El distrito, el Estado y la Nación, como 
entidades autonómicas, giran en órbitas separadas sin 
encontrarse jamás, porque el poder judicial es el 
gran compensador de todas las diferencias. 

La Constitución granadina de 1858, aunque acor- 
dada, espontáneamente por todos los partidos, como 
el símbolo de una aspiración común, anidaba en sí. 
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según hemos dicho, el poder unipersonal y la oligar- 
quía, cuyos malos efectos no encontraban en ella los 
correctivos que á tales vicios orgánicos oponen las ins- 
tituciones de Norte-América. Natural era, pues, que 
naufragara, como naufragó, entre las ondas populares. 

No disponía esta Constitución que la elección de 
los funcionarios públicos nacionales se hiciera según 
la ley federal, ni disponía que se hiciera según las 
leyes propias de cada Estado ; y menos aun establecía 
un sistema electoral que proscribiese los gobiernos ex- 
clusivos. En este vacío constitucional apareció la oli- 
garquía de partido acaudillada por el Presidente. 

El Congreso expidió la ley de elecciones de 8 de 
abril de 1859 que dividía los Estados en círculos 
electorales y éstos en distrilos. En cada Estado había 
un consejo electoral compuesto de nueve miembros, 
délos cuales tres nombraba el Senado, tres la Cámara 
de representantes y tres el Presidente. En cada 
círculo había una junta electoral, compuesta de 
siete miembros, nombrados por el consejo, y en cada 
distrito había un jurado de elecciones, compuesto de 
cinco miembros, nombrados por la junta. Los jura- 
dos de votación de los distritos, que se componían de 
cinco miembros, eran nombrados por el jurado de 
elecciones. Como el partido conservador ejercía el 
gobierno general de la República con exclusión de su 
adversario y el método electoral que se empleaba 
solamente daba representación á la mayoría real ó 
ficticia de los electores, el partido liberal quedaba 
indefectiblemente sin participación en las funciones 
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públicas federales y no tenía ningún medio de 
impedir que el sufragio fuese siempre monopolizado 
por el gobierno. El partido conservador se perpetuaba 
de este modo en el poder y el partido liberal^ aliando 
entre sí los gobiernos de los Estados federales en que 
gobernaba, se sublevó en 1860. La causa de esta 
rebelión fué, pues, la misma que había producido la 
de 1840 y la de 1851. El motín militar de 1854 fué 
netamente una reacción militar oligárquica. 

La rebelión de 1 860 que enarboló la bandera de la 
soberanía de los Estados para oponerse á la oligar- 
quía central, triunfó por medio de las armas y des- 
truyó la primera Constitución federal de 1858. Ter- 
minada la lucha, una Convención elegida exclusiva- 
mente por los vencedores y compuesta de liberales, 
expidió la Constitución de 1863. En lo civil suprimió 
esta nueva Constitución las órdenes monásticas y con- 
sagró la incapacidad de las entidades religiosas para 
adquirir otros bienes raíces que los que se aplicaran 
inmediatamente al objeto directo de su institución. 
Fué motivo de esta reforma la afinidad que siempre 
ha existido entre la teocracia y los gobiernos autocrá- 
ticos. Las ideas democráticas rompieron esa alianza 
para allanar su camino. Pero en lo político esa 
segunda Constitución federal es sustancialmente igual 
á la primera. Encuéntranse en ella los mismos 
defectos deplorablemente aumentados. 

Creyeron los constituyentes de 1863 que, am- 
pliando la autonomía de los Estados hasta el punto 
de que fuesen arbitros tanto de la elección de sus pro- 
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pios funcionarios como de la elección de los funcio- 
narios nacionales ; conservándoles el derecho de 
mantener ejército permanente, el cual se les había 
reconocido desde 1858, y prohibiéndole al gobierno 
general establecer empleados en su territorio con 
jurisdicción ó autoridad se debilitaba el poder central, 
por cuanto venía á ser hechura de aquellos, y se asegu- 
raban las libertades públicas contra las usurpaciones 
de este poder. No podía ser más patriótico este ele- 
vado propósito ; pero los constituyentes se equivo- 
caron en los medios que emplearon para alcanzarlo, 
porque el gobierno general necesita fuerza sufíciente 
y vida propia para llenar su misión. El mal no estaba 
en que el poder central tuviera fuerza superior á la 
de los Estados, ni en que sus propios funcionarios se 
eligieran por el pueblo según las leyes federales, ni en 
que pudiese establecer empleados en el territorio de 
aquellos, con jurisdicción ó autoridad. El mal estaba 
en la oligarquía de partido y en el poder unipersonal 
del Presidente, vicios orgánicos de las instituciones 
que los constituyentes no destruyeron. 

En lugar de fundar una república democrática, los 
constituyentes de 1863 fundaron una república oli- 
gárquica bajo la forma de gobierno federal, como lo 
habían hecho los constituyentes de 1858, y como lo 
hicieron antes, bajo la forma de gobierno central, los 
constituyentes de 1853, los de 1842 y los de 1832. 
Las ideas liberales habían hecho avanzar el gobierno 
desde la autocracia central hasta la federación, 
realizando el principio científico que divide el ejer- 
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cicio de la soberanía entre varias entidades ; pero 
este principio fundamental de buena administración 
pública no establece por sí solo la democracia, 
porque tanto puede ser oligárquica y despótica la 
república federal como la república central. 

Subsistían después de 1863, en el gobierno general 
de la República, la dominación exclusiva de un par- 
tido y el poder unipersonal del Presidente, como 
caudillo ó jefe, y subsistían también en el gobierno 
particular de cada uno de los Estados. La federación 
era un grupo de oligarquías, cualquiera que fuese el 
partido político que las ejerciera, pues que en el 
molde de las instituciones no podía vaciarse otra cosa. 

El sufragio popular quedó entregado a los Estados, 
sin fiscalización ni contrapeso, y en ellos el partido 
dominante lo confiscaba en su provecho. Al partido 
político que había sido excluido del gobierno no le 
quedaba otro recurso que la rebelión armada, para 
llegar al poder. 

Siendo hechura el gobierno general de los go- 
biernos de los Estados, la oligarquía que dominaba 
en éstos producía necesariamente otra oligarquía en 
aquél. Es verdad que cuando en los Estados domi- 
naban diferentes partidos políticos, quedaban éstos 
representados en las Cámaras legislativas nacionales. 
No quedaban, sin embargo, representados en el poder 
ejecutivo, el cual por su forma unipersonal corres- 
pondía á un solo partido; y como es este poder lo 
que constituye la esencia, el nervio del gobierno en 
los sistemas oligárquicos, adquirirlo era Ja as- 
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piración del partido que no lo ejercía, así corno- 
conservarlo era la aspiración del partido dominante, 
y la lucha se concentraba en este punió sin que fuese 
atenuada por la forma de gobierno. En esa lucha 
el partido gobernante consiguió siempre perpetuarse 
en el poder. 

Bajo el régimen central autocrático, el predominio 
exclusivo de un partido es causa permanente de 
insurrecciones armadas ; pero como la oligarquía 
es una sola y reúne en sus manos todas la fuerzas del 
partido oligarca y todos los recursos fiscales de la 
Nación, puede contar con largos períodos de paz. 
Bajo el régimen federativo oligárquico las revolu- 
ciones aumentan,* porque se propaga la causa que 
las produce, como que en lugar de una sola oligarquía 
hay tantas cuantos son los gobiernos establecidos. 
Tal es el hecho que comprueba la historia política 
de Colombia si se compara el período que corres- 
ponde al régimen autocrático de 1832 á 1858 con el 
que corresponde al régimen federal de 1858 á 1885. 

III 

La República fué dividida en nueve Estados por la 
Constitución de 1863 y no había Distrito, federal piara, 
la residencia de los altos poderes de la Nación* Pro-» 
mulgada recientemente esta nueva Carta fundajuentitl, 
se sublevó en el Estado del Cauca el partido con^er- 
vador y fué debelado. Se sublevó después en el ¡Estado; 
de Antioquia y derribó al gobierno local que era 
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ejercido, como en todos los Estados, por los liberales. 
El gobierno general de la República no intervino en 
estas luchas domésticas y reconoció, como legítimo, 
al nuevo gobierno de hecho que la insurrección 
triunfante había establecido en Antioquia. La Cons- 
titución nacional no le imponía al Presidente el deber 
de mantener á los gobiernos legítimos de los Estados, 
ni le imponía tampoco el de ser neutral en sus 
contiendas domésticas. Dio lugar este vacío á que se 
interpretara en el sentido de la neutralidad y se 
estableció desde entonces la diferencia entre el orden 
público local de los Estados y el orden público general 
de la Nación como se había hecho en 1859 respecto 
de la Constitución del año anterior. Quedaron, pues, 
convertidos los Estados en pequeñas naciones so- 
beranas, cuyos gobiernos debían proveer por sí 
mismos á su propia conservación, y quedaron 
también sometidos aisladamente al cumplimiento 
de las leyes naturales que rigen el movimiento de los 
partidos políticos, leyes que producen funestas conse- 
cuencias bajo el régimen oligárquico. 

Dos fenómenos constantes revelaron la existencia 
de esas leyes naturales, á saber : la insurrección 
armada del partido político que era excluido del 
gobierno y la división del partido dominante cuando 
aquél se resignaba largo tiempo á la exclusión. 

Después de la insurrección triunfante de Antioquia, 
el partido conservador no se sublevó en ningún otro 
punto, porque carecía de elementos suficientes para 
eso, ó porque no tenía confianza en la neutralidad 
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del Presidente de la Unión ; y el partido liberal go- 
bernaba en ocho Estados y ejercía el Gobierno ge- 
neral. Esta posesión exclusiva del poder público por 
los liberales, hizo reaparecer en sus filas la antigua 
división de 1854, entre una fracción doctrinaria, 
denominada radical^ que busca el ideal de la república 
aun cuando no lo haya encontrado, y otra fracción 
pretoriana, devota de un gobierno autoritario y fuerte 
ejercido por ella. Tuvo lugar un choque entre estas 
dos fracciones en 1867. Los radicales contaban con 
mayoría en el Congreso y el Presidente acaudillaba á 
los pretorianos. El Congreso fué disuelto por el 
Presidente y éste asumió un poder discrecional ; pero 
el ejército, fiel en esta vez á las inslituciones, apre- 
hendió al Presidente en la madrugada del 23 de 
mayo, quien fué juzgado por el Senado y expatríado. 
El partido conservador simpatizó con el ejército y 
apoyó al Designado que se encargó del Poder 
ejecutivo, por odio al Presidente derrocado, que era 
el mismo caudillo liberal victorioso en 1860. Sobre 
este episodio singular de nuestra historia patria, el 
célebre autor de lá fíe forma política en Colombia y que 
algunos años después había de ejecutar un hecho 
semejante aunque más grave, se expresó en estos 
términos : 

« La conspiración que en la fecha expresada se llevó á 
efecto contra la autoridad del Presidente, es defensable. Ella 
fué aún, en sí misma, un acto plausible, porque aquel Presi- 
dente se había puesto, por su propia conducta subversiva, 
fuera de la ley. Habiéndose sublevado contra las instituciones, 
se había colocado ipso fado en el camino de la arbitrariedad 
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y la violencia y todos los ciudadanos tenían el derecho per- 
fecto de reducirlo á la incapacidad de obrar, como si se trar 
tara de un delincuente común. Ese era uno de los dos extremos 
del dilema. El otro extremo era la sumisión, la abyección, la 
degradación oprobiosa. Hasta la doctrina del sic semper ty- 
rannis asume carácter de estricta justicia en ocaciones. Supon- 
gamos un nuevo Nerón que nada respeta. ¿ Puede ó no legí- 
timamente ser suprimido? La usurpación y la perversidad 
pueden ser menos odiosas, pero suficientemente nocivas al 
interés general, para que sea acto fatalmente bueno la calda 
del responsable, si no hay en verdad otro medio de reivindi- 
car el derecho. » 

El gobierno legítimo del Estado del Tolima fué 
derribado por el de la Nación en ese mismo año de 
1867, por considerársele adicto al Presidente refrac- 
tario. En las elecciones populares que tuvieron lugar 
para reconstituirlo, los miembros de la fracción 
liberal que había sido vencida, se unieron al partido 
conservador^ y, votando por candidatos de este 
partido, hicieron pasar el poder público á sus manos. 
La misma división de las fdas liberales le permitió 
al partido conservador triunfar en la elección de go- 
bernador del Estado de Gundinamarca ; pero unién- 
dose las fracciones disidentes en el seno de la 
Asamblea legislativa, le hicieron á ese magistrado- 
muy grave oposición. El Gobernador disolvió entonces 
la Asamblea y dio lugar á una guerra civil en el 
Estado. Contaba seguramente el gobernador de Gun- 
dinamarca con el apoyo de los Estados de Antioquia y 
Tolima, que eran gobernados por sus copar tidarios. 
En tal situación el Presidente de la República, para 
no verse sitiado en su propia residencia por uno de 
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los bandos beligerantes, ó porque creyese que el golpe 
de estado de Cundinamarca era contrario al espíritu 
de las instituciones, aprehendió al Gobernador refrac- 
tario, el 8 de octubre de 1868, y lo puso á disposición 
de la Corte Suprema para que lo juzgara. La Corte 
sobreseyó en el procedimiento, con lo cual autorizaba 
una conducta análoga en los mandatarios de los 
demás Estados y reagravaba en ellos las perniciosas 
consecuencias del poder unipersonal de sus gober- 
nantes. Puesto en libertad el Gobernador, no se le 
restituyó á su empleo y el poder público de Cundi- 
namarca pasó de nuevo á manos del partido liberal. 
En el Gobierno de la Unión se sucedían los presi- 
dentes al fin de períodos bianuales entre los miem- 
bros de la fracción radical ; pero esta sucesión no era 
tranquila, ni era obra de la espontánea voluntad del 
pueblo. No había un sistema electoral suficientemente 
resguardado por las instituciones fundamentales de 
la República 'contra la fuerza, las concusiones y el 
fraude. Propiamente las elecciones se hacían por los 
gobernadores de los Estados, con muy raras excep- 
ciones ; y como el Gobierno general era hechura de 
aquéllos, el Presidente de la Unión, para perpetuar 
en el mando la comunión política á que pertenecía, 
procuraba siempre que la mayoría de los gober- 
nadores de los Estados fuese de esa misma comunión. 
De aquí que en las contiendas domésticas de los 
Estados, que eran frecuentes, como consecuencia 
forzosa de la dominación oligárquica, el Presidente 
terciaba en ellas embozadamente, aunque tenía el 
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deber de ser neutral, ora apoyando al Gobierno, ora 
combatiéndolo, según fuese necesario para asegurar 
la elección del sucesor. De esta suerte se trasmitió 
el poder unipersonal del Presidente de la Nación desde 
1865 hasta 1880. Desde 1863 hasta 1875 no hubo 
ninguna guerra civil nacional ; pero las revoluciones 
domésticas de los Estados, revelaban, como las erup- 
ciones locales de un cuerpo sifilítico, el envenena- 
miento que en el cuerpo de la Nación había producido 
el sistema de gobiernos personales y oligárquicos. 

La división de las filas liberales se ahondaba cada 
día más, porque ese partido ejercía sin contrapeso 
el Gobierno general y el de siete de los Estados fede- 
rales. En 1875 las dos fracciones opuestas exhibieron 
candidatos propios para la presidencia de la Unión 
que contaban con el apoyo de los gobiernos afines. 
La lucha electoral degeneró en lucha armada entre 
el Presidente de la República y el gobernador del 
Estado de Bolívar, el cual quedó vencido. Tuvo lugar 
la elección y no habiendo obtenido ninguno de los 
candidatos los votos de la mayoría absoluta de los 
Estados, la perfeccionó el Congreso eligiendo al 
candidato de la fracción radical. El candidato de la 
fracción pretoriana era el autor de la Reforma 
política^ quien ha sido desde entonces su caudillo. 

La lucha armada que acababa de tener lugar entre 
las fracciones liberales disidentes decidió al partido 
conservador á sublevarse y entró en la Hd con el 
apoyo de los Estados de Antioquia y Tohma, en que 
gobernaba, y con el'de todos sus adeptos. Acaeció, 
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por esto, en 1876 la segunda revolución general 
bajo al régimen federativo adoptado desde 1858 y 
tuvo como causa el ejercicio exclusivo de los poderes 
públicos por el partido dominante, lo mismo que las 
de 1840, 1851 y 1860. Las fracciones liberales se 
unieron en presencia del peligro común que las 
amenazaba y el Gobierno nacional salió triun- 
fante. 

Durante la lucha el Gobierno puso en vigencia el 
Derecho de gentes que el artículo 91 de la Consti- 
tución declaraba ser parle de la legislación nacional, 
aunque sólo con el objeto de que las guerras civiles 
se ajustaran á las prácticas humanitarias de las 
naciones cristianas y de que pudieran terminar por 
medio de tratados de paz. Como se hizo enmudecer la 
imprenta y se suspendieron las garantías individuales 
en todo el territorio nacional, el autor de la Reforma 
política j censuró después este hecho con las si- 
guientes palabras en el artículo titulado Regeneración 
ó Rehabilitación : 

« Las tendencias autoritarias y anárquicas á la vez, que 
habían venido apoderándose del liberalismo oficial, con me- 
noscabo de la unidad y del crédito del partido, se hicieron tan 
visibles en e^e año de 1875, que el artículo 91 de la Constitu- 
ción fué interpretado y practicado en el sentido de justificar 
la suspensión de las garantías individuales, no obstante que 
esas garantías son la base fundamental de la Unión Colom- 
biana y la síntesis reconocida del credo político de los 
liberales. » 

Terminada la guerra, se restableció el imperio de 
la Constitución y de las leyes, los Estados rebeldes se 



24 LA VERDADERA Y LA FALSA DEMOCRACIA 

reconstituyeron bajo la dirección de jefes civiles y 
militares nombrados por el Presidente y éste entregó 
el mando al sucesor, que lo era el General coronado 
por la victoria militar, aclamado y elegido unáni- 
memente en los nueve Estados federales, como sucede 
siempre después de una contienda doméstica. 

El triunfo del partido liberal excluyó de nuevo, por 
completo, del gobierno al partido conservador en la 
Nación y en los Estados ; y como quedara aquél sin 
contrapeso, reapareció en sus filas la antigua división. 
El Presidente, que pertenecía á la (rdicción pretoriana^ 
destruyó por la fuerza varios gobiernos de los Estados, 
que eran ejercidos por la fracción radical^ y le allanó el 
camino de la Presidencia, en el siguiente período, al 
autor de la He forma política, pues ya hemos dicho 
que por efecto de un vicio orgánico de las institu- 
ciones republicanas, las elecciones populares son, 
por regla general, obra de los gobernantes. Quedaban 
solamente en manos de los radicales los gobiernos de 
Antioquia y Tolima, ó sea, dos votos en la elección 
de Presidente, con lo ¡cual no alcanzaban á estorbar 
la trasmisión del poder entre los miembros de la 
comunión política que gobernaba. De esta suerte la 
fracción pretoriana^ derribando en los Estados go- 
biernos que le eran adversos, practicó lo que antes 
había hecho la fracción radical para perpetuarse en 
el mando. Lo mismo hizo el partido conservador en 
1859 en el Estado de Santander y lo intentó también 
en el del Cauca cuando él ejercía el monopolio del 
poder público en la Nación; y lo mismo hará siempre 
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cualquier partido político bajo el sistema de go- 
biernos oligárquicos, sean centrales ó federales, 
porque és natural en cada partido la tendencia á 
dominar para conservarse. El correctivo de esa ten- 
dencia natural sólo se obtiene con la presencia 
simultánea en el gobierno de todos los partidos, ó 
sea, practicando lo que propiamente constituye la 
esencia de la democracia. 



IV 

El autor de la Re forma política subió á la Presi- 
dencia precedido de gran fama como escritor, como 
poeta y como estadista. Nunca se había hecho notar 
por la fijeza de sus ideas y él mismo había proclamado 
la duda como regla suprema de criterio en religión, 
en filosofía y en política. Radical en 1853, puso su 
firma al pie de la Constitución política sancionada en 
ese año y después la condenó como una obra extrava- 
gante. Constitucional en 1854, ayudó á combatir la 
reacción militar autocrática encabezada por el jefe 
del ejército y algunos años después ha establecido 
personalmente la autocracia más severa que se haya 
visto en Colombia. Liberal en 1860, formó en las filas 
de los revolucionarios, fué secretario de Estado del 
caudillo victorioso, y, después, ha condenado esa 
revolución como la causa generadora de todas las 
desgracias políticas acaecidas hasta 1880. Pretoriano 
en 1875, viendo su candidatura á la presidencia com- 
batida por el Gobierno, hizo una profesión de fe, en la 
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Plaza de los Mártires, al pie del monumento levantado 
por la gratitud nacional á la memoria de los funda- 
dores de la República, y se retractó, después, cuando 
ejercía el poder unipersonal sin límite y sin contrapeso. 
De esa profesión de fe, célebre documento histórico, 
tomamos los siguientes conceptos : 

<( La historia de todas las edades y de todos los pueblos está 
llena de ejemplos que atestiguan esta grande y moralizadora 
verdad : que como el dedo de Dios interviene visiblemente 
en los acontecimientos humanos, el triunfo de la injusticia, 
que á veces se observa con dolor en el curso de éstos, no es 
un triunfo permanente sino pasajero y aun preparatorio de 
la reivindicación del derecho. Á la manera del último de los 
tres Horacios en su célebre duelo, el derecho hace con frecu- 
encia un movimiento retrógrado cuando está en vísperas de 
alcanzar una decisiva victoria. La emancipación nacional 
que en este acto conmemoramos equivale, pues, á expansión, 
á descentralización; y es á causa de eso que los instintos 
federales de nuestros pueblos no tardaron en hacerse sentir 
después de proclamada la independencia. Cuando digo 
federales empleo esta palabra en el sentido histórico que ella 
tiene entre nosotros y no en su sentido genuino. Recordad 
que en todas nuestras principales crisis políticas posteriores 
al 20 de julio de 1810, tales instintos han reaparecido vigo- 
rosos como instintos de conservación. Por ejemplo : en 1840; 
en 1849; en 1853 y en 1860. La Constitución de Rionegroen 
que hablan en primer lugar y con autoridad decisiva los 
Estados como entidades soberanas que son, realizó por 
completo el pensamiento de nuestros Proceres. El espíritu de 
dominación que se apodera de vez en cuando, y á pesar 
suyo, del alma de los gobiernos llamados á funcionar donde 
estuvieron instalados los virreyes durante trescientos años , 
ese espíritu intentará acaso, más tarde ó más temprano, 
llevarnos nuevamente por caminos tortuosos al centralismo ; 
pero estad bien persuadidos de que la opinión del país 
desbaratará con su invencible espada de luz esos impru- 
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denles propósitos. Como el arcángel de la leyenda cristiana 
redujo á la impotencia al Dragón de las tinieblas, de la 
misma manera la fuerza moral del sentimiento público parali- 
zaría los designios de los que fuesen bastante temerarios 
para querer seriamente desviar de su cauce la corriente de 
muestro desarrollo político y social. La obra del 20 de julio 
de 1810 no fué casual sino providencial, lo repito ; y las 
puertas del infierno no prevalecerán sobre ella, según las 
palabras evangélicas. » 

Para comprobar que esta profesi<5n de fe política 
corresponde con la índole del partido liberal, repro- 
ducimos los siguientes pasajes de un notable opúsculo, 
publicado en 1853, que hacen conocer la genealogía y 
las tendencias délos partidos en Colombia : 

« Desde la gloriosa época de la Independencia aparecieron 
en la escena política que se representaba entonces en la 
Nueva Granada, dos partidos en los cuales la superioridad 
numérica del uno estaba equilibrada con lo más resuelto é 
inteligente del otro. El primero contaba decididamente con 
la mayor parte del alto y bajo clero, con las masas igno- 
rantes fanatizadas, con todos los partidarios de Fer- 
nando VII, de los títulos nobiliarios, de los monopolios, de 
los concordatos, con todo aquello, en fin, que ha caracte- 
rizado siempre á la corte de España: éste fué en dicha época 
el partido realista, 

» El segundo no contaba sino con algunos hombres instruí- 
dos y con la juventud que se hallaba sometida en los colegios 
á cursar la ininteligible Teología ó el Derecho canónico. Este 
partido no tuvo por entonces otra divisa que ésta : Indepen- 
dencia de la España. La denominación que tomó cada uno 
de estos partidos fué tan natural, tan sencilla, tan sincera que 
cada ciudadano podía ser juzgado con propiedad al enunciar á 
cuál de ellos pertenecía : yo soy independiente : yo soy realista. 

» No fué menos expresiva la denomina.ó6n de centralistas y 
federalistas con que en tiempo del general Nariño, jefe de 
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los primeros , se denominaron los dos partidos. Los realistas 
aterrados por los triunfos obtenidos per los independientes, 
abandonaron la causa de la metrópoli ; pero pretendieron 
establecer, sino una monarquía, sí un gobierno fuerte, 
central, con todos los vicios de la organización política de 
España. Los independientes dirigieron sus miradas á la 
América del Norte, se fijaron en el gobierno establecido allí 
después de su emancipación de la Inglaterra, y se propu- 
sieron plantear en la Nueva Granada la federación. Los 
antiguos realistas pasaron á ser entonces, con pocas excep- 
ciones, centralistas ; los independientes, federalistas. 

» Bolívar era el héroe de la América del Sur; admi- 
rado como guerrero, sus portentosos triunfos le hicieron 
merecer el glorioso nombre de Libertador ; la fortuna le 
había halagado en todas sus campañas ; la victoria le seguía 
por do quiera como su sombra; pero, envanecido con sus 
triunfos y hostigado por aduladores , se hizo Dictador, y 
de esta peripecia surgió una nueva denominación de los par- 
tidos : bolivianos j partidarios de la dictadura ; liberales quela, 
combatían. 

» Los realistas y que habían sido después centralistas y for- 
maron el partido boliviano, 

» Los independientes f que habían sido después federalistas^ 
tomaron el título de liberales, 

» Después de la caída de Bolívar, el partido liberal obtuvo 
un espléndido triunfo en la elección de Presidente, hecha en 
el general Santander, que terminó su período en 1837. 
El partido boliviano le hizo una oposición terrible, y, al 
aproximarse la época de la nueva elección, Santander, que 
observaba con cuidado los esfuerzos que hacían los enemigos 
de la libertad para volver al poder y que era testigo de la 
división en que se hallaba el partido liberal, quiso unir éste 
presentando como candidato para sucederle al general José 
María Obando. Semejante paso fué, sin duda, imprudente ; 
pero aun sin él, nosotros creemos, atendida la índole del 
partido liberal, que siempre habría perdido, como perdió en 
efecto, esta elección. Subió, pues, al poder el partido boli- 
viano; pero como su caudillo había muerto, tal denominación 
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no tenía significado alguno, y ya que no le era posible repre- 
sentar al héroe, se propuso sostener, en cuanto fuera dable, 
los principios y la política que siempre había seguido : los 
concordatos, los monopolios, la esclavitud, el gobierno 
central, las contribuciones indirectas, etc. ; y con razón se 
denominó partido conservador. 

» No entra en nuestro propósito relatar los hechos de este 
partido en los doce años que estuvo en el poder. Bástenos 
decir que el liberal lo combatió hasta 1842, año en que quedó 
exánime : muchos de sus más denodados hombres perecieron 
en el destierro ó en los patíbulos; las leyes sobre medidas de 
seguridad y la restricción de la libertad de imprenta hicieron 
enmudecer á sus oradores y las prensas no crujieron más en 
favor de los buenos principios. Empero habíamos sufrido 
mucho, la compresión se había llevado hasta el último 
extremo, y, después de diez años el partido liberal tomó una 
actitud imponente, trabajó unido y con decisión en las 
elecciones de 1848, y obtuvo mayoría en el Congreso de 
1849, que declaró la elección en favor del republicano general 
José Hilario López para Presidente de la República. 

» Á pesar de la oposición más apasionada y calumniosa de 
que haya habido ejemplo en este país, el partido liberal se 
manifestó enérgico, decidido y tenaz é hizo reformas de 
tanta trascendencia que la historia de sus hechos será impe- 
recedera. Baste decir que abolió para siempre la esclavitud 
de la raza negra y sancionó la absoluta libertad de la 
prensa ; que estableció el gobierno municipal y el matri- 
monio civil ; que separó la Iglesia del Estado y prescribió la 
tolerancia de cultos; que redimió la agricultura de la injusta 
contribución del diezmo y decretó la libertad del cultivo y 
comercio de tabaco ; que atacó los monopolios, eliminó el 
cadalso político y expulsó la orden de los Jesuítas como 
absorbente y reaccionaria. Pero aun no había cumplido con 
todo esto la parte principal de su programa, que era la 
promesa hecha al pueblo de reformar la Constitución 
autorítoria de 1843. » 

Posteriormente, como ya hemos indicado, se 
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expidió la Constitución descentralizada de 1853, que 
preparó la adopción de la forma federal de gobierno 
en 1858. Indudable es, pues, que el espíritu liberal se 
ha caracterizado en Colombia, lo mismo que en todo el 
mundo, por la tendencia descentralizadora de los 
poderes públicos. Proviene esto de que bajo el régi- 
men oligárquico, único que se ha practicado en las 
Repúblicas modernas, no hay otro medio de rebajar 
la autocracia de los presidentes que la división de la 
soberanía entre varias entidades. Por esto el centra- 
lismo y la federación han sido tipos de gobierno 
opuestos é inconciliables. No sucede lo mismo en la 
democracia, porque en ella no existe la oligarquía de 
partido, ni el poder unipersonal. Cualquiera Repú- 
blica, conforme á este sistema de gobierno, puede 
adoptar la forma central ó la forma federal, según las 
circunstancias peculiares de su territorio y de su 
población, sin dejar de ser democrática. Pero 
conservar el sistema de gobierno oligárquico, con- 
servar el poder unipersonal, y renunciar, no obs- 
tante, á la descentralización délos poderes públicos, 
es abdicar las ideas liberales y proceder conforme 
á la índole reaccionaria del partido autocrático. 



En 1880 se hallaban excluidos del gobierno el par- 
tido conservador y la fracción radical. La alianza de 
estas dos entidades estaba indicada por su común 
desgracia ; pero las separaba irrevocablemente la 
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oposición en ideas 6 en tendencias políticas y el odio 
producido entre ellas por la guerra civil de 1876, en 
la cual había sido vencida la primera por la segunda. 
Siendo imposible esa alianza, las dos entidades men- 
cionadas iniciaron por separado la unión con la frac- 
ción preioriana que ejercía el poder y era débil para 
conservarlo. Ninguna de las dos pensó en ocurrir al 
sufragio popular, porque de él no existían sino enga- 
ñosas apariencias, y aquéllas no tenían fe sino en la 
fuerza bruta. De esta suerte el pretorianismo, conse- 
cuencia necesaria de instituciones oligárquicas , se había 
inoculado en todos los partidos y prevalecía moral- 
mente antes de imponerse en los hechos. Los radicales 
proclamaron la unión de las dos fracciones liberales, 
como el renacimiento de la doctrina, y los pretorianos 
por medio del Presidente, su vocero y caudillo, para 
corresponder al llamamiento del partido conser- 
vador, condenaron los gobiernos exclusivos, califi- 
caron de oligarcas á los radicales^ se llamaron á sí 
mismos independientes y proclamaron una regenera- 
ción política. Cada uno de estos dos adversarios se 
envolvía, pues, en el manto de la democracia para 
encubrir su propósito. 

Expidióse entonces una ley de orden público que 
le imponía al poder ejecutivo nacional el deber de 
apoyar álos gobiernos legítimos de los Estados contra 
los actos de violencia interior ó exterior. Esta idea, de 
origen norte-americano y congruente con el sistema 
federal, había sido rechazada por el Congreso en los 
años precedentes por estimarla contraria á la auto- 
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nomía de los Estados. La ley de la materia le pres- 
cribía antes al poder ejecutivo que fuese neutral en las 
contiendas domésticas de éstos. Como el sufragio 
popular no había sido asegurado por la Constitución 
nacional y menos se determinaban en ella sus bases 
fundamentales, la oposición de los partidos degene- 
raba frecuentemente en luchas armadas. Puede asegu- 
rarse, por esto, que las instituciones autorizáronla 
guerra civil y dieron origen al pretorianismo. La ley 
que hacía solidaria la conservación del orden publico 
era buena, porque tendía á combatir las revueltas 
domésticas ; pero no se aceptó como buena, sino 
porque establecía una alianza militar entre el Gobierno 
general y el de siete de los Estados federales que eran 
todos ejercidos por una misma comunión política. 
Llevaba en sí el objeto cardinal de perpetuar á esta 
comunión en el poder y á ello se prestaba fácilmente 
esa ley por el hecho de ser incompleta, puesto que ni 
ella, ni la Constitución nacional habían establecido 
juez que decidiera los conflictos de autoridad en los 
Estados. Aplicándola ciegamente en los conflictos de 
esta clase, el Presidente quedaba, de hecho, conver- 
tido en juez y apoyaba á los mandatarios de la comu- 
nión política que acaudillaba. 

Pasó la primera administración ejecutiva del autor 
de la Re forma política sin haberse hecho notar por otra 
cosa que por la largueza con que administró el tesoro 
público, por el mantenimiento de un pie de fuerza 
superior á los recursos fiscales de la Nación y por 
las añagazas hechas al partido conservador. Se con- 
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servó la paz pública, como efecto de la postración de 
fuerzas ocasionada por la reciente guerra nacional 
de 1876, y él la denominó « la paz científica » para 
indicar que era resultado del ejército permanente y 
de la conciliación iniciada con el antiguo enemigo de 
las instituciones patrias. De este modo quedaba 
resumido su pensamiento político en la alianza déla 
fracción pretoriana con el partido autocrático bajo 
un régimen militar ; y tal fué el propósito que le 
sirvió de norma en la labor política que emprendió 
como periodista y que había de realizar después como 
gobernante en su segundo período administrativo. 

VI 

El candidato para ejercer el poder ejecutivo en el 
período próximo fué designado por el Presidente, 
como sucede siempre donde quiera que existe el poder 
unipersonal, y la designación recayó en un patricio 
inmaculado, lleno de años y de merecimientos, que 
se había afiliado en la comunión política á que aquél 
pertenecía. Este distinguido ciudadano, eminente por 
su probidad, había penetrado el recóndito pensa- 
miento del autor de la Reforma política^ por lo cual 
aceptó la tmión liberal; y, al tomar posesión de la presi- 
dencia en 1882, varió el rumbo de la política. Se ale- 
jaba, pues, el gobierno déla reacción autocráticaáque 
necesariamente habría de dar lugar la alianza de la frac- 
-úonpretoriana con el partido conservador ¡i^evo^ev^Q- 

tuabala oligarquía del partido federalista, vencedor en 

3 
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1860 y en 1876, por cuanto él era el único^ depositario 
del poder público. La idea democrática no aparecía por 
ningún lado y no había esperanza de que surgiera la ver- 
dadera República de la lucha contumaz de los partidos. 

El nuevo Presidente descendió al sepulcro pocos 
meses después de haber tomado posesión de su empleo 
y lo reemplazó el segundo de los suplentes ó Desig- 
nados para ejercer el poder ejecutivo en defecto de 
aquél. Este segundo Designado era pretoriano deci- 
dido y deshizo todo lo que había hecho su prede- 
cesor para poner la influencia oficial al servicio de 
la unión liberal. Volvieron consiguientemente las 
tres comuniones políticas mencionadas á ocupar sus 
anteriores y respectivas posiciones. El primer Desig- 
nado era el mismo autor de la Reforma política^ quien 
no quiso encargarse del poder ejecutivo, porque se 
inhabilitaba con este hecho para ser elegido Presi- 
dente en el período constitucional inmediato ; porque 
tenía que cumplir en la prensa periódica una misión 
especial, atando los cabos de la alianza entre las 
parcialidades políticas afínes ; y porque bastaba la 
posibilidad de encargarse de él en cualquier 
momento para que el segundo Designado, que lo 
ejercía, transitara, sin desviarse, el camino de la 
regeneración j como la locomotora sobre los rieles. 

Se hallaba, pues, el autor de la Reforma política 
en el poder y fuera de él. Tenía, además, la seguridad 
de ser elegido Presidente en el período inmediato, 
porque siete de los nueve gobiernos de los Estados 
eran pretorianos. Necesitaba solamente no perder, 
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como liberal^ la confianza de sus copartidarios y 
halagar al partido conservador hasta persuadirlo de 
que podía llegar á ser su caudillo. De aquí el lenguaje 
simbólico, enigmático, empleado por él, que, dejando 
entrever la idea democrática, siempre bien acogida 
entre republicanos por cuanto es justa, ocultaba su 
verdadero propósito para no despertar desconfianza 
ni recelo. He aquí algunas muestras de ese antifaz 
que no había de caer sino cuando las circunstancias 
hubiesen hecho á su conductor arbitro supremo de la 
situación política. 

Desde 1881 , en el artículo titulado Ojeada política^ 
le había dirigido al partido conservador estas alen- 
tadoras palabras : 

« Debemos aguardar tiempos mejores que permitan al pe- 
riodista bien intencionado convertir las vaguedades en con- 
tornos definidos. Cada cual tiene su centro de gravedad 
de que no puede apartarse demasiado sin incurrir en un de- 
sastre parecido al que cuenta la fábula que sufrió ícaro. De 
esos tiempos mejores pueden vislumbrar algunos indicios 
los que observan la corriente de las cosas con sostenida aten- 
ción y perspicacia. Si se teme á la anarquía también se teme 
al caudillaje y los intrigantes de mala ley son vistos con 
la misma inquietud que los pretendidos salvadores. » 

Condenó en el mismo año la revolución de 1860 
que, destruyendo el gobierno conservador^ había dado 
origen á la dominación liberal. Tal condenación era 
indispensable como base de la alianza que meditaba, 
y se encuentra en el artículo Sociología así : 

« Este estado de permanente contradicción produjo en 
u primer período la guerra de 1854 y dio en seguida origen 
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á la de 1860. El error fué común á todos los gobiernos y 
partidos ; pero el liberal es aún más responsable por sa falta 
de fe y de paciencia en la última de las dos expresadas fechas. 
Triunfó, es verdad, materialmente, porque tuvo más vigor 
y mejor dirección que su contrario : pero el país perdió, por 
algún tiempo, su centro de gravedad, que aun no ha reco- 
brado por entero. Toda la historia de los últimos 18 años 
se resume en esfuerzos encaminados á readquirir ese centro. 
Algunos de los gobiernos tuvieron instintiva ó delibera- 
damente, la percepción de esa necesidad culminante y dieron 
pasos más ó menos felices para satisfacerla ; pero la inílencia 
del pecado original (si esta frase nos es permitida) neutra- 
lizaba en definitiva los sanos deseos. El pecado original de 
que hablamos fué la revolución de 1860, que socavó el prin- 
cipio de legitimidad, quitando consecuencialmente al movi- 
miento político un resorte moral que no ha podido suplirse 
sino con medios artificiales tan deficientes como peligrosos. 
Algunos de esos medios han sido aún, prácticamente, verda- 
deras agravaciones del mal. » 

Esta perentoria condenación alejaba al autor dema- 
siado de su centro de gravedad, porque si el partido 
conservador era enemigo de la obra creada por los 
revolucionarios de 1860, el partido liberal tenía como 
bandera esa misma obra. Por este motivo la corrigió 
después, en 1882, en el artículo Historia^ cuando 
ya había hecho ver el deseo de poner un pie en el 
campo enemigo y para conservar el otro sobre su pro- 
pio campo. Dijo entonces : 

« Motivos justificados tuvo, sin duda, la revolución liberal 
de 1860; y hechos fecundos se cumplieron á la luz del des- 
tructor incendio; pero aunque actores nosotros en ella, como 
lo seremos en toda lucha en que se encuentre empeñada 
la bandera simbólica de nuestro perseverante credo político, 
ó la suerte siquiera de nuestros copartidarios, tuvimos desde 
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entonces la íntima persuasión de que por el camino de la vio- 
lencia íbamos á comprometer peligrosamente la doctrina, 
adquiriendo, hábitos poco adecuados a su eficaz propa- 
ganda. » 

Persistiendo en el propósito de conseguir la alianza 
con el partido vencido *n 1860, se expresó así, en el 
citado aflo de 1882, en el artículo La paz científica : 

« Otro agente de concordia en las filas de un partido, 
aunque menos duradero, es el temor á un común peligro. 
Reducir á impotencia al adversario político es, pues, suprimir 
un elemento de conservación, que es el único que puede 
reemplazar, en cierto modo, la carencia ó relajación del vín- 
culo moral. Estas no son paradojas, sino realidades que 
hemos tocado, con frecuencia, en el curso de nuestra agitada 
historia política contemporánea. Siempre que nosotros ó 
nuestros amigos más directos, nos expresamos en estos 
términos, se trata de deducir, maliciosamente desde luego, 
que estamos ya en camino de volvernos conservadores. Con 
un razonamiento semejante, los revolucionarios franceses 
se guillotinaron recíprocamente á fines del siglo pasado, 
hasta que vino el Imperio y concluyó olímpicamente con el 
horrible carnaval de sangre. Los conservadores saben perfec- 
tamente qué condiciones filosóficas profundas nos separan de 
ellos, sin que dejemos por eso de respetar esmeradamente su 
credo religioso. Lo que á esa comunidad política nos une hoy, 
es solamente nuestro liberalismo de buena ley, el cual nos 
induce . frecuentemente á servirles de escudo contra la ce- 
guedad de la intransigencia, que á nosotros también nos hos- 
tiliza y persigue sin descanso, por el mero hecho, que oíos 
parece natural, de haberla reemplazado por la voluntad 
persistente de los pueblos fatigados de violencias, en el 
ejercicio del Gobierno. Pudiera creerse que ella se considera 
candorosamente legataria de los zipas ó de los reyes de 
España, en virtud de algún testamento, forjado por la fiebre 
de la vanidad y la ambición en lamentable consorcio. » 
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Refiriéndose á la fecha en que el candidato de la 
imión liberal había tomado posesión del poder, se 
expresó así en el artículo La Constitución : 

a El radicalismo nos había amenazado para el 1.® de abril 
con una revolución de intereses de círculo. El partido inde- 
pendiente responde á su reto, emprendiendo pacífica y resuel- 
tamente una revolución de principios que tendrá por objetivo 
la reivindicación constitucional del derecho de los Estados 
como entidades fundamentales de la Nación y del derecho de 
los pueblos como agregados que son de ciudadanos libres. » 

Ratificaba de este modo el respeto que había mani- 
festado por las instituciones patrias y por la idea 
democrática pocos meses antes, en el artículo titu- 
lado « Entendámonos » , en estos términos : 

« El partido independiente ha gastado siete años en consti- 
tuirse. Para llegar á la próspera condición en que se halla, sus 
hombres han hecho grandes sacrificios y muchos de ellos han 
dejado, aún, sus huesos eq los campos de batalla. No es bueno 
agregar insensato rencor, ni menos todavía perseguir al 
adversario rendido ; pero los que murieron en San Juan de 
Cesar, Tenerife, Anaime, Santa-Marta, y otros lugares no 
lo hicieron por simple pasatiempo bélico. Todas esas jor- 
nadas tuvieron su sentido, como lo tuvieron en mayor 
escala, San Mateo, Boyacá y Carabobo. No pretendemos 
que se pagueelexclusivismocon igual moneda, ni que dejen de 
observarse estrictamente la Constitución y las leyes, ni 
que se adopte, en ninguna forma, política de combate. Preci- 
samente porque deseamos que el país viva en reposo, que- 
remos que no se prescinda de las más elementales reglas 
de la lógica política. Las convulsiones de los pueblos nunca 
ocurren espontáneamente^ sino que provienen de errores come- 
tidos en la apreciación de la manera de dirigir los apuntos 
públicos, » 

Sin dejar sospechar que su recóndito pensamiento 
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fuese la destrucción de las inslituciones patrias, con- 
tinuaba el célebre autor de la Reforma política opo- 
niéndose á la refusión del partido liberal y elaborando 
la alianza de la fracción pretoria na ó independien^ 
con el viejo partido conservador ó reaccionario^ y se 
expresaba así en el mes de junio de 1882, en el artí- 
culo Griegos y Troyanos : 

« Hay entre radicales é independientes una diferencia 
análoga á la que hubo entre fariseos y cristianos, y entre 
los plantadores dueños de esclavos y los republicanos par- 
tidarios del trabajo libre. El radicalismo es una casta, una 
aristocracia que se cree llamada á gobernar por derecho 
divino. El partido independiente es el país entero, menos 
esa aristocracia. El elemento conservador no está desde 
luego, fundido en él, pero tiene que ser aliado suyo, por 
amor á la justicia y por propia conveniencia; porque los 
independientes proclaman la libertad constitucional, que 
comprende la práctica para todos de los derechos indivi- 
duales ; mientras que los recalcitrantes perseguidores obran 
como si el país estuviera dividido en ciudadanos é ilotas. Para 
ellos el ejercicio indefinido del poder público á cualquier 
costa, inclusive el decoro individual y la paz de Colombia, 
es el programa político único, cuya relización sin descanso 
solicitan. Estamos ya por creer que sienten con sinceridad, 
en sus cabezas, algo semejante al óleo santo con que eran 
ungidos los antiguos monarcas católicos. Nada hay, en 
verdad, tan ingenuo y candoroso como los arranques de la 
insania, por extravagantes que sean. » 

En el artículo Post tenebras lux : 

« Nuestra convicción profunda ha sido y es tan contraria al 
pensamiento de la reconstrucción del partido liberal por el 
camino de la proscripción aún más acentuada del partido 
conservador, que hemos, desde mucho tiempo atrás, pensado 
que, bien al contrario, esa proscripción que se ha hecho 
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cómo sistemática, ha sido el motivo principal, sino único, 
de la desorganización del partido liberal. La división de este 
partido puede, por los miopes, atribuirse á la influencia de 
pasiones ó intereses de grupos ó individualidades que cuentan 
con algún séquito de amigos. Esta es apenas la superficie del 
fenómeno. Su verdadera y permanente razón de existir es 
otra. Examinemos. £1 partido conservador no ha quedada 
fuera de combate en el terreno de la lucha electoral, por el 
solo hecho de haber sido vencido en los campos de batalla. 
Su anonadamiento, como entidad política, activa, proviene 
de que se le ha irreflexivamente arrebatado el derecho de 
sufragio ; porque, teniéndose en cuenta su número, no puede 
de otro modo explicarse el que aparezca con una representa- 
ción tan insignificante en el Congreso, en las Asambleas 
legislativas de los Estados y en las Municipalidades. Las insti- 
tuciones patrias han dejado, por tanto, de funcionar debida- 
mente, porque esas instituciones son, en su letra, republicanas 
y liberales, es decir, hechas para todos los colombianos, y 
no para una simple fracción de éstos. El Gobierno monopo- 
lizado se llama manárquico ó aristocrático, como lo es el 
que ejercen los zares de Rusia, ó los sultanes de Turquía, 
ó como el que ejerció el doctor Francia en el Paraguay bajo 
on título engañoso ; ó el que desempeñó tan severamente el 
antiguo Senado de Yenecia. Nuestro antiguo y ya disuelto 
partido liberal quiso, en su degeneración radical, realizar 
estas dos cosas inconciliables, á saber : 

« 1.» Ser el promotor y el guardián de una Constitución sin- 
gularmente republicana ; y 

« 2.a Reservar á unos pocos el privilegio exclusivo de go- 
bernar al pueblo de Colombia. 

(( Era lo primero hacer bella y valerosa gala de la más 
absoluta fe en el reinado del derecho. Era lo segundo, demos- 
trar la mayor falsía en la manifestación de esa fe absoluta 
en la fecundidad, para el bien, de los principios liberales. » 

En el artículo La reforma : 

« Las antiguas comunidades están todas minadas por la 
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acción modificadora del tiempo. Los conservadores se han 
liberalizado y los liberales han comprendido que de la noche 
á la mañana ninguna seniilla puede convertirse en produc- 
tivo árbol. Ni los primeros son ya partidarios de ninguna 
forma de despotismo, ni los segundos dejan ya de apreciar 
en todo su valor los peligros de la demagogia. Juzgamos 
practicable la organización de un partido numeroso que tenga 
por objetivo inmediato la reforma de la Constitución, no sólo 
porque esa reforma es hoy de reconocida urgencia general- 
mente, sino porque en los puntos fundamentales no hay, en 
nuestro concepto, divergencias importantes inconciliables. 
Para esta labor no debe, pues, desecharse el contingente de 
nadie; é importa mucho, al contrario, á la estabilidad de lo 
que se haga, que todos los factores políticos existentes con- 
tribuyan á ella. La nueva Gonslitución ha de ser, á nuestro 
juicio, un trabajo nacional y no la imposición hecha al país 
por un determinado circulo de opiniones é intereses. » 

Por una ley natural el partido político excluido del 
gobierno tiende á unirse con la fracción del partido 
opuesto que más probabilidades le ofrece de abrirle el 
camino que conduce al poder. La alianza del partido 
conservador con la fracción pretoriana, que estaba 
en posesión del gobierno era, pues, más provechosa 
para él que la unión con la fracción radical; y estaba, 
además, indicada esta alianza por la índole común á 
esas dos entidades que las ha hecho aparecer siempre 
como devotas del poder autoritario y fuerte. Baslaba 
para realizar esta obra que el caudillo de los pipeto- 
ríanos le inspirase confianza al parlido conservador 
y que tuviese suficiente elasticidad de carácter para 
emprender con él una reacción política tan luego 
como llegara á ser dueño absoluto del poder. Sobrado 
inteligente el caudillo pretoriano no solamente ha- 
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bía visto con claridad que era fácil hacer esa liga, 
sino que le inspiró al partido conservador el conven- 
cimiento de que tal evolución política era en él un 
resultado necesario de la generosidad de sus propios 
sentimientos. Con este fin se expresó así en el artículo 
titulado un Discurso importante ; 

« De tiempo atrás el mundo viene dividido en dos corrien- 
tes. La una que se alimenta del odio y la otra que se alimenta 
del amor ; la una que quiere la muerte del culpable y la otra 
que busca su arrepentimiento. Durante toda nuestra vida he- 
mos militado en la segunda de esas dos corrientes, sintiéndo- 
nos tan distantes de la hoguera de Torquemada como de la 
guillotina de Marat. Hemos sido, somos y seremos, conven- 
cidos, entusiastas, ardorosos liberales, y en este concepto 
hemos simpatizado con todos los oprimidos y perseguidos : 
con los italianos del tiempo de Silvio Pellico, con los irlan- 
deses del tiempo de O' Connell, con los húngaros de 1848, 
con los polacos, con los griegos de 1830. Nuestra simpatía 
por la agrupación conservadora vencida en los campos de 
batalla y proscrita de la cosa pública, es de una especie se- 
mejante. Si volviera á tomar las armas, si volviera á hacerse 
sentir como amenaza, esa simpatía de benevolencia perdería 
su razón de ser, porque ella no se refiere á la comunidad be- 
ligerante, sino á la comunidad derrotada y excluida, ala comu- 
nidad á que imprudentemente se ha querido poner fuera del 
amparo de la Constitución, quitándose con ello al libera- 
lismo genuino su principal condición de moralidad y vida, 
cual es la presencia de un enemigo serio. 

La alianza mencionada quedó hecha tanto por las 
publicaciones periódicas del caudillo pretoriano , 
como por su correspondencia con los hombres más 
notables del partido conservador, y con ella había de 
llegar á disponer el citado caudillo de una suma de 
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fuerza social superior á la de ningún otro gobernante 
en Colombia. 

VII 

En 1883 fué proclamado candidato por segunda 
vez, el autor de la Reforma política^ para la presi- 
dencia de la República y se empeñó de nuevo la lucha 
entre las fracciones opuestas del partido liberal. Los 
independientes ó pretorianos contaban con el voto 
de siete de los nueve Estados en que se divide la Re- 
pública, porque en ellos gobernaba su partido, hecho 
que es decisivo cuando no existe un sistema electo- 
ral resguardado contra la influencia de los gobernan- 
tes. Contaban, además, con el apoyo del partido con- 
servador ^ cuyos directores acogieron con entusiasmo 
esa candidatura y la recomendaron á sus adeptos con 
estas palabras : 

« Aunque el partido conservador, alejado antes sistemá- 
ticamente de las urnas electorales por la violencia y por el 
fraude, pudiera presentarse en el debate electoral con un candi- 
dato de su comunión política, por un sentimiento de elevado 
patriotismo y de abnegación sin ejemplo en nuestra Patria, 
comprendió, recién pasada la lucha armada de 1876, que era 
su deber renunciar, quizá por mucho tiempo, el triunfo 
directo de sus hombres y de su causa, para asegurar la paz 
á la República y para hacer concurrir suavemente todos los 
sanos elementos sociales á la obra de restituir á la República 
fiu prestigio y á las costumbres políticas, viciadas por la vio- 
lencia y la intolerancia, la seriedad y la pureza de otros 
tiempos. Piel á este propósito, el partido conservador resolvió 
apoyar de un modo decidido y eficaz á la fracción que, des- 
prendiéndose del partido liberal, se ha denominado indepen- 
diente; no como se ha dicho por algunos, con el ánimo de 
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dividir para reinar, sino con el de que aquella fracción, débil 
é informe al principio, se tornara en verdadero partido co- 
brando aliento para llevar á término las reformas adminis- 
tratíbras y políticas que la situación de la República urgente- 
mente exigía y que el bando radical rechazaba. » 

Los radicales no contaban sino con el voto de dos 
Estados, en los cuales gobernaban ellos , y les era im- 
posible competir ventajosamente con su adversario. 
Para mejorar su situación, proclamaron como can- 
didato al segundo Designado, que ejercía el poder 
ejecutivo nacional, con la esperanza de que, acep- 
tando él esa proclamación, entrara en lucha con los 
gobiernos adversos de los Estados y los derrocara, 
para asegurar el resultado de la elección, ó los inti- 
midara ó bien los atrajera mañosamente y los hiciera 
secundar su propósito ; pero el Presidente, después 
de algunas vacilaciones,renunció la candidatura que se 
le ofrecía. Creyóse, sin embargo, por algún tiempo, 
que el Presidente interino aceptaba esa candidatura, 
hecho que difundió el descontento en las filas de los 
independientes; y por eso, aunque no estamos cier- 
tos de ello, el candidato adverso condenó la trai- 
ción política con estas palabras en el artículo titulado 
La religión en Inglaterra : 

« Se recuerda ahora, en presencia del discurso de Mr.Glad 
stone, sus opiniones de hace cuarenta años cuando llevaba 
su intolerancia hasta oponerse al bilí de emancipación de los 
católicos. Él ha progresado y se halla hoy en campo neta- 
mente liberal. Cuando esto enunciamos, no hacemos la apolo- 
gía de las metamorfosis políticas, sino sólo tenemos en 
cuenta los hechos. Estas metamorfosis, si son desinteresadas, 
son sinceras, y, por lo mismo, respetables, y aun útiles como 
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todo lo que es natural y verdadero ; y es natural y plausible 
el tránsito que hace un espíritu de la persecución y el terror á 
la tolerancia : es decir, de las tinieblas del absolutismo á las 
auroras de la libertad. Lo que es reprensible y odioso es la 
traición, la perfidia, la entrega al enemigo de la fortaleza que 
se nos ha confiado. Las ideas se modifican, progresando en 
su forma más que en su fondo : pero la lealtad á una causa es 
una cosa simple, elemental, precisa : y por eso creemos que 
de toda la historia de la pasión y muerte de Jesús no se destaca 
una figura más execrable, ni la de Caifas, ni la de Poncio ni 
aun la de Longino y Gestas, que la de Judas Iscariote. » 

Renunciada por el segundo Designado aquella 
candidatura, los rarf¿ca/^5 proclamaron de candidato 
al gobernador de uno de los Estados federales, con lo 
cual pudieron obtener tres votos, y el autor de la 
Reforma politicaínk elegido Presidente por seis votos, 
por un período de dos años, que comenzaba en 1884. El 
resultado de esta elección comprueba, como el de las 
anteriores, que no había en Colombia un sistema 
electoral que asegurase la manifestación libre de la 
voluntad popular, puesto que el escrutinio de los votos 
correspondía siempre con la opinión política de los 
gobernantes. Imposible era derribar por medio de las 
urnas electorales lo que un partido político había 
conquistaod por medio de la fuerza. La violencia, la 
guerra civil, era el único camino que las instituciones 
dejaban abierto par-a alcanzar el poder. No era, pues, 
difícil prever que la dominación pretoriana estable- 
cida desde 1878 por el derrocamiento de los gobiernos 
rfl(/¿ca/^5 que había entonces en los Estados, necesa- 
riamente había de producir una nueva guerra civil en 
la Nación. 



^ LA VERDADERA Y LA FALSA DEMOCRACIA 

Al inaugurarse la admíoístración ejecutiva de 1884, 
el autor de \diRe forma política resumió su programa 
de gobierno en el propósito de reformar fundamen- 
talmente las instituciones patrias, con lo cual corres- 
pondía á una aspiración que había llegado á ser 
nacional, pues la experiencia de veinte años demos- 
traba que la constitución política de 1863 tenía gra- 
vísimos defectos que hacían casi imposible la marcha 
regular del gobierno, así en la Nación como en los 
Estados, aunque por otra parle estuviese calcada sobre 
el principio científico que divide entre varias enti- 
dades el ejercicio de la soberanía. Todos los partidos 
deseaban que se conservara la forma del gobierno 
federal ; pero que se perfeccionara haciendo verdadero 
el sufragio popular, estable el orden público y eficaz 
la acción de la autoridad. Era urgentísimo levantar la 
ley sobre la furza bruta y la voluntad del pueblo 
sobre las maquinaciones de los partidos que se 
servían del poder como de un instrumento de domina- 
ción exclusiva. 

En cuanto á los puntos que la reforma debiera 
contener, el Presidente había expresado sus propias 
ideas con claridad y precisión en un mensaje dirigido 
al congreso, en 1881, durante su primera administra- 
ción ejecutiva, en estos términos : 

« El principio federativo, ó mejor dicho, el de la autonomía 
seccional, debe ser ratificado. Los intereses existentes obligan 
á hacerlo; y también la constitución natural del país, que no 
permite, sin la más odiosa tiranía, someterlo á una regla de 
gobierno común respecto de las más importantes materias 
del derecho público. Observaciones superficiales de los hechos 
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han inducido á atribuir nuestras revoluciones frecuentes á la 
forma federal. Pero el estudio de la historia de las Repúblicas 
hispano-ameri canas convence del error de esa apreciación. 
Buenos Aires, Méjico y Centro-América no tuvieron, es verdad, 
reposo en un largo período ; pero la prueba de que la causa 
de sus agitaciones no fué la forma federal adoptada por esos 
pueblos, es que la casi totalidad de las otras Repúblicas de 
origen español, en que se adoptó rigurosamente el sistema 
opuesto, han sufrido, aún con mayor intensidad, tales agita- 
ciones. Chile ha prosperado mucho bajo el centralismo; pero 
desde 1862, en que Buenos Aires sacudió definitivamente el 
yugo de los caudillos que, con excepción de Rivadavia, no 
respetaron á la verdad forma ninguna, sus progresos han sido 
sorprendentes y tal vez superiores á los de Chile. El imperio 
mismo del Brasil ha tenido que rendir tributo á la constitu- 
ción natural de la generalidad de las naciones americanas, 
dando á sus provincias suficiente suma de poder para la ad- 
ministración de sus intereses especiales. Pero estas conside- 
raciones podrían ser equivocadamente aplicadas, si no se hi- 
ciese notar que la Constitución federal argentina, que puso fin 
á su prolongado período de disturbios, barbarie y miseria, 
difiere de la nuestra en muchos puntos cardinales, á saber : 

1®. En que expresamente establece el principio de la soli- 
daridad del orden público ; 

2®. En que centraliza la legislación civil y penal; 

3^. En que si bien establece la tolerancia de cultos, obliga 
al gobierno á sostener el católico y lo reviste del derecho co- 
lateral de patronato ; 

4®. En que extiende á seis años el período presidencial, á 
nueve el de los senadores y á cuatro el de los representantes 
con renovación periódica de parte, del personal de las 
Cámaras ; 

5®. En que centralita todo el sistema electoral retativo álos 
poderes nacionales ; y 

6*^. En que las elecciones son indirectas. 

Todo esto en su mayor parte ha concurrido á la estabilidad 
racional y á la armonía del movimiento político ; mientras 
que, preciso és confesarlo, á medida que nosotros hemos ido 
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desdeñando esas precauciones ó sus análogas, hemos también 
ido perdiendo el concierto relativo que logramos realizar en las 
dos primeras décadas de la República á partir de 1832. Hoy 
vivteos en plena instabilidad política por la incesante renova- 
ción de los mandatarios públicos y el constante ejercicio de la 
facultad de legislar; y esa instabilidad, reflejándose en todo, 
mantiene el país en una constante y general zozobra, que hace 
imposible el desarrollo regular del mejor combinado plan admi- 
nistrativo, porque el tiempo y la continuidad de acción son 
factores indispensables de todo progreso. Agravan singular- 
mente el mal de la renovación aludida los vicios profundos, 
casi insoportables ya, de que en la práctica adolece nuestro 
sistema electoral. 

No se consumó la reforma en 1881, ni en los años 
siguientes, porque era general el temor de que, alar- 
gándose el período ó duración del Presidente, se 
prolongara también la dominación del partido á que 
él pertenecía. Ese mismo temor había impedido que 
la Constitución fuese retocada en los años anteriores, 
de suerte que el poder unipersonal, consagrado por 
ella, impedía toda corrección ó enmienda ; y esto 
porque los reformadores no se fijaban en que la con- 
servación de tal poder es incompatible con la demo- 
cracia. 

En 1884 el autor de la Be forma política, siendo 
Presidente, reprodujo el mensaje de 1881, en el 
artículo titulado Política experimental ; y, para re- 
mover el obstáculo que había impedido retocar la Carla 
fundamental del gobierno prometió solemnemente 
que no continuaría en su puesto después de hecha la 
reforma. Dijo entonces : 

« No recomendamos nosotros, por oponerse á ello nuestrp 
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especial modo de ser, que se acepten períodos tan largos para 
Presidente de la Unión y los senadores ; y respecto de lo pri- 
mero, debe ser condición indispensable que la extensión del 
período, cualquiera que ella sea, no comprenoh sino ^ un 
nuevo elegido bajo los auspicios de un régimen en que se halle 
completamente garantida la libertad del sufragio, que hoy no 
existe. El actual Presidente debería, aún, cesar desde que la 
nueva Constitución fuese sancionada, con prohibición de ser * 
de nuevo elegido. Previo este compromiso, que las circuns- 
tancias indican y de cuyo cumplimiento sería eñcaz prenda la 
composición política misma del personal del Senado, juz- 
garíamos allanada la mitad, por lo menos, de las dificultades 
que se oponen á la reforma; porque, en el fondo, todo el país 
es probablemente partidario de ella. » 

Allanado este primero y grave obstáculo, por cuanto 
el encargado de la presidencia prometía no continuar 
en ella, quedaba otro en pie, cual era que toda 
reforma constitucional debía ser aprobada por el voto 
unánime del Senado y por Estados, es decir, por los 
tres senadores de cada uno de ellos, de modo que 
bastaba que dos senadores se opusieran para que la 
enmienda encallase. Pero á este segundo y menos 
grave inconveniente el Presidente opuso un llama- 
miento patriótico á la opinión nacional para que lo 
allanara haciéndose sentir enérgicamente ; y se 
expresó así en el artículo titulado La crisis: 

« Incurren en equivocación enormísima los que se 
imaginan que el ttotí possumus de los pocos — de dos simples 
voluntades acaso— sea bastante á frustar la urgente obra de 
rectificación que solicita con anbelo ansioso la universalidad 
del pueblo colombiano. Todoslos hombres de buena voluntad, 
cualquiera que sea su filiación histórica, deben hacer enérgico 
acto de presencia, á fin de que la barrera artificial quede 
pronta allanada, sin efusión de sangre, y podamos tomar 
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sereno rumbo hacia las fecundas costas iluminadas por la 
libertad, que es indisoluble gemela de la justicia y el 
progreso. » 

No era imposible que la reforma se hiciera pacífi- 
camente, según los trámites que la misma Constitución 
exigía ; pero el Presidente no perseveró en el propó- 
sito de hacerla así, porque un cambio sustancial se 
había efectuado en sus ideas políticas. Ya no se 
contentaba con la conservación del sistema de 
gobierno federal, mediante las reformas que él mismo 
había acertadamente apuntado, para que fuesen 
discutidas, sino que pretendía reemplazar ese sistema 
por un régimen autoritario y central. Conocedor de la 
gran suma de fuerza social que había puesto á sus 
órdenes la alianza de la fracción pretoriana con el 
partido coní^r^arfor, empezaba á sentirlas tentaciones 
de los caudillos ; ó bien la atracción de aquel gran 
partido, numeroso y fuerte, que era el cuerpo prin- 
cipal entre los aliados, lo arrastraba hacia su propio 
centro. El hecho es que juzgaba imposible la conser- 
vación de las instituciones republicanas de otro modo 
que bajo una forma autoritaria, es decir, bajo el poder 
omnímodo de ün solo hombre ; y consideraba como el 
tipo de sus nuevas ideas las Constituciones autocrá- 
ticas de 1832 y de 1843. Este cambio en la manera de 
pensar del Presidente fué revelado en el artículo que 
lleva el título de El Problema, en los términos 
siguientes : 

« Empapada, sin mucho criterio, la generación que inició 
las reformas políticas de 1849 y 1863, en las ideas de la 
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Revolución francesa, que no podían ser, en su conjunto, 
aplicadas sino á una monarquía secular y decrépita, nuestras 
instituciones han venido, durante los últimos años, progre- 
sando — doloroso es decirlo — en el sentido de la descomposi- 
ción social. La Constitución de 1843, rígidamente autoritaria, 
y por lo tanto odiosa á nuestro liberalismo, es la que más tran- 
quilidad ha dado al país, sin que hubiese al propio tiempo, 
menoscabado la libertad electoral, que es la primera de las 
libertades públicas. La Constitución sancionada en cambio de 
la de 1843, diez años después, no rigió sino cinco años, y 
durante ese tiempo ocurrió la sangrienta guerra de 1834. 
En 1858 se expidió una nueva Constitución menos autoritaria 
aún que la que había sustituido á la de 1843, y dos años 
después, en 1860, estalló una guerra civil más desastrosa y 
larga que la de 1854. Desde 1863 vivimos bajo el imperio de la 
más liberal, en apariencia, de todas las constituciones que 
hemos tenido. Según ella las Secciones son autónomas y sobe- 
ranas : el poder ejecutivo nacional es simple delegatario de 
tales Secciones ; el comercio de armas y munici ones es libre ; la- 
imprenta y la palabra son irresponsables; el sistema penal se 
halla reducido á la más mínima expresión, etc. Pero con todo 
este lujo de libertades escritas ha coincidido, por desgracia, 
un estado de alarma é inquietud, agravado frecuentemente 
por combates fratricidas, que ha producido al cabo, como 
debía suceder, una poderosa reacción en las ideas políticas, 
que sólo los espíritus miopes podrán desconocer ó atenuar. 
De un orden de premisas semejante á éste surgió en Vene- 
zuela el gobierno autocrático de Guzmán Blanco ; en Gua- 
temala el de don Rafael Carrara, reemplazado por el de 
Barrios, de naturaleza idéntica; en Méjico, el imperio de 
Maximiliano, y en Santo Domingo, el del enérgico padre 
Marino. » 

No solamente apunta el gobierno autoritario, auto- 
crático, como el único sistema político conveniente 
para Colombia, olvidando todo lo que había dicho ó 
escrito y todo lo que había hecho en cuarenta años 
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de vida pública, sino que insinúa la imposibilidad de 
fundar instituciones libres en pueblos primitivos ó de 
escasa civilización, así : 

<K £1 gobierno electivo que genéricamente llamamos Repú- 
blica, requiere, por tanlo, condiciones que no se pueden 
fácilmente encontrar en pueblos primitivos. Las antiguas 
organizaciones de ese nombre desaparecieron, por eso, para 
no revivir, después de encarnizadas y persistentes guerras 
civiles. Á las más modernas de Italia sucedió lo mismo : 
fueron lucha de cuervos y milanos, según la gráfica expresión 
de Millón. La Confederación Helvética, por razones especiales 
que no hay para qué aducir ahora, es única excepción de la 
regla general, que desde luego no la infirma. El ensayo de 
República en Inglaterra en el siglo XVII, no fué, en realidad, 
sino un despotismo terrible, que dio pronto vida nueva á la 
vieja monarquía ; y todos nuestros lectores saben el trágico 
desenlace de los dos primeros infelices ensayos de República 
en Francia. No menos trágico fué el de España en 1869. Hacer 
de la diadema, de la púrpura y del óleo de los ungidos de 
Dios el patrimonio de todos — ricos y pobres, sabios é igno- 
rantes, virtuosos y malvados — es efectivamente una empresa 
casi sobrehumana, que demanda sostenida, gradual y muy 
atinada preparación. Bolívar tuvo clarísima visión de lo que 
se debía hacer después de la titánica guerra que terminó 
militarmente en Ayacucho. Él dijo, como recientemente 
Thiers en los albores de nueva era política : República autori- 
taria 6 anarquía, » 

Finalmente, hace un cuadro sombrío de la situación 
política de su patria y pone en boca del pueblo, como 
único y seguro remedio, la idea de un poder discre- 
cional, ó sea, la Dictadura : 

« En Colombia, dice, la desorganización y la miseria hacen 
cada día nuevos estragos, y ésta es una dolorosa verdad que 
ningún partido ni círculo, ni individualidad revoca á duda. 
Las urnas electorales se han convertido en caja de Pandora,. 



EXPOSICIÓN PREUMINAR 53 

porque en lugar de salir de ellas nuevos elementos de vida 
política^ se esparcen con frecuencia de su viciado seno miasmas 
que mantienen el cuerpo social en constante crisis. Se recor- 
dará la apreciación de un ministro americano en 1871 : el 
gobierno de Colombia es la anarquía organizada. Á ofro 
ministro americano le hemos oído recientemente estas otras 
palabras: en Colombia sólo hay dos cosas organizadas : el 
ejército y el clero. El derecho de asociación se ha vuelto se- 
millero de continuas asonadas ; la libertad de imprenta es 
libertad de difamación y de propaganda subversiva, con 
raras excepciones ; los homicidios se multiplican ; las armas 
y pertrechos se ven transitando camino de revueltas, sin que 
nadie se sorprenda siquiera del fratricida tráfico. Si las 
elecciones populares en vez de ser causa de renovación y 
rectificación, producen, por el contrario, mayores inquie- 
tudes y retroceso, ¿cómo podrá salvarse la República de 
vergonzosa muerte? Se habla, por eso, en instantes de 
desesperación, de Dictadura, y este altivo pueblo colombiano 
oye ya, sin patriótica cólera, pronunciar esa en otro tiempo 
aborrecida palabra. » 

No es cierto que la situación de Colombia fuese 
deplorable como la pinta el Presidente. Al contrario : 
ño puede señalarse en la historia de ese país ningún 
período en que hubiese progresado más que desde 
1865 hasta 1878 : sus exportaciones subieron de 
ocho á catorce millones de pesos y proporcional- 
mente creció la importación de efectos extranjeros ; 
las rentas públicas aumentaron de dos á cuatro 
millones ; se abrieron caminos seccionales y se prin- 
cipió la construcción de algunas líneas de ferro- 
carriles ; se estableció el telégrafo eléctrico .entre las 
principales poblaciones y se prolongaron las líneas de 
correos ; se fundó la Universidad Nacional con varias 
escuelas científicas ; se establecieron escuelas ñor- 
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males y se difundió la inslrucción primaria ; se redujo 
á un pequeño pie de fuerza el ejército permanente ; 
áe hizo con moralidad y economía el servicio de la 
administración pública, atendiendo al crédito nacio- 
nal tanto en el interior como en el exterior ; aunientó 
el bienestar material de todas las clases sociales v 
subió á un precio, nunca visto antes, el valor de la 
propiedad inmueble ; en suma : la luz de la civiliza- 
ción se propagaba aunque lentamente por los dilatados 
horizontes de ese país de territorio inmenso y esca- 
samente poblado. Pero al lado de esos beneficios 
había males que era necesario corregir : los homici- 
dios aumentaban, á pesar de la índole bondadosa del 
pueblo ; la renovación de los poderes públicos rara 
vez se hacía por medio del sufragio y casi siempre 
por medio de la fuerza ; y el comercio empezaba á 
decaer por el abatimiento en el exterior de nuestros 
principales frutos exportables. En cuanto á la frecuen- 
cia de las revoluciones, el autor de la Reforma polí- 
tica nos había enseñado que ella no dependía de la 
forma de gobierno federal, puesto que el mismo 
hecho se observaba ó se había observado en otras 
Repúblicas. Sin embargo, cuando el curso de los 
acontecimientos lo lleva á la encumbrada posición 
de caudillo, por la alianza de dos partidos antes 
irreconciliables, nos enseña que los males políticos de 
Colombia, y aun los males sociales, no tienen otro 
correctivo que el establecimiento de un sistema de 
gobierno autocrático. En nuestro concepto, que es tan 
patriótico como el suyo, aunque menos autorizado, 
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la frecuencia de las revoluciones depende precisa- 
mente del sistema de gobierno, bien sea éste central 
ó federal, porque en uno y en otro han existido has- 
ta hoy el poder unipersonal y las oligarquías de parti- 
do. Lo que el autor de la fíe forma política propone co- 
mo remedio es, pues, la misma causa que se debe 
remover. 

Vlll 

Desde que el Presidente abandonaba la idea de 
reformar 'las instituciones patrias, por los trámites 
constitucionales y mediante una discusión filosófica, 
era evidente que la paz pública pronto llegaría á ser 
turbada, porque el Congreso nacional y la voluntad 
popular no consentirían en que las bases fundamen- 
tales del gobierno, costosamente establecidas al cabo 
de medio siglo de constante lucha, fuesen reempla- 
zadas por otras, iguales ó semejantes, á las del 
antiguo régimen político que había desaparecido. 
La paz y la guerra dependían de la voluntad del Pre- 
sidente, y él escogió lo segundo, porque éste era el 
único modo de llegar al ejercicio de un poder discre- 
cional, que le permitiera destruir las instituciones 
y reemplazarlas con otras correspondientes á la 
índole reaccionaria de los dos partidos políticos 
estrechamente aliados entre sí. 

Podía principiar la guerra por un golpe de estado, 
si el pueblo y los gobiernos seccionales adversarios 
de aquella alianza, guardaban la atinada prudencia que 
las circunstancias demandaban; pero el Presidente, 
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sobrado experto en la dirección de la política, sabía 
muy bien que en el complicado é irregular mecanismo 
de las instiluciones federales adoptadas por Colombia, 
la renovación del poder público de los Estados, le 
ofrece á menudo al Gobierno general ocasiones propi- 
cias para provocar la guerra sin aparecer como revo- 
lucionario. 

Por regla general en Columbia, y, seguramente en 
todas las Repúblicas en que existe el poder uniper- 
sonal de los presidentes, las revoluciones no son obra 
del pueblo sino délos gobiernos, según nos lo ha en- 
señado el mismo autor de la Re forma política^ en el ar- 
tículo El pueblo colombiano, ^n estos términos : 

« El amor á la paz domina evidentemente en nuestro 
pueblo ; y tanto es así, que entre nosotros las revoluciones 
se hacen siempre de arriba para abajo, y no de abajo para 
arriba como sucede ordinariamente en otros países. Con 
gobiernos medianamente discretos y conciliadores no hay, 
pues, temor de perturbaciones del orden público en Colombia. 
En la revolución de 1860 los factores determinantes fueron, 
como se recordará, del gremio oficial. La revolución conser- 
vadora de 1876 fué recta derivación de los desórdenes elec- 
torales de 1875, obra directa también del elemento oficial. 
Dicha revolución tuvo, además, por centro decisivo el go- 
bierno del Estado de Anlioquia, sin cuya iniciativa y concurso 
no se habría llevado á efecto. En los otros países hispano- 
americanos, después de las grandes guerras quedan las 
guerillas y los salteadores de caminos haciendo daños á 
personas y propiedades. Entre nosotros, cuando en una 
guerra civil se dispara el último tiro, todo el mundo vuelve 
á su hogar y se entrega á ocupaciones pacíficas, porque una 
reacción de benevolencia' se verifica casi inmediatamente; 
bien que la disparidad de opiniones continúe agitando los 
ánimos en ciertos grupos sociales. » 
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Llegó el tiempo en el Estado de Santander de re- 
novar los poderes públicos y se hicieron elecciones 
de diputados á la Asamblea legislativa y de gobernador. 
Se disputó sobre el legítimo resultado de ellas entre el 
gobierno local y sus adeptos, por una parte, que pre- 
tendían haberlas ganado, y entre los miembros de la 
fracción radical^ por otra, que pretendían lo mismo. 
No había juez, según las leyes del Estado, ni según 
las leyes nacionales, que decidiera estas diferencias, 
como tampoco había ninguna entidad federal que tu- 
viese la facultad de verificar los escrutinios ; y los 
bandos contendientes ocurrieron á las armas. Oportu- 
namente intervino el Presidente de la República, au- 
torizando una comisión de paz que puso fín aparente 
á la contienda por medio de un tratado en que los dos 
bandos convenían en elegir una Convención ; y fué 
reemplazado el Gobernador por uno de los designados 
para que le diera cumplimiento al mencionado pacto. 
Tanto el Presidente de la República en el artículo W- 
lulado E/ problema, de 8 de octubre de 1884, como 
el nuevo gobernador del Estado, en el decreto en que 
convocó al pueblo de Santander á elecciones, reco- 
nocieron en esa Convención el carácter de Cuerpo 
constitugente de un nuevo gobierno local, probable- 
mente porque uno y otro esperaban que el resultado 
de las elecciones inmediatas había de ser favorable al 
partido político á que ellos pertenecían ; pero no fué 
así, bien porque los agentes del gobierno se descui- 
daron en el manejo de los resortes electorales, ó bien 
porque, según parece más verosímil, la opinión pú- 
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blica es en ese Estado decididamente adversa al par- 
tido dominante. El hecho es que en la Convención se 
presentó en mayoría el partido radical y asumió la 
plenitud del poder constituyente. Desconoció entonces 
el Gobernador á la Convención, por cuanto, según él, 
no era más que un jurado político elegido para cali- 
ficar las votaciones populares que habían originado el 
conflicto ; y como aquella corporación insistió en 
mantener su carácter de constituyente y nombró 
nuevos mandatarios, el Gobernador la disolvió por la 
fuerza. Apelaron á las armas los defensores de la 
Convención y el Presidente de la República intervino 
en defensa del Gobernador. Según la ley de orden pú- 
blico, le incumbía al poder ejecutivo nacional man- 
tener á los gobiernos de los Estados contra toda vio- 
lencia interior y contra todo ataque exterior ; pero en 
el caso presente no se. sabía cuál de las dos entidades 
entre quienes tuvo lugar la colisión ó choque, repre- 
sentaba al gobierno legítimo, ni había juez que deci- 
diera ese punto, según las instituciones nacionales. 
El Presidente lo decidió por sí mismo y mantuvo al 
Gobernador. Los gobiernos de los Estados de Antio- 
quia y Tolima terciaron en la contienda en favor de 
los defensores de la Convención y la guerra se gene- 
ralizó. 

No entra en nuestro propósito relatar las campañas, 
ni los episodios heroicos de la guerra civil de 1885. En 
ella, como en las anteriores, la abnegación y el valor 
délos combatientes sólo es comparable á la esterilidad 
de su sacrificio, porque no es por medio de la lucha 
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armada de los partidos como puede llegarse a esta- 
blecer un gobierno democrático. La guerra produce 
necesariamente la oligarquía del vencedor sobre el ven- 
cido y redunda siempre en provecho del poder uniper- 
sonal délos caudillos. Bien armado el gobierno, efi- 
cazmente apoyado por todos los reaccionarios y acom- 
pañado por el prestigio de la legitimidad, pudo vencer 
ó dispersar en pocos meses á sus enemigos, quienes 
patrióticamente, creyendo defender las instituciones 
amenazadas por el Presidente, sin previo acuerdo, sin 
plan y sin los elementos necesarios para combatir se 
habían lanzado con ardor en la lid. La debilidad de la 
resistencia hizo que las campañas fuesen de largos 
movimientos estratégicos y de pequeños sangrientos 
combates. Ninguna batalla campal decisiva pudo le- 
vantar sobre los gobernantes un jefe militar coro- 
nado por la victoria ; y, cuando la lucha terminó, el 
Presidente, como caudillo civil, se destacaba en el es- 
cenario, sin oposición, ni contrapeso, y dio rienda 
suelta á sus propósitos en una célebre arenga popular, 
con estas históricas palabras : 

La rebelión termmó y la revolución comienza : la 
Constitución ha muerto. 

Ningún precedente igual nos ofrece la agitada his- 
toria política de nuestra patria. Las instituciones 
habían sido destruidas, como en 1860, por los ene- 
migos del gobierno : nunca por los encargados de 
hacerlas cumplir. El Presidente desplegaba en la 
guerra la bandera de las leyes y triunfaba ó sucumbía 
con ella ; pero jamás la había despedazado después 
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<le la victoria para levantar en su lugar el sudario de 
la República. 

Basta ese hecho, ese hecho no más, para demos- 
trar que será imposible establecer en las democracias 
un gobierno regular y sólido , si no es la obra de todos 
los partidos y si no se arranca de su seno el poder 
unipersonal de los presidentes ; porque la oligarquía, 
que es lo que ocasiona la guerra, y la guerra, que es 
lo que produce los caudillos, hacen que aquel poder 
«ea superior al de los reyes, por cuanto llega á ser 
omnímodo, en tanto que el gobierno verdaderamente 
democrático descansa sobre la ancha base de la vo- 
luntad popular y no levanta á ningún hombre sobre 
las instituciones. 

La ley marcial, que es el despotismo armado, ri- 
gió durante la guerra, no tan sólo en las relaciones 
de los beligerantes entre sí, sino también en las rela- 
ciones del gobierno con el cuerpo social entero, 
aunque c^sla práctica abusiva había sido condenada 
por el Presidente, refiriéndose al partido radical que 
gobernaba el país cuando tuvo lugar la revolución 
•del partido conservador en 1876. Esa censura fué 
hecha con las siguientes severas palabras que toma- 
mos del artículo La Constitución : 

« Nadie ignora cómo uno de los representantes autorizados 
déla casta radical de humos aristocráticos un tanto grotescos, 
interpretó y practicó el articulo 91 de la Constitución, que 
hace parte de la^ legislación nacional el Derecho de gentes en 
los casos de guerra civil, como superior al artículo 15, que 
garantiza los derechos individuales y es la base esencial é inva- 
riable de la unión de los Estados. Ese artículo 91 fué adoptado, 
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por la convención de Ríonegro, con un pensamiento de paz^ 
moderación é indulgencia ; y nuestros casuistas radicales lo 
tomaron como arma y pretexto para cerrar las imprentas, 
encarcelar á los periodistas, ensangrentar las urnas electorales, 
derribar gobiernos, y hasta para solicitar la intervención 
extranjera, que no se hizo sorda al parricida ruego. » 

Y tanto el primero como el segundo de esos hechos 
tuvieron lugar bajo la dominación del mismo hombre 
público que los había censurado, porque todos los 
habitantes del territorio quedaron sometidos al Dere- 
cho de gentes, como única ley, y porque las armas 
extranjera^ntervinieron en la contienda doméstica 
en el Estado de Panamá, sin que previamente se 
fijara el sentido del tratado vigente con los Estados 
Unidos que le impone á esa poderosa nación el deber 
de garantizar la neutralidad del istmo. El parricida 
ruego fué en esta vez atendido y las fuerzas del coloso 
del Norte cooperaron inconcientemente á la destruc- 
ción de las instituciones en Colombia. 

Ni fué sólo durante la guerra cuando rigió la ley 
marcial, porque terminada ésta y después de que no 
ha quedado en pie ningún enemigo armado del 
Gobierno, la Nación continúa á ella sometida; y la 
libertad individual, la seguridad personal, la propie- 
dad, la vida délos ciudadanos dependen de un poder 
discrecional : la imprenta está amordazada y el 
derecho de reunión no existe. Bajo este régimen des- 
pótico, el voluntarioso caudillo ha emprendido la 
tarea de reconstruir el gobierno. 

Las instituciones destruidas encarnaban la aspi- 
ración cardinal del liberalismo, por cuyo plantea- 
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¡ miento había luchado éste desde 1810, que consiste 

■ en rescatar para el individuo, para el* distrito y para 

las provincias, departamentos, estados ó secciones 
territoriales más extensas, el derecho de administrar 
sus propios intereses, menoscabando para esto la 
enorme cantidad de poder acumulado en el gobierno 
central por las antiguas monarquías. Ellas eran el 
fruto recogido después de una lucha tenaz contra las 
tradiciones de la colonia española y después de una 
labor incesante de más de medio siglo. El mismo 
caudillo que domina hoy, nos ha dicho cuál es el 
precio de esas instituciones sin tener en cuenta otros 
sacrificios que los de la guerra civil de 1860 ; y se 
expresa así en el artículo La Constitución : 

« Se sabe lo que esas instituciones costaron. La lista de 
los héroes que rindieron su vida en los campos de batalla 
de 1860 á 1863, es de tal manera extensa, que con los huesos 
de ellos habría para levantar un fúnebre monumento con- 
memorativo, que causaría espanto por sus dimensiones. 
Recordemos solamente los más importantes combates. 
Manizález y el Oratorio abrieron la terrible era; pero antes 
del Oratorio hubo el parcial encuentro de Galán, en que 
fué inmolado Juan de Jesús Gutiérrez. Á Manizález y el 
Oratorio siguieron Segovia, Hormezaque, la Barrigona, el 
Banco, Santa-Marta, Subachoque, los Arboles, Cartago, La 
Honda, Tunja, San Diego, Ocaña, Tompa, Silvia, Las Hojas, 
Cabuyal, Boyacá, Santo Domingo, Susacón, San Agustín, 

Santa Bárbara Cerca de tres años eternos duró aquella 

lucha en que se invocaba por los liberales el principio de 
la soberanía de los Estados. Vidas ilustres fueron segadas 
durante aquel tormentoso período de nuestra historia. Los 
conservadores vieron morir al brillante Julio Arboleda; 
los hberales, al profundo razonador José María Plata. Hoy, 
en los momentos de reposo, que son también momentos de 
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justicia, lodos los hombres amantes de la gloria nacional 
lamentan de consuno aquel doble sacrificio. » 

Natural es suponer que las mencionadas institu- 
ciones tuviesen hondas raíces en'el corazón de los co- 
lombianos y que éstos no se resignarían de buen grado 
á verlas destruir. Menos es admisible esta suposición 
si se atiende á que en Colombia nunca ha prevalecido 
el poder de los caudillos contra la voluntad popular, 
según nos ha dicho el mismo autor de la Reforma 
política^ en el articulo La degeneración ; 

« Hay hombres que no comprenden las condiciones de vida 
de los partidos en Colombia, donde ha acabado para siempre 
el caudillaje. Diremos más : entre nosotros no ha podido 
fructificar esa planta. El gran Libertader mismo no alcanzó 
ese resultado. La caída del general Obando fué principalmente 
obra de los celos que despertó en nuestro espíritu republi- 
cano su popularidad entre las masas democráticas. El 
general Mosquera tuvo la misma suerte por haber querido 
personificar en él su partido. No existe en Hispano- América 
un país más iconoclasta, politicamente hablando, que éste. 
Aquí nadie sigue detrás de los penachos sino durante las 
batallas. La uz misma de la inteligencia no atrae sino 
mientras ella representa comunes y fecundas ideas. El poder 
moral de un hombre entre nosotros es, por tanto, un poder 
muy limitado, y sobre todo, un poder enteramente condicional, 
porque depende de su conformidad de miras con la agrupa- 
ción que le imparte su confianza. Si abusa de ésta, no solo 
queda reducido á individualidad impotente, sino que 
recibe el calificativo de desertor. Las excusas anfibológicas 
de nada le sirven para librarse del estigma. Creemos que fué 
Talleyrand quien dijo que hay alguien que jamás se engaña, 
y que ese alguien es todo el mundo. En el seno délas comuni- 
dades reside un instinto de conservación que les hace siempre 
adivinar ó presentir la deslealtad, antes de que ella se muestre 
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con entera evidencia. La fraternal sonrisa desaparece desde 
entonces de los labios. Se teme al abrazo del infiel como si 
sé hubiera convertido en boa constrictor, y la expansión de 
otro tiempo se trasfigura en glacial reserva. Llega aún un 
instante en que parecen oirse las palabras de reconvención 
que resonaron en el Paraíso : « ¡Caín I ¡Caín I ¿quéhashecho 
de tu hermano ? » 

Dadas estas premisas es evidente que el caudillo 
gobernante tendría miedo de explorar la voluntad 
nacional y que no. ocurriría al sufragio popular para 
reunir una Convención, ó Asamblea constituyente, que 
discutiera y aprobara la nueva Carta fundamental 
del gobierno, aun cuando él ha creído siempre, y nos 
ha enseñado, que la libertad electoral es la primera de 
las libertades públicas. Podía ser adversa esa Conven- 
ción á sus propósitos, y en tal caso, de seguro que él 
no continuaría en el ejercicio del poder. 

Para evitar este escollo prefirió convocar un Con- 
sejo de delegatarios de los Estados, compuesto de 
diez y ocho miembros, de los cuales el gobernador 
ó jefe civil y militar de cada uno de éstos, nombraba 
dos. Como en siete Estados había un jefe civil y 
militar nombrado por él y el gobernador de cada 
uno de los otros dos, le era personalmente adicto, 
contaba con que los diez y ocho consejeros serían de 
su agrado. Cauteloso, sin embargo, convocó el Con- 
sejo únicamente para deliberar sobre los medios de 
reformar la Constitución, porque podía suceder que 
no le fuese adicto de un modo absoluto ; pero tan 
luego como se hubo cerciorado de la adhesión per- 
sonal de cada uno de ellos, se decidió á reconocer 
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en ese pequeño cuerpo la plenitud del poder consti- 
tuyente, reservándose para sí, en todo lo demás, el 
poder omnímodo que se había usurpado; y le 
•dirigió un célebre mensaje que superaba por sus 
tendencias reaccionarias las más retrógradas aspira- 
ciones de su poderoso aliado, el antiguo y tradicional 
partido conservador. De ese singular documento 
tomamos los siguientes pasos : 

« El curso de los acontecimientos ha destruido el régimen 
constitucional, productor de permanente discordia, en que 
hemos agonizado, más que vivido, durante un cuarto de 
siglo; y la opinión del país, con lenguaje clamoroso, inequí- 
voco, reclama el establecimiento de una estructura política 
y administrativa enteramente distinta de la que, mante- 
jiiendo á la Nación en crónico desorden, ha casi agotado sus 
naturales fuerzas en depararle inseguridad y descrédito. 

» La nueva Constitución, para que satisfaga la expectativa 
general, debe, en absoluto, prescindir de la índole y tendencias 
características de la que ha desaparecido, dejando tras sí 
prolongada estela de desgracias. El particularismo enervante 
-debe ser reemplazado por la vigorosa generalidad 

» El resumen de nuestra obra política en el último cuarto 
de siglo ha sido de destrucción. Olvidamos, desacordados, la 
sabia máxima de desconfiar de la ingénita tendencia del ré- 
gimen de gobierno adoptado, que es la disolución por 
excesiva expansión, y pusimos apasionado empeño en 
acentuar y fortificar aquella tendencia. Es en los sistemas 
monárquicos, que naturalmente impulsan, por el contrario, 
hacia la concentración donde se necesitan accesorios, por 
decirlo así, centrífugos. Las repúblicas deben ser autorita- 
rias so pena de incidir en permanente desorden y aniquilarse 
en vez de progresar. La garantía para los ciudadanos no es- 
triba en reducir á la inutilidad á sus mandatarios, sino en 
elegirlos ellos mismos y en hacer su elección honrada- 
mente 

5 
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» La historia de nuestras constituciones y délos resultados 
producidos por ellas en el punto de vista del supremo interés 
de la paz, es elocuente y decisiva. La Constitución de 1832 
era central y sobria en declaraciones de supuestas garan- 
tías individuales ; y el orden público fué conservado, bajo su 
influencia, durante ocho años consecutivos. La de 1843 fué 
más central todavía, y durante sus diez años de vigencia 
hubo paz mucho más efectiva que en el período constitu- 
cional precedente, porque la insurrección que ocurrió 
en 1851 fué casi inmediatamente suprimida, con escasos sa- 
crificios de dinero y sangre. La de 1853, llamada centro- 
federal, abrió camino á la rebelión en el año siguiente. La 
de 1858, netamente federal, preparó y facilitó evidentemente 
la desastrosa rebelión de 1860, la cual nos condujo al desgra- 
ciado régimen establecido en 1863, sobre la base deleznable 
de la soberanía seccional. En el funesto anhelo de desorga- 
nización que se apoderó de nuestros espíritus, avanzamos 
hasta dividir lo que es indivisible; y además de la frontera 
exterior, creamos nueve fronteras internas, con nueve códigos 
especiales, nueve costosas jerarquías burocráticas, nueve 
ejércitos, nueve agitaciones de todo género, casi remitentes... 

» Después de la Constitución de 1863, que fué mucho más 
adelante que las precedentes en la descentralización de todo, 
los trastornos del orden se volvieron normales como es no- 
torio ; y al cabo de años de batallar sin tregua, la necesidad 
de una completa reconstrucción política se ha impuesto á 
todas las conciencias honradas. Los ensayos sucesivos de me- 
jora social por la debilitación progresiva del poder público, 
han sido tan infaustos, que ellos han impartido justificación 
exaltada ^al sistema opuesto. Sería preciso ser nulo de enten- 
dimiento, de patriotismo y aun de caridad para no decidirse 
á romper con lo pasado resueltamente. 

» La nueva Constitución ha venido elaborándose silen- 
ciosamente en el alma del pueblo colombiano, á medida que 
sus públicos infortunios tomaban carácter de crónicos, con 
agravación progresiva. Este pueblo de liberales y generosos 
instintos, pensó acaso una vez que sobre los escombros del 
principio de autoridad alcanzaría á desenvolver fácilmente 
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SUS facultades fecundas. Hubo probablemente un impulso de 
orgullo en esa persuasión engañosa; pero frutos amargos se 
recogieron luego en tal abundancia que desde algunos años 
á esta parte opuestas convicciones comenzaron á formarse y 
desenvolverse, y un espíritu de reacción, formidable por su 
intensidad, se ha apoderado plenamente del sentimiento ge- 
neral. La reforma política comunmente llamada Regenera- 
ción fundamental, no será, pues, copia de instituciones 
extrañas ; ni parto de especulaciones aisladas de febriles 
cerebros : ella será un trabajo como de codificación natural 
y fácil del pensamiento y anhelo de la Nación. » 

Comparando este documento con el célebre dis- 
curso que insertamos atrás, pronunciado por el 
eminente autor de estas dos piezas en la Plaza de los 
Mártires, cuando por primera vez aspiraba á la pre- 
sidencia déla República, se comprende que ha aban- 
donado sus ideas políticas antiguas por otras diame- 
tralmenle opuestas. Creía entonces que las tendencias 
descentralizadoras manifestadas en 1840, en 1849, 
en 1853 y en 1860, eran efecto de vigorosos instintos 
de conservación ; que la Constitución de 1863, adop- 
tada por la convención de Rionegro, había realizado 
por completo el pensamiento republicano de nuestros 
Proceres ; y que si alguna vez el espíritu de domina- 
ción que se apodera délos gobiernos, penetrando en el 
palacio de los antiguos virreyes, intentaba llevar el 
país por caminos tortuosos al centralismo, el pueblo, 
con su invencible espada de luz, desbarataría ese 
liberticida propósito. Hoy cree que esa misma ten- 
dencia descentralizadora solamente ha producido 
desorganización, y que, abatiendo el principio de^ 
autoridad y relajando los sentimientos morales, ha 
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hundido el país en la anarquía, por lo cual no queda 
otro remedio salvador que la reintegración de la 
anligua autoridad omnímoda en las manos de un solo 
hombre. 

Varias causas han podido producir este cambio 
fundamental de ideas. 

La prolongada permanencia en Europa induce á 
los republicanos de Hispano-Améríca á considerar el 
orden social como resultado exclusivo de la fuerza, 
porque en aquella están modelados los gobiernos, 
excepto el de la República de Suiza, conforme al 
sistema del poder unipersonal vigorosamente centra- 
lizado, así como la residencia en los Estados Unidos 
de Norte-América inspira confianza en la libertad y 
hace estimar los saludables efectos de la descentra- 
lización administrativa y de la subdivisión de los 
poderes públicos. Por esto el caudillo conservador de 
Í840, que había ahogado en Colombia las tendencias 
descentralizadoras en la propia sangre de sus defen- 
sores, cambió de ideas por una larga permanencia en 
los Estados Unidos y llegó á ser el caudillo liberal 
de 1860, que escribió con la punta de su espada en 
las instituciones nuevas aquellas mismas tendencias ; 
y por esto el antiguo apóstol republicano que había 
escrito en 1868 : 

« El derecho es el ser mismo, la vida moral y material : sentir, 
pensar, discutir, moverse, asociarse, creer, producir — cada 
cual en su órbita — esto es, sin invadir ni embarazar la vida 
moral y material de otro La República es la justicia coro- 
nada : para ser republicano se necesita ante todo ser justo* 



EXPOSICIÓN PRELIMINAR 60 

Im República no es ya el gobierno de la minoría por la mayo*- 
ría, sino el reinado pleno y entero del derecho. » 

Por esto, decimos, este antiguo apóstol republi- 
cano, después de una larga permanencia en Europa, 
ha llegado á ser el caudillo reaccionario de 1885 que 
levanta en estos momentos su poder personal sobre 
Jas instituciones patrias por él destruidas. 

El ejercicio renovado de la presidencia, cuando 
ésta es el más fuerte de los poderes públicos, per- 
vierte el carácter de los mandatarios, modifica sus 
ideas políticas, relaja sus sentimientos patrióticos y 
los decide á remover los obstáculos constitucionales ó 
legales que entraban su voluntad. De aquí que en Ñor tér 
América, las costumbres democráticas de este pueblo^ 
inhiben al ciudadano que desciende de aquel puesto 
para volver á ser elegido. En Hispano-América sucede 
lo contrario : la primera elección le facilita al Presi- 
dente los medios de organizar una parcialidad política 
y de tejer una red que le aseguran el retorno al poder 
después de su sucesor ; y cuando se siente apoyado 
sobre una base sólida promueve un cambio radical 
en las instituciones, ora en nombre de la libertad, 
ora en nombre de la autoridad, para perpetuarse 
en el mando ó para perpetuar á sus adeptos. 

La lucha política encarnizada, lucha sin tregua en 
las repúblicas de régimen oligárquico, donde el partido 
que gobierna excluye de él ' completamente á su 
a dversario, le ofrece al Presidente ocasiones frecuentes 
y seguras de usurpar el poder, bien porque sus copar- 
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tidarios le toleran todo contal de mantener en perenne 
ostracismo á los enemigos, ó bien porque aquél, 
separándose de los suyos, se liga con los vencidos, y 
éstos le dan el mismo decidido apoyo con esa 
misma condición. Esto último es precisamente lo que 
ha sucedido en Colombia por la alianza de un puñado 
de antiguos liberales, admiradores y amigos del 
Presidente, con el partido reaccionario vencido en 
1860 y en 1876. Los aliados no están todos de 
acuerdo sobre los términos de la reacción ; pero lo 
están en cuanto al odio al común enemigo. Es impo- 
sible un rompimiento entre ellos, porque con él seles 
abriría á los vencidos el camino que conduce al poder. 
El partido conservador, como cuerpo principal de la 
alianza, impone sus ideas ó tendencias y la antigua 
fracción pretoriana^ notablemente disminuida, re- 
nuncia á las suyas como satélite, con tal de continuar 
en el poder. El Presidente se convierte en vocero de 
la reacción y poniendo un pie sobre la cerviz de 
cada uno de los aliados, los refunde en un nuevo 
partido oligarca. 

Es un fenómeno constante en las Repúblicas que 
cuanto más crece el prestigio de un gobernante, 
cuanto más aumenta la fuerza material de que dis- 
pone, tanto más se alejan sus ideas de la democracia 
y se acercan á la monarquía. Los caudillos trabajan 
para sí mismos. Durante el ascenso por la áspera 
pendiente buscan anhelosos el apoyo del pueblo y le 
vuelven la espalda cuando han llegado á lá encum- 
brada cima. Las instituciones verdaderamente libresy 
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justas, en las que cada partido ejerce la porción de 
poder público que le corresponde y en las que el yo 
humano cede su puesto en el gobierno á corpora- 
ciones de origen popular, esas instituciones, decimos, 
ideal de la verdadera República, jamás serán la obra 
de un solo hombre, ni la obra de un partido político, 
sino el resultado luminoso y fecundo del concurso de 
todas las voluntades. 

Tales son las causas principales que, en nuestro 
concepto, trasformaron el antiguo apóstol republi- 
cano en caudillo reaccionario. De ningún modo puede 
admitirse el motivo que él mismo apunta, atribuyendo 
el cambio de sus ideas á la frecuencia de las guerras 
civiles en el período histórico de 1853 á 1885, puesto 
que ya nos había enseñado que este hecho no es efecto 
de las instituciones descentralizadas ó federales. Atrás 
copiamos sus palabras y las repetimos aquí : 

« Observaciones superficiales de los hechos han inducido a 
atribuir nuestras revoluciones frecuentes á la forma federal. 
Pero el estudio de la historia de las repúblicas Hispano- 
Americanas convence del error de esa apreciación. Buenos 
Aires, Méjico y Centro-América no tuvieron, es verdad, re- 
poso en un largo período ; pero la prueba de que la causa de 
sus agitaciones no fué la forma federal adoptada por esos pue- 
blos, es que la casi totalidad de las otras Repúblicas de origen 
español, en que se adoptó rigurosamente el sistema opuesto, 
han sufrido, aún con mayor intensidad, tales agitaciones. » 

Si, pues, la causa de nuestro incesante batallar en 
los últimos treinta y dos años, no ha sido la Constitu- 
ción de 1853, que inició la descentralización, ni la de 
1858, que estableció el sistema de gobierno federal 
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con el beueplácilo de todos los partidos, ni la de 1863^ 
que exageró ese sistema, levantando la autonomía de 
los Estados hasta la soberanía, porque las mismas 
guerras ocurren bajo un régimen central y autocrático, 
no le era lícito á este célebre reformador político 
pasar de la federación al centralismo, ni tampoco 
del centralismo á la federación, sino que debía 
darse á buscar las causas comunes en esos do& 
sistemas de gobierno, que producen ó alientan las^ 
discordias intestinas, para indicar con patríótico- 
anhelo los medios de removerlas. Hubiese sido ésta 
su tarea y seguramente habría acertado con ellas ^ 
puesto que las mismas guerras civiles que deplora- 
mos ponen de relieve esas causas, á saber: el poder uni- 
personal de los presidentes y la oligarquía de partido. 

IX 

El Consejo de delegatarios no podía oponerse á 
Jas ideas reaccionarias del Presidente, aun cuanda 
llegase á estar con él en desacuerdo, porque el moda 
cómo había sido nombrado implicaba un sometimienta 
absoluto, y porque aquel disponía de todos los ele- 
mentes de fuerza que constituyen el gobierno. Sin 
imprenta libre y sin derecho de reunión, la opinión 
popular no acudiría para apoyarlo ó para combatirlo. 
Las sesiones no eran públicas y en su recinto no bri- 
llaba otra luz que la de sus propios miembros ó la que 
descendiera de las regiones del poder. No siendo, 
pues, el Consejo de origen popular, careciendo de 
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independencia y elaborando las instituciones lejos de^ 
las miradas del pueblo, no podía ser por éste 
considerado como el representante legítimo de su 
soberanía. 

Ningún antecedente semejante se registra en la 
historia patria, porque la Constitución de 1832 fué ela- 
borada por una Convención ; la de 1843, la de 1853^ 
y la de 1858, lo fueron por Congresos ; y la de 1863, 
por otra Convención, Hase motejado esta última coma 
la obra exclusiva de un partido impuesta al vencido 
por el vencedor ; pero fué libremente discutida por los 
miembros del partido que la impuso, pues tan luego 
como se instaló el Cuerpo constituyente organizó un 
gobierno provisorio, ejercido por un consejo de minis- 
tros, y el Presidente, deponiendo el mando, ocupó en 
aquél un puesto como diputado. Sólo en 1885 se 
ha visto la soberanía nacional ejercida por un pequeño 
grupo de individuos que no deben sus títulos al pueblo, 
ni siquiera á un partido político, y que deliberan y de- 
ciden bajo el imperio de la ley marcial. 

Convínose con el Presidente en que se darían pre- 
viamente las bases de la nueva Constitución para so- 
meterlas, de un modo auténtico, á la aprobación del 
pueblo, con lo cual se pretendía bañarlas en aguas 
lústrales y purificarlas de las manchas originarias. De 
estas bases se presentó un proyecto y entre ellas se 
encontraba la irresponsabilidad del Presidente y la 
responsibilidad del Ministerio ó sea de los Secretarios 
de Estado. Nada menos era esto que introducir la 
monarquía, aunque electiva y periódica, para quean- 
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dando los tiempos, llegase á ser vitalicia y probable- 
mente heredilaria. Audacia igual no se había visto 
jamás, ni en los albores de la República, cuando la 
generación de 1810, empapada en las tradiciones co- 
loniales, pudo extraviarse hasta ese punto ; pero el 
autor de esa idea monárquica la retiró del debate, 
aunque para reproducirla después. 

Las otras bases fueron modificadas, con adiciones 
ó supresiones en varios luminosos debates, según lo 
que lacónicamente ha publicado el Diario Oficial y en 
los cuales las ideas liberales solían ser mantenidas por 
los diputados del antiguo partido conservador. Mas 
la idea democrática , verdadera y justa, no resplandeció 
en el seno del Consejo, y las bases constitucionales, 
por éste aprobadas, son iguales al pedestal de la ar- 
mazón oligárquica de todas las repúblicas de Amé- 
rica. Las insertamos en seguida para que sean cono- 
cidas y juzgadas. 

BASES DE LA REFORMA 

1 .* La soberanía reside única y exclusivamente en la na- 
ción, que se denominará « República de Colombia ». 

2.* Los Estados ó Secciones en que se divide el territorio 
nacional, tendrán amplias facultades municipales y las 
demás que fueren necesarias para atender al desarrollo de 
sus peculiares intereses y adelantamiento interno. 

3.* La conservación del orden general y seccional corres- 
ponde á la Nación. Solo ella puede tener ejército y elementos 
de guerra, sin perjuicio de los ramos de policía que corres- 
pondan á las Secciones. 

4.* La legislación civil y penal, electoral, comercial, de 
minas, de organización, y procedimiento judicial, es de com- 
petencia exclusiva de la Nación. 
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5> La instrucción pública ofícial, será reglamentada por el* 
Gobierno nacional, y gratuita, pero no obligatoria, 

6.* La Nación reconoce que la religión católica es la de 
la casi totalidad de los colombianos, principalmente para los 
siguientes efectos : 

i°. Estatuir que la Iglesia católica gozará de personería 
jurídica; 

2®. Organizar y dirigir la educación pública en consonancia 
con el sentimiento religioso del país ; y 

3®. Celebrar convenios con la Sede Apostólica, á fin de arre- 
glar las cuestiones pendientes y definir y establecer las rela- 
ciones entre la potestad civil y la eclesiástica. 

7.a Será permitido el ejercicio de todos los cultos que no 
sean contrarios á la moral cristiana y á las leyes. Los actos 
que se ejecuten con ocasión ó pretexto del ejercicio de los 
cultos, estarán sometidos ai derecho común. 

8.* Nadie será molestado por sus opiniones religiosas, 
ni obligado por autoridad alguna á profesar creencias, ni á 
observar prácticas contrarias á su conciencia. 

9.a La prensa será libre en tiempo de paz; pero estará 
sujeta á responsabilidad cuando atente contra la honra de 
las personas ó contra el orden social ó contra la tranquilidad 
pública. 

10.a L.as demás libertades individuales serán consignadas 
en la Constitución con razonables limitaciones. 

11.* No podrá imponerse la pena tle muerte sino en los 
casos de graves delitos militares y dedelitos comunes atroces. 

12.a El Senado será constituido de tal manera que asegure 
la estabilidad de las instituciones, y la Cámara de diputados 
ó representantes será cuerpo representativo del pueblo 
colombiano. Para ser senador ó representante se necesitarán 
condiciones especiales, pero no unas mismas, de elegibilidad. 
El Senado se renovará parcialmente y los senadores fun- 
cionarán por seis años. La Cámara de representantes se reno- 
vará en su totalidad y dentro de término más breve. 
► 13.a E[ Presidente de la República será elegido para un 
período de seis años. Será reemplazado, llegado el caso, por 
lin funcionario denominado vicepresidente, el cual será ele- 
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gido por loB mismos electores, al mismo tiempo y para igual 
período qae el Presidente. 

14.* El Poder ejecutivo tendrá derecho de objetar los 
proyectos de ley. En caso de insistencia del Congreso, será 
necesario el voto de las dos terceras partes de los miembros pre- 
sentes en cada cámarapara que el poder ejecutivo deba dar su 
sanción al proyecto objetado. 

15.* Por regla general, los agentes del poder ejecutivo 
serán de su libre nombramiento y remoción. 

16.* Se establecerá una alta corporación denominada Con- 
sejo Nacional ó Consejo de Estado, con funciones princi- 
palmente de cuerpo consultor y encargado de contribuir á 
la preparación de las leyes, de formar ia jurisprudencia 
política de la Nación y de conmutar la pena capital. 

i 7.* El Poder judicial será independiente. Los magistrados 
de laCorte Suprema duraránen suspuestospor todoel tiempo 
de su buena conducta y serán responsables por los abusos 
que cometan en el ejercicio de su ministerio. 

18.* El poder electoral será organizado como poder inde- 
pendiente, 

TRAMITACIÓN 

Art. 1.^ El Consejo nacional de delegatarios ejercerá las 
funciones de Cuerpo constituyente, y el acto constitutivo que 
conforme á estas bases expida, si fuese sancionado por el poder 
ejecutivo, tendrá, una vez publicado, la fuerza permanente de 
C^rta fundamental ó Constitución de la República. 

Art. 2.^ Tan luego como sea sancionada y publiceuia la 
Constitución, el Consejo nacional de delegatarios ejercerá 
las siguientes funciones : 

Primera» Todas las de carácter legislativo que sean pro- 
pias del Congreso. 

Segunda. Todas las relativas á nombramientos que debaa 
hacer ó aprobar las cámaras separadamente, ó el Con-* 
greso en cámaras reunidas ; y 

Tercera, Elegir libremente para el primer periodo constitu- 
cional el Presidente y el vicepresidente de la República. 

Art. 3,** El presente acuerdo no tendrá fuerza obligatoria 
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sino después de haber sido sancionado por el poder ejeeutivo 
y aprobado por el pueblo colombiano. Corresponde al poder 
ejecutivo expedir los decretos necesarios para disponer el 
modo y términos en que deba consultarse, á la mayor bre- 
vedad posible, la voluntad de la Nación. 

Tales son las bases aprobadas, y salta á los ojos, 
que en ellas olvidaron los delegatarios la enseñanza 
primordial de su caudillo, á saber : la libertad electo- 
ral es la primera de las libertades públicas. Más aun : 
que el sufragio popular es el fundamento déla democra- 
cia, porque nada se encuentra en ellas que determine 
■el sistema que haya de emplearse en la elección popu- 
lar de los poderes públicos, bien sea ésta directa ó 
indirecta. Consiguientemente, nada se establecerá 
tampoco á este respecto en la Constitución, y el sis- 
tema electoral quedará entregado á la ley común. Pero 
la ley es siempre obra del partido político que está en 
mayoría en el cuerpo legislativo ; y, por lo mismo, 
-este partido, cualquiera que sea, volverá al único sis- 
tema electoral practicado hasta hoy en América, que 
•es aquél en que el resultado de la elección corresponde 
íntegramente á la mayoría de los electores. El par- 
tido que esté en minoría no quedará de ningún modo 
representado. Solo un partido político será dueño del 
(Gobierno y de él quedarán excluidos los demás. Las 
bases aprobadas conducen, pues, por este motivo á 
la oligarquía departido. 

Ni -podía ser de otro modo, puesto que el espíritu 
oligárquico es lo que se transparenta en ellas. El 
Consejo ejerce el poder constituyente, sin que la 
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Nación, en quien única y exclusivamente reside la 
soberanía, le haya conferido títulos para ello. Usurpa 
las funciones legislativas del inmediato- y futuro Con- 
greso, el cual, necesariamente, según la Conslilución, 
ha de ser electivo. Consagra el poder unipersonal del 
Presidente, le señala un largo período de duración y 
le confiere la facultad de nombrar y remover á sus 
agentes. Concentra la legislación electoral, tanto en 
lo que se refiere á la Nación, como en lo que incumbe 
solamente á las Secciones territoriales y aun á los 
distritos ó municipios, para que en ningún punto se 
rompa la malla ó red con que envuelve á la República. 
Inventa un poder electoral independiente, que no lo 
será sino en el nombre y que servirá de pantalla 
para ocultar las maquinaciones con que los manda- 
tarios, adulterando el sufragio popular, conservarán 
elmonopoho del gobierno. Centraliza la dirección de 
la instrucción pública oficial, y le atribuye al Presidente 
la facultad de reglamentarla, á fin de que las genera- 
ciones que se levantan se nutran con las ideas favo- 
rables al Gobierno y beban las aguas que vierten las 
áridas rocas del poder. Protege la religión dominante, 
que de ningún apoyo temporal necesita, y pacta con 
ella, como con una potestad independiente dentro del 
Estado, para renovar la antigua alianza del poder 
civil autocrático y de la teocracia. Finalmente, se atri- 
buye á sí mismo el nombramiento del Presidente, en 
su primer período, y el de los altos empleados na- 
cionales que hubiera de nombrar el Congreso, como 
los jueces de cuentas que velan por la legal inversión 
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de las rentas y contribuciones públicas. Con todo 
esto la obra no estaba completa. Se había aplazado 
el nombramiento de Presidente para cuando la Cons- 
titución estuviere expedida y cuadraba más con el 
cardinal propósito de la reacción, que fuese hecho 
desde luego. Por este motivo el Consejo modificó 
el acuerdo de 30 de noviembre de 1885, con otro 
de fecha 8 de diciembre, en que dispuso lo que 
sigue : 

Art. 1°. El Consejo nacional de delegatarios procederá á 
elegir Presidente y vicepresidente de la República para el 
primer período constitucional, tan luego como haya sido 
sancionado por el poder ejecutivo el presente acuerdo. Asi- 
mismo determinará quién deba ejercer interinamente las 
funciones de Presidente de la República desde al 1*. de abril 
de 1886, para el caso de que en esta fecha no estuviere 
promulgada la nueva Constitución nacional ó de que el 
período que ella establezca comience en una fecha posterior. 

Art. 2*^. El Consejo nacional de delegatarios designará 
igualmente, cuando lo juzgue oportuno, las personas ó fun- 
cionarios que deban reemplazar, llegado el caso, al Presi- 
dente de la República antes de la fecha en que empiece á 
regir la nueva Constitución. 

Art. 3^. El presidente del Consejo nacional de delegatarios 
trasmitirá el presente acuerdo y el acta de la elección que ha 
de hacerse para Presidente y vicepresidente de la República á 
los jefes superiores de los Estados y al gobernador del 
distrito federal á fin de que ellos sometan la expresada 
elección á la aprobación popular juntamente con el acuerdo 
de 30 de noviembre último, y mediante las mismas forma- 
lidades. 

Inmediatamente después de sancionado y publicado 
este acuerdo el Consejo hizo los nombramientos á que 
él se refiere. El período constitucional del Presidente 
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termineiba el 31 de marzo de 1886, aun cuando él no 
hubiese roto antes sus títulos legítimos, rebelándose 
contra las instituciones, y para que se reemplazara á 
sí mismo, el Consejo lo nombró designado. Lo nom- 
bró Presidente para el primer período de seis años 
que había de seguir á la nueva Constitución; y 
nombró vicepresidente para que lo reemplazara en ese 
período, al gobernador del Estado del Cauca, que 
eficazmente había sostenido con las armas su causa 
personal. Nombró también designado al más fervo- 
roso de sus adeptos para que lo sostituyera,en el caso 
improbable de que llegara á faltar antes de que se 
promulgara la nueva ley fundamental. 

Con esta enmienda, quedó complétala obra ofícial 
del Consejo y patentizado el objeto cardinal de la 
evolución política de 1885, el cual no era otro que la 
permanencia encimando del Presidente y sus a,deptos, 
mediante una reforma de las instituciones que asegu- 
rase la continuación de este régimen oligárquico. 
Pero el decoro, así como el acatamiento que se debe 
á las prácticas republicanas, exigía que esta obra de 
usurpación se cubriera, aunque fuese simuladamente, 
con el manto de la opinión pública ; y pa^ra llenar ese 
objeto los dos acuerdos mencionados del Consejo fue- 
ron sometidos á la aprobación del pueblo. 

Le correspondía al Presidente determinar el medio 
auténtico de explorar la voluntad nacional, ponién- 
dola de relieve. Había llegado el momento en que 
prácticamente nos enseñaría aquella hermosísima y 
luminosa máxima suya : la libertad electoral es la 
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primera de las libertades públicas. Esperábamos que 
estableciera, si no un sistema perfecto para recoger 
los sufragios, aunque esto era para él hacedero puesto 
que ejercía un poder discrecional ; siquiera un modus 
operandi^ un procedimiento cualquiera, que le per- 
mitiera á cada ciudadano manifestar su voluntad 
y emitir su voto sobre los graves acontecimientos 
que se estaban sucediendo en las altas regiones del 
Gobierno ; y cuando esto esperábamos, se publicó un 
decreto que atribuía exclusivamente á las corpora- 
ciones municipales ó cabildos de cada distrito la 
aprobación ó la improbación de aquellos dos renom- 
brados acuerdos. 

Ocurría el Presidente al sistema electoral indirecto 
que es bueno, muy bueno, en determinadas circuns- 
tancias y con especiales condiciones. Creemos que la 
opinión pública nacional puede manifestarse fielmente 
por medio de las corporaciones ó municipalidades 
que representan la voluntad política de los vecioos 
de cada distrito ; pero para esto es indispensable que 
los distritos sean entidades autonómicas, colocadas 
fuera del alcance de los medios de influencia del 
Poder, y que sus municipalidades sean elegidas por 
el pueblo conforme á los métodos electorales que dan 
representación á todos los partidos. Cuando en ellas 
está representado un partido solamente, el sufragio 
de las municipalidades será la voluntad de este par- 
tido ; y cuando no son de origen popular, sino que 
han sido nombradas por los agentes del Gobierno, ó 
cuando los distritos carecen de condiciones autonó- 

6 
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micas, porque son hechura de los mandarínes, en- 
tonces el sufragio de las municipalidades es simple- 
mente la voluntad del que manda. Y esto es lo que ha 
sucedido en Colombia. El Presidente nombró los 
jefes civiles y militares de los Estados. Los jefes 
civiles y militares nombraron las municipalidades y los 
alcaldes. El alcalde de cada distrito convocaba la 
municipalidad é interrogaba nominalmente á sus 
miembros para que, sin discusión, ni previo examen, 
contestarán afirmativa ó negativamente. Si la res- 
puesta era adversa, los consejeros eran removidos y 
reemplazados con otros. Las actas de la votación eran 
remitidas al Tribunal Superior del respectivo Estado 
para que hiciera el escrutinio de los votos de todos 
los distritos ; y ese Tribunal había sido también 
nombrado por el jefe civil y militar. El acta de 
escrutinio de cada Estado se remitía á la Corte 
Suprema Federal para que hiciera el escrutinio 
general de los votos de los Estados ; y ese augusto 
Tribunal, aunque de origen legítimo é independiente 
antes, había quedado sometido al Presidente, puesto 
que uno de sus miembros fué por él removido y los 
demás admitieron en el seno de la Corte al magistrado 
intruso. Agrégase á esta manera irregular de explorar 
la voluntad popular, el hecho culminante de que 
cuando tenía lugar la votación, el país se encontraba 
bajo el imperio de la ley marcial, y el que levantara la 
voz. ora fuese un simple ciudadano ó un empleado 
público, para combatir la reforma política, era per- 
seguido por los agentes del Poder, como sucedió con 
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el presidente del Tribunal Superior del Estado del 
Cauca, quién, por tal hecho, fué removido de su alto 
empleo judicial y calificado por el Presidente ó Dic- 
tador, como hombre desleal á los sanos principios que 
estaban regenerando el país. 

X 

La fuerza de que dispone el Presidente, y que la 
última guerra civil colocó en sus manos, no solamente 
ha sido empleada para imponerle al pueblo las 
mencionadas bases de la reforma política, sino para 
ejecutar los actos que caracterizan á los caudillos en 
América. Repasando esos actos, no se encuentra en 
ellos ninguna idea fecunda, ningún destello civili- 
zador, de suerte que el poder discrecional del Presi- 
dente en 1886, es comparable, por la esterilidad, á 
la Dictadura miUtar de 1854, así como lo es también 
por sus tendencias pretor xanas. Veamos los más 
notables de esos actos. 

Convirtió el Estado de Cundinamarca en Distrito 
federal para que fuese gobernado por él. Sin duda 
que el Gobierno general de la Nación necesita una 
residencia propia cuando ésta se rige por instituciones 
federales, como en Norte-América ; pero basta á ese 
objeto la capital de la República, que es la ciudad más 
populosa y rica que tiene Colombia. La supresión 
de la autonomía seccional en un territorio extenso, 
con elementos suficientes para mantener un go- 
bierno propio, no ha tenido otro fin que darle 
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ana peana ó pedestal á la autoridad del Presidente. 

Convirtió el Estado de Panamá en Departamento 
federal gobernado por medio de un prefecto que él 
mismo nombra. Los grandes intereses radicados en 
el Istmo, la magna empresa del canal interoceánico 
y la importancia geográfica de esa garganta de tierra, 
demandan condiciones normales de orden y estabi- 
lidad, como ninguna otra porción del territorio na- 
cional ; pero el medio de obtener esas condiciones no 
es anonadar el gobierno propio del pueblo, sino co- 
rregir los vicios orgánicos del sistema político que 
consagró la Constitución de 1863. 

Mantiene un pie de fuerza superior, por los gastos 
que ocasiona, al límite que racionalmente señalan las. 
rentas y contribuciones públicas, porque busca en la 
fuerza armada, más bien que en la voluntad nacional,, 
el primero ó principal apoyo de su autoridad ; y el 
desnivel producido con este abuso, entre los ingresos- 
y los gastos públicos, ha determinado la adopción de 
medidas fiscales de graves y trascendentales efectos. 

Aumentó en un 50 por 100 la tarifa del impuesto 
6 derecho de aduanas, cuando el alto cambio ó premia 
de las letras giradas sobre las plazas extranjera» 
había encarecido las manufacturas que se im- 
portan. 

Estableció nuevas contribuciones públicas, gravando 
la materia imponible de que antes derivaban su 
propia subsistencia los Estados. 

Convirtió en fondo de amortización de algunos 
títulos de la deuda pública interior nacional, las 
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rentas y contribuciones de los Estados y aun las de 
los distritos, centralizando de este modo en el tesoro 
de la Nación todos los arbitrios fiscales, aunque no 
centralizaba al mismo tiempo los gastos. 

Redujo á quinientos milésimos de fino (0,500) la 
,ley de las monedas de plata, que antes era de ocho- 
cientos trenta y cinco (0,835) para las de talla menor 
y de novecientos (0,900) para las de talla mayor. 

Emitid papel moneda de curso forzoso. Suprimid 
la antigua unidad monetaria, que era el peso de oro 
con un gramo y seiscientos doce miligramos (gr. 1 ,612) 
á la ley de novecientos milésimos (0,900) y lo reem- 
plazd con el peso de papel ó sea con el billete cuyo 
valor nominal es de un peso. 

Les prohibid á los particulares que estipularan 
para el pago de las deudas, en los cambios d tran- 
sacciones privadas, otra moneda que la de quinientos 
milésimos d la moneda de papel, con lo cual toda la 
riqueza que transitoriamente toma la forma de nume- 
rario queda sometida á la depreciacidn de aquellos 
medios circulantes . 

No ha hecho el pago de intereses ni de la amor- 
tización gradual de la deuda exterior, suspendido 
desde hace algunos años, que se hacía regularmente 
hasta 1878 por los gobiernos de ese tiempo, aunque 
las rentas públicas no eran mayores entonces de lo 
que han sido después. 

No ha hecho el servicio de las diferentes clases de 
la deuda interior, . porque los fondos destinados á 
ese objeto por la ley se han aplicado á los gastos 
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militares, con lo cual, depreciándose casi por com- 
pleto los títulos de tal deuda, han sufrido . grandes 
pérdidas ó se han arruinado los tenedores de ellos. 

Ha herido, de diferentes modos, á los bancos par- 
ticulares con el deliberado propósito de compelerlos 
á liquidarse para que quede solo en el mercado el 
Banco nacional, que es el Gobierno mismo, en cuya 
solidez nadie cree y que no puede ser, como aquéllos, 
el nervio de las industrias privadas. Monopolizando 
la emisión de billetes al portador, no serán éstos 
iguales al dinero, comomedio circulante, porque falta- 
rá la confianza en que se paguen á la vista. 

Ha suspendido los plazos de las convenciones y 
pactos entre particulares durante diez y siete meses, 
impide que se cobren intereses de demora, reduce al 
6 por 100 el interés anual en ese mismo tiempo, aun 
cuando se estipulara otro más alto, y les permite á 
los deudores pagar sus deudas, antiguas y nuevas, 
con moneda de baja ley y con papel moneda. Hace 
así una expoliación á los acreedores en provecho de 
los deudores, que, en definitiva, les será perjudicial, 
porque extingue el crédito privado ; y fija, aunque 
transitoriamente, el alquiler del dinero, el cual, en 
lo económico, es como el de cualesquiera objetos 
muebles ó como el arrendamiento de las fincas raíces. 
La oferta y la demanda, combinadas con la concu- 
rrencia, fijan el precio ó valor venal en todos los cam- 
bios y no hay razón para excluir de esta ley general 
ni el dinero, ni los salarios, ni los objetos muebles, 
ni las fincas raíces. La libertad en las transacciones 
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es siempre más equitativa que el mandato art)itrario 
de los gobernantes. 

Tal es el bosquejo de los principales actos ejecu- 
tados por el Presidente, en ejercicio del poder discre- 
cional de que se halla investido, y se ve que no satis- 
facen á ninguna de las grandes necesidades nacionales, 
ni corresponden con la enormidad de ese poder. No 
hacemos mención de los actos de hostilidad, ni de 
los medios empleados durante la lucha para obtener 
recursos extraordinarios, como el monopolio de la 
Yenta de carne y de sal, los empréstitos forzosos, las 
contribuciones de guerra, las persecuciones personales 
y el asedio de las familias. No nos referimos tampoco 
á la sentencia arbitraria impuesta por el Presidente 
revolucionario al caudillo rebelde que fué condenado, 
como traidor^ á diez años de reclusión y que acaba 
de morir en el calabozo á que se le redujo. Esos actos 
forman el cuadro sombrío de la discordia que desea- 
mos mantener velado á las miradas del público. 

La reacuñación de la moneda de plata á la baja ley 
mencionada y la emisión de la moneda de papel de 
curso forzoso han perturbado hondamente el mer- 
cado. Todas las clases laboriosas de la sociedad recla- 
man con urgencia que se suspendan los malos efectos 
de esas medidas fiscales ; pero el Presidente insiste 
en ellas fundándose en dos hechos económicos : el 
exceso de los egresos sobre los ingresos públicos, 
que impone como una necesidad la creación de nuevos 
arbitrios ; y el exceso de la importación de manufac- 
turas extranjeras sobre la exportación de . frutos 
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naeioBales, que obliga á reemplazar artificialmente 
el numerario remitido al exterior por la Nación para 
saldar sus cuentas. Detengámonos un momento en 
estos puntos. 

Cuando las salidas superan alas entradas del Tesoro 
no hay otro medio eficaz de establecer el equilibrio 
entre ellas, que aumentar las rentas ó disminuir los 
gastos. 

La creación de rentas es la adquisición de valores 
positivos que pueden aplicarse al servicio público y 
que no representan una deuda para el porvenir. Esta 
operación sólo es posible cuando la soporta el incre- 
mento real de la industria nacional. 

La centralización de las rentas aumenta los ingresos 
del Tesoro, pero hace decrecer cada renta respecto 
de lo que producía cuando era administrada por los 
gobiernos seccionales; y como los gastos no dismi- 
nuyen cuando se concentran, la centralización fiscal 
es, en definitiva, ruinosa para el tesoro de la Nación. 
De aquí la conveniencia de mantener gobiernos seccio- 
nales que atiendan á sus propios gastos con sus pro- 
pias rertas. 

Los impuestos nacionales han de ser generales, 
por cuanto abracen todo el territorio, y deben, por 
lo mismo, gravitar sobre las industrias ricas y sufi- 
cientemente extendidas para que puedan éstas sopor- 
tarlos. Cuando el Gobierno nacional ocurre á las 
escasas fuentes en que beben los gobiernos seccio- 
nales, perturba la marcha de éstos sin ningún provecho 
para sí. 
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La anticipación de las rentas por medio de com- 
binaciones de crédito, como la contratación de em- 
préstitos ó la emisión de títulos fiduciarios, aumen- 
ta transitoriamente los ingresos del Tesoro : pero 
reagrava y aplaza para el día de mañana las dificul- 
tades de hoy. Ni son posibles estas combinaciones 
sino cuando la reputación del Gobierno ha sido largo 
tiempo mantenida con repetidos actos de probidad. 

Entre todas esas combinaciones la peor de todas 
es la emisión de la moneda de papel de curso forzoso, 
por el trastorno que ocasiona en las relaciones econó- 
micas. Sus malos efectos fueron claramente descritos 
por el Presidente, como autor de la Reforma política^ 
en el artículo. Signos del tiempo^ en estos térmi- 
nos : 

« El régimen de la moneda de papel es, como todo el mundo 
lo sabe, la oscilación permanente en los precios, la cual hace 
imposible todo cálculo preciso en las operaciones industriales, 
y es un peligro continuo para toda propiedad circulante. Si 
el oro y la plata han sido escogidos para la fabricación de la 
moneda, ha sido precisamente á causa de la estabilidad rela- 
tiva de su valor intrínseco. La moneda de papel es el reverso 
de esa estabilidad, y sólo puede ocurrirse á ella en horas de 
desesperación para dar alimento ficticio á las transacciones. » 

La postración de la industria no le permite al 
Gobierno general crear una renta nueva, ni establecer 
un nuevo impuesto sin empobrecer á los gobiernos 
seccionales. Tampoco le es posible anticipar las 
rentas futuras por medio de empréstitos contratados 
en el interioró en el exterior en términos razonables. 
No lo queda, pues, otro medio de equilibrar los 
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ingresos con ios egresos del Tesoro que la indecli- 
nable reducción de los segundos y el arreglo de la 
deuda interior. 

La reducción de los gastos es siempre resultado 
del acierto en la administración pública. Cuando es 
escrupulosa la recaudación de los impuestos, com- 
pleta su contabilidad y prudente su inversión, los 
gastos disminuyen. Disminuyen especialmente cuando 
la honradez de los gobernantes suprime los actos de 
favor con que en ocasiones difíciles suelen allegar 
partidarios. Pero el medio más eficaz de reducir los 
gastos públicos es gobernar según las corrientes de 
la opinión dominante. Los gobiernos oligárquicos son 
siempre caros, porque se apoyan en la fuerza. Los 
gobiernos democráticos son siempre baratos, porque, 
admitiendo en su seno á todos los partidos, se apoyan 
en la voluntad nacional ; y la baratura del gobierno 
es el más eficaz de los arbitrios rentísticos. Si ésta 
se obtiene, los resortes del crédito adquieren una 
fuerza inconmensurable y pueden entonces los gober- 
nantes anticipar las rentas futuras para aplicarlas al 
fomento de las obras públicas, abriendo con mano 
vigorosa las fuentes de la prosperidad general. 

El arreglo de la deuda interior pudiera hacerse 
mediante la consolidación, en términos proporcio- 
nales al valor venal de las diferentes clases de do- 
cumentos que la componen, si el Gobierno, en lugar 
de ser la presa que los partidos se disputan, fuese la 
obra común de ellos, y tuviese estabilidad suficiente 
para que los títulos de la deuda consolidada conser- 
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varan un precio alto en el mercado por el pago pun- 
tual de la renta. No siendo así, la consolidación es 
inconveniente para los acreedores ; y lo es también 
para el Tesoro, porque equivale á la creación de una 
deuda nueva representada por los intereses. Menos 
oneroso es para aquéllos y más provechoso para éste 
la amortización lenta de la deuda, en pública subasta, 
con una parte del rendimiento general de las rentas 
públicas que se aplica á ese objeto, subdividida pro- 
porcionalmente al valor real de los diversos docu- 
mentos ó títulos que se llaman á licitación. Equivale 
este método á comprar la deuda lentamente por la 
cotización que tiene en el mercado. Aprovecha el 
Tesoro lo que los acreedores pierden voluntaria- 
mente y reduce el costo de la amortización al límite 
de su propio descrédito. 

Cualesquiera otros artificios ó medios mecánicos que 
se empleen para desahogar la situación del Tesoro, 
la agravan indefectiblemente y perturban las rela- 
ciones económicas, porque el Gobierno no tiene, ni 
puede tener en sus manos la vara de Moisés para hacer 
brotar con ella milagrosamente la riqueza del fondo 
del caos. Los recursos de la desesperación abren á 
menudo el camino que conduce al abismo. 

Lo propio sucede con el desnivel en la balanza del 
comercio, ó sea entre las exportaciones y las impor- 
taciones. Cuando el Gobierno interviene directamente 
con medios mecánicos, agrava el mal, y el equilibrio 
no se restablece sino por el cumplimiento indefectible 
de las leyes económicas naturales. 
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La Nacida salda sus cuentas con numerario y éste 
escasea y vale más ; pero el remanente circula con 
más rapidez y sirve de intermediario en la misma 
masa total de cambios que antes se hacían con el 
capital primitivo. Cuando ese remanente se apoca y 
llega á ser insuficiente para los cambios, llenan el 
vacío los establecimientos de crédito con los billetes 
de banco, pagaderos á la vista, que reemplazan el 
dinero. Si este recurso complementario llega á ser 
también insuficiente, continúa subiendo el valor del 
dinero y las cosas que se cambian por él valen menos ; 
pero el valor relativo ó recíproco de estas mismas 
cosas no se altera por eso : la alteración se restringe 
al numerario ó sea á la medida común de los valores. 

Sube el cambio 6 premio de las letras sobre las 
plazas extranjeras, sube el precio de todos los frutos 
exportables, sube también el délas manufacturas que 
se importan y el consumo de éstas se restringe. La 
alza en el cambio ó premio de las letras estimula 
las exportaciones tanto como deprime las importa- 
ciones. Los capitales varían de colocación y buscan la 
especulación más provechosa aun que no sea la más 
fácil. El alto valor del dinero determina la importa- 
ción de él para comprar los valores fijos del mer- 
cado, como los bienes inmuebles, cuyo precio de 
venta se encuentra abatido. Así, lentamente, el medio 
circulante se reintegra, la exportación aumenta, la 
importación disminuye y el equilibrio se restablece 
por completo. 

Cuando el Gobierno interviene, y, reacuñando la 
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moneda, baja su ley, con el propósito de impedir que 1 

salga al extranjero en pago de las deudas del comercio, 
el remanente de moneda útil se oculta ó emigra más 
prontamente y disminuye el medio circulante. Si emite 
moneda de papel de curso forzoso para llenar el vacío, I 

acelera la ocultación, así como la emigración dei 
dinero, y esparce la inseguridad sobre todos los negó- 
cios, porque reemplaza un medio circulante ó común 
denominador fijo con otro de valor instable. Des- 
aparece el crédito ; las transacciones se restringen ó 
llegan á ser imposibles; el comercio languidece ; los 
capitales se retraen ; las rentas públicas se apocan 6 
se convierten en moneda de papel, de valor ilusorio; 
el malestar se difunde, porque la circulación de los 
valores, como la de la sangre, no se hace libremente ; 
y la miseria asoma en los hogares del pueblo. Unas 
pocas fortunas improvisadas con las oscilaciones en el 
precio de la moneda de papel, no compensan las pér- 
didas que esas mismas oscilaciones ocasionan. 

Tiene el Gobierno, sin embargo, una misión que 
cumplir en el campo económico, tanto en los períodos 
de crisis como en los de calma, por la acción indirecta 
que ha de ejercer siempre en favor de la industria 
nacional, ora abriendo ó construyendo caminos que 
abaraten los transportes ; ora introduciendo e«l-- 
tivos propíos de la zona tórrida, desconocidos en^ 
país, como las especies del Asia; ora fomentando el 
cultivo de plantas oriundas, como la quina, la vainilla y 
eji caucho ; ora difundiendo con la instrucción primaria 
conocimientos útiles que sean aplicables á las artes 
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mecánicas y á la agricultura propia de cada zona 
tropical ; ora manteniendo los estudios científicos 
superiores que hagan conocer y permitan explotar las 
riquezas naturales de nuestro suelo ; ora estimulando 
y protegiendo las manufacturas nacionales contra la 
competencia extranjera ; ora, en fin, llevando su poder 
fecundante ó reparador á donde no alcanza la inicia- 
tiva individual. 

De este modo el Gobierno previene ó aleja una 
crisis económica; pero cuando ésta se presenta, no le 
es dado modificarla artificialmente, sin entrabar el 
cumplimiento de las leyes naturales que pueden corre- 
girla. No justifican, pues, las medidas fiscales del 
Presidente ni la penuria actual del tesoro de Colombia 
ni el desequilibrio de su comercio. Las rentas públicas 
eran insuficientes para imponerle al país, con la 
fuerza armada, una transformación política ; y él ha 
hecho concurrir á ese objeto la fortuna privada de los 
ciudadanos. Mas como el trastorno que produce en 
todos los negocios y las pérdidas que ocasiona con 
tales medidas son mucho mayores que el provecho 
que recibe, está el Gobierno en el deber moral de 
impedirla continuación del mal, elevando de nuevo la 
ley de la moneda para ajustaría á la Convención latina 
monetaria, y, eliminando el curso forzoso del papel 
emitido, como medio circulante, para reemplazar el 
dinero. La baja del valor de la plata en todo el mundo 
es un hecho económico de tanta trascendencia que, , 
por sí solo, les impone á los Gobiernos el deber de 
mejorar su propio sistema monetario. 
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Sometido el país á las bases de la reforma política, 
el Consejo de delegatarios asumió el poder consti- 
tuyente y se ocupa en estos momentos en deliberar 
sobre los términos de la nueva Carta fundamental del 
Gobierno. Todo hace esperar que eUa sea reaccio- 
naria y oligárquica j porque el Presidente, que es el 
autor de la reforma, retrocedió en el camino de la 
libertad y protestó contra las ideas liberales. Después 
de medio siglo de constante lucha entre el partido que 
sostiene el gobierno propio y el antiguo partido délas 
tradiciones monárquicas, la República habrá vuelto á 
la autocracia de 1832. Quedará un partido en el poder 
y excluirá de él completamente á su adversario. Habrá 
paz y orden público, mientras aquél no. se divida ó 
mientras éste no adquiera los elementos necesarios 
para renovar la pelea y derribar á su enemigo. Cuando 
esto suceda, el vencedor ocupará el lugar del vencido 
y ejercerá la oligarquía en su provecho. De este modo 
no tendrán fin las guerras civiles, aunque separadas 
por intervalos más ó menos cortos, y será imposible 
establecer la República, ó sea el gobierno de todos, 
es decir, de todas las fuerzas y tendencias sociales. 

Con la mira de evitar este resultado, que ha sido un 
hecho constante en nuestra historia patria, el Presi- 
dente se ha propuesto reunir en uno solo á todos los 
partidos, como si hubiesen desaparecido las diferen- 
cias de ideas y sentimientos que los dividen y separan. 



'I 
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Antes consideraba á los partidos políticos como agentes 
naturales que dirigen y .perfeccionan las sociedades 
humanas y cuya existencia es superior á cualquiera To- 
luntad. Hoy cree que él mismo es un centro obligado de 
unión y de concordia y que aquellos poderosos agen- 
tes naturales pueden doblar mansamente la cenriz para 
convertirse en sus lacayos. Éstas son sus palabras : 

« Los viejos partidos nacionales acaban de fundirse en un 
solo molde y los pocos reacios que aun quedan bajo el 
imperio de antipatrióücas supersticiones» tarde 6 temprano 
reconocerán su error ó su impotencia y dejarán de ser 
elementos activos de mal. Disidencias de palabras han termi* 
nado felizmente y las sanas doctrinas liberales y conser-- 
vadoras.que son, en su fondo idénticas, quedarán en adelante, 
en vínculo indisoluble, sirviendo de pedestal á las institu* 
clones de Colombia. » 

La fusión de los partidos políticos en uno solo ha 
sido en todos tiempos una quimera, porque ellos son 
las fuerzas contrarias que regulan el movimiento social, 
y lo más que pueden hacer los políticos ú hombres de 
estado es estudiar las leyes naturales á que aquéUos 
están sometidos. Habrá, sin duda, un partido que 
sostiene el nuevo régimen autocrático establecido 
por el Presidente; pero habrá otro partido que 
lo combate, y esta colisión producirá las mismas 
disenciones internas y las mismas guerras de los pre^ 
cedentes gobiernos. La concordia entre los ciudada- 
nos, la consolidación del orden y ]a estabilidad de las 
instituciones no se conseguirán sino por el concurso 
proporcional de aquellas dos entidades en el ejercicio 
de los poderes públicos. 
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La persistencia en el sistema oligárquico, bien sea 
central d federal, que hace del gobierno un monopolio 
y funda el predominio de un partido sobre la exclu- 
sión del otro, es contraria ala fraternidadyá la justicia 
y produce necesariamente entre los dos bandos, no 
una oposición tranquila de ideas y sentimientos, sino 
el odio de enemigos irreconciliables. La discordia y la 
anarquía llegan á ser permanentes y parece no quedar 
otra esperanza de reposo que el aniquilamiento de uno 
de los dos adversarios. Tal es el espíritu de destrucción 
y de venganza que alienta esa lucha terrible, fielmente 
traducido por uno de los más enérgicos lidiadores en 
ella, con las siguientes palabras : 

« Si la política es transacción, lo que ha dicho Gládstone y 
yo creo, no hay política posible en las Repúblicas hispano- 
americanas. Quiea piense que entre sus partidos históricos 
cabe patriótica benevolencia, es un sonámbulo rematado. 
Esos partidos se han hecho mucha sangre y su larga y 
porfiada pelea ha dejado un sedimento de pasiones intransi- 
gentes y feroces. Esto significa que estamos condenados á 
matar ó ser muertos, á ser hierba ó ser diente, á comer ó 
ser comidos. » 

Y ni aun por el aniquilamiento ó completa destruc- 
ción de uno de los dos contendores podría alcanzarse 
un estado permanente de reposo, porque dividiéndose 
el vencedor por el hecho de quedar sin contrapeso, 
nuevas facciones renovarían el combate. No hay, pues, 
otro modo de conservar y hacer progresar la sociedad 
bajólas formas republicanas, que el reconocimiento 
del derecho de todos los partidos á tener participa- 
ción en el gobierno, mediante un mecanismo adecuado 
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para recííbir'éí Impulso de estos factores naturales del 
movimiento político. 

Con tal fin redactamos un proyecto de Constitución 
para Colombia durante la última guerra civil de 1885, 
cuando escapábamos á la persecución de uno de los 
beligerantes, y, no siendo permitido publicarlo allí 
bajo la vigencia de la ley marcial, hacemos la publi- 
cación de él en tierra extranjera. 

Conservamos la forma federal, por la extensión y 
demás condiciones especiales de nuestro territorio, 
aunque, según la doctrina que él encierra,* igualmente 
democrática sería la forma central, y porque aquélla 
es más conveniente para las Repúblicas hispano- 
americanas, por cuanto permite la agrupación de 
ellas, en tiempos no lejanos, con el propósito de 
formar naciones suficientemente ricas y fuertes. 

No aconsejamos la apelación á las armas para 
derrocar el gobierno existente, que es obra de la 
fuerza, ni para establecer el régimen democrático, 
porque las contiendas armadas producen nuevos cau- 
^dillos y nuevas oligarquías. La insurrección no llega 
á ser un derecho sino cuando el gobierno suprime la 
libertad de reunión, la libertad de imprenta y la liber- 
tad electoral. En tanto que estas libertades subsistan, 
el contacto de las personas y de las inteligencias 
produce, por si solo, suficiente fuerza moral para 
modificar las instituciones vigentes. « Gomo los norte- 
americanos, dice JacoUiot, yo no soy partidario de 
las revoluciones, pues creo que el progreso no puede 
conquistarse sino por medio de las pacíficas luchas 
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de la inteligencia y que no hay gobiernO[que.u^a^^e vea 
obligado á obedecer al movimiento de las ideas. » 

Creemos necesario, ante todo, organizar convenien- 
temente el partido liberal ó demócrata para que pueda 
luchar, con buen éxito, contra el partido oligarca. 
La base de esta organización es la uniformidad de su 
programa político y los medios de acción no son otros 
que el ejercicio de aquellos tres mencionados dere- 
chos, á saber : 

Las sociedades democráticas que sirvan de centro 
para unir las voluntades y para difundir las ideas 
políticas ; 

La prensa periódica sostenida por compañías anóni- 
mas y alimentada por los hombres púbhcos más 
ilustrados del partido ; 

La votación uniforme en las elecciones populares 
según el acuerdo previo de los centros políticos ; y 

El establecimiento de un Directorio central que 
conserve la unidad de acción en todo lo que se refiere 
á los grandes intereses nacionales. 

Uniendo las voluntades, estrechando las filas de los 
demócratas, elevando los espíritus á la serena región 
de los principios y propagando éstos incesantemente, 
no resistirá la oligarquía por largo tiempo á la 
acción disolvente de las ideas, y sobre sus ruinas 
levantará el pueblo, por primera vez, la democracia 
verdadera, cuyo mecanismo político se resume así : 

La república no es el gobierno de un hombre, ni 
el de una facción, ni el de un partido político, sino el 
gobierno de todos los partidos por medio de corpo- 
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raciones electivas en que estén proporcionalmente 
representados . 

El crédito de la América española depende de la 
acertada solución que dé prácticamente al problema 
de la república. Si llegan los pueblos á vivir en paz 
para crecer y prosperar, tornándose la lucha de los 
partidos en fecunda y civilizadora, de estéril y san- 
grienta que antes era, quedará este problema definiti- 
vamente resuelto y allanado el camino de la libertad 
en el porvenir. 

Con este patriótico y humanitario objeto publica- 
mos el PLAN CONSTITUCIONAL quc especialmente elabo- 
ramos para Colombia. Si no fuere acertado, hemos 
cumplido con nuestro deber, y cualquiera puede, con 
mejor criterio y con la misma buena voluntad, coger 
la pluma y resolver el problema. 

París, 15 de junio de 1886 {Hotel Haussmann). 
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CAPITULO I 

DEDICATORIA Á LOS PROCERES NACIONALES 

En el Colegio de la Independencia, empresa privada 
de un hombre honrado y virtuoso, don Joaquín Gu- 
tiérrez de Celis, ciudadano amante de la República, 
como lo prueba el nombre que dio á su instituto, era 
costumbre que los alumnos saludáramos, el 20 de julio, 
desde la tribuna, á los Proceres colombianos para 
avivar el sentimiento de gratitud hacia ellos y encender 
en nuestro pecho el fuego del amor patrio. Siguiendo 
esta costumbre laudable, presentamos hoy á nuestros 
compatriotas, en el septuagésimo quinto aniversario de 
la iniciación de la República, y consagramos á la me- 
moria de nuestros Proceres, un proyecto de Constitución 
política que restaura la idea cardinal de gobierno por 
ellos escogida, complementándola con los progresos 
modernos del espíritu democrático, el cual puede servir 
de base á la reconciliación de los partidos y realizar el 
ideal de libertad, igualdad y fraternidad que impulsaba 
ensu heroica empresa á los fundadores de nuestra Inde- 
pendencia. 
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Por primera vez, en 1811, los diputados de las pro- 
vincias del antiguo virreinato de Nueva Granada se reu- 
nieron en Congreso para elegir la forma de gobierno que 
habían de establecer en la colonia española cuya inde- 
pendencia proclamaran el año anterior ; y tuvieron de- 
lante de sí el difícil problema de la organización política 
deñniliva de un pueblo recién nacido á la vida autonó- 
mica, problema que después de setenta y cinco años de 
repetidos ensayos no ha sido satisfactoriamente resuelto. 
Podían los primeros constituyentes nacionales escoger 
entre dos sistemas opuestos : ó la concentración en una 
sola entidad del ejercicio de la so])eranía popular, ó la 
división del ejercicio de esta misma soberanía entre 
varias entidades. Conforme al primero de estos tipos 
estaban modelados todos los gobiernos de Europa ; y del 
segundo se había hecho un ensayo feliz en las colonias 
inglesas, recientemente emancipadas, de la América del 
Norte. Nuestros Proceres eligieron el segundo sistema, 
acatando el sentimiento predominante en las provincias 
que representaban, y promulgaron el Acta federal de 
1811, cuyo contenido refiere el historiador Restrepo en 
los siguientes términos : 

« El Acta se extendió «n la forma de tratado con setenta y ocho 
artículos y por ella se establecía una confederación con el titulo 
de Provincias Unidas de la Nueva Granada. Sus principales dispo- 
siciones fueron : que serian parte de la Unión todas y cada una 
de las Provincias que en 20 de julio de 4810 eran reputadas y 
consideradas como tales en la Nueva Granada; también se admi- 
tían las demás que quisieran unirse con permiso de los respec- 
tivos cuerpos políticos á que antes pertenecieran ; se conservaba la 
religión católica, apostólica, romana en toda su pureza é inte- 
gridad; no se reconocía ninguna autoridad de la España, á cuyo 
establecimiento no hubiera concurrido el pueblo de la Nueva Gra- 
nada por su libre y espontánea voluntad; todas las Provincias se 
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reconocian como iguales é independientes, reservándose cada una 
su administración interior, el nombramiento de sus empleados y 
el manejo de sus rentas. Las Provincias cedían, en consecuencia, al 
Congreso de diputados que debía formarse en el lugar que se juz- 
gara más conveniente, con uno ó dos representantes que enviaría 
cada una de ellas, las alias facultades de hacer la paz y la guerra, 
levantar ejércitos para la defensa común, imponer contribuciones 
para sostenerlos, celebrar tratados y mantener todas las grandes 
relaciones nacionales, así con las potencias europeas como 
ron la Silla Apostólica. Cedían también al mismo Congreso las 
rentas de las aduanas de los puertos, de correos y de las casas de 
amonedación, con la facultad de fíjar la ley que debían tener las 
monedas nacionales, así como la de arreglar los pesos y medidas. 
Dábanse igualmente al Congreso otras varias atribuciones impor- 
tantes que la Constitución atribuye al gobierno federal de los 
Estados Unidos. Todos estos objetos fueron bien detallados en el 
Acta, y en ella se expresaba, que el Congreso ejercería, bien por sí, 
bien por secciones, el poder legislativo y el ejecutivo; el judicial 
residiría en un Tribunal que debía establecerse al efecto conforme 
á los reglamentos que el mismo Congreso tuviera á bien decretar. 
Se disponía, en fín, que pasados los peligros actuales y reunidas 
las Provincias que definitivamente debían componer la Unión, se 
juntaría una gran Convención general.de diputados, elegidos 
según la base de población, para acordar la Constitución que más 
les conviniera. Los tratados se sujetaron á la ratifícación de las 
provincias ; debía ésta darse por medio de sus Legislaturas, Juntas 
ó Gobiernos competentemente autorizados por los pueblos; pero 
siendo urgente la unión bajo del sistema federativo proclamado 
por la mayor parte de las Provincias granadinas, los diputados 
se formarían inmediatamente en Congreso y cumplirían con el 
tenor de sus poderes. » 



Bajo un pacto preliminar de alianza ó confederación 
adoptado en 1776, las colonias inglesas del Norte sostu- 
vieron la lucha de emancipación con la Metrópoli y la 
terminaron gloriosamente : ellas no creyeron necesario 
el despotismo para conquistar su independencia. Eman- 
cipadas del todo, formaron una sola nacionalidad regida 
por la Constitución federal de 1787 que, reconociéndoles 
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á las antiguas colonias su propia autonomía, estableció 
un gobierno nacional con acción directa sobre los indi- 
viduos y con medios suficientes para conservar el orden 
interior y la paz exterior. 

El Acta federal de 1811 fué modelada por el primer 
pacto de alianza de las colonias inglesas. Creyeron los 
Proceres que eso bastaba para unir las fuerzas y eman- 
ciparse de la madre patria, como lo habían hecho feliz- 
mente los fundadores de la libertad en el Nuevo Mundo ; 
y la misma Acta federal prometía la reunión de una 
Convención nacional que, representando á todas las pro- 
vincias según su población, adoptara la forma definitiva 
de gobierno. 

Seguían, pues, los Proceres granadinos un itinerario 
conocido, indicado por el sentimiento popular y clara- 
mente iluminado por antecedentes autorizados. Puede 
objetarse que la alianza previa de las colonias inglesas, 
así como la forma de gobierno federal que definitiva- 
mente adoptaron, era en ellas una consecuenciiEi necesa- 
ria de su anterior existencia como entidades separadas 
unas de otras, y no podía servir de modelo á nacio- 
nalidades homogéneas que habían oslado regidas por 
una autoridad cenlral; pero esta objeción no es exacta, 
porque si bien es cierto que la manera de ser política de 
las colonias inglesas fué un accidente que favoreció la 
adopción de la forma de gobierno que todavía conservan, 
no fué ese accidente la causa determinante. Esa forma 
de gobierno descansa sobre un principio fundamental 
de la ciencia política, cual es la división de la soberanía 
nacional entre varias entidades; y fué ese principio lo 
que determinó su adopción, así como es también la 
causa que la conserva. De ningún modo es verosímil 
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que la misma estructura constitucional no hubiera sido 
adoptada aún cuando las colonias inglesas, como las es- 
pañolas, hubiesen sido homogéneas. 

« La división del territorio de los Estados Unidos en diversos 
Estados, dice un publicista americano, fué una circunstancia acci- 
dental ; pero la ventaja que de aqui ha emanado no ha sido acci- 
dental. Si el pueblo de América hubiese formado una comunidad 
consolidada, habría sido el colmo de la sabiduría imitar el plan 
presente creando gobiernos locales con jurisdicción completa sobre 
los intereses locales y un gobierno central que presidiese á los inte- 
reses comunes. El plan se ha llevado á efecto en una grande 
extensión en los Estados individuales. Los condados y comunes 
son jurisdicciones menores inclusas dentro de una más vasta, que 
administran sus negocios domésticos con sagacidad y economía, 
porque no están mezclados y confundidos con los intereses gene- 
rales del Estado. » 

El Acta federal de 1811 no tuvo cumplimiento. La 
simultaneidad del movimiento de insurrección en el vi- 
rreinato de Nueva Granada y en las demás colonias espa- 
ñolas, produjo centenares de pequeños caudillos, ambi- 
ciosos de mando personal, que se denegaron á someterse 
á una autoridad común. El caudillaje nacía con la Repú- 
blica, predestinado á crecer con ella, y á ser el más 
poderoso obstáculo para su planteamiento. En lugar del 
régimen federal no se estableció ninguno otro. El des- 
concierto caracterizó el primer período de la magna 
guerra de emancipación y fué la causa de su primer 
desastre. 

Los adversarios de la idea federal le imputaban que 
ella debilitaba la acción del gobierno en presencia de un 
enemigo poderoso, con lo cual manifestaban desconocer 
la índole del sistema, el cual, centralizando en el Go- 
bierno nacional las funciones que le son propias, aumenta 
su fortaleza. 
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y Eq una guerra necesaria, dice el mismo publicista americano, 
no hay gobierno que fuese sostenido con mayor entusiasmo y que 
pueda mostrar tanto poder como el de los Estados Unidos. Es 
completamente infundada la idea de que la existencia de jurisdic- 
ciones domésticas debilita la autoridad central. Ésta, por el con- 
trario, se halla menos embarazada en la administración de los 
intereses nacionales. Es evidente que la formación de gobiernos 
menores representa una deducción de parte de la masa total del 
poder, que de otro modo estaría en manos del Gobierno central ; 
y éste es precisamente el objeto conque aquéllos se establecen. Pero 
como la esfera en que éste se mueve se halla distintamente de- 
finida y las atribuciones que se le confieren son más simples que 
en el otro caso, puede obrar con más prontitud y eneróla. Como 
el hombre que se propone realizar algún importante designio y 
cuya atención es distraída por una variedad de otras ocupaciones, 
sise le liberta de éstas, pueda contraerse á aquél sin interrupción. » 

En el segundo período de la guerra magna no hubo 
otro gobierno que el régimen militar; y los hábitos que 
produjo, congruentes con los que había formado la colo- 
nia española, determinaron la adopción del sistema cen- 
tral en la Constitución sancionada en 1821 para la 
antigua y gloriosa Colombia. Ni la inmensidad del territo- 
rio, ni la dificultad en las comunicaciones, ni la distri- 
bución de la población en grupos aislados, ni la diversi- 
dad de intereses locales y de costumbres peculiares 
bastaron para combatir las tendencias centralizadoras 
de la autoridad. Las consecuencias de este error político 
no se hicieron esperar, porque la ambición de los cau- 
dillos, que encontraba alimento en las tradiciones mo- 
nárqucas, y la necesidad de vida autonómica en las 
secciones territoriales, que era lo que había determi- 
nado la Independencia, produjeron la disolución de la 
gran República. Bajo la idea federal sabiamente iniciada 
por los Proceres de 1810, no habría sido imposible con- 
servar la unidad nacional, como la ha conservado la 
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Unión Americana, á pesar de que su territorio es más 
extenso y mayor lahcterogeneidad de los pueblos, y de que 
la dificultad en las comunicaciones no era menor en 
los dos primeros tercios del prjBsente siglo, pues que los 
habitantes del Atlántico no se comunicaban con los del 
Pacífico sino dando trabajosamente* la vuelta por el 
istmo de Panamá; y no sólo se ha conservado allí la 
unidad nacional, sino que antiguas colonias de distinto 
origen, fundadas por Francia ó por España, como la 
Florida, la Lousiana, California, Tejasy IVuevo Méjico, 
que se han anexado á ella, viven en paz y han pros- 
perado después de la incorporación, por cuanto el ré- 
gimen federal les asegura la autonomía que necesitan 
para administrar sus propios intereses. 

Disuelta la República de Colombia, prevalecieron en 
la Nueva Granada las tendencias centralizadoras y 
fueron sancionadas en las constituciones de 1832 y de 
1843. La idea federal reapareció en 1840 y fué ahogada 
per la fuerza. Se abrió paso, no obstante, al través de to- 
das las resistencias, y produjo, en 1853, una constitución 
política, que fué como la transición del centralismo á 
la federación. Definitivamente se estableció elsistema de 
gobierno federal por las constituciones del 858 y de 1863. 

Aparentemente después de medio siglo triunfaba la 
idea cardinal de gobierno iniciada por los Proceres 
nacionales. Pero este triunfo, decimos, no era más que 
aparente, porque esas dos constituciones federales, como 
las precedentes, llevaban en sí mismas el germen de su 
propia destrucción, pues unas y otras han tenido los 
siguientes vicios orgánicos : 

Que consagran el poder unipersonal en una de las 
ramas del gobierno ; 
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Que establecen el dominio exclusivo de la mayoría de 
los electores en el ejercicio del poder publico ; y 

Que imponen sistemas electorales, que aseguran el 
predominio exclusivo de^la mayoría, ó no establecen 
ningún sistema de elecciones, lo cual produce el mismo 
resultado. 

De suerte que aunque en la forma son diferentes las 
constituciones políticas que hemos mencionado, en el 
fondo todas ellas establecen un mismo sistema de go- 
bierno : la oligarquía de partido. 

No tenía todos estos vicios esenciales el Acta federal 
de 1811. 

Ella no consagraba el poder unipersonal, porque dis- 
ponía que la rama ejecutiva del gobierno se ejerciera' 
por una Comisión del Congreso. 

Ella era superior, especialmente, á las constitu- 
ciones centrales de 1 832 y de 1843, porque dividía el ejer- 
cicio de la soberanía nacional entre varias entidades. 

Ella era, en fin, superior á las constituciones federales 
de 18S8 y de 1863, porque centralizaba en el Gobierno 
nacional la dirección de la fuerza pública y erigía sobre 
las Provincias ó Estados un juez superior que decidiera 
sus disenciones domésticas. Estas últimas disposiciones 
se encuentran en los artículos 18 y 46. 

« Art. iS, El Congreso tendrá facultad para hacer las ordenanzas 
y reglamentos generales y particulares que convengan para la 
dirección y gobierno de las fuerza,s marítimas y terrestres, 
mientras subsistan ; y podrá asimismo hacerlo para las milicias de 
todas las provincias dejando al cuidado de éstas instruirlas y 
disciplinarlas conforme á ellos, para que en todo evento se cuente 
con un sistema uniforme en los ejércitos de la Unión. Pero cuando 
cesen los motivos de la actitud guerrera en que hoy nos ponen 
las circunstancias, ninguna Provincia podrá mantener tropa 
reglada, ni buques de guerra, sino lo que sea puramente preciso 
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de uno y otro para la guarnición de plazas y fronteras y para la 
protección del comercio, y esto á disposición y bajo la autoridad 
del Congreso. 

« Art. 46. Los pueblos disidentes de una Provincia deben sujetarse 
al voto de la pluralidad del cuerpo político de que son parte ; 
pero si se suscitaren diferencias entre dos partidos igualmente 
poderosos que no pueden concillarse amistosamente entre sí, y 
que exijan una decisión formal de tercero imparcial, no habiéndose 
convenido antes en bases ó leyes fundamentales que decidan la 
cuestión, y en cuyo caso se estará precisamente á ellas, se 
someterán, antes que venir al peligroso y siempre funesto recurso 
de las armas, á la resolución del Congreso; que sin ingerirse en la 
que no sea de su particular inspección, arreglará tan imparcial 
como amistosamente sus disputas, sugiriendo todos los medios 
de conciliación, y prescribiendo últimamente las reglas que 

deberán observarse. » 

« 

La tenacidad con que el despotismo se impone en las 
antiguas colonias españolas de América, explica lo 
pertinaz de la lucha que las ideas liberales han librado 
contra él en el presente siglo. Tan arraigado se encuentra 
en las sociedades de origen hispano este formidable 
enemigo de la democracia que puede creérsele ingénito 
en ellas : reaparece entre las ruinas ó renace de sus pro- 
pias cenizas ; suele ataviarse como la libertad á fin de 
no ser reconocido ó se prosterna ante ella para ases- 
tarle el golpe con más seguridad. Por este motivo, la 
existencia del poder unipersonal es más peligrosa en 
las Repúblicas españolas que en cualesquiera otras, 
así como también son más pronunciadas en ellas las 
tendencias oligárquicas. Eso fué lo que comprendieron 
con muy clara visión los Proceres nacionales cuando 
proscribieron de su Constitución política el poder per- 
sonal, encargando el ejercicio de la rama ejecutiva del 
gobierno á una comisión plural ; y hubieran proscrito 
también la oligarquía de partido, si las nociones adqui- 
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libertad. Era necesario que el espíritu liberal descompu- 
siera las sociedades formadas bajo el régimen de la 
colonia y las reconstruyera, produciendo en ellas inevi- 
tablemente, por lo trascendental de esta labor, una agita- 
ción continua comparable con la que precede en la 
materia cósmica á la formación de nuevos astros. El 
advenimiento de las instituciones nuevas ha sido pre- 
parado por la destrucción violenta de instituciones 
antiguas, de tal suerte que á cada una de las nuevas ideas 
se le puede asignar un combateen el largo y sangriento 
período de la revolución democrática. 

Mejor hubiera sido que para reconstruir no fuese 
necesario demoler y que, en lugar de una raza nueva, 
se hubiera encontrado en las colonias españolas una 
raza antigua convenientemente educada, como felizmente 
aconteció en el poderoso pueblo de Norte-América. 
« No puedo convenir, dice Tocqueville, en separar la 
América de la Europa, á pesar del Océano, que las divide, 
porque considero á los Estados Unidos como la porción 
del pueblo inglés encargada de beneficiar los bosques 
delNuevo-Mundo. » No se había mezclado allí, en efecto, 
la raza europea con los aborígenes de América, ni con 
la raza negra; y los colonos que emigraron en buscado 
libertad, no trasladaron á su nueva patria la teocracia, 
ni la nobleza, sino ideas de igualdad y de independencia 
individual, elaboradas en el seno de la nación inglesa 
por una civilización secular, las cuales fueron el alma 
délas instituciones que fundaron. «La gran ventaja de 
los americanos del Norte, dice el mismo publicista 
citado, consiste en haber llegado á la democracia sin 
sufrir revoluciones democráticas, y en haber nacido 
iguales en vez de llegar á serlo. » Tal es la diferencia 
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esencial entre las colonias inglesas y las colonias espa- 
ñolas de América, así como la asombrosa prosperidad 
de las primeras yja atonía de las segundas, provienen 
de la diferencia de raza y de clima, de las ventajas natu- 
rales del suelo y del estado social respectivo de unas y 
otras. 

La formación de las nacionalidades hispano-ameri- 
eanas tenía que ser diferente de la formación de la gran 
República del Norte, porque en aquéllas había más 
obstáculos que vencer, más preocupaciones sociales 
que disipar, más desigualdades que allanar, institu- 
ciones viciosas que era forzoso destruir, menos morali- 
dad y más ignorancia : la república era en ellas una 
creación nueva, que no encontraba en las tradiciones 
y en las costumbres la savia propia que le sirve de 
alimento. 

Pero ha pasado más de medio siglo de luchas san- 
grientas y de elaboración democrática. El régimen 
antiguo ha desaparecido, las instituciones ostentan las 
nuevas ideas y las costumbres se han modificado en toda 
la América-hispana. Sin embargo, las conmociones 
sociales continiian, no se consolida la paz, la industria 
no se vigoriza, el comercio no se extiende y la civiliza- 
ción se detiene ante el espectáculo de la guerra ince- 
sante. 

Habiendo fundado la república sobre las ruinas del 
régimen antiguo y nutrido las instituciones nuevas con 
el espíritu democrático ¿cuál puede ser la causa de tan 
prolongado batallar? 

Varias son esas causas, según el concepto de hombres 
que meditan sobre el estado social de la América his- 
pana y consideran sus sacudimientos, no cual manifes- 

8 
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taciones caprichosas de instintos salvajes, sino como 
efectos infalibles de leyes naturales. Entre estas causas 
colocan, en lugar preferente, la raza, la zona geográfica 
ó clima físico, la poca densidad relativa de la población, 
la inercia de todas las industrias y la carencia de cultura 
en las masas populares. Es indudable que estos hechos 
han contribuido á formar el estado presente de América 
y que influyen desfavorablemente en su situación 
económica y retardan su prosperidad ; pero ninguno de 
ellos puede señalarse como la causa eficiente y directa 
de las guerras civiles. Ensayaremos una respuesta á 
cada una de esas diversas hipótesis. 

La raza americana, se dice, es una variedad nueva 
que desciende de la raza blanca española, más ó menos 
mezclada con la indígena y con la negra. La España 
sostuvo por más de setecientos años guerras casi conti- 
nuas con los moros para expulsarlos de su territorio, y 
este hecho debió producir en los españoles hábitos é 
instintos belicosos que se han trasmitido á sus descen- 
dientes. La raza indígena y la negra son inferiores á 
la raza blanca, como lo prueba el hecho de que aquélla 
estuvo en posesión de la América por muchas centurias 
antes de la conquista y no formó ninguna civilización ; 
y la otra ha estado desde tiempo inmemorial en po- 
sesión del África y no solamente no se ha civilizado por 
sí misma, sino que no ha podido asimilarse ni la civili- 
zación de Asia, ni la de Europa. Tribus se encuentran 
en África, cuyo desarrollo cerebral es tan deficiente, 
que se han juzgado incapaces de elevarse al conoci- 
miento de las ideas abstractas que sirven de funda- 
mento al orden moral. No son, pues, los elementos 
constitutivos de la variedad americana los más favora- 
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bles para formar una raza inteligente, reflexiva, enér- 
gica, sufrida y perseverante. En ella predominan las 
pasiones sobre la razón y la imaginación sobre el 
raciocinio : se hace notar por la vanidad y la incons- 
tancia y por una marcada inclinación á las creencias 
sobrenaturales. 

No sostenemos los americanos que nuestra raza sea 
superior, ni que sea igual en aptitudes á las que pueblan 
la Europa. Hacemos notar solamente que es perfectible 
como todas las razas humanas y que su misión es 
menos difícil que la de aquéllas, puesto que se limita á 
asimilarse y á conservar una civilización que encuentra 
formada. Teniendo aptitudes para esta labor, puede 
asegurar el orden social, dedicarse á las artes de la 
paz y prosperar con ellas.De esto vemos un ejemplo en 
las antiguas colonias de las extremidades de la América 
hispana, como Chile y la Argentina en el Sur, y Méjico 
en el Norte, que han entrado en un período de reposo 
completo y de trabajo fecundo. Por tanto, creemos 
que cualesquiera que sean las condiciones intrínse- 
cas de la raza hispano-americana, si bien retardan su 
progreso, no pueden considerarse como la causa de las 
conmociones sociales de carácter político. 

Las zonas templadas, se observa, son el hogar de la 
civilización. Allí habitan las naciones nlás poderosas, 
ricas é ilustradas. El hombre y todos los animales son 
vigorosos. Nunca en la zona tórrida se ha presentado 
el ejemplo de una nación igual. El hombre y los demás 
animales son en ella relativamente débiles. Esta debili- 
dad física de la raza humana influye desfavorable- 
mente en su capacidad intelectual y moral, impide que 
la especie se levante á un alto grado de prosperidad y 
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mantiene la sociedad en un estado que se aleja poco de 
la barbarie, en el cual las guerras intestinas son un mal 
crónico ó endémico. 

Indudablemente que la zona tórrida no ofrece al 
hombre las ventajas de las zonas templadas. Excep- 
tuando las islas y el litoral de los continentes, donde la 
brisa del mar saniñca la atmósfera, y los lugares del 
interior, donde por la elevación de las cordilleras sobre el 
nivel del mar, el clima es habitable, el resto del territorio 
se hace notar por la insalubridad. No puede haber en 
ella naciones uniforme y densamente pobladas, porque 
el clima no permite un incremento igual de la especie 
humana; yeso basta para que las que allí se forman sean 
inferiores á las de las zonas templadas, tanto en riqueza 
como en fuerza material y en ilustración. Pero de esta 
inferioridad relativa, efecto de la posición intertropical 
sobre el globo y de la topografía del suelo, no se deduce 
que los grupos de población compacta que la zona tó- 
rrida admite, no puedan elevarse moral y materialmente, 
tanto cuanto es menester para que conserven inalterable 
el orden social y progresen con la paz. 

Ni es aplicable la objeción de incapacidad por razón 
del clima á todas las antiguas colonias españolas de 
América, puesto que algunas de ellas, como la Argen- 
tina, el Uruguay, el Paraguay, Chile y una parte de Méjico 
se encuentran fuera de la zona tórrida. Estas colonias 
de las zonas templadas tomaron parte en la guerra de 
Independencia; han pasado, excepto Chile, por todas 
las conmociones, cataclismos y guerras intestinas de la 
revolución precursora déla República, y entraron en un 
período de calma, tan luego como el comercio exterior^ 
la inmigración de individuos ó de capitales y la segu- 
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ridad que ofrece un orden social regularmente esta- 
blecido, principiaron á animar todos los departamentos 
de la industria. No es imposible, pues, que las colonias 
de la zona tórrida, cuya suerte ha sido igual en la 
borrasca, prescindiendo de la diferencia de clima^ entren 
también en un periodo de bonanza en que la afición al 
lucro, lá aplicación al trabajo reparador, las artes y la 
industria presenten el animado y consolador espectáculo 
de la civilización. 

Las aptitudes de una nación, se objeta también, están 
siempre en razón directa de la densidad de su población. 
Las naciones de dilatado territorio y de pocos habitantes 
diseminados en él ó separados en algunos grupos, son 
generalmente pobres y están sometidas á frecuentes 
trastornos sociales, porque el gobierno nunca es fuerte 
para conservar Ja paz, ora porque carece de rentas para 
sostener ejércitos, si se apoya en la fuerza material, 
ora porque la opinión pública no tiene suficiente inten- 
sidad para conservarlo, si es la fuerza moral lo que le 
sirve de apoyo. 

Esta objeción á la estabilidad del orden en las 
modernas repúblicas americanas es fundada, por 
cuanto ellas no han establecido instituciones demo- 
cráticas, y su gobierno, aunque republicano en la forma, 
es una oligarquía en el fondo. Por esto no se apoya en 
la voluntad nacional : descansa, cuando más, sobre la 
voluntad de un partido político y tiene en contra la 
voluntad de los otros. Pero desde que todos los partidos 
concurran al ejercicio del poder público, la paz se con- 
servará natural y fácilmente por el concurso de todas 
las voluntades. Desde entonces la conservación del 
orden no será un efecto artificial de las fuerzas militares 
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y de las rentas del gobierno aplicadas á ese objeto, y 
podrá obtenerse tan sencillamente en un pais de gran 
población, como en otro de población escasa ó desigual- 
mente distribuida en un territorio extenso. 

Finalmente, se atribuyen las frecuentes guerras civiles 
en Hispano-América á la atonía de las industrias y á la 
escasa cultura de las masas populares, por cuanto la paz 
doméstica es ó parece inalterable en las naciones ricas 

é ilustradas. 
Sin duda que el bienestar material y la cultura son 

factores infalibles de un alto grado de moralidad pública 
y que cuanto más rico, ilustrado y virtuoso sea un 
pueblo, menos fácilmente ocurrirá á las vías de hecho en 
la solución de dificultades sociales. £1 bienestar, las 
luces y la moralidad consolidan la paz ; pero aun 
poseyendo esos tres elementos de la civilización, puede 
sobrevenir la guerra civil en una nación, cuando coexis- 
ten causas políticas de suficiente intensidad para pro- 
ducirla. La guerra será menos frecuente, mas no impo- 
sible. La civilización la detiene muchas veces, procurando 
soluciones pacificas y luminosas á problemas sociales de 
gran trascendencia ; pero estalla al fin, lo mismo en un 
país ilustrado y rico que en otro atrasado y pobre, si 
alguno de esos problemas no tiene la solución exigida 
por la voluntad nacional. 

« Las. leyes que rigen los negociados humanos, dice el putílicisla 
americano antes cilado, están con frecuencia fuera del alcance y aun 
déla comprensión de los individuos; y cuando los legisladores y 
-los hombres de Estado cesan de gobernar cuerda y benéficamente, 
un poder superior se interpone y arrolla los planes y empresas 
tanto de los ilustrados como de los ignorantes. Se han aventurado 
varias conjeturas para explicar el orden y tranquilidad notables 
que han existido en los Estados Unidos. Las más plausibles son 
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las que atribuyen esto á ]a exención de guerras extranjeras y á la 
constante ocupación que ofrecen los variados departamentos de lá 
industria. Pero, á la verdad, éstas son solamente circunstancias 
auxiliares, muy bien adaptadas para dar libre curso á la acción de 
al^ún otro principio é insuficientes por si mismas para explicar el 
fenómeno. Frecuentemente han tenido lugar efectos muy opuestos. 
Una época de paz ha sido altamente favorable para que surgan 
discusiones internas y conspiraciones de todo género. En las 
repúblicas italianas de los siglos XIII y XIY, el periodo de mayor 
prosperidad, la suspensión de la guerra extranjera, fué induda- 
blemente la señal para revivir las más implacables disputas en el 
interior. Los varios ramos de industria ofrecían al pueblo un fondo 
inagotable de ocupación, porque Italia era entonces el pais más 
agricultor de Europa y era también el asiento del comercio y las manu- 
facturas. Pero examinando las constituciones de esos Estados, 
hallamos que al pueblo no se concedian más privilegios politicos 
que los que posee en casi todos los gobiernos monárquicos que 
ahora existen y ni son mucho tan extensos como los que gozan los 
comunes ingleses. Los nobles italianos consideraban el gobierno 
como una institución hecha para su beneficio y gastaban la vida 
y propiedades de los ciudadados en satisfacer su ambición perso- 
nal. La libertad que poseían no era contrapesada por libertades 
correspondientes en otras partes de la sociedad. Tenían refrenado 
al pueblo; pero no había freno para las clases superiores. Dema- 
siada poca libertad por untado conduce infaliblemente á demasiado 
poder por el otro, y la consecuencia natural de ese desequilibrio es 
un eterno conflicto entre los diferentes órdenes ó clases sociales. 
Las guerras que han azotado á los Estados europeos, han sido 
efecto más bien que causa del descontento y desiguales condiciones 
de la población. El plan sabio, el único practicable en todos los 
países, es el que se sigue en América, dar iguales derechos al 
pueblo, juntar indistintamente á todos los que lo componen, en 
lugar de dividirlos en diferentes clases. Así se ve compelido á reunirse 
libremente y esto viene á ser un hábito confirmado. Los individuos y 
las clases sociales se refrenan unos á otros y se entienden fácilmente 
sobre problemas é intereses que bajo de una constitución diferente de 
la sociedad, conducen á interminables desavenencias. Indudablemen- 
te que los individuos del pueblo se incomodan mucho unos á otros 
en un país de instituciones libres; pero éste es el secreto del buen 
efecto que producen : los hace obrar como vigilantes recíprocos y 
consultar sus mutuos intereses, porque obran por un impulso 



r<M^^lkMa^kMrf^aab^ik 



120 LA VERDADERA Y LA FALSA DEMOCRACIA 

común. Cada uno está alerta sobre las faltas de los otros, porque 
cada uno tiene mucho que esperar ó que temer de la conducta de 
los demás. Así se aplica una nueva fuerza á la sociedad, que obra 
en detal y no por mayor, la cual, reglando la conducta de los 
individuos, consigue reglar la de las masas. Las instituciones 
libres levantan la condición general del pueblo, porque son la única 
especie de gobierno que se convierte en instrumento de disciplina 
moral y política para todas las clases. Gomo la conservación del 
orden, el sostenimiento de las leyes y el hacer que cualquiera 
porción de la s(y;iedad sea justa para coa las demás, es el objeto 
principal de las instituciones civiles, es claro que no debemos 
preferir la forma republicana á la monarquía ó á la aristocracia, 
sino porque lleva en sí un principio activo de refrenamiento que 
reemplaza con ventaja la autoridad consolidada y fuerte de aquellos 
gobiernos. » 

Ni la raza, ni el clima físico, ni la exigüidad de la 
población, ni la carencia de industria, ni la escasa cultura 
intelectual ó moral de las masas populares pueden 
considerarse como la causa primera y principal de las 
revoluciones intestinas de Hispano-América, aunque 
indirectamente tengan influencia en la instabilidad del 
orden público. Las causas encientes de ese fenómeno 
son, en nuestro concepto, de naturaleza política, se 
resumen en uníi grande injusticia social, y se manifiestan 
en los siguientes hechos : 

El ejercicio del gobierno por un partido político con 
exclusión de los demás ; y 

El ejercicio del poder ejecutivo por un solo individuo. 

La masa del pueblo se divide en Hispano-América en 
dos partidos cardinales que representan ideas y tenden- 
cias opuestas. Uno de ellos personifica las antiguas 
tradiciones, la influencia teocrática, la represión como 
único medio de gobierno, la severidad en las penas, la 
autoridad como suprema regla de conducta pública ó 
privada y la centralización déla autoridad como recurso 
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obligado para darle estabilidad. El otro representa la 
igualdad de clases y condiciones, la libertad religiosa^ 
la voluntad popular como instrumento exclusivo de 
gobierno, la suavidad en las penas y la corrección del 
criminal, la descentralización de la autoridad, en suma, 1& 
idea democrática que diariamente modifica la estructura 
social y la constitución de los poderes públicos. 

Enemigos implacables estos dos partidos nunca se 
alternan pacíficamente en el ejercicio del gobierno, por- 
gue temen uno y otro la dominación contraria. Sí 
gobierna el partido innovador, teme que su adversario, 
allegando el poder, haga retrogradar las instituciones 
y las costumbres y que entregue el pueblo servilmente 
á la autoridad despótica temporal ó eclesiástica; y 
cuando domina el partido reaccionario, teme que su 
rival haga reformas desatinadas, que relaje las costum- 
bres, que pervierta la moral, y que, alterando el organis- 
mo político y las bases del gobierno, anarquice la socie- 
dad. De esta suerte uno y otro partido desconocen ó 
adulteran la voluntad popular expresada por medio del 
sufragio y no dejan otro medio de alcanzar el poder 
público que las conmociones violentas y la guerra. 

Ala exclusión sistemática, inexorable y recíproca de 
estos dos grandes y opuestos partidos políticos, se 
agrega, como causa concomitante, el ejercicio del poder 
ejecutivo por un solo individuo, ó sea la institución de 
la presidencia, común á todas las repúblicas ameri- 
canas, y rezago de la antigua monarquía, de funestísi- 
mas consecuencias para la democracia. 

El Presidente es el jefe oficial de un partido. Su 
consigna inalterable es conservar el poder para sus 
adeptos. Cuando es reelegible, obtiene la reelección por 
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lodos los medios de influencia que el gobierno le ofrece; 
y si no es reelegible, asegura la elección del sucesor 
por los mismos medios. El poder público se trasmite 
como un depósito entre los miembros afines de una 
misma comunión y la oligarquía se perpetúa. Si el 
partido contrario se exalta, se exaspera y amenaza con la 
rebelión,. el Presidente hace á un lado la Constitución y 
las leyes, asume un poder discrecional, y, fuerte con 
el prestigio de la legitimidad, armado con las armas 
nacionales y provisto con las rentas públicas se apercibe 
para la lucha. Degenera entonces la oligarquía en 
dictadura y una porción del pueblo se alza contra ella, 
con el derecho, con la justicia que asiste al que se 
subleva contra un poder despótico ó arbitrario que des- 
atiende las manifestaciones de la opinión pública y 
ahoga el sufragio popular. 

Terminada la lucha, el vencedor, quienquiera que 
sea , persiste en igual sistema oligárquico, laNación queda 
en paz por el agotamiento de las fuerzas y renueva la 
pelea después de la convalecencia; ó bien el partido 
dominante se divide, porque, habiendo quedado sin 
contrapeso, se hace sentir el antagonismo de las ambi- 
ciones personales que lleva, en su seno, y el partido 
vencido se liga á una de las dos fracciones y traba com- 
bate contra la otra. Ordinariamente la victoria corona á 
los aliados, por ser más numerosos, y éstos se adueñan 
del gobierno ; pero no consiguen asegurar la paz nacio- 
nal. La alianza no ha sido una amalgama, porque sus 
elementos constitutivos obedecen á ideas y tendencias 
divergentes. Pasado algún tiempo, los copartidarios 
más numerosos comunican el impulso que determina el 
movimiento político , y los menos numerosos, también 
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los más débiles, no pudiendo asimilarse una atmósfera 
extraña para ellos, quedan dispersos y aislados como 
náufragos en playas extranjeras. Obedecen entonces á 
la atracción que los llama hacia su antiguo centro, y, 
restituyéndose bajo la sombra de su propia bandera, 
emprenden la tarea de combatir y derrocar la nueva 
oligarquía que ayudaron á fundar. 

Tal es la lucha de los partidos exclusivos, completa- 
mente infecunda para las libertades públicas desde que 
no tiene otro objeto que la adquisición ó la conservación 
del poder; y no será posible consolidar la paz, ni 

mantener la pureza de las parcialidades políticas para 
que por la misma contrariedad de su doctrina contri- 
buyan al bien común, sin hacer de la República lo que 
debe ser : el gobierno de todos y para todos ; y sin 
arrancar de su seno, como un cáncer que la devora, la 
institución de la presidencia, perpetuo y emponzoñado 
germen de la dictadura. 



CAPITULO III 

ALTERNACIÓN DE LOS PARTIDOS EN EL GOBIERNO 

La alternación de los partidos en el ejercicio del poder 
es el ideal de la República y se cree posible obtenerla 
con un sistema electoral prudentemente resguardado 
contra la astucia y el fraude. Hay, sin embargo, incon- 
venientes que hacen casi del todo ilusoria esta aspiración 
de la democracia. La posesión del gobierno es para ello 
un obstáculo formidable por los halagos que ofrece y los 
incentivos que la acompañan : el gobernante satisface 
su vanidad personal, nombra los empleados, distribuye 
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ias rentas, dirige el ejército, dispensa los honores de la 
carrera pública y tiene en sus manos la facultad de tras- 
mitir el poder. Para que el partido que gobierna se 
desprenda de todas estas ventajas siempre que las 
urnas electorales le anuncien una mayoría de voluntades 
contraria á la suya, se requiere un alto grado de pro- 
bidad política á que la especie humana no ha llegado; 
y como la República se ha de establecer tanto entre los 
hombres malos como entre los hombres buenos, se han 
buscado medios de allanar aquellos inconvenientes, ó 
de atenuarlos, para que sea realizable la alternación de 
los partidos. 

Observando que los mencionados inconvenientes son 
más intensos en los gobiernos centrales, se ha ocurrido 
al medio de dividir el ejercicio del poder público, entre 
un gobierno general y varios gobiernos seccionales, para 
que cada partido predomine en el Estado ó Sección de 
territorio en que tenga indisputable mayoría y se obtenga 
la paz pública por la ponderación y equilibrio de las 
fuerzas contrarias. 

Este correctivo es en apariencia eficaz; pero estu- 
diando atentamente el curso de los acontecimientos en 
los países que han adoptado esa forma de gobierno, se 
descubre que si produce beneficios incontestables de 
otro orden, es insuficiente para facilitar la rotación de 
los partidos y para evitar que la oligarquía se perpetúe. 
Lo que con ella sucede ordinariamente es que la oligar- 
quía se divide y cambia de color político : en lugar de 
una dictadura general que abrace á todo el país, hay 
tantas cuantos son los gobiernos seccionales, aunque 
todas ellas no pertenezcan á un mismo partido; y, en 
lugar de contrabalancearse para conservar la paz por 
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medio de un equilibrio estable, se combaten mutuamente 
desde que se sienten fuertes para empeñar la lucha con 
esperanza de extender su exclusiva dominación á todo el 
territorio. 

La ineficacia de la federación contra la oligarquía es 
mayor ó menor, según la constitución intrínseca del sis- 
tema y según que la opinión pública, supremo regulador 
de la conducta del gobierno y de las acciones del pueblo, 
sea más ó menos poderosa ; pero nunca tal sistema será 
por sí solo suficiente correctivo contra aquel terrible 
mal. £1 remedio no puede ser otro que la destrucción 
de las causas que lo producen. 

Puesto que la oligarquía proviene del dominio exclu- 
sivo de un partido, será necesario destruir esa domina- 
ción exclusiva ; y puesto que la oligarquía se agrava con 
la dictadura presidencial, será también necesario ex- 
tirpar la institución de los presidentes. 

La democracia lleva en su seno el remedio contra 
todas las adulteraciones que la pervierten y contra todos 
los vicios que la corrompen. Para enaltecerla basta con- 
sultar su espíritu que tiende incesantemente á exaltar al 
individuo, como ciudadano, asegurándole todos sus de- 
rechos, y á deprimirlo, como gobernante, hasta anona- 
darlo en esta condición, entregando el ejercicio del 
poder público á corporaciones en las cuales estén repre- 
sentados todos los partidos políticos por medio del su- 
fragio popular. La autoridad aumenta su prestigio y 
se engrandece cuanto más se asemeja al pueblo y las 
libertades públicas quedan así á cubierto de la tiranía de 
las facciones y de la arbitrariedad de los gobernantes. 

En algunos países, como Suiza y los Estados Unidos, 
la federación ha conservado la paz pública con sus in- 
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calculables beneficios, y en otros, como Colombia, ha 
producido el deplorable efecto de aumentar las guerras 
intestinas. Depende esto de condiciones peculiares á cada 
uno de ellos y de diferencias cardinalísimas en la estruc- 
tura constitucional del sistema. 

En Suiza ninguno de los poderes públicos se ejerce 
por un solo individuo : allí no se conoce, ni es posible, 
la dictadura de los presidentes. Las instituciones de esla 
ilustrada y liberal República son el tipo más avanzado 
de la democracia en los tiempos modernos. 

En los Estados Unidos se eligen los altos poderes fede- 
rales, exceptuando el Senado, sin intervención directa 
de los Estados. Los electores son elegidos por los ciuda- 
danos y aquellos eligen en cada distrito al Presidente y 
al vice presidente de la Unión. Las actas de la elección 
se remiten directamente al Congreso y el Senado hace el 
escrutinio computando los votos de toda la Nación. La 
elección de representantes se practica de un modo aná- 
logo, por Estados ; y aunque las leyes de éstos arreglan 
el tiempo, el lugar y el modo de hacerla, la ley federal 
puede alterar ese arreglo. Los ministros del Tribunal 
supremo se nombran por el poder ejecutivo y son perma- 
nentes por todo el tiempo de su buena conducta. Los 
Estados no pueden hacer alianzas políticas, ni armar 
tropas, ni mantener buques de guerra. El gobierno de 
la Unión protege álos Estados contra toda violencia in- 
terior y contra todo ataque exterior. 

Tanto en Suiza como en los Estados Unidos la Corte 
Suprema es un poder regulador que ejerce funciones po- 
líticas en todos los casos de competencia de facultades y 
de conflictos de autoridad ; en y ambos países la im- 
prenta tiene un poder inmenso que es como el compen- 
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sador de todas las difereacias y el lastre de todas las 
situaciones. 

En Colombia se dejó á los Estados plenitud de facul- 
tades en las elecciones propias y en las de la Nación, sin 
ninguna fiscalización superior y sin que se fijaran las 
bases constitucionales del sistema electoral. La expe- 
riencia ha demostrado que los Estados abusan de tal 
plenitud de facultades, según conviene á la oligarquía 
que los gobierna, y ha consagrado este corruptor apo- 
tegma : el que escruta elige. Por esto en Colombia la vo- 
luntad del pueblo de los Estados ha sido siempre la de 
sus gobernantes y el partido político que ha estado en 
posesión del Gobierno general ha tenido grande interés 
en conservar ó en derrocar el de aquéllos, según su color 
político, para obtener el voto del Estado en la próxima 
elección de Presidente, de miembros del Congreso y de 
magistrados de la Corte Suprema. La política nacional 
se ha reducido á las maniobras y artimañas conducentes á 
perpetuar un partido en el poder, y una serie de revolucio- 
nes locales en las que el gobierno de la Unión tenía parte, 
aunque aparentemente era neutral, ha caracterizado en 
la práctica aquella exageración del sistema. Buscóse un 
remedio parodiando la Constitución americana en cuanto 
le impone al Gobierno general el deber de proteger á los 
gobiernos legítimos de los Estados, y el resultado ha sido 
el mantenimiento de las oligarquías seccionales por la oli- 
garquía nacionalylaguerra como necesariaconsecuencia. 

En Colombia los Estados tienen derecho de armar 
ejército permanente y la organización de la milicia es 
de su competencia. Cuando la ley prescribía neutra- 
lidad al Gobierno general en las contiendas domésticas 
de aquéllos, los nueve Estados de la Unión eran como 



128 LA VERDADERA Y LA FALSA DEMOCRACIA 

Otras tantas pequeñas naciones que, recelándose una á 
otra, mantenían la paz armada, en lo cual consumían 
estérilmente sus exiguas rentas públicas ; y desde que 
la ley le impone al Gobierno general el deber de sos- 
tener á los de los Estados, los gobernadores ó presi- 
dentes de éstos, cual señores feudales de la federación, 
436 hacen prorogar la duración de su empleo ó les 
imponen á los pueblos audazmente el sucesor . 

El hecho de que en los Estados Unidos de Norte- 
América no haya producido la institución de la presi- 
dencia los perniciosos resultados que ordinariamente 
apareja, depende de que están neutralizados por la 
división de la soberanía nacional entre varias entidades 
autonómicas y de que sobre cada una de ellas ejerce la 
opinión pública ilimitado imperio : faltando esta última 
circunstancia la oligarquía y la dictadura aparecerían 
en la Nación y en los Estados. Pero la prensa no tiene 
fortaleza sino en los países en que la densidad de la po- 
blación, la ilustración de las masas populares y la 
comunicación postal, le ofrecen suficiente alimento ; y 
aun en aquella misma opulenta República, á pesar del 
conjunto de condiciones propicias para la libertad con 
que se encuentra favorecida, el poder unipersonal 
ocasiona grandes estremecimientos en la época de la 
elección y oculta para el porvenir peligros descono- 
cidos, por lo cual parece no estar lejos el día en que 
sea modificada la estructura del poder ejecutivo. Los 
hombres reaccionarios, que allí son pocos, presentarán 
como modelo el monarca inglés hereditario, irrespon- 
sable, que descuella sobre el pueblo é impone la rotación 
de los partidos por cambios en el ministerio, acatando 
ó fingiendo acatar la voluntad de las Cámaras ; y los 
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hombres esencialmente republicanos, que alli son los 
más, tomarán como modelo la Constitución suiza y 
harán que el poder ejecutivo sea una imagen del 
pueblo en la Nación y en los Estados. 

En los países democráticos en que no tiene la 
imprenta el poder de la argamasa para dar cohesión á las 
instituciones libres, ni el de la dinamita para pulverizar 
los conatos liberticidas, como Hispano-América, donde 
el fenómeno constante en la historia política ha sido la 
oligarquía de partido y la dictadura de los presidentes, 
másnecesario es que en otro alguno construir gobiernos 
equilibrados por los contrapesos que lleven dentro de sí 
mismos. De estos medios internos de ponderación y 
equilibrio ninguno tan eñcaz como el ejercicio de los 
poderes públicos por corporaciones que representen á 
todos los partidos; y si á esto se agrega la división de la 
soberanía entre un Gobierno general, que atienda á los 
intereses comunes, y gobiernos de Estado ó de Sección, 
que administren los intereses locales, se habrán curado 
fundamentalmente los males políticos que tienen origen 
en las instituciones. La oligarquía y la dictadura que- 
darán extirpadas y asegurada la rotación de los parti- 
dos políticos en el ejercicio del poder. El partido que 
por hallarse en mayoría, entre en posesión del gobierno, 
no excluye á su adversario ; y si llega por él á ser des- 
alojado, tampoco queda excluido. Alternativamente, 
según el resultado de las elecciones populares, tendrán 
todos los partidos preponderancia en el gobierno, por 
lo cual, á ninguno de ellos asistirá motivo ni derecho 
para rebelarse contra él. La voluntad del pueblo mani- 
festada en las urnas electorales, será la piedra angular 
sobre que desc€uisa la paz pública. 
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CAPÍTULO IV 

PLURALIDAD DEL PODER EJECUTIVO 

Hay en el poder ejecutivo, lo mismo que en el poder 
judicial, un vicio originario que, comunmente, se con- 
sidera como una ventaja ó cualidad superior, porque al 
eslimarlo asi se olvídala fuente de que procede. 

Tenían los reyes prerrogativa en las antiguas monar- 
quías de nombrar los jueces y de removerlos libremente. 
Fué una conquista hecha sobre su desmesurado poder, 
la inamovilidad de los jueces y magistrados aun cuando 
el monarca conservara el derecho de nombrarlos. Con- 
sideróse desde entonces como un beneficio la duración 
vitalicia del poder judicial ; y lo era realmente respecto 
del antiguo régimen. Se conserva todavía esta opinión 
favorable, por lo cual, en algunas repúblicas, como los 
Estados Unidos, los jueces nacionales son vitalicios ; y 
en otras, el partido reaccionario clama por que lo sean. 
Pero la duración vitalicia en los empleados del poder 
judicial, buena originariamente en las antiguas monar- 
quías de Europa, no tiene razón de ser en las democra- 
cias. Por este motivo, en los diferentes Estados de la 
Unión Americana, no tan sólo son alternalivos los jueces 
y magistrados, sino que en muchos de ellos se eligen 
directamente por el pueblo. 

Lo propio sucede con la unidad del poder ejecutivo. 
En las monarquías ha sido siempre el monarca heredita- 
rio é indivisible. Fué una conquista de la libertad que 
llegara á ser electivo y con este carácter ha pasado á la 
República ; pero conserva la antigua unidad ó indi- 
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visibilidad bajo el nuevo nombre de poder ejecutivo. 
Guando se observa que desde tiempos muy remotos fue- 
rou separados el poder legislativo y el poder judicial y 
que ordinariamente se ejercen por corporaciones, lo 
cual es una garantía de acierto, pues la pluralidad da 
lugar á la oposición de voluntades y ala discusión, y se 
indica la conveniencia de hacer otro tanto con el poder 
ejecutivo, se opone la unidad como obstáculo insupera- 
ble, porque Iradicionalmente se ha considerado tal con- 
dición como esencial en este poder. La tradición 
domina la inteligencia, subyuga la voluntad' é impide 
que el espíritu se remonte al origen de esa institución y 
descubra en él que la unidad es sólo esencial en la mo- 
narquía y es siempre incompatible con la República. 

La indivisibilidad del poder ejecutivo es una fuente 
deletérea de males incalculables, porque la inversión 
délas rentas públicas, el nombramiento de los empleados, 
el mando del ejército, la renovación del gobierno, la 
dirección de la política, la dignidad y el reposo de la 
Nación, dependen, según esa institución funesta, de la 
voluntad ó de las pasiones ó de los errores de un hom- 
bre; y por grande que éste parezca ningún pueblo debe 
consentir en que la sola voluntad de aquél sea el arbitro 
de la situación presente y de sus futuros destinos. 

Dividiendo el poder ejecutivo no desaparece la uni- 
dad en las determinaciones, ni la firmeza en la ejecu- 
ción. Los departamentos administrativos se distribuyen 
entre los miembros de la corporación á que se encarga 
el ejercicio de ese poder, que son á un tiempo secreta- 
rios de Estado. La corporación delibera y resuelve, y el 
presidente de ella, que es también el Presidente de la 
República, ejecuta las resoluciones como su agente 
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inmediato, con el respectivo secretario. La unidad 
aparece desde que la corporación resuelve, y la pron- 
titud, la firmeza en la ejecución, dependen de su 
agente ejecutor. Así hay unidad sin despotismo, fir- 
meza sin atolondramiento, prudencia- sin cobardía y 
prontitud sin precipitación. El Presidente, despojado 
del carácter que tomó de las monarquías antiguas, 
tendrá el que corresponde al nombre que le dio la Repú- 
blica y á la índole de la democracia. 

Federico Grimk en la obra La naturaleza y ten- 
dencias de las instituciones libres, que es la más vigorosa 
defensa de los gobiernos populares de que tenemos co- 
nocimiento y cuyo estudio encarecemos á todo el que 
quiera fijar sus ideas en el prolongado debate entre las 
tradiciones autoritarias del antiguo régimen y las aspi- 
raciones democráticas, trae, respecto de la indivisibili- 
dad del poder ejecutivo, estas significativas palabras : 

« Á medida que el gobierno se acerca á la perfección hay una 
tendencia constante á la división del poder ejecutivo. Si no existe 
disposición fundamental que produzca este resultado, la vasta exten- 
sión que adquiere toda la armazón de la sociedad, el completo 
cambio que se efectúa en la organización política y social, lo impo- 
nen como una ley para el gobierno ; y aún en países donde han 
existido instituciones monárquicas desde tiempo inmemorial, se 
amolda la autoridap del primer magistrado á una nueva forma. 
La máxima de que el poder ejecutivo debe ser uno es solamente 
verdadera en el gobierno despótico. Fué después de la usurpación 
de Octavio César cuando la autoridad ejecutiva, que antes se 
hallaba dividida, vino á centralizarse en las manos de un solo in- 
dividuo, y se halló imposible ponerle límites. La teoría de casi 
todos los gobiernos europeos es la misma ahora que antes, sobre 
la constitución del poder ejecutivo, á pesar de que la historia nos 
prueba que en Inglaterra fué absolutamente imposible contrape- 
sarlo en tiempo de los Estuardos, y, en Francia, bajo el reinada 
de los Borbones, sin remontarnos á tiempos en que absorbió toda 
otra autoridad» » 
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Indica este eminente publicista los medios exequibles 
para dividir el poder ejecutivo y se expresa así : 

« Puede conferirse este poder á dos ó más individuos para que 
lo ejerzan juntamente, ó se divide el poder mismo, es decir, se 
coloca en diferentes entidades, en lugar de distribuirlo entre varias 
personas que tengan todas el mismo empleo. En las repúblicas 
antiguas eran comunes los< ejemplos del primer plan : se confiaba 
la autoridad ejecutiva á dos ó más personas y todas ellas consti- 
tuían un cuerpo : el Directorio francés y después el Consulado 
cuando se componía de tres miembros, el Gobernador y el Consejo 
en algunos Estados norte-americanos, son ejemplos del mismo 
método : el poder ejecutivo se ejerce así por una corporación. Las 
confederaciones alemana y americana son ejemplos del segundo 
plan, porque la autoridad ejecutiva no está dividida entre varias 
personas que formen corporación ó un departamento, sino que 
está repartida entre varias entidades : en la Unión americana está 
distribuido este poder entre el Presidente federal y tos Estados. >» 

Á pesar de que en los Estados Unidos el poder ejecu- 
tivo se ha repartido, por el sistema federal, entre el 
Presidente de la Unión y el de cada uno de los Estados, 
en éstos se ha vuelto á dividir, bien con la intervención 
de un Consejo de gobierno, ó bien atribuyéndole al 
pueblo el nombramiento de los empleados. 

« Los gobiernos seccionales de los Estados Unidos, agrega el 
mismo autor, ofrecen el ejemplo más notable de una completa pres- 
cindencia de la máxima de que el poder ejecutivo debe ser uno : 
en muchos de ellos el gobernador no tiene participación en el 
nombramiento de los demás empleados ejecutivos ó administra- 
tivos ; y es la verdad que no hay medio de construir un gobierno 
libre sin hacerle violencia á esa máxima. El poder ejecutivo, según 
lo entienden lodos los escritores sobre gobierno, implica el nom- 
bramiento de toda la falange de empleados administrativos por el 
principal magistrado. Esta es una autoridad demasiado grande, 
vaga y peligrosa para que pueda confiarse á un solo individuo 
quienquiera que sea. » 

En ningún país tiene tanto influjo la opinión pública 
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como, en los Estados Unidos, porque en ninguno ha 
aleausado la imprenta igual actividad , ni igual extensión : 
ella es allí un poder invisible que reside fuera del Go- 
bierno y lo domina. Sin embargo, el hecho de que el 
poder ejecutivo de la Unión se ejerce por un Presi- 
dente, aun cuando ese poder está reducido notablemente 
por la adopción del sistema federal, produce malas 
consecuencias, como la de que teniendo todavía una in- 
fluencia excesiva, suele imponer su reelección ó se hace 
sentir en la elección del sucesor. Para corregir este mal, 
el mismo citado autor aconseja que se disminuya lo que 
él llama el patrocinio del Presidente, ó sea la facultad 
de nombrar empleados administrativos. Con mayor 
razón en las naciones en que la opinión pública es débil 
por el escaso desarrollo de la imprenta, bien sea que se 
haya adoptado el sistema federal ó que se conserve el 
sistema central, careciendo el gobierno de aquel supremo 
regulador externo, son cada vez más deplorables las 
consecuencias de la presidencia. En repúblicas de 
esla condición, como todas las de Hispano- América, 
se hace preciso emplear simultáneamente los dos méto- 
dos sobre división del poder ejecutivo, repartiendo la 
soberanía entre un Gobierno general y varios gobiernos 
seccionales y encargando el ejercicio de aquel poder en 
cada uno de ellos, auna corporación ó Consejo. El 
Presidente queda así reducido á la condición de agento 
inmediato del Consejo ejecutivo y á representar la sobo- 
ranía transeúnte de la Nación en su correspondencia con 
las demás naciones. 

El tipo de imitación adecuado para estos Estados no 
es el gobierno norte-americano sino el gobierno de la 
Suiza, civilizada y liberal República que resplandece como 






DOCTRINA C0NSTITüC10WAÍ.ii^' '^ 133 

un faro brillantísimo en medio de la Europa monárquica. 
En ella la soberanía nacional se divide entre un Grobierne 
general y el de los Estados ó Cantones y tanto en aquél 
como en éstos el poder ejecutivo se ejerce por un Con- 
sejo. Copiamos en seguida los artículos de la Consti- 
tución de 1874, que revisó y refundió la de 1848, referen- 
tes á este tema : 

Art. 95. La autoridad directiva y ejecutiva superior de la Confede- 
ración es ejercida por un Consejo federal compuesto de siete 
miembros. 

Art. 96. Los miembros del Consejo federal son nombrados por tres 
años por las cámaras reunidas y elegidos entre todos los ciudadanos 
suizos elegibles para el Consejo nacional. El Consejo federal es reno* 
vado en su totalidad después de haberlo sido el Consejo nacional. 
Los puestos que vacaren en el intervalo de estos tres años son re- 
emplazados, en la primera legislatura de la Asamblea federal, por 
el resto de la duración de sus funciones. 

Art. 97. Los miembros del Consejo federal no pueden durante sus 
funciones, desempeñar ningún otro empleo, ya sea en la Confe- 
deración ya en un Cantón, ni seguir otra carrera ó ejercer profesióii 
alguna.. 

Art. 98. El Consejo federal será presidido por el Presidente de la 
Confederación. Hay además un vicepresidente. El Presidente de la 
Confederación y el vicepresidente del Consejo federal son nom- 
brados por un año, por la Asamblea federal, entre los miembros del 
Consejo. El Presidente saliente no puede ser elegido tal, ni tampoco 
vicepresidente, para el año inmediato. El mismo miembro no puede 
revestir el cargo de vicepresidente durante dos años consecutivos. 

Art. 99. El Presidente de la Confederación y los miembros del 
Consejo federal perciben un sueldo anual del tesoro federal. 

Art. too. El Consejo federal sólo puede deliberar cuando 
se hallan presentes, por lo menos, cuatro de sus miembros. 

Art. 101. Los miembros del Consejo federal tienen voto con- 
sultivo en ambas secciones de la Asamblea, asi como el derecho de 
presentar proposiciones sobre los asuntos que son objeto de la deli» 
beración. 

Art. 102. Las atribuciones y las obligaciones del Consejo federal, 
en los limites prescritos por la presente Constitución, son princi* 
pálmente las siguientes : 
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i .^ Dirigir los asuntos federales con arreglo á las leyes y decretos de 
la Confederación ; 

2.0 Vigilar por la observancia de la Constitución, de las leyes y 
decretos de la Confederación, así como de las prescripciones de los 
convenios federales; tomar por iniciativa propia ó á instancia de 
parte, las medidas necesarias para hacerlas observar cuando 
el recurso no es de aquellos que deben ir ante el tribunal federal, 
según lo dispuesto en el articulo H3; 

3.0 Vigilar porque sea una verdad la garantía de las constituciones 
cantonales ; • 

4.0 Presentar los proyectos de ley ó de decreto á la Asamblea 
federal y dar previamente su parecer acerca de las proposiciones 
que le dirijan los consejos ó los Cantones; 

5.0 Proveer á la ejecución de las leyes y decretos de la Confe- 
deración y á la de las sentencias del tribunal federal, asi como á 
las transaciones ó sentencias arbitrales sobre las cuestiones 
surgidas entre los Cantones ; 

6.® Hacer los nombramientos que no están encomendados á la 
Asamblea ó ai tribunal federal, ni á otra autoridad alguna; 

7.0 Examinar los tratados de los Cantones entre si ó con 
el extranjero y aprobarlos ; 

8.0 Vigilar por los intereses exteriores de la Confederación parti- 
cularmente en lodo aquello que se refiere á la observancia de sus 
relaciones internacionales, y está, además, encargado de las rela- 
ciones exteriores ; 

9.0 Vigilar por la seguridad exterior de Suiza y por el mante- 
nimiento de su independencia y de su neutralidad; 

lO.o Vigilar por la seguridad interior de la Confederación y por el 
mantenimiento de la tranquilidad y del orden ; 

li.o En caso de urgencia y cuando no está reunida la Asamblea, 
está autorizado el Consejo federal para levanfar las tropas necesarias 
y disponer de ellas bajo la reserva de convocar inmediatamente 
las cámaras, si el número de los soldados llamados pasa de dos mil 
hombres ó si permanecen sobre las armas más de tres semanas; 

12.0 £^i¿^ encargado de todo lo que se refiere á la milicia federal, 
así como de todos los demás ramos de la administración que per- 
tenecen á la Confederación ; 

13.0 Examinar las leyes y reglamentos de los Cantones que 
deban ser sometidos á su aprobación y ejercer la vigilancia de ios 
ramos de la administración central que estén sometidos á su 
examen; 
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14.^ Administrar las rentas de la Gonfederaeión, proponer 
el presupuesto y dar cuenta de los ingresos y gastos de aquélla; 

15.® Vigilar la gestión de todos los funcionarios y empleados de 
la administración federal; 

16.® Dar cuenta de su gestión á la Asamblea en cada legislatura 
ordinaria y presentarle una memoria sobre la situación de la Con- 
federación, tanto en el interior como en el exterior, y recomendar 
á su atención las medidas que crea útiles al aumento de la prospe- 
ridad común. También formará memorias especiales cuando 
lo exija la Asamblea federal ó una de sus secciones. 

Art. ^03. Los asuntos del Consejo federal serán repartidos 
por departamentos entre sus miembros. Esta distribución sólo 
tiene por objeto facilitar el examen y el pronto despacho de 
los negocios; las resoluciones emanan del tlonsejo federal como 
autoridad. 

Art. 104. El Consejo federal y sus diversos departamentos están 
■autorizados para asociarse peritos en asuntos especiales. 

La Constitución de cada uno de los veinte y dos Can- 
tones que forman la Confederación Suiza debe ser apro- 
bada por la Asamblea federal y el gobierno de la Unión 
garantiza su existencia ; pero no se les ha impuesto el 
■deber de organizar un poder ejecutivo plural. Sin em- 
bargo, todos ellos lo han establecido así, lo que prueba 
que están convencidos de su conveniencia, aun para la 
administración de los intereses locales, y que tal insti- 
tución cuadra muy bien con el genio democrático de 
aquel pueblo. Copiamos en seguida los artículos condu- 
cientes de las constituciones regionales que han llegado 
ú nuestro conocimiento : 

La del Cantón de Berna : 

Art. 34. El Gran Consejo elige un Consejo ejecutivo de nueve 
miembros que deben poseer las dos lenguas nacionales. 

Art. 36. El Gran Consejo elige, por un año, el Presidente 
del Consejo ejecutivo entre los miembros de esta anloridad. 
El Presidente no es reelegible para el año siguiente. 
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La del Cantón de los Grisones : 

Art. 18. El Pequeño Consejo se compone de tres miembros 
y tiene tres suplentes que duran en su cargo un año y son 
reelegibles en el segundo ; pero no pueden ocupar este puesto por 
más tiempo que dos años consecutivos y no cesan al mismo 
tiempo. El Gran Consejo determina los pormenores sobre esle 
asunto. Cada uno de los miembros ocupa alternativamente la 
presidencia del Pequeño Consejo durante cuatro meses del año. 

Art. 17. Al Pequeño Consejo corresponde la dirección de todos 
los asuntos generales del Gobierno, dirige y vigila todos los ramos 
de la administración del pais, vela por el cumplimiento de la Cons- 
titución, de las leyes, de los decretos y órdenes emanados del Gran 
Consejo y de las autoridades de la Confederación y cuida de la 
conservación del orden y seguridad pública. 

La del Cantón de Friburgo : 

Art. 49. El poder ejecutivo y administrativo es ejercido por 
un Consejo de Estado nombrado por el Gran Consejo. 

Art. 50. El Consejo de Estado se compone de siete miembros. 
La duración de sus funciones es de cinco años. Después de cada 
renovación total del Gran Consejo se renueva también totalmente 
el Consejo de Estado. Si ocurieren vacantes en el intervalo se 
cubrirán inmediatamente; pero el nombramiento solo será por el 
tiempo que falte al miembro sostituido. 

Art. 37. El Presidente del Consejo de Estoio es nombrado por 
el Gran Consejo por un año. No puede ser reelegido inmediatamente. 

La del Cantón de Vaud : 

Art. 52. Las funciones ejecutivas y administrativas del Cantón 
están confiadas á un Consejo de Estado compuesto de siete mien> 
bros elegidos entre los ciudadanos activos mayores de veinte y 
cinco años. Los miembros del Consejo de Estado no forman parte 
del Gran Consejo. Los que formando parte de a<}uél fuesen ele- 
gidos, serán remplazados 'como diputados por los círculos á que 
deban su elección. Los miembros del Consejo de Estado toman 
parte en las discusiones del Gran Consejo con voz consultiva. 

Art. 53. Las funciones del Consejo de Estado son incompa- 
tibles con todo servicio militar, federal ó cantonal. 

Art. 54. Los ;niembros del Consejo de Estado son elegidos por el 
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Gran Consejo, por el término de cuatro años,y reellgihlés. Inmedia- 
tamente después de verificada cada renovación del Gran Consejo, 
son renovados también los miembros del Consejo de Estado. 

Art. 56. El Consejo de Estado nombra anualmente su presi- 
dente que no es reelegible para el año siguiente. 

Art. 57. La administración del Estado se halla dividida en 
departamentos. Al frente de cada departamento se halla un 
miembro del Consejo de Estado. 

La del Cantón de Neuchatel : 

Art. 42. El Poder ejecutivo y el admistrativo general del Cantón 
están confiados á un Consejo de Estado compuesto de siete miem- 
bros nombrados por el Gran Consejo. 

Art. 43. El Consejo de Estado es nombrado por tres años al 
principio de cada legislatura pudiendo ser reelegidos los conse- 
jeros salientes. 

Art. 44. El Consejo de Estado nombra cado año su presidente 
que no es reelegible durante la misma legislatura. 

Art. 46. La administración del Estado se divide en departa- 
mentos colocados cada cual bajo la dirección inmediata de un 
miembro del Consejo. La organización de las oficinas y sus atribu- 
ciones, el número y las ocupaciones de los empleados son deter- 
minadas por el Consejo de Estado que fija también sus sueldos, 
aunque con la aprobación del Gran Consejo. 

La del Cantón del Tissino : 

Árt. l**, de la reforma de 4 de marzo de 185o. El Consejo de 
Estado se compone de siete miembros, uno de los cuales desem- 
peña las funciones de secretario de Estado. El presidente del Con- 
sejo de Estado es nombrado por el mismo Consejo entre sus propios 
miembros y permanece en su cargo durante seis meses. Sólo puede 
ser elegido dos veces consecutivas. Después no es inmediatamente 
reelegible. Para que pueda deliberar el Consejo de Estado se 
requiere la presencia de cuatro miembros, por lo menos, y no 
puede decretarse la revocación ^ variación, ni suspensión de ningún 
decreto sin el voto afirmativo de cinco miembros. 

La del Cantón de Ginebra. 

Art. 25. El cuerpo electoral obrando colectivamente, forma el 
Consejo general; pero no delibera. 
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Arl. 26. El Consejo general nombra directamente el poder 
ejecutivo. 

Art. 27. Para la elección de los miembros del poder ejecutivo se 
convoca á los electores en Consejo general, en la ciudad de Ginebra, 
donde proceden á esta elección mediante escrutinio secreto y por 
lista. 

Art. 82. El consejo de Estado promulga las leyes y es el encargado 
de su ejecución, tomando al efecto las medidas que estime 
necesarias. 

Art. 83. El consejo de Estado nombra y depone los funcionarios 
y empleados cuya elección no se ha reservado á otra corporación 
por la Constitución ó por la ley. 

Se ve, pues, que es realizable la pluralidad del poder 
ejecutivo, puesto que se ha realizado con buen éxito en 
la Confederación helvética que tiene una población igual 
á la de Colombia, aunque por ser más densa, más indus- 
triosa y más comercial, el cúmulo de los negociados gu- 
bernativos es allí mayor, más variado y más complejo. 
La decantada máxima de la unidad del poder ejecutivo 
-es nada menos que una inconsecuencia en la democracia ; 
y si bien la han seguido irreflexivamente casi todas las 
Repúblicas en el curso de los tiempos, esto no prueba 
«ino que tal idea es un error muy antiguo. Algunas de 
ellas han creado Consejos de gobierno, distintos de los 
secretarios de Estado, con la misión especial de acon- 
sejar al Presidente, en quien han puesto siempre el po- 
der ejecutivo, único é indivisible. El Consejo de go- 
bierno constituido así, es una rueda inútil en la admi- 
nistración, porque carece de poder, y la presidencia, 
como la llaga de la República, continúa pervertiendo ias 
instituciones. El remedio contra este mal es poner el 
poder en el Consejo. 

Si se ejercen por corporaciones separadas é indepen- 
dientes los poderes públicos, tanto el legislativo como el 
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judicial y el ejecutivo, y en aquéllas están representado» 
todos los partidos, la lucha entre éstos se modera, por- 
que no tiene por objeto adquirir la posesión exclusiva del 
gobierno,y las elecciones populares se purifican, porque 
en ellas no se busca el medio de satisfacerlas ambiciones 
personales que lapresidencia engendra. No será necesario 
personificar en un hombre las ideas, las pasiones, ni las 
aspiraciones de ningún partido. No será preciso escoger 
para el primer puesto en el gobierno, al ciudadano que 
descuelle sobre sus compatriotas por su capacidad ó por 
su ilustración ó por sus glorias. No habrá que forjar 
las candidaturas por medio de un combate tipográfico,, 
como sobre un ayunque, al calor de las ánimos encen- 
didos. No se conmoverá la sociedad con la competencia 
electoral, porque en el fondo de las urnas nunca se en- 
cuentra la victoria de un partido y la perdición del otro. 
Gobernará el partido que tenga mayoría en las corpo- 
raciones públicas y lo hará en presencia de su adversario 
que lo fiscaliza y que lo ilustra. La minoría, cualquiera 
que sea, conservará siempre su puesto y nunca se re- 
belará, porque la rebelión no se produce sino por la ex- 
clusión oficial de un partido que es privado del poder 
público. La opinión popular y el esfuerzo eij las elec- 
ciones bastarán para convertir en mayoría la minoría y 
para producir un cambio en la política, sin intervención 
de la fuerza y sin mudar la estructura del gobierno. 

Otra ventaja del ejercicio del poder público por cor- 
poraciones es la supresión de aquellos empleos que dan 
pábulo al espíritu de caudillaje ó ala ambición egoísta^ 
porque agrandan al hombre con solo el ejercicio de la 
autoridad, encumbrándolo sobre sus compatriotas. No 
hallándose personificado el gobierno en ningún indi- 
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viduo, la ambición de los hombres públicos no tendrá 
por objeto su engrandecimiento personal, puesto que 
embebidos en el seno de la corporación á que perte- 
necen, para ella serán el renombre y el lauro de los es- 
fuerzos colectivos. La ambición de los hombres de Estado 
se ennoblece cuando tiene por objeto el bien común, y, se 
encaminará á él, desde que no pueda desarrollarse con 
un propósito egoísta. 



CAPITULO V 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES 

La soberanía del pueblo es el fundamento de la demo- 
cracia representativa y el sufragio el único medio de 
conocer la voluntad popular. Debieran ser, pues, los pro- 
cedimientos electorales lo que más se estudiara en las 
Repúblicas. En la nuestra, por desgracia, el sufragio es 
el tema político que se ha estudiado menos y lo que se 
ha ultrajado más. 

Según la Constitución de 1832, modificada por la 
de 1843, se hizo un ensayo infeliz de la elección indi- 
recta. Los ciudadanos, que eran los individuos varones, 
mayores de veintiún años, dueños de cierta propiedad ó 
renta, elegían á los electores de cantón por pluralidad 
relativa de votos ; y éstos, reunidos en asambleas electo* 
rales cantonales, elegían el Presidente de la República, 
el vicepresidente, los senadores y representantes y los 
diputados á las cámaras de provincia. 

Durante veinte años de práctica pudo observarse que, 
como dice Grimk, « un colegio electoral separado por uno 
ó dos grados del pueblo invariablemente degenera en un 
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mero conciliábulo ó escuela de intriga, » pues aquellas 
asambleas cantonales, reunidas fuera del distrito en que 
estaba el domicilio de los electores, eran pequeños mer- 
cados en que se traficaba con el voto y donde los elec- 
tores quedaban sometidos inmediatamente á lainQuencia 
de la autoridad. Con facilidad el Presidente, por medio 
de los gobernadores y demás agentes suyos, dominaba 
las asambleas electorales y aseguraba la continuación 
de su partido en el gobierno. 

Sólo fraccionando los colegios electorales de modo que 
los electores se reúnan en el distrito de su domicilio, si 
los distritos tienen autonomía ó vida municipal garan- 
tizada por la Constitución, pueden obtenerse de la elec- 
ción indirecta resultados medianamente satisfactorios 
como sucede en los Estados Unidos, donde se eligen 
por ese procedimiento el Presidente, el vicepresidente 
y los representantes, lo cual explica el mismo autor ci- 
tado con las siguientes palabras : 

« La elecciÓQ popular del Presidetite americaDO no ha producido 
los males que se habían vaticinado. En vez del extravagante 
desorden y desgobierno que se temia, ha sido eminenlemente 
favorable á la tranquilidad pública. Esta es una consecuencia 
necesaria del principio ele< iivo como se aplica en los Estados 
Unidos. Distribuyendo libremente la facultad electoral y al mismo 
tiempo dividiendo la masa que la ejerce en pequeños fragmentos, 
se disminuye mucho la capacidad de hacer el mal. El mecanismo 
que pone en movimiento las elecciones es el de un gobierno 
federal : obra sobre toda la masa por medio de resortes tan 
numerosos y tan finos, que combina toda la fuerza de un gobierno 
central ó consolidado con la libertad de uno popular. La parte de 
poder que cada elector ejerce es tan pequeña que le recuerda su 
poca importancia y le impide jactarse de su voto, en tanto que el 
principio de la mayoría es tan poderoso y autoritativo que impone 
pronta y universal obediencia á las leyes. Puede á la verdad 
establecerse como una máxima en política que el peligro disminuye 
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para las instituciones, Jejos de aumentarse, á medida que se 
ensancha el sufragio. » 

Sin embargo, por periectos que sean los procedimientos 
de la elección indirecta, suponiendo arreglado el 
mecanismo de la primera elección, y que los electores 
se hallen fuera de la influencia del gobierno, nunca 
ellaproducirá resultados del todo satisfactorios, ni aun en 
los casos en que atinadamente haya de ser aplicada, como 
tampoco los produce la elección directa, sino cuando en 
la emisión del voto y en el escrutinio se emplean los 
métodos que dan representación á todos los partidos. 

La liberal Constitución de 1853 concedió la ciuda- 
danía política á los individuos varones, mayores de 
veintiún años ó que siendo menores, fueran casados, y 
dispuso que se elegieran por el voto directo y secreto de 
los ciudadanos el Presidente y vicepresidente de la 
República, los senadores y representantes, los magis- 
trados de la Corte Suprema, el procurador general y los 
gobernadores de provincia. 

Consagróse el sufragio universal, con exclusión de 
las mujeres y los niños; pero los resultados no 
correspondieron á las esperanzas que en él se fincaban. 
Las masas populares, inconcientes, eran dirigidas por 
los agentes de la autoridad ó por la influencia clerical, 
y, frecuentemente, las urnas se llenaban de boletas 
introducidas por el fraude para suplantar la voluntad de 
los electores. No basta extender el sufragio á fin de que 
sea positivo y fecundo : es necesario concederlo á 
individuos que tengan aptitudes y discernimiento, 
puesto que él no es solamente un derecho en el que lo 
ejerce, sino un encargo público, un deber social, cuya 
omisión apareja responsabilidad. 
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La primera Constitución federal de 1858 consagró el 
mismo principio de la universalidad del sufragio, parala 
elección de los funcionarios públicos nacionales, y dispuso 
que el Presidente de la Confederación fuese elegido por 
el voto directo de los ciudadanos de toda ella y los sena- 
dores y representantes por el de los ciudadanos de cada 
Estado. La ley de 8 de abril de 1859 yla reformatoria de 
10 de mayo de 1860 establecieron el mecanismo elec- 
toral, dividiendo los Estados en círculos que se compo- 
nían de distritos y estableciendo un consejo electoral 
en cada Estado, una junta en cada círculo y un jurado 
en cada distrito, nombrados sucessivamente uno por otro. 
Funcionaba este mecanismo sin ninguna intervención 
por parte del gobierno de los Estados, por lo cual se 
consideró calculado para perpetuar un partido en el 
gobierno de la Confederación; y fué esa una de las 
causas aparentes de la guerra civil de 1860 á 1863. La 
causa real era la lucha pertinaz de los partidos que 
hasta hoy no ha encontrado alivio en las instituciones. 
El gobierno quedó vencido y el partido triunfante 
por las armas fué en materias electorales al extremo 
opuesto. 

La segunda Constitución federal de 1863, obra del 
partido vencedor, no definió la cuidadanía política para 
el efecto de elegir, sino para el de ser elegido, confirién- 
dola á los varones mayores de veintiún años ó que sean 
6 hayan sido casados, con exclusión de los ministros de 
cualquiera religión ; y dejó el sufragio popular entre- 
gado á los Estados sin que en él tuviera intervención el 
Gobierno general, ni aun en la elección de los altos 
funcionarios federales. 

Túvose con esto el propósito de que el partido que 

10 
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ejerciera, el gobierno general de la República no se 
perpetuara en él, porque siendo éste hechura de los 
Estados^ ellos podrían deshacerlo por medio de las 
elecciones. Á primera vista parecía posible obtener este 
resultado; pero la experiencia ha demostrado lo con- 
trario. El partido gobernante en la Nación, estrecha- 
mente unido á los gobiernos afines de los Estados, los 
ha apoyado siempre, y ha combatido á los gobiernos 
adversos con revoluciones locales más ó menos embo- 
zadas ; de este modo ha obtenido el voto de los Estados 
en las elecciones 'nacionales y se ha perpetuado en el 
mando. Lo mismo hubiera hecho su adversario con la 
ley de elecciones de 8 de abril de 1859 y lo mismo 
sucederá con cualquiera combinación electoral que se 
adopte para establecer la rotación de los partidos polí- 
ticos en el poder, sobre la base del predominio de uno 
de ellos, porque la oligarquía, semejante á aquellas 
enfermedades que envenenan la sangre, es muy rehaciay 
difícil de desarraigar : ella consiste en el gobierno exclu- 
sivo de un partido y el único remedio que se le puede 
oponer es el gobierno simultáneo de todos los partidos. 

Los Estados por su parte han otorgado el sufragio á 
los varones mayores de veintiún años que saben leer y 
escribir y algunos de ellos á todos los varones que 
tienen aquella edad. Para mantener á un partido en 
el poder, no han ocurrido al medio de restringir el dere- 
cho electoral y guardan exteriormente el decoro que se 
debe á la República ; pero el mecanismo establecido por 
todos ellos para las elecciones, cualquiera que sea su 
color político, tiene aquel objeto cardinal. 

Carecen de censo electoral propiamente dicho: hacen 
listas de electores que fijan á la vista del público en los 
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jurados que reciben los votos. Pero alteran esas lisias 
arbitrariamente, según las circunstancias, y cuando va 
á votar el elector que se juzga adverso al Gobierno, no 
encuantra allí su nombre ; ó intercalan en ellas, elec 
lores fingidos para que los partidarios del Gobierno 
puedan votar varias veces con nombres falsos. 

Reciben los votos jurados electorales nombrados por 
las municipalidades ó por otros jurados de calificación 
que aquéllas nombran ; pero como los distritos no tienen 
vida municipal asegurada por la Constitución nacional, 
la escagavida que tienen depende del gobierno central del 
Estado, y lodos esos nombramientos son acordes con él. 

Hacen los escrutinios juntas departamentales ó juntas 
centrales compuestas de empleados del Gobierno ó de 
individuos que él nombra, y computan los votos, no 
según la verdad, sino según la voluntad de aquél; 
ó bien si suele haber juntas escrutadoras independientes, 
se ocurre al medio de alterar las actas y registros 
electorales que les envían, por medio de agentes de la 
autoridad, los jurados que reciben los votos. 

Innumerables son las artimañas y los procederes 
fraudulentos que se emplean para falsear el sufragio y 
obtener que la voluntad aparente del pueblo sea la volun- 
tad del que manda. No exageramos al afirmar que en los 
Eslados colombianos los gobiernos hacen frecuentemente 
las elecciones. La causa de esta maña corruptora, el 
motivo de aquellos vicios es el gobierno exclusivo de un 
partido y la necesidad de conservarse en él, por lo cual 
la purificación del sufragio no puede alcanzarse sino 
destruyendo los gobiernos oligárquicos. 

Todos los procedimientos electorales empleados hasta 
hoy, desde la fundación de la República, han tenido por 
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objeto conocer la voluntad de la mayoría de los ciuda- 
danos y ninguno de ellos le ha dado representación á la 
minoría. Indudablemente la mayoría tiene derecho de 
gobernar; pero no lo tiene para excluir del gobierno á la 
minoría, porque la soberanía reside en el pueblo y el 
gobierno debe ser la expresión de la soberanía. 

Acatando tan sólo la voluntad del mayor número de 
ciudadanos y desatendiendo la del número menor, se 
llega indefectiblemente á la fundación de los gobiernos 
de partido ó gobiernos oligárquicos. La causa primera, 
pues, la causa eficiente de la corrupción del sufragio, 
está en el sistema que se emplea para ejercerlo, porque es 
esa causa lo que produce gobiernos exclusivos. Persistir 
en ese sistema, que atiende solamente á la voluntad de 
la mayoría de los electores, y pretender que el sufragio 
sea puro, que no lo pervierta el espíritu de partido, que 
no lo adultere el fraude, es como dejar la fuerza en una 
máquina y querer que no se mueva. 

Varios son los métodos electorales que dan represen- 
tación á las minorías, de los cuales preferimos los si- 
guientes : 

El de las circunscripciones ó municipios electorales 
unitarios ; 

El del voto incompleto y escrutinio pleno ; y 

El del voto entero y escrutinio hecho según el cociente 
electoral. 

El primero se aplica á las elecciones singulares ó de 
im solo funcionario. Ejerciéndose el poder público por 
corporaciones, las elecciones populares son plurales ó de 
varios funcionarios. Es necesario, pues, descomponer 
una elección plural en varias elecciones singulares para 
que aquel método tenga aplicación. Se trata, por ejemplo, 
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de elegir cinco diputados por un Estado federal. Puede en 
este caso seguirse uno -de dos procedimientos : ó se hace 
la elección plural colectivamente por todo el Estado, y, 
en tal supuesto, se aplica cualquiera de los métodos 
segundo y tercero ; ó se descompone en cinco elecciones 
singulares, y, dividiendo el Estado en otros tantos muni- 
cipios electorales de población aproximadamente igual y 
de territorio continuo, en cada uno de ellos los electores 
eligen un diputado por mayoría absoluta ó relativa. Es 
preferible esta segunda mayoría, porque aquella impone 
la repetición de la elección cuando no la reúne ninguno 
de los candidatos. De esta suerte, como es inverosímil 
que un partido predomine uniformemente en todo el 
territorio, el que está en minoría en un municipio, se 
halla en mayoría en otro, y los cinco diputados son 
elegidos por lodos los partidos, los cuales quedan repre- 
sentados en la corporación á que aquellos pertenecen. 
Conforme á este método hacen las corporaciones las 
elecciones singulares, como la de procurador general 
por la Cámara de Representantes, y la de suplentes 
ordinales de un funcionario único. Se dice entonces que 
la elección se hace en un solo escrutinio ó en escrutinios 
sucesivos. En las corporaciones se prefiere la mayoría 
absoluta á la mayoría relativa, porque es fácil repetir la 
votación. 

El método del voto incompleto y escrutinio pleno 
consiste en que los electores votan por un número de 
candidatos menor que el número total de funcionarios 
que se trata de elegir ; y se aplica á las elecciones plu- 
rales cuando los funcionarios elegibles son por lo menos 
tres. La representación que se da á la minoría puede 
ser más ó menos grande, según sea la diferencia entre 
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el número de caadidatos y el de los funcionarios elegi- 
bles; pero conviene que los electores voten siempre 
por la mayoría absoluta de éstos cuando los partidos 
aparecen casi equilibrados en la sociedad como ordina- 
riamente sucede. Hecha la elección se declaran elegidos 
en el escrutinio los candidatos que obtienen más votos 
hasla completar el número total de funcionarios. Si un 
Estado federal ha de elegir seis Representantes, votan 
en todo él los electores por cuatro candidatos y los seis 
candidatos que obtengan más votos serán elegidos. Indu- 
dablemente que la mayoría habrá elegido cuatro repre- 
sentantes y la minoría dos. Si se trata de elegir los 
diputados á una asamblea legislativa, puede el Estado 
dividirse en varios círculos ó formar uno solo, y, proce- 
diendo del mismo modo, la minoría quedará siempre 
representada en los diputados de cada circulo, que es lo 
contrario de lo que sucede con el antiguo sistema elec- 
toral, pues cuando según él se forma un solo círculo de 
todo el Estado y se hace el escrutinio de lista, la mayoría 
elige todos los diputados y la minoría queda excluida 
de la asamblea. Antes bien con este nuevo sistema, si 
se forma un solo círculo electoral de todo el Estado, la 
representación de la minoría aumenta, lo cual demues- 
tra cuan grande es su eficacia contra las tendencias 
oligárquicas. Se debe este nuevo método eleccionario á 
lord John Rússell que lo propuso al Parlamento inglés 
en uno de sus bilis de reforma para que en los colegios 
electorales que elegían tres diputados, los electores 
votaran solamente por dos. 

En el método del cociente electoral los* electores 
votan por todos los funcionarios que se han de elegir y 
forman la lista de candidatos en orden de preferencia, 
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escribiendo á la cabeza el candidato que desean elegir « 
en primer lugar, en seguida, el que desean ver elegido 
en segundo lugar y así los demás. Cerrada Ja votación 
los jurados electorales remiten las boletas y el acta á la 
oficina central que debe hacer el escrutinio. Esta ofi- 
cina divide el número total de boletas por el de funcio- 
narios que se han de elegir : el resultado de esta división 
es lo que se llama cociente electoral. Se declaran elegidos, 
primeramente, los candidatos que obtienen un número 
de votos igual al cociente electoral, y, después ,los que 
sigan en votos hasta completar el número dé funciona- 
rios. Para hacer el escrutinio se toma una boleta y al 
candidato escrito en ella á la cabeza se la apunta un 
voto : esta boleta se separa y no concurre á la elección 
de los demás candidatos. Se toma una segunda boleta, 
se busca en ella el mismo nombre y se le apunta otro 
voto; y así sucesivamente. Si en una boleta no se 
encuentra el nombre del candidato que se está escru- 
tando, no se separa esa boleta, sino que vuelve al acervo 
común. Guando un candidato ha completado el cociente 
electoral, no se le apuntan más votos; y si aparece su 
nombre en otras boletas, se prescinde de él . Terminado 
el escrutinio de todas las boletas se declara la elección 
como antes se ha indicado. 

Este método es aplicable á todas las elecciones plu- 
rales en que el número de votantes es mayor que el 
número de funcionarios que se trata de elegir, como 
todas las populares, y tiene la inapreciable ventaja de 
que no solamente da representación al partido que está 
en minoríft sino á todas las parcialidades diferentes de 
la mayoría y divergentes entre sí : es el método por 
excelencia de la representación proporcional. Si un 
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Estado federal ha de elegir 10 representantes y hay en 
él 30,000 electores, de los cuales 15,000 pertenecen al 
partido que está en mayoría, 9,000 al que está en 
minoría y 6,000 á dos fracciones disidentes, el método 
del cociente electoral, da S diputados por el primero, 
3 por el segundo y 1 por cada un^i de las dos fracciones^ 
porque aquel cociente es de 3,000 votos, mientras 
que con el método antiguo, en que la elección se decide 
por la mayoría de votos absoluta ó relativa, los 10 dipu- 
tados pertenecerían todos al partido más numeroso y 
los demás quedarían excluidos déla representación. 

« Este grado de perfección en la representación, dice J. Stuart 
Mili en la obra sobre el Gobierno representativo, habla parecido 
impracticable hasta el dia en que un hombre de un gran talento 
capaz á la vez de miras extensas ó generales y de combinaciones 
de pormenores prácticos, Mr, Thomas Haré, ha probado la posibi- 
lidad de ella, trazando para realizarla un plan que ha figurada 
en un proyecto de acto del Parlamento, plan que tiene el mérito 
casi sin igual de desenvolver un gran principio de gobierno de 
una manera que se acerca á la perfección ideal. » 

« Hace quince años, dice Mr. Eugenio Aubry-Vitet, que en dos 
países diferentes, dos hombres desconocidos entre sí, Mr. Andrae 
en Dinamarca y Mr. Haré en Inglaterra, lo idearon casi al mismo 
tiempo, si no en el ti^do, á lo menos en sus partes esenciales, y 
quince años hace que 'en Dinamarca este sistema funciona y 
triunfa por sus resultados de los temores y de las prevenciones ; 
en Ginebra una asociación dirigida por Mr. Naville ha tratado^ 
con energía y perseverancia de hacerlo triunfar en los Consejos 
del país ; en Inglaterra los neófitos, cada día más numerosos,, 
convierten sin cesar á la idea nueva, nuevos partidarios ; en Amé- 
rica se ha formado una liga que ya en la Constituyente de Nueva 
York y en el Senado de los Estados Unidos, ha podido hacer que 
se discutan sus aspiraciones y sus esperanzas; en Alemania más 
de un pequeño Estado se prepara para adoptar el nuevo sistema; 
y en Australia, en esas colonias nacidas ayer, pero ya grandes, 
en esos Estados florecientes donde la vida política es ya tan 
poderosa á pesar de ser tan joven, los parlamentos de Sydney 
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y de Melbourne han discutido solemnemente el régimen propor- 
cional. » 

Hay otros métodos eleccionarios que dan representa- 
ción á la minoría política, aunque con menos perfección 
que los que hemos mencionado, como el del voto acu- 
mulativo de Mr. James Garth Márshall, propuesto al 
parlamento inglés, el de la unidad de colegio electoral 
de Mr. de Girardín y el de asientos supernumerarios en 
la representación de Mr. Herold, propuestos en Francia. 
Otros podrán ser inventados y por esto, la Constitución 
política, al fijar las bases del sistema de las elecciones, 
debe dejarle al legislador la libertad de establecer 
cualquiera otro método que procure la representación 
proporcional de los partidos. 

No basta, sin embargo, un buen método electoral,, 
para obtener el resultado que él sea capaz de producir : 
es necesario, además, garantizar la autonomía de los 
distritos y hacer de las municipalidades la base de los. 
procedimientos eleccionarios; determinar la extensión 
del sufragio, considerándolo bajo el doble aspecto de un 
derecho propio délos ciudadanos y de una función pública 
de obligatorio ejercicio; asegurar á loselectores la com- 
probación de su capacidad electoral, en el acto de 
emitir su voto, sin sujetarse á formalidades depen- 
dientes de la intervención de la autoridad; y establecer 
la mutua fiscalización de la Nación y de los Estados en 
las elecciones de una ú otros, ó sea, la facultad consti- 
tucional de verificar los escrutinios. 

Toda población que alcance á cinco mil habitantes 
tendrá derecho de ser erigida en distrito por la ley del 
Estado y gozará del fuero que la Constitución nacional 
determina. 
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Serán electores y serán elegibles, en las elecciones 
nacionales, los individuos varones mayores de veintiún 
•«años que sepan leer y escribir. Los Estados podrán 
extender la ciudadanía política ; pero no podrán restrin- 
girla. La omisión del sufragio sin causa justificada, hará 
incurrir al elector en la penacorreccional que la ley señale. 

El censo electoral será llevado y custodiado en cada 
distrito por la municipalidad. Los electores serán ins- 
critos cuando quiera que lo soliciten, mediante la com- 
probación de su capacidad. Las inscripciones no serán 
nunca alteradas y las supresiones se harán con una 
nueva inscripción. 

Los electores recibirán de la municipalidad un título 
auténtico para comprobar su carácter de elector, como 
prueban con una escritura pública el dominio sobre una 
casa ó sobre un pedazo de tierra. Exhibiendo ese título 
serán admitidos á votar por los jurados electorales y 
lo entregarán allí para que sea remitido á la municipa- 
lidad y se deduzca, por comparación con el censo, 
cuáles son los electores que no han sufragado. Los 
títulos serán devueltos á los electores y se les expedirá 
copia, en caso de pérdida, con las formalidades legales. 

La boleta será firmada por el elector, en presencia del 
jurado, para que pueda comprobarse la autenticidad 
del voto ; pero éste no será público. 

Los jurados electorales elegidos por la munici- 
palidad entre los propietarios del distrito y compuestos, 
por lo menos, de tres miembros, representarán en su 
seno los mismos partidos políticos opuestos que aquella 
corporación. 

Ninguna entidad hará escrutinio de elecciones popu- 
lares sin que éste sea verificado por otra entidad supe- 
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rior, cuando la verificación sea solicitada por quien 
tenga derecho de exigir que se practique. Así el escru- 
tinio de la elección de regidores será hecho por la muni- 
cipalidad saliente y verificado por la comisión legis- 
lativa del Estado ; el de diputados á la asamblea y 
miembros del poder ejecutivo ó cualquiera otro alto fun- 
cionario, será hecho por aquella comisión y verificado 
por la comisión legislativa nacional; el de representantes 
al Congreso nacional será hecho por aquella comisión 
y verificado por ésta; y el de miembros del poder ejecu- 
tivo de la República, que es hecho por la comisión legis- 
lativa nacional, coexisterá con otro escrutinio provi- 
sional que hace la comisión legislativa de cada Estado, 
para que sea publicado y pueda cualquier ciudadano 
hacer en su domicilio la verificación de aquél. 

Con este mecanismo el sufragio será la expresión de 
la voluntad popular y n^ediante cualquiera de los proce- 
dimientos eleccionarios que impiden el anonadamiento 
de las minorías, los partidos quedarán proporcional- 
mente representados en todas las corporaciones que 
ejercen el poder público : en las municipalidades y 
jurados electorales de los distritos ; en la Asamblea, en 
la comisión legislativa, en el Tribunal Superior y en el 
poder ejecutivo ó Consejo de gobierno de los Estados ; 
en la Cámara de Representantes, en el Senado, en la 
comisión legislativa nacional, en la Corte Suprema, en 
la Corte de Cuentas y en el poder ejecutivo ó Consejo 
federal de la República. 

La presencia simultánea de los partidos en el poder 
hará que cada uno de ellos se mantenga compacto en sus 
filas, que conserve la pureza de sus ideas y que desem- 
peñe la misión providencial que le corresponde para im- 



156 LA VERDADERA Y LA FALSA DEMOCRACIA 

pulsar ó detenerla sociedad; y el Gobierno, apoyado en 
el sentimiento público, tendrá más prestigio, más fuerza 
para conservar el orden que con la obediencia de un 
grande ejército. La falsa democracia, que es el gobierno 
exclusivo de la mayoría, según Stuart Mili, quedará 
destruida, y habremos establecido la democracia verda- 
dera, que es el gobierno de todos los partidos. 



CAPITULO VI 

DIVISIÓN DE LA SOBERANÍA NACIONAL. 

Las naciones compuestas de partes antes separadas 
han dado á su constitución política la forma de un pacto, 
como los Estados Unidos, formados por colonias inde- 
pendientes entre sí que tenían fueros propios, y la Con- 
federación helvética, que es una^agregación de cantones 
cuya lengua, creencias religiosas y leyes eran diferentes. 
En estas naciones, como en todas las que se farman de 
una manera igual, la unión es un contrato, porque es 
efecto de un concurso de voluntades independientes : en 
ellas el derecho de pactar, presupone el de no pactar. 

No sucede lo propio con naciones homogéneas que haa 
estado sometidas á un mismo régimen de gobierno cen- 
tral. En ellas no hay partes independientes que se con-^ 
gregan para formar una nacionalidad nueva y la consti- 
tución política no puede ser un pacto, porque las partes 
carecen del derecho de no pactar. En las naciones de 
esta clase, el establecimiento del sistema de gobierna' 
federal es un problema de distribución de facultades. 

La soberanía nacional reside en todo el pueblo de la 
Nación y por la elección se delega á una Asamblea cons- 
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tiluyente para que establezca ergobierno. Los miembros 
de esla Asamblea son todos diputados iguales que repre- 
sentan partes homogéneas de una misma nacionalidad. 

La Asamblea constituyente ó Convención, en ejercicio 
de la plenitud de la soberanía nacional, puede estable- 
cer el centralismo ó la federación, puesto que las partes 
homogéneas y subordin adas que los diputados representan 
carecen del derecho de oponerse. Establecerá el centra- 
lismo, si constituye un solo gobierno investido de la 
totalidad de facultades para el régimen y administración 
de todos los intereses nacionales ; y establecerá la fede^ 
ración, si constituye un gobierno general que rija los 
intereses comunes y varios gobiernos seccionales que 
administren los intereses lotales. En el centralismo la 
soberanía se ejerce por un gobierno único y en la fede- 
ración se ejerce por un gobierno general y por varios 
gobiernos inferiores, con facultades propias, y subordi- 
nados á aquel ; pero no hay un tipo absoluto para el 
centralismo como no lo hay para la federación : el cen- 
tralismo puede ser más ó menos centralizado, y la 
federación, más ó menos descentralizada. Entre esos dos 
extremos se extiende una escala que marca los grados 
de distribución del poder, según las necesidades pecu- 
liares de cada país, según la magnitud y compartimiento 
de su población ó según la amplitud y topografía de su 
territorio. 

Hasta hoy esos dos sistemas de g-obierno han sido 
como dos tipos opuestos. Se adhiere al primero el 
partido reaccionario que busca en un gobierno fuerte y 
personal el mejor medio de conducir la sociedad ; y se 
adhiere al segundo el partido progresista, que tiene más 
confianza en la libertad que en la represión. 
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La concentración de la autoridad se ha juzgado 
siempre incompatible con la conservación de las institu- 
ciones libres ; y lo es realmente cuando el poder ejecu- 
tivo se ejerce por un solo individuo, denominado Presi- 
dente con facultades de autócrata. Para impedir este 
mal se inventó la federación, en la cual, dividiéndose ja 
soberanía entre un gobierno central y varios gobiernos 
seccionales, limitan éstos el poder de aquél y son guar- 
dianes de sus libertades. Tan necesaria es para la exis- 
tencia del gobierno propio la división del poder, que 
aun en los Estados Unidos se adoptó la federación, á 
fines del pasado siglo, no solamente porque la indicaba 
la necesidad de congregar en una sola nación varias 
colonias independientes entre sí, sino porque se creyó 
que tal sistema era el único modo de fundar un gobierno 
republicano, según lo expresa el publicista Grimk, en 
los términos siguientes : 

« Si los Estados federales fuesen una monarquía hereditaria y 
consolidada, toda la autoridad que posee el ejecutivo en ellos 
seria ejercida por un solo individuo. También podría suceder esto 
si fuesen una comunidad consolidada, aunque bajo la forma 
republicana. Pero este plan distarla mucho de la verdadera noción 
de una república, la cual exige imperiosamente, no sólo que el 
poder esté dividido entre diferentes personas, sino que esté distri- 
buido entre varias secciones ó departamentos locales ; y aunque 
podríamos considerar la confederación americana como com- 
puesta de varios gobiernos distintos, más bien que como partes de 
un sistema de gobierno, no es necesario ni ventajoso hacerlo asi : 
no lo primero, porque el mismo plan, ó uno semejante, se habría 
adoptado, si el pais no hubiese estado dividido accidentalmente 
en distintas provincias coloniales ; y no lo segundo, porque para 
conservar las instituciones libres, se requiere un plan análogo al 
presente. Viendo las cosas bajo el aspecto á que he aludido, el 
alma se íij^, en una circunstancia puramente accidental y pierde 
de vista el principal punto á que hay que atender al construir una 
república democrática, ya se componga de un pueblo homogéneo 
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Ó ya de varios pueblos distintos; y este punto es : subdÍTidir el 
poder ds,s tribuyéndolo de tal suerte que no sea el atribulo de un 
solo hombre. Mas para presentar el razonamiento de un modo más 
claro todavía, no debemos suponer que el designio principal que 
se tuvo al fundar el gobierno americano, fué conservar la iden- 
tidad de los Estados y hacer un mérito de la necesidad asignán- 
doles poderes muy extensos. El objeto principal fué establecer 
un gobierno completamente republicano y no había modo de efec- 
tuar esto, sino disminuyendo el inmenso poder que de otra manera 
habrían ejercido los deparlamentos políticos : no había modo de 
hacerlo sino dividiendo el poder, no tan sólo entre diferentes per- 
sonas, sino entre varios cuerpos. Podría el gobierno haber sido 
una confederación de monarquías, como en la liga germánica, ó 
una confederación de aristocracias ; y entonces el principal objeto 
habría sido unir el todo por motivos de defensa y consultar los 
intereses externos más bien que los internos. Pero el sistema ameri- 
cano fué más allá de ese punto, conservando los gobiernos de los 
Estados para sustraer poder del gobierno central y hacer posible 
la creación de una república. Así, aunque se considera comunmente 
al gobierno americano como un sistema en que la Unión tiene la 
superintendencia de los intereses externos y los Estados la de los 
internos, su verdadero aspecto es el de un todo en que el principal 
designio es consultary asegurar la prosperidad interior y el bene- 
ficio de las partes que lo forman. La división en jurisdicciones 
locales fué un accesorio indispensable para llevar á efecto este 
designio. » 

Tal era el estado de la filosofía política cuando la 
democracia moderna proclamó, como principio funda- 
mental de gobierno, la participación de todos los parti- 
dos en el ejercicio del poder público, lo cual hace 
necesario que este poder se ejerza, en todas sus ramas, 
por corporaciones que representen esos mismos parti- 
dos, por medio del sufragio popular. La realización de 
este principio modifica sustancialmente el centralismo, 
perfecciona la federación y hace desaparecer el anta- 
gonismo entre estos dos sistemas de gobierno. Uno ú 
otro podrá ser adoptado, conforme á las condiciones 
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propias de cada país, y, según que sea ó no sea necesa- 
rio, aplicar la ley sobre división del trabajo, común 
á todos los negociados humanos. 

Los países pequeños, de poca población, con un 
cúmulo, que no es grande, de asuntos oficiales, proce- 
derán cuerdamente, si aceptan la forma de gobierno cen- 
tral, en cuyas aguas estancadas, antes corrompidas, 
navegarán sin peligro las libertades públicas, porque la 
influencia de los partidos contrarios que ejercen el 
poder, será como la de corrientes diversas que las renue- 
van y purifican. 

Los países de territorio extenso, como Colombia, 
entrecortados por altas cordilleras, de población dise- 
minada en diferentes grupos etnográficos aislados en los 
valles, ó de grande y densa población, donde es copioso 
el caudal de los asuntos oficiales, se comportarán con 
la misma cordura si aceptan la forma de gobierno 
federal, que no será como antes, la división del poder 
público entre varias oligarquías ó entre varias dictaduras, 
sino un organismo político completo, en que cada 
órgano, como en los cuerpos vivientes, tenga funciones 
propias, en armonía conexionadas y productoras de la 
fuerza vital que anima y dirige el conjunto. 

La división de la soberanía entre un gobierno general 
y varios gobiernos seccionales no se hace conforme á 
un tipo absoluto, ni se sujeta á una pauta común para 
todas las naciones. En aquéllas que se han formado por 
la agregación de entidades independientes con fueros 
propios y tradiciones especiales, la porción de soberanía 
conservada por las secciones es mayor de la que se 
señala á los Estados internos recientemente creados 
en las naciones homogéneas que adoptan esta forma de 
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gobierno. La línea de separación entre las funciones 
propias de aquellas dos entidades es siempre confusa y 
no se aclara sino por las circunstancias peculiares de 
cada país. 

« La soberanía de los Estados, dice nuestro ilustrado publicista 
Arosemena en sus Estudios constitucionales, es el residuo de poder 
que queda, después que se han deQnido las autorizaciones del 
Gobierno general, y, por lo mismo, no tiene ningún sentido 
propio bien establecido. De ahí es que no pueda, sin referencia á 
una Constitución determinada, fijarse la que se halle dentro 6 
fuera de su órbita especial. Cierto es que atendidos los objetos natu- 
rales del Gobierno general, puede aproximadamente indicarse lo 
que debe atribuirse á la una y á la otra de las dos entidades 
que se dividen el poder público en una federación. Pero 
esto mismo es susceptible de más y de menos, según los intereses 
peculiares de un país, los hábitos adquiridos y aun las preocupa- 
ciones reinantes. La ciencia no ha pronunciado sobre este, ni sobre 
otros muchos puntos, su última palabra, y la mejor combinación 
en cada país es aquella que da los mejores resultados : paz, 
orden, seguridad, libertad y progreso en todo sentido. » 

w Es una cuestión tan nueva como interesante, dice Grimk, saber 
qué suma de poder deba confíarse á las jurisdicciones locales, en 
donde no haya establecido un gobierno de forma federal. Induda- 
blemente serla necesario adoptar un término medio entre la legis- 
lación comprensiva de los Estados americanos y la mezquina auto- 
ridad que ejercen los deparlamentos franceses. Los Estados 
americanos son gobiernos completos dentro de si mismos con poder 
ilimitado para establecer impuestos, excepto sobre el comercio, y 
con una autoridad igualmente extensa sobre todo el cuerpo de la 
jurisprudencia civil y criminal. La educación, las corporaciones 
públicas y privadas, las mejoras internas, todo se halla dentro de 
la esfera de su jurisdicción. Tienen una Constitución escrita, una 
asamblea legislativa regular, un magistrado ejecutivo y un cuerpo 
de empleados administrativos junto con un sistema judicial que no 
reconoce ventajas al de ningún otro pais. Nadie desearla hacer 
variación en este admirable plan de gobierno, porque él no sólo ha 
contribuido auna sapientísima administración de los negocios públi- 
cos, sino que ha acelerado la marcha de la civilización. Si fuera 
imposible, en el caso de una Repúblic^, consolidada, obtener 
el término medio indicado serla mejor adoptar completamente el 
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sistema; pero que tal medio existe es claro» por los ejemplos que 
he citado de los Estados particulares de Francia y de las Legislatu- 
ras provinciales de los gobiernos belga y holandés, ejemplos que, 
aanque imperfectos, son, sin embargo, altamente instructivos por 
cuanto prueban la existencia del sistema aun en gobiernos monár- 
quicos á los cuales se adapta menos que á los países donde existen 
instituciones libres . )> 

No hay disputa sobre que deben atribuirse al Go- 
bierno general exclusivamente las relaciones exterio- 
res, la administración de las rentas nacionales, el régi- 
men del comercio exterior y de las vías de comunicación 
que interesan á más de un Estado, el derecho marítimo 
y la naturalización de extranjeros, los límites interna- 
cionaleSy la acuñación de moneda, las pesas y medidas^ 
la determinación del escudo de armas y de la bandera 
nacional, la decisión de las controversias entre los 
Estados y la jurisdicción civil y criminal cuando tiene 
interés la Hacienda nacional ó cuando se trata del 
cumplimiento de la Constitución y de las leyes generales 
de la República; pero ningún gobierno federal se ha 
encerrado dentro de estas pocas atribuciones : ni el de los 
Estados Unidos, ni el de la Confederación helvética, ni 
el de Méjico, ni el de Venezuela, ni el de la Argentina; 
y todos han traspasado ese límite aun cuando entre sus 
respectivas facultades hay notables discrepancias. 

Nosotros le atribuímos también exclusivamente al 
Gobierno general la legislación sustantiva civil y penal ; 
la alta jurisdicción federal en los casos de injusticia 
notoria ; la dirección de la guerra interior y exterior ; la 
aplicación del derecho de gentes en las relaciones entre 
los beligerantes ; el servicio militar y la organización de 
la milicia activa, de la milicia disponible y de la 
milicia de reserva; él ejercicio de las facultades espe- 
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ciales que la Constitución otorga en el estado de guerra; 
la conservación de la paz entre los Estados y el mante- 
nimiento del gobierno legítimo de cada uno de ellos en 
los casos de guerra civil ; el equilibrio de los poderes 
públicos entre la Nación y los Estados y la decisión de 
los conflictos de autoridad en cada uno de éstos ; la for- 
mación del censo general de población, del censo 
electoral y del censo militar; la construcción délas 
obras públicas que interesan á más de un Estado ó que, 
por el Estado interesado, sean cedidas al Gobierno 
general ; la inspección superior de los Bancos ; y el arreglo 
de las elecciones para renovar los funcionarios públicos 
nacionales. Rápidamente justiñcaremos algunas de 
estas nuevas atribuciones* 

La garantía de los derechos naturales del hombre 
por el Gobierno general es intrínseca en la federación,* 
porque sin ella unos Estados reconocerían derechos que 
otros negaban y no habría igualdad legal entre los 
miembros de una misma Nación. No estando contenida 
esa garantía en la Constitución de los Estados Unidos 
aprobada por la Convención, el 17 dé setiembre de 1787, 
las legislaturas de los Estados reclamaron que se 
incluyera; y fué agregada en la primera reforma consti- 
tucional. Pero como no habiendo leyes civiles que 
definan aquellos derechos, ni leyes penales que casti- 
guen las infracciones, tales derechos no existen pro- 
piamente, el deber que en la federación tiene el Gobierno 
general de garantizarlos, implica lógicamente la facul- 
tad de expedir las leyes sustantivas civiles y penales. 

Puede objetarse que renunciando á esta facultad el 
Gobierno general, los Estados la ejercen y no dejará de 
haber leyes civiles y penales que aseguren los derechos 
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del hombre ; lo cual es cierto, porque los Estados están 
todos interesados en la conservación del orden social. 
Pero esto no impide que unos de ellos reconozcan 
derechos que otros nieguen, ó que castiguen delitos que 
otros absuelven y desaparece la igualdad legal para 
todos los miembros de la comunidad. 

Puede objetarse también que en los Estados Unidos, 
aun cuando la Constitución garantiza los derechos 
individuales, cada uno de los Estados tiene legislación 
propia, lo que también sucede en la Confederación 
helvética ; y así es la verdad. Pero esto proviene de 
que las entidades que se conglomeraron para formar las 
nuevas nacionalidades, tenían fueros propios á que no 
quisieron renunciar. El fraccionamiento de la legisla- 
ción no fué en esos países una consecuencia necesaria 
de la federación. Antes bien la carta fundamental de 
los Estados Unidos le atribuyó al Gobierno general las 
leyes sobre bancarrotas, para que fuesen uniformes ; y la 
de Suiza le atribuyó la facultad de legislar sobre la 
capacidad civil de las personas, sobre el derecho comer- 
cial y el de cambio, sobre la propiedad literaria y 
artística, sobre la persecución por deudas y sobre la 
quiebra. En la práctica, tanto en los cantones de Suiza 
por la adopción del Código civil francés, como en" los 
Estados de la Unión Americana, por la conservación de 
la legislación inglesa como base fundamental de su 
fuero interno, ha habido una tendencia constante hacia 
la uniformidad. 

No siendo una consecuencia necesaria de la federa- 
ción el fraccionamiento de las leyes sustantivas, las 
naciones homogéneas que, por haber estado sometidas 
á un régimen central, habían alcanzado la inapreciable 
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ventaja de la unidad en su legislación, üo. deben 
I renunciar á ella cuando cambian la forma de gobierno. 

Para que así lo hióieran, sería preciso que hubiese 
motivos poderosos que justificaran el cambio ; y tales 
motivos no existen. 

No se puede objetar que -es de poco valor la porción 
de soberanía que se atribuye á los Estados, si no tienen 
facultad de darse leyes sustantivas, puesto que sin ella 
constituyen un gobierno propio y lo renuevan según su 
voluntad ; establecen rentas y las administran libremente ; 
expiden todas las leyes adjetivas y administran justicia; 
organizan cuerpos de gendarmes y atienden á la policía 
de aseo, de ornato y de seguridad; fomentan la instruc- 
ción pública, la beneficencia y las mejoras internas; y 
cooperan con su voto al establecimiento y renovación del 
Gobierno general. Las leyes sustantivas son la armazón 
ósea en el cuerpo de la Nación : los Estados ponen los 
ligamentos, los músculos, las arterias, las venas y la 
cubren con tejidos : pero ninguno puede, por sí solo, 
hacer alteraciones sustanciales. El derecho de alterar 
esta construcción fundamental reside en todos ellos 
colectivamente y lo ejercen por medio del Congreso, que 
es el cuerpo soberano. 

Tampoco es dable objetar que, careciendo los Estados 
de aquel poder, se retarda el progreso de la legislación, 
pues que los más avanzados en ideas ó sentimientos, 
son retenidos por los que van en zaga, lo cual equivale 
á computar el raudo vuelo del águila con el paso lento 
de la tortuga; pero este argumento es obra de una ilusión, 
porque el progreso aparece uniformemente en las na- 
ciones como se levanta el flujo del mar. La comuni- 
cación de las ideas es tan frecuente v constante en los 
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tiempos modernos por la palabra escrita, porta imprenta, 
por los viajes, por las relaciones industriales y mercan- 
tiles que, no solamente las diferentes partes de una 
Nación, sino todas las naciones viven envueltas en una 
misma atmósfera y empapadas en un mismo espíritu. 
Ningún pensamiento progresivo que realmente mejore la 
condición de la especie humana, deja de propagarse y 
difundirse. La asamblea legislativa de un Estado reúne 
tanta luz en materia de legislación como la de cualquie- 
ra otra; pero acopiándose esas luces en el Congreso 
nacional brillan con más intensidad, porque se concentran 
en un foco, y las leyes que de allí salgan llevan más pro- 
babilidades de acierto y habrán estado menos al alcance 
de las pasiones individuales y de los intereses privados. 

No resultando ninguna ventaja positiva de la facultad 
que tengan los Estados para darse leyes sustantivas y 
alterarlas libremente, quedan en pie las malas conse- 
cuencias que resultan de la multiplicidad de los códigos, 
aun cuando no sean éstos del todo heterogéneos. 

Existiendo códigos especiales en los Estados confe- 
derados se consideran éstos como naciones soberanas en 
cuanto á la jurisdicción, y, quedando sometida la propie- 
dad inmueble á la ley del lugar, no puede ser adjudicada 
sino por el juez de ese mismo lugar, por lo cual ocurren 
éntrelos Estados ó sus habitantes las mismas cuestiones 
y dificultades que acaecen entre las naciones indepen- 
dientes ó los miembros que las componen, por razón de 
su independencia respectiva y de sus diferentes legisla- 
ciones. Mencionaremos algunas de esas dificultades. 

Guando un individuo tiene bienes raíces en varios 
Estados y fallece, hay que seguir tantas causas mortuo- 
rias cuantas son las fincas de que era propietario ; y la 
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partición de cada una de ellas se sujeta á la ley del 
lugar. Discrepando estas leyes respecto de las sucesiones, 
el propietario queda en imposibilidad de hacer un solo 
testamento, porque no puede someter este acto simultá- 
neamente á legislaciones diferentes y aun contrarias. 
Puede haber en un Estado libertad de testar y en otro 
no ; puede en uno ser mayor que en otro la legítima 
rigorosa de los asignatarios forzosos ; puede haber en 
éstos bienes de libre disposición y en otros no ; puede 
existir en unos el derecho de mejorar á los asignata- 
rios y no existir en otros; pueden, en fin, ser llamados á la 
sucesión asignatarios forzosos de diferente categoría. La 
imposibilidad para que haga el propietario un solo tes- 
tamento es patente y habrá de hacer tantos testamentos 
como fincas tiene; pero en este supuesto, como en el de 
sucesión intestada, sus herederos quedarán agrupados 
en torno de cada unade esas fincas, contra su voluntad, 
y tendrán que hacer cambios, permutas y transacciones 
para librarse de los inconvenientes acarreados por la di- 
versidad de legislaciones. Prescindimos de la desigual 
condición de la mujersegún las leyes de cada país. 

Haciéndose la adjudicación de las fincas raíces por el 
juez del lugar, la acción hipotecaria y las demás acciones 
reales, no pueden ejercerse sino ante ese juez, aunque 
•en los contratos quisieran las partes disponer otra cosa 
y someterse á distinta jurisdicción. Los propietarios de 
un Estado, aun cuando pueden hipotecar fuera de él, 
sus bienes inmuebles, no encuentran capitalistas que les 
den dinero en préstamo, sobre esa garantía, porque en el 
caso de hacerla efectiva tendrían que seguir el juicio 
correspondiente, lejos de su domicilio, en otro Estado, 
y ante el juez del lugar en que está situada la finca. 
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Intluye desfavorablemente esta circunstancia sobre el 
valor de la propiedad inmueble y abate el crédito de los 
propietarios. 

La diversidad de legislaciones puede variar la natu- 
raleza de los contratos, de tal suerte que en un Estado 
sea lícito lo que en otro es prohibido, ó que las leyes de 
uno reconozcan derechos sobre los cuales guardan 
silenciólas de otros. En cualquiera de estos casos, no es 
posible obtener el cumplimiento de un contrato fuera 
del Estado en que se celebró, aunque por el curso délos 
negocios haya de producir en otro sus efectos. Especial- 
mente respecto de la organización de compañías civiles 
y comerciales, la diversidad de legislación es un 
manantial copioso de dificultades, cuando las operacio- 
nes de estas personas jurídicas se extienden al terri- 
torio de más de un Estado ; y no es raro que en algunas 
secciones territoriales sea completamente desconocido 
este moderno ramo de la legislación. 

Las funciones de notarios que ejercen los ministros 
públicos y los cónsules en el extranjero tropiezan 
también con escollos insuperables. No se ajustan tales 
empleados á la legislación nacional, porque esa no es la 
que regla las relaciones civiles y la trasmisión de la 
propiedad en los Estados ; y no observan la de cada uno 
do éstos, porque ellos no son agentes suyos sino de la 
Nación. Casos ha habido en que un testamento cerrado, 
otorgado con validez ante un cónsul general, se ha 
declarado nulo legalmente en el Estado en que debía 
ser abierto y producir sus efectos, por la discrepancia 
entre las dos legislaciones respectivas. 

Se contestará probablemente que los inconvenientes 
apuntados y otros análogos nacidos de la federación, en 
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cuanto produce la multiplicidad de códigos, son aíla- 
nables por medio de leyes federales que establezcan uni- 
formidad; y respecto de este punto expresa nuestro 
compatriota Arosemena, en sus Estudios constitucio- 
nales, el siguiente concepto: 

« Para mejor determinar la eficacia de lodos los actos civiles 
de un Estado en otro, se requiere una ley que comprenda todos 
Jos casos á que se extiende el ramo de derecho internacional 
conocido en estos últimos tiempos bajo el nombre de Derecho de 
gentes privado. Allí se establecería el fuero ó lugar en donde es 
exigible el cumplimiento de una obligación, y el alcance de 
ésta en otro territorio, el valor de las sentencias y su modo de 
ejecución, la distribución de los bienes de un fallido, según su 
ubicación y la residencia de los acreedores, la ley que ha de regir 
las formalidades y las cláusulas de los testamentos, y en suma, 
la solución de muchas otras cuestiones que sería largo mencionar. 
Hasta hoy no se ha hecho en Colombia la menor tentativa en esa 
dirección, ni á nadie ha ocurrido la necesidad de un acto legisla- 
tivo que sustituya reglas y derechos á decisiones caprichosas. Pero 
el sistema federal lo demanda, puesto que significa la indepen- 
dencia judicial absoluta. » 

La expedición de tales leyes federales es realmente 
necesaria cuando es un mal irremediable la diversidad 
de legislaciones ; pero como ellas serían un cercena- 
miento de la facultad amplísima conferida á los Estados 
para darse los códigos sustantivos que á bien tengan, 
puesto que nada podrían ellos estatuir en los puntos á 
que proveían aquellas leyes, el reconocimiento de esta 
necesidad es una confesión de que los males apuntados 
no tienen otro correctivo que la unidad. Tanto mejor es, 
pues, mantener á los Estados federales en la condición 
de partes integrantes de una misma Nación, en lugar 
de levantarlos á la categoría de naciones soberanas ; y 
conservar la legislación sustantiva como un cuerpo 
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homogéneo que sirve de fundamento á la igualdad civil 
y penal entre los asociados. 

Las ventajas de la unidad de legislación sustantiva 
son incontestables. En Francia la experiencia ha justifi- 
cado la sustitución de los antiguos códigos heterogéneos 
con el moderno Código civil ; y en Colombia, durante 
veinte anos, no se ha cosechado ningún beneficio de la 
coexistencia do diez legislaciones civiles y penales. Por 
esle motivo, la estéril diversidad ha sido reemplazada 
en la práctica por la adopción del código civil de Cun- 
dinamarca. Creemos que Méjico procedió cuerdamente 
atribuyéndole al Gobierno general la legislación mer- 
cantil y que más cuerdamente han procedido la Ar- 
gentina y Venezuela, reservando como de compe- 
tencia nacional, todas las leyes sustantivas civiles y 
penales. 

La alta jurisdicción federal es otra nueva atribución 
que señalamos al Dobierno general. La federación 
implica la independencia del poder judicial de los 
Estados ; pero esta independencia no puede ser absoluta, 
porque ellos no son naciones soberanas, ni asumen la 
responsabilidad de sus actos. En el caso de injusticia 
notoria se concede recurso de queja para la Corte Supre- 
ma, en materia civil ó criminal, contra las sentencias 
definitivas del Tribunal Superior de cada Estado ó del 
Distrito federal, como en Francia para ante la Corte de 
casación, aunque con menos amplitud. La injusticia 
notoria consiste únicamente en que la sentencia sea 
contraria á la legislación sustantiva nacional ó en que 
para dictarla no se hayan estimado las pruebas aducidas, 
conforme á las leyes adjetivas del Estado respectivo, 
en defensa de la acción ó de las excepciones propuestas. 
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Cuando interviene el jurado ó jueces de hecho, la injus^ 
licia notoria se refiere á la aplicación de la ley. Fuera del 
caso de injusticia notoria las causas terminan ante el 
poder judicial de los Estados ó ante el Tribunal Superior 
del Distrito federal. 

De esta suerte la administración de justicia en los 
Estados será siempre mesurada, reflexiva é imparcial, 
porque los agraviados por ella tendrán abierto el camino 
para corregir los abusos ; y no habrá riesgo de que todas 
las causas se centralicen en la Corte Suprema, hacién- 
dose ilusoria la independencia del poder judicial de 
aquéllos, puesto que las costas del recurso serán de 
cargo del recurrente, si la decisión final le fuese desfa- 
vorable, valdrán el doble de las de los recursos que 
para ante la misma Corte Suprema se conceden, según 
la jurisdicción ordinaria, y serán previamente afianzadas 
por la parte interesada. Las reclamaciones adminis- 
trativas de individuos extranjeros contra el Gobierno 
general déla República, por indemnizaciones provinien- 
tes de actos de injusticia notoria, no se presentarán, 
puesto que esos actos ocurrirán con menos frecuencia y 
tendrán un correctivo legal. Si á pesar de esto se presen- 
taren, la Nación podrá rechazarlas, por cuanto las leyes 
proveen de suficiente seguridad tanto á los derechos de 
los nacionales como á los de los extranjeros. En la Cons- 
titución vigente se consagra la independencia absoluta 
del poder judicial de los Estados y se dispone que las 
indemnizaciones que tenga que acordar la Unión por 
actos violatorios de Jas garantías individuales, serán 
reintegradas por el Estado respectivo. De este modo 
no se evitan las lesiones de notoria injusticia, ni deja 
de ser una pérdida para la República la indemnización 
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pagada, aun cuando el tesoro federal sea mhtegado 
por el de los Estados. 

Consideramos también como un efecto saludable de la 
alta jurisdicción federal la uniformidad que ella esta- 
blece en la solución de los más intrincados problemas 
jurídicos y el renacimiento de la jurisprudencia en la 
Corte Suprema, cuyas fuentes quedaron cegadas por la 
completa descentralización de la administración de jus- 
ticia. La jurisdicción de la Corte ha quedado reducida á 
las pocas causas en que tiene interés la Hacienda na- 
cional, á muy raros juicios de responsabilidad y á con- 
denar á la República al pago de los suministros y expro- 
piaciones de las guerras civiles, sin que por otra parte 
tenga ninguna importancia política. La luz del foro se 
ha apagado ; en su seno no encuentran ocupación los 
obreros de la justicia ; el estudio de la jurisprudencia se 
abandona; los buenos jueces escasean más cada día; y la 
esterilidad de los ingenios en materias jurídicas no tiene 
paralelo en nuestra historia. Creando un nuevo centro 
luminoso y dejando subsistir los que existen en los Es- 
tados, el estudio de las leyes volverá á ser una carrera 
remunerada y benéfica, cuyos efectos políticos se harán 
sentir en Colombia, como en los Estados Unidos, según 
la expresión de Grimk, facilitando el curso recto de los 
negocios, enseñando el mecanismo del Gobierno y ha- 
ciendo conocer los derechos de todos los hombres y los 
intereses del pueblo. 

En cuanto á la conseiTación del orden público hay 
dos sistemas contrarios en la federación : el sistema 
norte-americano, que es el mismo déla Confederación 
helvética, de Méjico y de la Argentina y el sistema de 
Colombia y Venezuela. Según el primero, los Estados no 
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tienen derecho de armar ejército permanente, ni buques 
de guerra, y el Gobierno general garantízala Conslitución 
política de aquéllos y protege á sus autoridades legítimas 
contra toda violencia interior ó contra toda agresión ex- 
terior; y conforme al segundo, los Estados pueden man- 
tener ejército y armada, el Gobierno general es neutral en 
sus contiendas y el régimen constitucional desaparece en 
ellos por golpes de autoridad ó por insurrecciones popu- 
lares exactamente lomismoqueen las naciones soberanas* 

Desde 1869 hemos combatido este segundo sistema, 
por cuanto desnaturaliza la federación, permitiendo la 
existencia de gobiernos de hecho, obra de la fuerza, que 
son oligarquías ó dictaduras más ó menos disfrazadas 
con el ropaje de una Constitución escrita; y porque 
avezando los pueblos al uso de medios violentos para 
cambiar el gobierno, las bayonetas acaban por ser todo, 
y nada el sufragio popular. Ningún sistema parece 
mejor ^calculado que éste para alimentar el caudillaje, 
las tendencias oligárquicas y la corrupción política. 

Pero desde el mismo año, manifestamos que la adop- 
ción del sistema opuesto, único compatible con la índole 
del gobierno federal, presuponía que en la Constitución 
de la República se reconociera el sufragio, se determi- 
nara su naturaleza, se fijara su extensión y se estable- 
cieran las bases fundamentales de su ejercicio ; porque 
de otro modo el mantenimiento de los gobiernos de los 
Estados por el Gobierno general sería la perpetuación de 
las oligarquías, y los presidentes ó gobernadores, en- 
valentonados con ese apoyo, llegarían á ser más atre- 
vidos, más descarados y más arbitrarios. No hay justicia 
en condenar la insurrección popular, sino cuando el 
sufragio está asegurado por las instituciones. Cuando 
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el sufragio no existe, la insurrección es un derecho y la 
suprema necesidad de los pueblos oprimidos. Indicamos 
también en ese año la conveniencia de hacer reformable 
la Constitución, por medio de leyes que el Congreso 
expidiera y que aprobaran las dos terceras partes de las 
asambleas legislativas de los Estados, para perfeccionar 
el sistema federal con reformas sucesivas aconsejadas 
por la experiencia; y apuntamos, como una de esas 
reformas, la consagración del sistema electoral del voto 
incompleto á fin de dar participación á todos los par- 
tidos en el ejercicio del poder en la Nación y en los 
Estados. Hasta ese punto llegaban entonces nuestras 
ideas. Posteriormente ulteriores progresos de la ciencia 
política, nos han hecho conocer la representación pro- 
porcional de los partidos y nos han sugerido la idea de 
encomendar el ejercicio de todas las ramas de los 
poderes públicos á corporaciones en las cuales estén 
aquéllos representados. En las instituciones d^ Suiza 
encontramos confirmado por la experiencia del presente 
siglo el ejercicio del gobierno por corporaciones, y á 
ese sapientísimo sistema hemos agregado la represen- 
tación proporcional. Construyendo así el Gobierno 
general de la Nación y el de los Estados, desaparece el 
único inconveniente del sistema norte-americano para la 
conservación del orden público, el cual llega á ser, en 
este punto, la fórmula definitiva de la federación. 

Las funciones del Gobierno general deben centrali- 
zarse, dice Grimk, para separarlas de las funciones pro- 
pias de los Estados y deslindar las dos jurisdicciones. 
Según esto, correspondiéndole á aquel la defensa de los 
gobiernos legítimos, así como la defensa exterior, soa 
funciones suyas exclusivas la organización de la milicia 
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activa ó guardia colombiana y marina, de la milieia dispo- 
nible y de la milicia de reserva; la dirección de la guerra 
interior ó exterior ; la aplicación del Derecho de gentes 
en las relaciones entre los beligerantes y el uso de las 
facultades constitucionales que el estado de guerra trae 
consigo. Los Estados pueden organizar cuerpos de gen- 
darmes para el cumplimiento de sus propias leyes sobre 
la policía deaseo,deseguridad,deornatoyde salubridad; 
y por cuantolaacción del Gobierno general no serásiempre 
oportuna, en razón de las distancias, para reprimir las 
alteraciones del orden público, se les permite, en casos 
urgentes, llamar al servicio la milicia disponible hasta 
por noventa días, á su costa, con el objeto de fortalecer 
su autoridad. Pero al expirar ese término, ó desde antes^ 
el Gobierno general tendrá el deber de ocurrir con las 
fuerzs nacionales á conservar la paz y desde entonces 
la dirección de las operaciones militares y el sosteni- 
miento de las fuerzs serán de su cuenta. Consiguiente- 
mente la inmediata represión de las sublevaciones es 
una función solidaria de los dos gobiernos ó de común 
competencia á entrambos, y desde que tiene lugar la 
intervención del segundo, llega á ser exclusiva y suya 
propia. 

Puédela rebelión llegar á las proporciones de la guerra 
civil. En este caso el Consejo federal declara la Repú- 
blica en estado de guerra, hace uso de las facultades 
especiales que la Constitución otorga y arregla las rela- 
ciones entre los beligerantes por el Derecho de gentes. 
Los relaciones del Gobierno con los habitantes del terri- 
torio ocupado por sus armas, que obedecen su autoridad, 
se rigen siempre por la Constitución y las leyes. Centra- 
lizada así en el Gobierno general la aplicación y la di- 
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rección de la fuerza, no se verá el aterrador espectáculo 
de una guerra civil que, siendo de la incumbencia nacio- 
nal, cada Estado la hace suya, y en la que cada uno, 
como beligerante, posterga el cumplimiento de las 
leyes, aplica el Derecho de gentes, exige el servicio 
militar y ejerce facultades discrecionales, cuya extensión 
no se conoce sino por los estragos que causan en el dere- 
cho de las personas y en la propiedad privada. La civi- 
lización aparta los ojos de este horroroso cuadro, imagen 
fiel de las riñas vulgares ó de las luchas irregulares de 
las tribus salvajes. 

La centralización de esas funciones gubernativas 
permite regularizarlas, en tanto que ejerciéndose 
simultáneamente por los Estados, reina en ellas com- 
pleto desorden. 

Se regulariza el deber de sostener con las armas el 
gobierno y la independencia patria por medio del censo 
militar que llevan las municipalidades. En él se inscri- 
ben todos los varones mayores de diez y ocho años y 
menores de cincuenta, los cuales forman la milicia dis- 
ponible. Cuando hay necesidad de elevar el pie de fuerza 
el Consejo federal reparte un contingente entre los Es- 
tados y en ellos el Consejo de gobierno lo distribuye 
entre los distritos. Cada una délas municipalidades hace 
el sorteo de los individuos correspondientes, y los que 
salgan á la suerte tienen obligación de servir en el 
%ejército ó en la marina hasta por tres anos, si no daa 
un reemplazo ó no pagan la cuota de dinero que la ley fe- 
deral señala. Los pagos que se hacen por cuenta del 
servicio militar se aplican especialmente á contratar ne 
ganchados. Los individuos inscritos en el censo reciben, 
un título de inscripción militar y los que no estén inserí- 
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tos, quedan sometidos al reclutamenlo ó conscripción 
forzosa. Los que hacen el servicio ó se eximen de él con 
<un reemplazo ó con el pago legal, pasan á la milicia de 
reserva y su nombre se inscribe en el censo en la columna 
•correspondiente. La milicia activa, que es la guardia 
colombiana y la marina, se forma con los enganchados, 
con los reemplazos, con los individuos sorteados, con los 
reclutas y con los jefes y oficiales que sirven en ella para 
•conservar la posesión de su grado. 

Estando exenta la República de guerras exteriores ó 
isiendo éstas muy remotas, no necesita darle al servicio 
militar el rigor que aparece en los siguientes artículos de 
la Constitución federal del Imperio alemán : 

Art. 57. Todo alemán está obligado al servicio de las armas sin 
que pueda hacerse reemplazar por nadie en el cumplimiento de 
este deber. 

Art. 59. Todo alemán capaz de llevar las armas pertenece al 
ejército permanente durante siete años, por regla general, desde 
la edad de 20 años cumplidos hasta la entrada en los 28. Estará 
líos tres primeros años sobre las armas, los cuatro últimos en la 
primera reserva y otros cinco años en la segunda reserva ó Imd- 
wehr. En los Estados federales donde el servicio haya durado hasta 
^qui más de doce años, no se le reducirá sino á medida que lo 
permitan las condiciones de guerra del ejército federal. 

Consolidado el gobierno en Colombia, porque se le. 

da asiento en la voluntad popular, el servicio militar será 

uaa carga liviana para los hombres; y por lo mismo 

^s más fácil repartirla con equidad entre todos y abolir 

la injusta práctica que la hace gravitar exclusivamente 

sobre la clase más desvalida de la sociedad por medio 

del reclutamiento, lo cual es propio tan sólo de gobiernos 

aristocráticos. 

£1 ejercicio de las facultades especiales que el estado 

12 
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dé guerra trae consigo, se regulariza definiendo esas far 
cullades en la Constitución y atribuyéndoselas exclusi- 
vamente al Gobierno general. Cualesquiera que sean 
los recursos normales de un gobierno, son insuficientes 
para atender á necesidades exlraordinarias de una situa- 
ción anormal. En las grandes emergencias es indispen- 
sable crear grandes recursos y mover resortes poderosos 
para dirigir la sociedad. Los gobiernos de las naciones 
ricas y civilizadas encuentran en el crédito manantiales 
inagotables, suscribiendo empréstitos en el interior ó 
contratándolos en el exterior, ; pero en las que son po- 
bres, atrasadas y cuyo gobierno es instable, no existe el 
crédito ó tiene poco ascendiente sobre la confianza pú- 
blica. Especialmente en los pueblos de Sur-América, 
despedazados por disenciones intestinas, en los cuales el 
partido que gobierna pospone todos los deberes á la ne- 
cesidad de conservarse en el poder, el crédito ofrece 
pocos ó ningunos recursos y se hace preciso conferirle 
al Gobierno poderes constitucionales que deprimen el 
derecho de propiedad. Tan funesto mal no se puede ate- 
nuar sino disponiendo que esos poderes graven equitati- 
vamente á la comunidad. Con este propósito limitamos 
las facultades especiales del Gobierno, en caso de guerra, 
á elevar el pie de fuerza ; á aumentar, hasta el duplo, las 
rentas y contribuciones nacionales ; á emitir billetes 
oficiales al portador, con interés, amortizables con el au- 
mento de las reñías y contribuciones ; á contratar em- 
préstitos voluntarios; á exigir empréstitos forzosos, con 
interés ó sin él, en proporción ala riqueza de las personas, 
según los catastros, pudiendo ocupar como apremio los 
bienes muebles y la renta de la propiedad inmueble ; á 
imponer contribuciones de guerra, sin reembolso, sobre 
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los habitantes delterritorio enemigo, en proporciona su 
riqueza ; á tomar los bienes muebles que se necesiten para 
el uso de la guerra y á monopolizar el abastecimiento de 
producto» de consumo general, cubriendo el valor de 
unos y otros ea dinero ó en billetes oficiales ; y á ocupar 
transitoriamente edificios para el alojamiento de tropas, 
pagando del mismo modo el alquiler. Se prohibe elimi- 
nar el aumento de las rentas v contribuciones en tanto 
que con él no se hayan amorti»do todos los billetes ofi- 
ciales. Así serán éstos un signo representativo de la mo- 
neda que la reemplaza en el mercado y con el cual se 
proveen las tesorerías de guerra para atender á las nece- 
sidades del ejército, como si fuesen dinero. Respecto de 
las garantías individuales el Gobierno general puede sus- 
pender el libre comercio de armas y municiones, el comer- 
cio de cualquier otro artículo de contrabando de guerra, 
la libertad de viajar sin pasaporte y la comunicación 
con el territorio enemigo. Los enemigos que hayan sido 
desarmados pueden ser detenidos ó confinados ó puestos 
en libertad bajo fianza. Los individuos que mantengan 
comunicación con el enemigo pueden también ser confi- 
nados ó detenidos. Y ninguna otra garantía individual 
se suspende : la imprenta no enmudece, la palabra que- 
da libre, las personas no pueden ser atropelladas, ni la 
propiedad asaltada. La barbarie que la guerra trae con- 
sigo se restringe á las relaciones entre los beligerantes. 
La obstinación con que el gobierno de la Confedera- 
ción granadina, en 1860, se denegó á reconocer el ca- 
rácter de beligerante en el partido sublevado y á cele- 
brar con él un tratado de paz, fundándose en que no 
había ley civil que lo autorizara para eso, dio origen, 
en la Constitución de 1863, al artículo 91, que incor- 
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poro el Derecho de gentes en la legislación nacional 
para que sus disposiciones rigieran especialmente en 
la guerra civil, la cual debía regularse por las prácticas de 
las naciones civilizadas y podía terminar por medio de tra- 
tados. Fué un sentimiento cristiano lo que inspiró esa 
disposición ; pero en la práctica ha producido las más de- 
sastrosas consecuencias, como la supresión del régimen 
constitucional y el desconocimiento de todos los dere- 
chos. Proviene esto de que ella en sí contiene un error, 
de que fué redactada vagamente y de la tendencia á la 
Dictadura que dominaá los gobiernos de partido. Poner 
en lugar de disposiciones terminantes de la Constitución 
las reglas indeterminadas del Derecho de gentes, es hacer 
converger los medios de acción de que el Gobierno dis- 
pone, como los rayos de calórico en un espejo cóncavo, 
hacia un centro obligado, que es el despotismo. 

El Derecho de gentes no es propiamente parte de la 
legislación de ningún pueblo, porque si lo fuera^ podría 
ser,- como todas las leyes, modificado ó derogado ; está 
sobre la legislación de todos los pueblos y no puede ser 
modificado por ella ; se llama también Derecho interna- 
cional, porque rige entre las naciones ; y por cuanto los 
beligerantes en guerra civil se consideran como naciones 
independientes, rige también entre ellos. 

Tal es la única aplicación del Derecho de gentes entre 
los habitantes de un mismo país, nunca jamás se han re- 
gido por él las relaciones entre el Gobierno y sus subditos 
ó ciudadanos, porque estas relaciones se arreglan por la 
Constitución y las leyes ; ni la palabra beligerante puede 
tomarse en otra acepción que la de su significación téc- 
nica y etimológica, de gentes de guerra ó bellum gerens. 

Aun cuando la Constitución de un país no exprese 
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que por el Derecho de gentes se rigen las relaciones 
entre los beligerantes en guerra civil, no dejaría de 
hacerse así, como se arreglan también por él las rela- 
ciones internacionales aunque ella no lo exprese. Tanto 
es innecesario decir lo primero como decir lo segundo ; 
y si nosotros hemos consignado aquel principio uni- 
versal en nuestro proyecto, ha sido tan sólo para esta- 
blecer, como corolario, el principio constitucional de 
que corresponde exclusivamente al Gobierno general la 
aplicación del Derecho de gentes. Las autoridades de 
los Estados no pueden aplicarlo sino como agentes de 
ese gobierno. 

Del modo que hemos indicado quedan centralizadas 
en el Gobierno general la dirección y la aplicación de la 
fuerza, lo cual ningún temor debe inspirar respecto de 
las libertades populares, porque á ese Gobierno se le 
quitan los medios de hacer daño, encomendando el 
ejercicio de los poderes públicos á corporaciones en que 
están representados todos los partidos, y porque pu- 
diendo los Estados tener armas, lo mismo que los par- 
ticulares, y siendo libres la imprenta, la asociación y la 
palabra, fácilmente puede la Nación ocurrir á la defensa 
de esas libertades cuando se vean amenazadas, si es que 
la influencia sola de la opinión pública no bastare á 
conservarlas. Por otra parte la institución del ejército 
permanente, tan peligrosa para la democracia, llegará 
á ser innecesaria con el ejercicio simultáneo del gobierno 
por todos los partidos, y será reemplazada con cuerpos 
de gendarmes, que desempeñen las funciones de la poli- 
cía, y con la milicia disponible. 

Además de las atribuciones que le corresponden al 
Gobierno general exclusivamente, tiene otras, que le 
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atañen en común con los Estados, como la instrucción 
pública, la beneficencia, la comunicación postal y lele- 
gráfica, la formación de la estadística, el catastro de la 
riqueza, el levantamiento de cartas geográficas y la 
reducción de indígenas. Las funciones y facultades pú- 
blicas que no son de la competencia exclusiva del 
Gobierno general ó que no le corresponden en común, 
pertenecen exclusivamente á los Estados. La autonomía 
de los distritos, que está situada dentro de la esfera de 
acción de estos últimos, queda asegurada en la Consti- 
tución nacional, porque ella reconoce y determina las 
facultades propias de las municipalidades. 

El ejercicio de la soberanía nacional se divide, pues, 
entre el Gobierno general y el gobierno de los Estados. 
Atiende el primero á los intereses generales de la comu- 
nidad considerada como el cuerpo homogéneo de una 
misma nación ; y se subdividen las facultades del segundo 
entre el Estado propiamente dicho, que rige los intere- 
ses comunes á todos los habitantes de su territorio, y 
la municipalidad de cada distrito, que administra los 
intereses locales. El ejercicio de la porción de soberanía 
que á cada una de estas entidades corresponde no es 
sin embargo ilimitado, porque cada una está sometida 
á prohibiciones ó deberes especiales ; y existen prohibi- 
ciones absolutas que son comunes á todas en su órbita 
respectiva de acción. 

No puede el Gobierno general enajenar el territorio 
nacional, ni renunciar al dominio eminente ; pero puede 
conceder el usufructo temporal de aguas ó tierras me- 
diante suficiente indemnización. 

No puede celebrar tratados públicos sino consignando 
en ellos el arbitramento como medio obligado de decidir 
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las diferencias internacionales entre las partes conira- 
Cantes. 

No puede hacerles la guerra á los Estados sin auto- 
rización del Congreso, excepto el caso de rebelión. Si la 
guerra civil á que tal hecho da lugar terminare por un 
tratado, este acto tendrá la fuerza de una ley federal ; 
y si terminare por el sojuzgamiento del Estado rebelde, 
el poder ejecutivo nacional nombrará un consejo de 
gobierno interino que restaure en el Estado vencido el 
régimen constitucional. 

No establecerá funcionarios propios con autoridad 
política dentro del territorio de los Estados ; pero tendrá 
en ellos los empleados públicos de otro orden que exige 
la administración federal. Las tropas regulares perma- 
necerán acantonadas en las plazas de armas que la ley 
designe y no saldrán de allí sino con previo aviso comu- 
nicado al consejo de gobierno del Estado respectivo, 
para cumplir sus deberes legales, ó cuando el mismo 
consejo exiga su concurso en la conservación del orden 
público. 

No gravará con impuestos nacionales directos la 
riqueza gravada por los Estados y de la cual derivan 
ellos su propia subsistencia, excepto el caso de guerra 
en que podrá hacer uso de las facultades especiales que 
esa situación trae consigo. 

No concederá auxilios del tesoro federal á los Estados, 
ni á los distritos para los gastos ordinarios de su admi- 
nistración, ni para obras públicas. Guando haya evidente 
conveniencia en acometer una obra de esta clase que 
aquellas entidades no puedan llevar acabo, podrá .tomarla 
por su cuenta mediante un convenio especial. La admi- 
nistración é inversión de los caudales de la Nación deben 
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centralizarse como todas las funciones propias del 
Gobierno general. Cuando esto no sucede los recursos- 
de aquélla se desparraman en la forma de auxilios ó 
subvenciones y pierden su energía. Ningún plan nacional 
de mejoras materiales puede realizarse, si las renta» 
públicas se aplican simultáneamente á diferentes obras^ 
por urgentes que éstas sean ; y ninguna previsión puede 
equilibrar los ingresos con los egresos del Tesor, ni 
medir el voluntario contingente del crédito, si se inter- 
ponen renovadas y frecuentes exigencias de las Seccio- 
nes, las cuales, á parte de esos males, son comunmente- 
el precio que á la influencia política del Gobierno local^ 
ponen los hombres públicos de los Estados. La autono- 
mía de las Secciones territoriales en que la Nación se 
divide para su régimen interno, trae, como necesaria 
consecuencia, que los Estados y los distritos atiendan 
á sus propios gastos. Un ejemplo de la aplicación rigo- 
rosa de este principio nos ofrecen los Estados Unidos ea 
la respuesta negativa dada en Washington á la solemne 
misión enviada por el Estado de Nueva York para ob- 
tener el apoyo del Gobierno general en la realización de 
mejoras internas, las cuales el mismo Estado ejecutó- 
más tarde con repursos que no alcanzaba á ver en su 
propio seno y con más pericia de la que aquél hubiera 
empleado. 

No podrá el Gobierno general cobrar impuestos que 
no estén incluidos en la ley de presupuestos, ni hacer 
gastos que no estén allí votados ó que no consten en 
créditos adicionales legalmente abiertos, ni podrá alterar 
dentro de un mismo período los sueldos de los altos 
empleados federales. 

Tendrá obligación de mantener una Universidad Na- 
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cional compuesta de las escuelas científicas, lileravias.y 
artísticas que la Constitución determina y Escuelas Nor- 
males en los Estados para la formación de institutores. 
En unas y otras habrá becas que los Estados proveen^ 
según determine la ley federal, y los educandos en elias 
i tendrán para con la República los deberes que la misma 

ley señale. 

Es prohibido á los Estados celebrar tratados ó alianzas 
políticas y los convenios que celebren sobre alteración 
de límites ó con cualquiera otro objeto serán sometidos 
á la aprobación del Congreso. 

No podrán armar tropa permanente, ni buques de 
guerra; pero podrán tener armas y municiones y orga- 
nizar los cuerpos de gendarmes que exijan las funciones 
de policía. En el caso de invasión ó de subversión del 
orden público, les será lícito llamar al servicio la milicia 
nacional disponible, hasta por noventa días, armándola 
y sosteniéndola á su costa ; y al expirar ese término ó 
desde antes, el Consejo federal asumirá el deber de 
repeler la invasión ó de restablecer el orden, así como 
el sostenimiento, equipo y dirección de la fuerza militar 
aplicada á ese objeto. 

No gravarán con impuestos las materias ó productos 
que estén gravados por la Nación, ni sus bienes, 
acciones y derechos ; no gravarán las mercaderías, 
animales ó efectos que transiten por su territorio y que 
no se ofrezcan á la venta para consumirse en él ; ni la 
navegación de los ríos y demás aguas que no hayan 
exigido canalización artificial; ni podrán monopolizar 
ningún ramo de industria. 

No podrán prohibir la introducción ó el consumo de 
productos de otro Estado ó de otra nación ; ni emitirán 
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papel moneda, billetes al portador ó títulos fiduciarios 
de curso forzoso; ni intervendrán en asuntos religiosos, 
como no sea para hacer cumplir las leyes federales sobre 
policía exterior de los cultos; ni impondrán deberes 
especiales á los empleados de la Nación incompatibles 
coa el servicio público ; ni podrán dictar leyes, decretos 
ó resoluciones en las materias de gobierno que son de la 
exclusiva competencia del Gobierno general. 

Las autoridades y funcionarios de los Estados son 
también del Gobierno general en todo lo que requiera fe 
pública, mando ó jurisdicción y deben hacer cumplir 
sus leyes, decretos y resoluciones. 

Los Estados darán completa ie á los actos públicos, 
judiciales y administrativos de los otros Estados, del 
Distrito federal ó de la Nación ; se harán recíprocamente 
la extradición de los individuos responsables por delitos 
comunes, mediante la exhibición de una copia auténtica 
del auto de proceder; y no intervendrán directamente en 
las contiendas domésticas de los otros, pero apoyarán al 
Gobierno general en el cumplimiento de sus deberes 
constitucionales respecto de ellas. 

La autonomía de los distritos queda determinada para 
la administración de sus intereses locales con facultades 
ó atriouciones que la Constitución les reconoce y que 
las municipalidades ejercen, como la aprobación de su 
presupuesto de rentas y gastos ; la imposición de contri- 
buciones legales; la participación en el tercio de los 
impuestos del Estado que graven la riqueza de los 
vecinos ; la dirección de la policía, de las obras públicas, 
de los institutos de beneficencia ó caridad, del cemen- 
terio, délos caminos vecinales, del alumbrado y distri- 
bución de aguas y demás obras ó establecimientos eos- 
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teados con fondos comunes; el nombramiento del 
Síndico y demás empleados del servicio municipal que 
no sean del orden político ó judicial ; la elección de los 
jurados electorales y la facultad de dictar acuerdos en 
los asuntos de su incumbencia. Pero esa autonomía 
implica especiales deberes que los distritos han de 
cumplir : mantendrán una escuela primaria y gratuita 
de varones y otra de mujeres por cada cinco mil habi- 
tantes ; una casa municipal, cárcel pública y cemen- 
terio; vigilarán para que en las escuelas se ensene 
la moral cristiana y la religión exigida por los padres de 
los alumnos : procurarán que allí mismo se enseñen los 
procedimientos rudimentarios industriales ó agrícolas 
que correspondan á la capacidad del clima y á la fecun- 
didad del suelo en cada localidad; formarán el censo 
electoral y el censo militar conforme á la Consti- 
tución y leyes federales; y levantaran el catastro de la 
riqueza de los vecinos según las leyes del Estado 
respectivo. Cuando dejaren los distritos de cumplir con 
estas obligaciones, serán degradados de su categoría 
por la asamblea legislativa del Estado y reducidos á la 
condición de aldea subordinada á otro distrito. 

Además de las prohibiciones y deberes especiales 
impuestos á la Nación, álos Estados y á los Distritos, 
existen prohibiciones absolutas que son comunes á esas 
tres entidades, según su respectiva esfera de acción. 

No se expedirán leyes con efecto retroactivo ó que 
invaliden los contratos ó debiliten las obligaciones y los 
derechos. Las deudas se pagarán siempre en la moneda 
estipulada y á falta de esta estipulación, en monedas de 
oro ó plata. 

No se gravará con impuestos la exportación de pro- 
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duelos nacionales, ni el tránsito interior de los mismos 
efectos, ni el de los efectos extranjeros. Podrán cobrarse 
peajes por el servicio délas vías públicas; pero serán 
éstos regulados por la Corte Suprema y el Senado. 

No se podrá monopolizar la emisión de billetes de 
Banco ú otros títulos fiduciarios, ni alterar los términos 
y la moneda en que deban ser amortizados. Se consagra 
con esta prohibición la libertad de los Bancos cuya 
suprema inspección corresponde al Gobierno general 
para que él determine el capital con que puedan abrirse^ 
las operaciones que ejecuten, la cantidad de títulos fidu- 
ciarios que puedan emitir en relación con su capital 
ó con la existencia de metálico en caja y la manera de 
liquidarsus ganancias. Habrá Bancos oficialessi laNación 
ó los Estados quisieren establecerlos ; y la experiencia 
decidirá, como juez inapelable, cuáles son más conve- 
nientes, entre ellos y las empresas privadas, para la 
industria y el comercio. Tampoco se podrán alterar, sino 
por la ley, los preceptos legales de la Nación ó de los Es- 
tados que establecen el crédito público de cada una de 
esas entidades, para evitar que la arbitrariedad de los 
administradores del Erario disminuya el fondo de amor- 
tización de los documentos emitidos sobre la fe del 
Gobierno, y, perjudicando de este modo la propiedad 
privada, decrezca la confianza en aquél. La frecuencia 
de tal abuso hace necesaria esta disposición especial. 

No se permitirán enganches ó levas para atacar á 
otra Nación ó turbar la paz interior, y los asilados polí- 
ticos serán internados á solicitud del gobierno extranjero- 
respectivo. 

No habrá bienes de manos muertas, ni fundaciones á 
perpetuidad, ni mayorazgos ó vinculaciones que acu- 
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mulen arlificialmente la propiedad inmueble ó la 
retiren de la libre circulación; y será siempre ésta divi- 
sible según la voluntad del propietario y trasmisible á 
los herederos conforme al derecho común. 

Las comuniones y entidades religiosas no pueden 
adquirir otros bienes raíces que los que apliquen inme- 
diatamente al objeto de su institución y harán los 
gastos del sostenimiento del culto con los suministros 
voluntarios de los fieles y congregaciones. 

Nc^e restablecerán las órdenes monásticas suprimidas, 
ni se establecerán otras nuevas; pero los individuos 
podrán asociarse privadamente con un objeto religioso 
sin constituir una entidad con derechos legales. 

No se podrá detener el curso de la justicia, ni el pro- 
cedimiento de los tribunales y juzgados, excepto el caso 
de amnistía ó indulto. 

Ningún funcionario públicopodrá ejecutar funciones 
ó autoridad que claramente no se le hayan conferido. 

El objeto de algunas de estas prohibiciones absolutas 
es congruente con la índole de la democracia y el de 
otras es favorecer el bienestar y la prosperidad general ; 
disponen que se respeten los contratos, como un prin- 
cipio inexcusable de probidad; impiden que se grave la 
exportación de frutos nacionales, para que estos frutos 
puedan competir ventajosamente con otros de igual clase 
en los mercados extranjeros ; prescriben que no se grave 
con altos impuestos la importación extranjera de artícu- 
losde primera necesidad, ni la de máquinas, herramientas 
y materias primas necesarias á la agricultura y á la indus- 
tria para mejorarla condición material del pueblo y esti- 
mular lasnacientesmanufacturasnacionales;condenanlos 
enganches ó levas y mandan internar los asilados políticos 
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en obsequio de la paz interior y de la paz internacional ; 
hacen imposible la concentración de la propiedad in- 
mueble en una clase de la sociedad, porque la acu 
mulación artificial de la riqueza es el fundamento de la 
aristocracia; rehusan á las comuniones religiosas la 
capacidad para adquirir otras fincas raices que las que 
se apliquen directamente á fines piadosos, porque los 
bienes de estas entidades no se dividen, como las fortunas 
privadas, por las sucesiones testamentarias ó intestadas; 
deniegan la imposición de contribuciones para el soste- 
nimiento de los cultos, porque el sentimiento religioso 
es más poderoso en la sociedad que el sentimiento 
político y aquel basta, por sí solo, para atender á las 
necesidades de la Iglesia y conservar su esplendor; no 
acceden á la restauración de las órdenes monásticas, 
porque las comuniones piadosas pueden tomar otra 
forma, bien sea consagrándose á la enseñanza, á la 
caridad ó á la beneficencia, que corresponda á una nece- 
sidad social; no permiten que se detenga el curso de la 
justicia, ni los trámites judiciales, porque la suspensión 
de uno de los poderes públicos, en cualesquiera circuns- 
tancia, es un acto de despotismo; y mandan que los 
funcionarios del Gobierno no ejerzan funciones que no 
se les han atribuido, para que no abusen de la autoridad. 

En cuanto á la enajenación de los terrenos baldíos 
de la Nación so dispone que éstos sean reversibles al 
cabo de cincuenta años, si no se hubiese cultivado en 
ese tiempo la mitad de la superficie adjudicada, para 
evitar que se acumulen en pocas manos, y, porque la 
apropiación de la tierra no se justifica sino por el trabajo 
incrustado en ella. 

Las prohibiciones generales ó especiales que hemos 



_ DOCTRINA CONSTITUCIONAL Í9I 

mencionado se encuentran en diferentes constituciones 
políticas de países que han adoptado el sistema de 
gobierno federal. Señalamos en seguida la fuente de 
que proceden algunas de las más interesantes. 
Los Estados Unidos : 

Art. 1.0 Sección novena. 5. No se impondrá conlribución ni 
derecho alguno sobre los artículos que se exporten de cualquier 
Estado. En ningún reglamento fiscal ó de comercio se dará 
preferencia alguna á los puertos de un Estado sobre los de otro; 
tampoco se obligará k buque alguno que venga con rumbo á un 
Estado ó que de él salga, á sufrir reconocimiento ó á pagar derechos. 

Sección décima. 1. Ningún Estado podrá hacer tratador, alianza 
ó confederación ; dar patentes de corso y represalias ; acuñar mo- 
neda ; emitir billetes de crédito ; hacer válida para el pago de las 
deudas otra cosa que monedas de oro y plata ; aprobar ningún 
proyecto de ley para condenar sin forma de juicio, ni ninguna 
ley retroactiva, ni leyes que tiendan á anular los contratos; 
ni conceder ningún titulo de nobleza.... 3. Ningún Estado sin 
autorización del Congreso impondrá derecho alguno de tone- 
laje, ni tendrá en tiempo de paz tropas ni buaues de guerra, ni 
entrará en pactos ó convenios con otro Estado, ni con potencia 
alguna extranjera, ni se empeñará en guerra alguna como no 
esté ya invadido ó en tan inminente peligro que no admita 
dilación la defensa. 

Art. 4.^ Sección 4.a Los Estados Unidos garantizan á cada uno de 
los Estados de la Union la forma republicana de gobierno y los 
protegerán contra toda invasión y contra toda violencia domés- 
tica á solicitud de la legislatura, ó del poder ejecutivo, si aquélla 
no pudiere reunirse . 

En la Confederación helvética : 

Art. 5®. La Confederación garantiza á los Cantones su territorio 
y su soberanía en los límites fijados por el artículo 3*»., sus consti- 
tuciones, la libertad y los derechos del pueblo, los derechos cons- 
titucionales de los ciudadanos, asi como los derechos y las atri- 
buciones que el pueblo ha confiado á las autoridades. 

Art. 1^ Está prohibida toda alianza particular y todo tratado 
de índole política entre los Cantones. En cambio tienen éstos el 
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derecho de celebrar entre sí convenios sobre asuntos de legisla- 
ción, de administración ó de justicia; pero aun en este caso deben 
elevarlos al conocimiento de la autoridad federal, la cual, si estos 
convenios encierran alguna cosa contraria á la Confederación ó á. 
los derechos de los demás cantones, está autorizada para impedir 
su ejecución. 

Art. 16. En caso de trastornos interiores ó cuando el peligro 
proceda de otro cantón, el gobierno del cantón amenazado debe 
avisar inmediatamente al Consejo federal á fin de que pueda 
tomar las medidas necesarias en los limites de su competencia ó 
•convocar la Asamblea federal. Cuando el caso fuese urgente, está, 
el Gobierno autorizado, dando parte inmediatamente al Consejo fe- 
deral, á requerir el auxilio de los demás Estados confederados, 
que están obligados á prestárselo. Cuando el Gobierno no se halle 
en estado de pedir auxilio, puede la autoridad federal competente 
intervenir sin aquella condición y está obligada á hacerlo cuando 
los trastornos comprometan la seguridad de Suiza. 

Art. 17. En los casos mencionados en los artículos precedentes 
todo Cantón está obligado á conceder libre paso á las tropas y 
éstas serán colocadas inmediatamente bajo el mando federal. 

Art. 20. Las leyes sobre la organización del ejército emanan de la 
Confederación. La ejecución de las leyes militares en los Cantones 
debe hacerse por las autoridades cantonales dentro de los límites 
que se fijen por la legislación federal, bajo la vigilancia de la Con- 
federación. La instrucción militar en su conjunto pertenece á 
la Confederación y lo mismo sucede respecto del armamento. 

Art. 51. La orden de los jesuítas y las sociedades á ella afiliadas 
no podrán establecerse en ningún punto de Suiza y queda pro- 
hibido á sus miembros desempeñar cualquiera función en la Iglesia 
ó en las escuelas. Esta prohibición puede también extenderse, 
mediante un decreto fede ral, á o tras órdenes religiosas cuya acción 
sea peligrosa para el Estado ó turbe la paz entre las comuniones. 

Art. 52. Está prohibido fundar nuevos conventos ú órdenes reli- 
giosas y restablecer los que han sido suprimidos. 

Art. 62. Queda abolido el derecho sobre la exportación {jus de- 
tractus) en el interior de Suiza, así como el derecho de prelaciónde 
los ciudadanos de un cantón contra los de otros Estados confederados. 

Art. 53. El estado civil y los registros que con él se relacionan son 
de la competencia de las autoridades civiles. La Asamblea federal 
arreglarálo relativo á este punto mediante disposiciones ulteriores. 
También corresponde á las autoridades civiles el derecho de 
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disponer de los cementerios debiendo proveer á que toda persona 
que fallezca sea enterrada decentemente. 

En la República de Méjico : 

Art. i 10. Los Estados pueden arreglar entre sí, por convenios 
amistosos y sus respectivos limites ; pero no se llevarán á efecto 
esos arreglos sin la aprobación del Congreso de la Unión. 

Art. 11 J. Los Estados no pueden en ningún caso : 

1.0 Celebrar alianza, tratado ó coalición con otro Estado, ni 
con potencias extranjeras ; 

2.^ Expedir patentes de corso, ni de represalias ; 

3.^ Acuñar moneda, emitir papel moneda, ni papel sellado. 

Art. 112. Tampoco pueden sin consentimiento del congreso de la 
Unión : 

1.0 Establecer derechos de tonelaje, ni otro alguno de puerto; 
ni imponer contribuciones ó derechos sobre importaciones ó 
exportaciones ; 

2.0 Tener en ningún tiempo tropa permanente, ni buques de 
guerra; 

3.0 Hacer la guerra por si á £dguna potencia extranjera. Excep- 
túanse los casos de invasión ó de peligro tan inminente que no 
admita demora. En estos casos darán cuenta inmediatamente al 
Presidente de la República. 

Art. 116. Los poderes de la Unión tienen el deber de proteger 
á los Estados contra toda invasión ó violencia exterior. En caso de 
sublevación ó trastorno interior, les prestarán igual protección, 
siempre que sean excitados por la legislatura del Estado ó por su 
Ejecutivo, si aquélla no estuviere reunida. 

Art. 27. Ninguna corporación civil ó eclesiástica, cualquiera que 
sea sil carácter, denominación ü objeto tendrá capacidad legal para 
adquirir en propiedad ó administrar por si bienes raices, con 
excepción de los edificios destinados inmediata y directamente 
al servicio ú objeto de la institución. 

Art, 5.<> Reforma de 1873. Nadie puede ser obligado á prestar 
trabajos personales sin la justa retribución y sin su pleno consenti- 
miento. El Estado no puede permitir que se lleve á efecto ningún 
contrato, pacto ó convenio que tenga por objeto el menoscabo, 
la pérdida ó el irrevocable sacrificio de la libertad del hombre, ya 
sea por causa de trabajo, de educación ó de voto religioso. La ley, 
en consecuencia, no reconoce órdenes monásticas, ni puede per- 
mitir su establecimiento, cualquiera que sea la denominación 
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ú objeto con que pretendan erigirse. Tampoco puede admitir 
convenio en que el hombre pacte su proscripción ó destierro. 

En la República Argentina : 

Las Provincias no ejercen el poder delegado á la Nación. No 
piieden celebrar tratados parciales de carácter político ; ni expedir 
leyes sobre comercio ó navegación interior ó exterior : ni establecer 
aduanas provinciales; ni acuñar moneda ; ni establecer Bancos con 
facultad de emitir billetes sin autorización del Congreso federal ; 
ni dictar los códigos civil, comercial, penal y de minería después 
que el Congreso los haya sancionado ; ni dictar especialmente 
leyes sobre ciudadanía y naturalización, bancarrotas, falsiflcación 
de moneda ó documentos del Estado ; ni establecer derechos de 
tonelaje; ni armar buques de guerra ó levantar ejércitos salvo el 
caso de invasión exterior ó de un peligro tan inminente que no 
admita dilación, dando cuenta al gobierno federal ; ni nombrar ó 
recibir agentes extranjeros, ni admitir nuevas órdenes religiosas. 

Art. 6. El gobierno federal interviene en el territorio de las Pro- 
vincias para garantir la forma republicana de gobierno ó repeler 
invasionesexteriores ; y á requisición de sus autoridades constituidas, 
para sostenerlas ó restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la 
sedición ó por invasión de otra Provincia. 

Art. 11. Los artículos de producción ó fabricación nacional ó 
extranjera, así como los ganados de toda especie, que pasen por 
el territorio de una Provincia á otra, serán libres de los derechos 
llamados de tránsito y lo serán también los carruajes, buques ó 
bestias en que se trasporten; y ninguno otro derecho podrá im- 
ponérseles en adelante, cualquiera que sea su denominación, por 
el hecho de transitar el territorio. 

En cuanto á las facultades que se reserva el Gobierno 
general están de acuerdo todas las constituciones fede- 
rales, exceptuando á Colombia y Venezuela, respecto á 
la conservación del orden público , y á los Estados 
Unidos, Méjico, Suiza y Colombia en cuanto á la uni- 
dad de legislación sustantiva , aunque en los tres pri- 
meros de estos países, se reservó el Gobierno general 
una parte de ella más ó menos grande. Respecto de las 
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elecciones populares^ todas las constituciones federales 
han reconocido y determinado el derecho electoral. 
Algunas, como las de la Argentina y Méjico, disponen 
que las elecciones nacionales se hagan según leyes 
federales : sólo Colombia dejó el sufragio entregado á 
la discreción de los Estados por la Constitución de J863. 
Ninguna de ellas ha consagrado como canon constitu- 
cional la representación de todos los partidos en el 
ejercicio del poder público. En el proyecto de Constitu- 
ción para la República federal española de los diputados 
Díaz Quintero y Cala, contrapuesto al proyecto de Emilio 
Castelar, el tribuno elocuentísimo, se enunció ese prin- 
cipio democrático disponiendo que, « el modo de sufragio 
permitiera siempre representación á las minorías; » 
pero no se establecían en ese proyecto las bases de nin- 
gún sistema electoral que diera ese resultado. Entre 
todas las constituciones políticas, sean centrales ó fede- 
rales, se distingue la de Suiza por la supresión completa 
del poder unipersonal. Uniendo el principio funda- 
mental de esta Constitución, que es el ejercicio de los 
poderes públicospor corporaciones, á la idea democrática 
que da representación á todos los partidos, hemos for- 
mado el eje de nuestro sistema de gobierno, obligatorio 
para la Nación y para los Estados federales en que eirla 
se divide. 

CAPÍTULO VII 

CONSTITUCIÓN Y EQUILIBRIO DE LOS PODERES PÚBLICOS 

Los poderes públicos se constituyen por medio del 
sufragio popular directo ó indirecto; pero no basta 
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consignar este principio abslracto en la Constitución 
para que tenga cumplimiento, como no basta disponer 
en ella que el gobierno sea electivo j democrático , 
alternativo, y responsable para que lo sea realmente. 
Es necessario, además, reconocer el sufragio, determi- 
nar su extensión mínima y declararlo de obligatorio 
ejercicio ; señalar los sistemas electorales que dan repre- 
sentación á todos los partidos y permitir que en las 
elecciones, sean nacionales ó de los Estados, se empleen 
cualesquiera otros procedimientos que produzcan ese 
resultado ; atribuir á corporaciones de origen popular 
Ja formación y la verificación de los escrutinios; esta- 
blecer eficazmente la responsabilidad de los funciona- 
rios públicos ; estatuir un equilibro estable entre todos 
los poderes que ejercen el gobierno ; y consagrar, 
en la cúpula de las instituciones, como altar que nin- 
guna mano se atreva á profanar, la inviolabilidad de 
los depositarios de la soberanía, relevando al pueblo 
de la obdiencia, en el caso de traición, é imponiéndoles 
á todos los funcionarios y á la fuerza pública el deber 
de restaurar las leyes ultrajadas. 

Residiendo en el pueblo la soberanía, ó sea la facultad 
de constituir el gobierno, cada uno de los individuos 
que componen aquél, tiene derecho de contribuir con 
su voto á ese objeto en las elecciones. No basta, sin 
embargo, la existencia de este derecho en estado latente 
para que él pueda ser ejercido por todos los miembros 
de la comunidad : se necesita una capacidad indivi- 
dual correspondiente á la naturaleza especial de ese 
derecho y proporcionada al deber que implica. La 
posesión de los rudimentos fundamentales del saber 
humano, la lectura y la escritura, puede aceptarse como 
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un indicio suficiente de esa capacidad, á falta de otro 
menos inseguro. 

« Miro como totalmente inadmisible, dice StuartMill, que una 
persona participe del sufragio sin saber leer y escribir. La justicia 
exige, au)\ cuando el sufragio no dependa de eslo, que los medios 
de adquirir este saber elemental puedan hallarse al alcance de 
todos, sea gratuitamente, sea á un precio que puedan pagar los 
individuos más pobres, aun aquellos que apenas ganan el pan. Si 
fuese asi realmente no se pensaría más en dar el sufragio á un 
hombre que no sepa leer que á un niño que no .sabe hablar, y no 
seria la socieda'd quien lo excluiría sino su propia pereza. La enseñanza 
universal debe preceder al sufragio universal. Solamente un hombre 
en quien una teoría irreflexiva ha hecho callar el sentido común, 
puede sostener que se deberla conceder el poder sobre otro, el 
poder sobre toda la comunidad, á gentes que no han adquirido 
las condiciones más ordinarias, más esenciales, para cuidar de si 
mismos y para dirigir sus propios intereses. » 

La posesión de cierto capital ó renta no puede acep- 
tarse como indicio suficiente de la capacidad individual 
necesaria para ejercer el sufragio, porque ella no de- 
muestra sino bienestar material; y si bien es cierto que 
la educación sigue casi siempre ó acompaña á la 
riqueza, como aquella comienza por el aprendizaje de la 
lectura y la escritura, será siempre éste el indicio nece- 
sario de la capacidad individual, el cual, por otra parte, 
se comprueba más fácilmente. 

Decimos que el sufragio es un derecho especial, 
porque no puede equipararse á los derechos indivi- 
duales, como el dominio del propietario sobre sus bienes, 
puesto que aquél se ha de ejerceiv siempre en beneficio 
de la comunidad, y éste puede dispoi^r de su propiedad 
en su exclusivo provecho. El sufragio es un derecho 
colectivo que el elector ejerce no sólo en nombre propio, 
sino en nombre de los demás asociados que carecen de 
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capacidad para ejercerlo. Por este motivo se considera* 
como una función pública de obligatorio desempeño 
que, como todas las funciones de esa especie, se ha de 
ejercer honradamente por el bien común. 

« El sufragio no es un derecho, dice Stuart Mili, que el individuo 
tiene para sí, sino un cargo publico que el ciudadano ejerce en 
beneficio de la comunidad. De cualquier modo que se defina ó 
comprenda la idea de un derecho, nadie puede tenerlo al poder 
sobre otra persona. Siempre que se permite á un hombre poseer 
semejante poder, él es un cargo ó función piiblica en el sentido 
propio de esta frase ; y el ejercicio de toda función política sea 
como elector ó como elegido, confiere poder sobre otro. Los que 
afirman que el sufragio no es un cargo, sino un derecho, segura- 
mente no han examinado las consecuencias á que conduce su 
doctrina. Si el sufragio es un derecho, si pertenece al votante 
para sí mismo, ¿cómo vituperarlo porque lo vende ó porque lo 
emplea de modo que sea bien acogido por una persona á quien 
quiere agradar por algún motivo interesado ? Á nadie se exige 
que consulte el interés público en el uso que hace de su casa ó de 
su renta de 3 por 100 ó de aquello de que es dueño. La verdad 
es que el elector debe poseer el sufragio, entre otros motivos, para 
protegerse á sí mismo contra un mal tratamiento de que debe 
igualmente proteger á sus conciudadanos en cuanto dependa de 
su voto ; y su voto no es una cosa abandonada al capricho : sus 
deseos personales nada tienen que ver con él más que con el vere- 
dicto de un jurado : es un asunto obligatorio y tiene el deber de 
votar, consultando el bien público, según su opinión más ilustrada 
y más concienzuda. Cualquiera que se forme otra idea del su- 
fragio es incapaz de poseerlo : su espíritu no es por él elevado 
sino pervertido : en lugar de abrir su corazón á un noble patrio- 
tismo, despierta en él la disposición á servirse de una función 
pública según su interés, su gusto ó su capricho, y estos son; 
aunque en más pequeña escala, los sentimientos de un déspota 
ó de un opresor. » 

Siendo el sufragio un derecho colectivo de obligatorio 
desempeño debe haber una sanción para cuando no se 
ejerza sin justa causa. Esta sanción no puede ser otra 
que una pena correccional, como multa, detención ó 
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arresto, aplicada sumariamente por el fuacionario 
público que la ley determine; y el conocimiento de los 
electores que no han sufragado, se obtiene por la com- 
paración con el censo electoral de los títulos de elector 
que los jurados remiten á la municipalidad después de 
cada elección. Haciéndose las elecciones populares por 
distritos y subdividiéndose éstos cuando son de muy 
crecida población, serán siempre poco numerosos los 
electores en cada uno de ellos y fácil castigar correc- 
cionalmente á los que no cumplan con el deber de 
sufragar, así como será hacedero para éstos comprobar 
la excusa legal que presenten . Entre las penas correc- 
cionales es preferible la multa, porque su producto 
pecuniario puede aplicarse á un objeto benéfico como 
la caridad, la instrucción pública ó las mejoras mate- 
riales internas del distrito. Pero la experiencia demos- 
trará que bastan la eficacia del sufragio y la amenaza de 
una sanción para que los electores sufraguen volun- 
taria y patrióticamente. 

Cuando el sufragio no es prácticamente libre y eficaz, 
como sucede hoy en Colombia, y como ha sucedido 
siempre, más ó menos, en todos los países, los ciuda- 
danos tienen repugnancia de ejercerlo y se retraen ó se 
ocultan el día de las elecciones, convencidos déla esteri- 
lidad de sus esfuerzos ó para evitar los altercados y 
molestias de la lucha. Siendo libre el sufragio ; haciéndolo 
eficaz, porque cada voto tiene un valor propio y 
contribuye á la elección de un candidato ; conserván- 
dole su fecundidad, porque el escrutinio se encarga á 
corporaciones en cuyo seno las opiniones contrarias se 
fiscalizan recíprocamente ; asignándole como resultado 
infalible la expresión de la voluntad popular, porque no 
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manifiesta la voluntad de un partido sino la de todos 
los partidos ; y fraccionando la recolección de votos para 
que ésta se haga, no en colegios ó asambleas electo- 
rales, sino por jurados ó comisiones especiales en cada 
distrito para pequeños grupos de electores, puede 
tenerse confianza en que los ciudadanos, sintiéndose, 
por decirlo asi, dignificados, conocerán su propia fuerza 
y ejercerán ufanos el sufragio, porque él es el funda- 
mento del gobierno y pone en sus manos los futuros 
destinos nacionales. 

« Es una excelente disposición de las leyes araericanas, dice 
Grimk, que las elecciones se hagan en los distritos parroquiales. 
Esto contribuye efícazmente á quebrantar la fuerza del espíritu de 
partido. En la Gran Bretaña se haimitado recientemente este plan: 
Antes se hacían las elecciones en un solo lugar y ahora se 
hacen en diferentes lugares. En Francia también se ha adoptado 
un arreglo semejante : en vez de hacerse las elecciones por depar-^ 
tamentos, se efectúan en la mas pequeña sub<livi3ión de los 
cantones. El plan británico y el francés son todavía imperfectos. El 
americano es acabado y va directamente á su objeto. En Europa 
se trata de disminuir el número de electores, en vez de multi- 
plicar los lugares de elección. En América las votaciones se cierran 
generalmente en un día y nada es más digno de notarse que 
la calma universal que sucede á ellas. Puede decirse que en 
América las elecciones ofrecen el extraordinario espectáculo 
de una excitación prodigiosa en medio de la más profunda 
tranquilidad. » 

Tanto en las elecciones nacionales como en las de 
cada Estado se observarán los sistemas electorales que la 
Constitución determina, porque dan representación á 
todos los partidos, ó cualesquiera otros que produzcan 
el mismo resultado. Las elecciones nacionales se harán 
según las leyes federales, y las de los Estados, según 
las leyes propias de éstos, para evitar que en la forma- 
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ción de estas dos clases de gobierno, la influencia de lí 

uno de ellos conculque la voluntad popular. / 

Se nos puede objetar, respecto de los Estados, que 
así como cada individuo es el mejor juez de sus inte- 
reses, lo mismo sucede con los pueblos, y que sería más 
conforme con la índole republicana dejar á los Estados í, 

en plena libertad de constituir su gobierno como á bien ^ 

tuvieran, haciendo sus elecciones sin conformarse á j 

una pauta constitucional. ^ | 

Á esta objeción contestamos que tal principio no es 
exacto sino cuando los individuos ó los pueblos son 
propiamente dueños de sus destinos; pero cuando 
aquéllos son esclavos ó cuando éstos están sometidos al 
despotismo ó á la oligarquía, la libertad que se invoca 
es la que tiene el lobo para devorar al cordero. Con el 
mismo argumento podrían defenderse en los Estados 
la aristocracia ó la monarquía. Precisamente para que 
sean libres, la Constitución nacional empieza por romper 
sus ligaduras, y, compeliendo á sus mandatarios á con- 
formarse con la voluntad popular, hace á los pueblos 
arbitros de su suerte. 

Como una demostración perentoria de que es necesario 
proteger la voluntad popular contra la influencia perni- 
ciosa de la oligarquía, citamos el nobilísimo ejemplo 
del Estado del Tolima, único en nuestra historia 
nacional. La Asamblea de este Estado adoptó el sistema 

electoral del voto incompleto en la elección de diputados, 

t. 

aunque de un modo imperfecto, disponiendo que los 
electores votaran por las dos terceres partes de los dipu- 
tados que corr.espondían á cada departamento. Compo- 
niéndose la Asamblea de veinte y cuatro miembros, el 
partido que se hallaba fuera del gobierno, estuvo siem- 
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pre representado en ella por ocho diputados. Los efectos 
de esta participación de ambos partidos en el poder 
legislativo fueron benéficos y evidentes : la mayoría se 
mantuvo compacta y no hubo en ocho años ninguna 
insurrección popular, aun cuando el partido vencido, 
que consideramos en este caso como minoría, era del 
mismo color político del que dominaba en la Nación y 
tenía dos vecinos poderosos de la misma comunidad que 
fácilmente podían auxiliarlo para subvertir el orden 
público y allegar el poder. El gobierno del Tolima no 
cayó sino cuando una borrasca general, en 1876, pro- 
vocada por otro Estado, llevó á él las armas naciona- 
les. No pudo, sin embargo, el Tolima aplicar el sistema 
del voto incompleto á la elección de representantes y 
de senadores, porque no haciendo lo mismo los demás 
Estados, el partido que en aquel gobernaba, disminuía 
su influencia en el Congreso nacional ; y el ejemplo que 
dio, aunque justificado por admirables resultados, no 
tuvo imitadores en los demás Estados, dominados por 
oligarquías de diferentes partidos ó parcialidades polí- 
ticas. Si la voluntad popular no necesitara ser protegida 
por las instituciones, si entre ella y la realización de los 
más provechosos fines sociales no se interpusieran, 
como barreras infranqueables, los gobiernos oligárqui- 
cos, ese republicano ejemplo habría fecundado la política 
en todo el territorio patrio y sería hoy, aceptado espon- 
táneamente, la ley uniforme que rigiera la formación 
del gobierno en los Estados y en la Nación. 

No sucediendo aquéllo es indispensable consagrar en 
la Constilución nacional los sistemas electorales en que 
se han de fundir, como en un molde democrático, todos 
los gobiernos para que en ellos queden representados 
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los partidos, según hemos dicho antes, en las corpo- 
raciones que ejercen los poderes públicos, desde las 
municipalidades de distrito hasta el Congreso nacional. 

La representación simultánea de todos los partidos 
políticos en el gobierno, que hemos presentado como la 
realización de la verdadera democracia, tiene en sí misma 
otra ventaja excelsa: que ella es el supremo regulador 
intrínseco del ejercicio de los poderes públicos, como 
el pensamiento humano, libremente manifestado por 
la palabra y por la imprenta, es el supremo regulador ex- 
terno. Encarados los partidos, oyendo recíprocamente 
sus razones, contrabalanceados por sus opuestas 
influencias y por sus contrarias aspiraciones, comba- 
tiéndose y ñscalizándose mutuamente, ninguno délos po- 
deres públicos traspasad límite de sus facultades, ni em- 
plea su autoridad, ni su prestigio sino para cumplir 
lealmente las leyes, para procurar el bien común ; y 
nunca poniéndolos al servicio de planes proditorios ó 
liberticidas. 

El poder legislativo nacional se ejerce por el Congreso 
compuesto de una cámara de representantes y otra de 
senadores. La división del Congreso en dos cámaras, 
además de hacer más reflexiva y madura la discusión 
de las leyes, es congruente con la democracia, porque 
impide el absolutismo de la mayoría y establece equili- 
brio en el ejercicio de este poder. 

» 

« Doy poca importancia, dice Stuart Mili, al argumento que se 
presenta más frecuentemente en favor de las dos cámaras, de que 
ellas son un medio de impedir la precipitación con ulteriores deli- 
beraciones, porque sería preciso que una asamblea estuviese muy 
mal constituida para que las formalidades sobre la expedición de 
las leyes, no prescribieran siempre más de dos debates. La consi- 
deración que encuentro más fuerte en favor de las dos cámaras, es 
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el mal efecto que produce en el ánimo de lodo el que posee 
el poder, sea un individuo ó sea una «isamblea, el convencimiento 
de que no hay sino él á quien consultar. Interesa sobremanera que 
ninguna asamblea de hombres pueda, ni temporalmente, hacer 
prevalecer su voluntad sin pedir el consentimiento de otra persona. 
La mayoría en una asamblea única, cuando ésta toma un carácter 
permanente, si se halla compuesta de unas mismas personas que 
obran habitualmente juntas y están seguras de la victoria, 
liega fácilmente á ser despótica y presuntuosa, tan luego como se 
ve libre de la necesidad de exammar si sus actos serán aprobados 
por otra autoridad constituida. Es de desearse que haya dos 
cámaras por la misma razón que aconsejaba á los romanos 
el nombramiento de dos cónsules para que ni el uno ni el 
otro pudiese estar expuesto á la inQuencia corruptora del poder 
absoluto, ni durante el corto espacio de un año. La cualidad más 
indispensable en el manejo de los asuntos públicos y especialmente 
en la dirección de las instituciones libres, es la conciliación, 
la prontitud en transigir, el tacto en hacer concesiones á ios 
adversarios y la prudente cautela para que las buenas medidas 
ofendan lo menos que sea posible á las personas de opinión 
opuesta; y ceder de un lado, exigir del otro, como se hace entre 
dos Cámaras, es una escuela permanente de esta saludable 
costumbre. » 



El Senado se compone de cuatro senadores por cada 
Estado y tres por el Distrito federal. Los primeros son 
elegidos por las asambleas legislativas y los segundos 
por la municipalidad. En esta elección las corporaciones 
respectivas procederán conforme al método del voto 
incompleto ó al del cociente electoral ó conforme á 
cualqueira otro método que la ley nacional determine, el 
cual ha de dar siempre representación á la minoría. 

La Cámara de Representantes se compone de los 
diputados correspondientes á los Estados y al Distrito 
federal, en la proporción de un diputado por cada 
cuarenta mil habitantes ó por un residuo que no baje 
de veinte mil, y de los que correspondan al Territorio 
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federal en la proporción de uno por cada veinte mil al 
más ó por un residuo que no baja de diez mil. Se 
aumenta la base de representación en el Territorio 
federal, porque no se le reconoce derecho de nombrar 
senadores. La elección de diputados se hace conforme 
á los métodos constitucionales ó conforme á cualquiera 
otro, determinado por la ley federal, y que dé represen- 
tación á' todos los partidos. Si la ley prefiere el método 
de los municipios unitarios se divide el territorio de 
cada Estado en tantos círculos electorales, de igual 
población y territorio continuo, cuantos son los diputa- 
dos ; en cada uno de ellos votan los electores por un 
candidato y se declara elegido al que obtenga la mayo- 
ría relativa. Si prefiere el método del voto incompleto ó 
el del cociente electoral, todo el territorio del Estado 
forma un solo círculo electoral : en el primer supuesto 
votan los electores por la mayoría absoluta de los dipu- 
tados y se declaran elegidos los candidatos que obtengan 
más votos hasta completar el número total de aquellos ; 
y en el segundo supuesto, votan por el número completo 
de candidatos y se hace el escrutinio, según el cociente 
electoral, como antes hemos explicado. El escrutinio de 
la elección se hace siempre por la comisión legislativa 
del Estado y se verifica, llegado el caso, por la Comi- 
sión legislativa nacional. De un modo análogo se 
procede en la elección de diputados por el Distrito y por 
el Territorio federales. 

Los senadores y representantes no tienen suplentes. 
Las faltas absolutas de unos y otros, y no las acciden- 
tales, se llenan por senadores ó diputados interinos 
nombrados por la respectiva Asamblea legislativa ó 
municipalidad cuando la cámara corespondiente exija 
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el noTubramienlo. Para que la supresión de los suplentes, 
que tantos inconvenientes aparejan, no sea susceptible 
de objeción, hemos aumentado el personal de ambas 
cámaras. 

El Senado conoce, como jurado, de las causas ente* 
ramente políticas contra los miembros del poder 
ejecutivo por desacertada dirección de la política 
nacional ó por mala administración de los intereses 
públicos, mediante acusación de la Cámara de Repre- 
sentantes. Tanto la acusación, como la sentencia, deben 
ser aprobadas por las dos terceras partes de votos de 
las respectivas cámaras, y el acusado no sufrirá otra 
pena que la suspensión, la destitución ó la inhabilitación 
para ejercer empleos públicos nacionales. De los hechos 
erigidos en delito común ó de responsabilidad conoce 
la Corte Suprema. 

Hemos seguido en este punto la idea norte- americana 
que es la misma de la argentina, porque cuando se 
atribuye al Senado el conocimiento de los delitos de 
responsabilidad cometidos por el poder ejecutivo, se 
consagra la impunidad. El espíritu de partido hace 
siempre ilusoria la responsabilidad de los altos funcio- 
narios, en términos que la historia nacional solamente 
registra dos juicios seguidos ante el Senado contra dos 
presidentes que habían sido antes vencidos y depuestos 
por las armas. Ante la Corte Suprema la responsabili- 
dad de los delincuentes sqrá siempre eficaz y el Congreso 
se reserva solamente la alta dirección política. 

En los Estados Unidos : 

Art. 1.0 Sección 3». El Senado tendrá exclusivamente el derecho 
de juzgar todos los casos de acusación pública. Guando se reúna 
con esto objeto, lo hará sobre juramento ó afirmación. Cjxecñáo se 
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juzgue al Presidente de los Estados Unidos presidirá el Justicia 
Mayor; y nadie podrá ser declarado convicto sino por el voto de 
las dos terceras partes de los miembros presentes. Las sentencias 
en caso de acusación pública no excederán de la privación del 
empleo é inhabilitación para poder obtener y gozar ninguno otro 
honorífico, de responsabilid ó productivo, de los Estados Unidos; 
pero la parte convicta quedará sin embargo sujeta á ser acusada, 
juzgada, sentenciada y castigada con arreglo á la ley. 

En la República Arg-entina : 

Art. 51. Al Senado corresponde juzgar en juicio público á los 
acusados por la Cámara de Diputados, debiendo sus miembros 
prestar juramento para este acto. Cuando el acusado sea el 
Presidente de la Nación; el Senado será, presidido por el presi- 
dente de la Corte SupreíAa. Ninguno será declarado culpable sino 
por la mayoría de los dos tercios de los miembros presentes. 

Art. 52. Su fallo no tendrá más efecto que destituir al acusado 
y aun declararle incapaz de ocupar ningún empleo de honor, de 
confianza ó á sueldo de la Nación. Pero la parte condenada que- 
derá no obstante sujeta á acusación, juicio y castigo conforme á 
las leyes ante los tribunales ordinarios. 

Sobre este mismo punto se expresa nuestro compa- 
triota Arosemena en los siguientes términos : 

« Ante la Convención de Rionegro manifestamos que la atribu- 
ción para juzgar al Presidente y sus ministros por delitos oficiales 
y conforme á las leyes, es propia de los tribunales ordinarios, y 
no de una corporación como el Senado, que carece de todos los 
requisitos propios de un tribunal de derecho. La experiencia no 
ha tardado en poner de manifiesto que el Senado no puede juzgar, 
propiamente hablando : porque es irrespossable,y la irresponsabi- 
lidad no es admisible sino en las cuestiones de hecho, no en las 
de derecho; porque no es imparcial, puesto que las cuestiones 
que juzga se relacionan intimamente con la política general, de 
-que el Congreso es el alma ; porque es muy numeroso, lo que si 
le hace apto para las discusiones legislativas, le inutiliza para 
las judiciales, donde se requiere calma y ausencia de pasión, 
nunca posibles en grandes asambleas; y porque según su natural 
organización, no está llamado á conocer el derecho, sino á lo 
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sumo es apto pare fallar como jurado, sobre los hechos, dejando 
á oíros tribunales la aplicación de la ley penal. » 

Corresponde al Senado exclusivamente suspender á los 
miembros del poder ejecutivo cuando la Corte Suprema 
solicite la suspensión, con suficiente fundamento, para 
llamarles á juicio de responsabilidad ó para declarar 
con lugar á formación de causa contra ellos por delitos 
comunes ; aprobar el nombramiento que haga el Consejo 
federal dé agentes diplomáticos, cónsules generales, 
jefes militares y altos empleados de los departamentos 
administrativos ; aprobar las instrucciones para la 
celebración de tratados públicos ; hacer la regulación, 
previo el dictamen de la Corte Suprema, de los peajes 
que la Nación ó los Estados cobren por el servicio de vías 
navegables, puentos y caminos ; y anular las leyes de 
las asambleas legislativas y los decretos ejecutivos del 
consejo de gobierno de cada Estado, cuando sean contra- 
rios á la Constitución ó á las leyes nacionales, previo el 
dictamen favorable ó adverso de la Corte Suprema en 
cuanto á la suspensión de tales actos. 

Corresponde exclusivamente á la Cámara de Repre- 
sentantes la acusación de los miembros del poder 
ejecutivo por motivos políticos; la aprobación de la 
cuenta general del Presupuesto y del Tesoro ; la fiscali- 
zación superior de todos los funcionarios públicos 
nacionales ; y la elección del procurador general y sus 
suplentes. 

El Senado se renueva totalmente cada cuatro años y 
la Cámara de Representantes cada tres anos. Esta des- 
igual duración de cada una de las cámaras es otro 
medio de establecer equilibrio entre ellas, porque pro- 
.longándose el Senado por un año, además de conservar 
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en su seno la tradición legislativa del último período, 
sirve de contrapeso á la otra Cámara, cuyos miembros 
recientemente elegidos, traen las opiniones multiformes, 
la impetuosidad y las pasiones del pueblo; y con el 
objeto de hacer más firme ese equilibrio la elección 
de la primera de esas Cámaras se atribuye á las asam- 
bleas de los Estados, á quienes representa como enti- 
dades políticas, y la de la segunda, al voto directo de los 
electores, para que represente la voluntad popular. 

La Comisión legislativa nacional permanente se com- 
pone de tres senadores y tres representantes elegidos 
por la Cámara respectiva en una sola votación. Tendrá 
seis suplentes^ elegidos del mismo modo y numerados 
ordinalmente por mayoría absoluta. Su renovación se 
hará por mitades en el mismo tiempo que las Cámai'as 
respectivas. 

En Chile, con el nombre de Comisión conservadora ; 
en el Paraguay, con el de Comisión peimanente ; en el 
Perú, en Méjico y en Costarrica, existe la Comisión 
legislativa compuesta de miembros de las Cámaras ele- 
gidos por ellas, como un centinela de las libertades 
públicas quefiscalizaá todos los empleados del Gobierno 
durante el receso del Congreso, y con facultades más ó 
menos importantes. Pero no hemos encontrado en ella 
la función cardinal que le señala Stuart Mili, que 
es la preparación de todos los proyectos de ley para 
evitar la esterilidad de las corporaciones legislativas, 
las cuales son incapaces de hacer leyes armónicas, homo- 
géneas y concatenadas con el resto de la legislación, así 
como tienen sobresalientes aptitudes para la discusión 
y el examen. 

«Hacer leyes, dice este autor, es una obra que requiere,' más 
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que ninguna otra, no solamente espíritus experimentados y ejer- 
citados, sino también hombres formados para este oñcio por 
medio de estudios largos y laboriosos. Esta razón bastarla, 
aunque no hubiese otras, para que las leyes fuesen preparadas por 
una comisión compuesta de un número pequeño de personas. 
Otra razón no menos concluyente es que cada cláusula de la ley 
exige que se redacte con la percepción más exacta y más previ- 
sora de su efecto sobre todas las demás cláusulas, y que la ley, 
completada que sea, pueda fundirse y colocarse con propiedad en 
el conjunto de las leyes preexistentes. Imposible es que estas con- 
diciones puedan llenarse cuando las leyes son hechas y votadas 
cláusula por cláusula en una Asamblea de elementos diversos. )> 

Á la preparación de los proyectos de ley, hemos 
agregado nosotros la fiscalización de los funcionarios 
públicos, la formación ó verificación de fos escrutinios 
electorales y algunas otras interesantes atribuciones. 
Orresponde, pues, á la Comisión legislativa nacional 
redactar los códigos generales de la Nación; preparar 
los proyectos de ley que estime necesarios y los que 
le exigan el Consejo federal, la Corte Suprema ó el pro- 
curador general; revisar, como comisión de redacción, 
todos los proyectos de ley que hayan sido aprobados 
por las Cámaras; suspender, en receso del Senado, á j 

los miembros del poder ejecutivo, cuando la Corte 
Suprema solicite la suspensión con fundamento legal 
para llamarlos á juicio ; aprobar, en receso de la misma 
Cámara, los nombramientes de agentes diplomáticos, 
de jefes militares y de altos empleados de los departa- 
mentos administrativos y las instrucciones para celebrar 
tratados públicos ; fiscalizar, en receso de la Cámara 
de Representantes, á todos los funcionarios nacionales, 
requirir á los respectivos agentes del ministerio público 
para que les exijan la responsabilidad en que hayan 
incurrido y nombrar fiscales especiales con tal objeto 






DOCTRINA CONSTITUCIONAL 211 

cuando su requerimiento no fuere atendido; autorizar, 
en receso del Congreso, al poder ejecutivo para que 
permita el tránsito de tropas extranjeras por el territorio 
nacional ó la estación de buques de guerra en los 
puertos marítimos ; aprobar los contratos que el poder 
ejecutivo deba someter á su examen; convocar el Con- 
greso á sesiones extraordinarias cuando lo exija algún 
motivo de conveniencia pública ; nombrar interina- 
mente en receso del Congreso, consejeros federales, 
magistrados de la Corte Suprema y procurador general 
cuando los suplentes no ocurran á reemplazará los prin- 
cipales; hacer el escrutinio definitivo de los votos de 
las municipalidades de distrito para la elección de los 
consejeros federales; formar la lista de los individuos 
elegidos por las asambleas legislativas de los Estados 
para magistrado» de la Suprema Corte y comunicarla 
al Congreso para que se les dé posesión ; verificar el 
escrutinio hecho por la comisión legislativa, en cada 
Estado, déla elección de .representantes; verificar el es- 
crutinio hecho por la misma comisión de la elección de 
los poderes públicos de los Estados en los casos que 
determina la Constitución; formar cada diez años el 
censo electoral y el censo militar de la República con 
los datos que le trasmitan las municipalidades, y, cada 
veinte años, el censo general de la población de la 
República con los datos que le trasmitan los empleados 
creados para ese objeto por la ley federal; elegir su 
presidente y vicepresidente, nombrar los empleados 
subalternos que la ley le conceda y darse el reglamento 
interno de sus trabajos y deliberaciones. En el caso de 
que por el fraude se altere la mayoría de los votos de 
una elección puede ser ésta anulada por la Comisión 
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legislativa; y siempre que se descubra un fraude, dará 
cuenta á los agentes respectivos del ministerio público. 

Con este cúmulo de facultades la Comisión legislativa 
tiene una importancia política de primer orden, es un 
elemento de equilibrio entre los poderes públicos 
nacionales y ejerce las funciones de supremo juez para 
decidir, por medio del escrutinio, la validez y la verdad 
de las elecciones populares disputadas en la Nación y 
en los Estados. 

Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las 
Cámaras, se aprueban en tres debates en cada una de ellas, 
y pueden ser objetadas por el Consejo federal. Las obje- 
ciones son totales ó parciales. En el primer caso, si una 
de las Cámaras las aprueba, el proyecto objetado se sus- 
pende ; y si ambas Cámaras las declaran infundadas, el 
Consejo debe sancionarlo. En el segundo caso, cuando 
ambas Cámaras las declaran fundadas, el proyecto debe 
ser modificado en el sentido que ellas indican; y si una 
de las Cámaras las aprueba y la otra no, el proyecto 
objetado se suspende. 

El poder ejecutivo se ejerce por un Consejo federal 
compuesto de siete miembros que duran cuatro años y 
tiene un presidente y dos vicepresidentes elegidos de 
su seno por las cámaras legislativas reunidas en 
Congreso. La elección se hace en votaciones sucesivas 
por mayoría absoluta. El presidente del Consejo es el 
Presidente de la República y sus faltas temporales ó 
absolutas se llenan por el primero ó por el segundo vice- 
presidente y por los demás consejeros en el orden que 
determine la ley. Las faltas temporales ó absolutas de 
los consejeros se llenan por suplentes que el Congreso 
elige en número igual á los principales, en una sola 
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votación, sea por el método del voto incompleto ó por el 
del cociente electoral, y que numera ordinalmente, en 
votaciones sucesivas, por mayoría absoluta. Tendrá el 
Consejo un secretario elegido fuera de su seno y los 
empleados subalternos que la ley le señale. 

Todos los departamentos administrativos en que el 
Gobierno se divide, serán distribuidos por la ley en 
seis secretarías de estado, y cada una de ellas estará á 
cargo de un consejero, menos el presidente. La elección 
de los consejeros para el servicio de las secretarías, 
será becha por el Consejo, en votaciones sucesivas, por 
mayoría absoluta. 

El Consejo no puede tener sesión con menos de cuatro 
miembros, sus decisiones se toman siempre por 
mayoría absoluta de votos de los miembros presentes y 
se reúne todos los días pam deliberar, á menos que no 
haya asuntos piíblicos que exijan solución. 

La autoridad ejecutiva reside en el Consejo y se des- 
compone en las atribuciones correspondientes á la 
naturaleza de este poder, como dictarlos decretos sobre 
ejecución de las leyes; negociar y concluir los tratados 
públicos; celebrar los contratos de la competencia del 
Gobierno general; cuidar de la recaudación de las rentas 
y de su legal inversión; formar la cuenta general del 
presupuesto y del Tesoro y el presupuesto de rentas y 
gastos ; cuidar de que el Congreso se reúna ordina- 
riamento y convocarlo á sesiones extraordinarias ; conce- 
der cartas de naturalización y patentes que garanticen la 
propiedad literaria y la de inventos industriales; nombrar 
todos los empleados públicos cuando la Constitución ó la 
ley no hayan atribuido el nombramiento á otra autoridad, 
y removerlos libremente; declararla guerra, previa auto- 
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rización del Congreso, y celebrar la paz; organizaría 
milicia activa, la milicia disponible y la de reserva; 
llamar al servicio cuerpos organizados de la milicia 
disponible ó repartir contingente militar entre los 
Estados; impedir cualquiera agresión armada de un 
Estado de la República contra otro ó contra una 
nación extranjera ; proteger á los gobiernos legítimos 
de los Estados contra cualquiera violencia interior y 
contra cualquier ataque exterior; hacer cumplir las 
decisiones de la Corte Suprema sobre conflitos de 
autoridad en los Estados ó sobre competencia de ' 
facultades entre éstos y el Gobierno general; dictar las 
providencias convenientes para la conservación del 
orden público y de la paz interior en la Nación ; decidir 
el empleo de la fuerza pública nacional para reprimir los 
actos de rebelión contra el gobierno de cualquiera 
Estado ó contra el de la Nación; declarar el estado de 
guerra civil y el reconocimiento de los derechos de 
beligerante en los enemigos armados del Gobierno; 
ejercer las facultades especiales que la Constitución le 
concede al Gobierno general en caso de guerra y auto- 
rizar la ejecución de actos de hostilidad ó de gobierno 
con arreglo á esas facultades; expedir patentes de corso 
y de represalias; darse el reglamento de su régimen 
interno y desempeñar las demás funciones que la ley 
le señale. 

El Presidente de la República es el agente inmediato 
del Consejo federal y le incumbe representar á la 
Nación en su correspondencia con las demás naciones, 
recibir á los ministros públicos, reconocer á los cónsules, 
acreditar agentes diplomáticos y consulares ante los 
gobiernos extranjeros y mantener las relaciones exte- 
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rieres ; desempeñar las funciones de jefe superior de 
los ejércitos y de la marina nacional; ejercer la 
suprema dirección de las operaciones militares en 
tiempo de guerra ; hacer cumplir la Constitución y las 
leyes nacionales, los decretos ejecutivos y las resolu- 
ciones del Consejo federal ; acordar con cada uno de los 
secretarios de Estado los candidatos para empleos 
públicos que se han de proponer al Consejo federal; pre- 
sentar al Congreso^ en cada reunión ordinaria, un 
informe condensado sobre la administración pública 
con las memorias detalladas de los secretarios de 
Estado ; rendir á las cámaras legislativas y á otros 
altos empleados federales los informes que soliciten 
sobre asuntos del servicio público; darles posesión álos 
magistrados de la Corte Suprema, á los contadores de la 
Corte de Cuentas y á los demás empleados que no hayan 
de tomarla ante otra autoridad ; y desempeñar las demás 
funciones que la ley le señale y que por la Constitu- 
ción no correspondan colectivamente al Consejo federal. 
Todos los actos del Consejo deben ser autorizados 
por el presidente y por un secretario de Estado y los 
del Presidente, deben serlo también por un secretario, 
sin lo cual ni unos ni otros obligan á la obediencia. El 
Presidente incurre en responsabilidad legal cuando 
desobedece ó no hace cumplir los decretos y resoluciones 
del Consejo. Cualquiera desavenencia ó conflicto que 
ocurra entre él y el Consejo, será decidido por la Corte 
Suprema en sala de acuerdo. 

. La elección de los consejaros federales se hace por 
las municipalidades de distrito de toda la República por 
el método del voto incompleto, ó sea votando por cuatro 
candidatos para elegir los siete consejeros. £1 voto de 
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ciMla municipalidad vale por tantas unidades cuantos 
son los regidores que la componen para que sea 
proporcional á la población del distrito. Las municipa- 
lidades remiten una copia auténtica del acta de la vota- 
ción á la Comisión legislativa nacional y otra á la 
comisidn legislativa del Estado respectivo. La primera 
de estas corporaciones hace el escrutinio definitivo de 
la elección, computando, según las unidades que repre- 
senten, el voto de todas las municipalidades; y la 
segunda hace un escrutinio provisional de la misma 
elección en el Estado, sin otro objeto que el de ser 
publicado por la prensa para que cualquier ciudadano, 
con sólo sumar los escrutinios provisionales de los 
Estados, verifique y compruebe la exactitud del escru- 
tinio nacional. Imposible es encontrar un procedimiento 
más sencillo y que con mayor seguridad ponga en 
relieve la voluntad popular. 

Hemos aplicado la elección indirecta á la formación 
del Consejo federal, porque ella, en determinados casos, 
es superior á la elección directa, en cuanto permite una 
más acertada escogencia de candidatos. Prueba de ello 
es el Senado de los Estados Unidos, elegido por las 
asambleas de los Estados, y corporación sin rival, por 
eso mismo, en la historia de los parlamentos. Es prueba 
también de ello la elección de Presidente en el mismo 
país, hecha por medio de electores que el pueblo elige, 
aunque este método tiene el gran defecto de que los 
electores son elegidos con el único objeto de votar. En 
el procedimiento que noso.tros proponemos, se hace la 
elección por corporaciones permanentes, que representan 
k autonomía de los distritos y tienen varias funciones 
políticas y administrativas. De este modo se realiza el 
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concepto que Stuart Mili expresa en los siguienfet 
términos : 

« El caso en que una elección & dos grados obra bien en la prác- 
tica, es aquel en que los electores no son únicamente escogidos 
como electores, sino que tienen que llenar otras funciones impor- 
tantes, por lo cual dejan de ser elegidos únicamente como dele- 
gados para dar un voto particular. Una institución americana, el 
Senado de los Estados Unidos, ofrece un ejemplo de esta combi- 
nación de circunstancias. Se estima que esta asamblea, la cámara 
alta del Congreso, por decirlo así, no representa al pueblo directa- 
mente, sino á los Estados, y debe ser el guardián de los derechos 
soberanos á que no han renunciado. Gomo por la naturaleza de 
una federación, la soberanía interior de cada Estado es igual- 
mente sagrada, sean cuales fueren el tamaño y la importancia de 
éste, cada uno elige igual número de senadores, tanto el pequeño 
Delaware como el estado-imperio de Nueva York; y no se hace la 
elección por el pueblo, sino por las legislaturas de los Estados que 
son elegidas directamente por aquél. La tarea ordinaria de las 
asambleas resume la legislación interior y la fiscalización del 
poder ejecutivo, por lo cual, cuando el pueblo las elige se fija en 
estos objetos y considera como punto secundario la elección de 
senadores que ellas hacen. Por esto al nombrar los senadores, las 
asambleas ejercen casi siempre su propio juicio, salvo las consi- 
deraciones con la opinión pública que un gobierno democrático 
debe guardar. Las elecciones hechas de este modo han tenido el 
mejor éxito y son evidentemente las mejores elecciones de los Es- 
tados Unidos, porque llevan invariablemente al Senado los hombres 
más distinguidos entre los que se han hecho conocer en la vida 
pública. En vista de un ejemplo semejante no se puede afirmar 
que la elección popular indirecta no sea provechosa ; y aun me- 
diante ciertas circunstancias, es el sistema mejor que se puede 
adoptar. » 

Para el caso inverosímil de que la elección indirecta 
de consejeros federales hecha por las municipalidades 
no produzca satisfactorios resultados, la Constitución 
permite, después de ensayada aquélla en dos periodos 
consecutivos, que se haga por el voto directo de los 
electores y por Estados. En este caso los electores votan 
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según los métodos constitucionales que dan represen- 
tación á todos los partidos ; se hace un escrutinio 
primario por la comisión legislativa de cada Estado para 
obtener la lista de los consejeros elegidos por él, y se 
hace el escrutinio general y definitivo de los votos de los 
Estados por la Comisión legislativa nacional. 

La estructura que damos al poder ejecutivo demues- 
tra evidentemente la posibilidad de que sea ejercido por 
una corporación ; y la práctica de algunas repúblicas 
antiguas, que tuvieron triunviratos y cónsules, la de 
Suiza, durante el curso del presente siglo, y la de la 
Gran Bretaña, donde el gobierno ejecutivo reside en el 
ministerio, confirman experimentalmante esa posibilidad. 
La supresión del poder personal tropieza, sin embargo, 
con un obstáculo que parece insuperable : la costum- 
bre ; porque los pueblos de Hispano- América están habi- 
tuados á la autocracia de los presidentes y sus hombres 
públicos no conciben el gobierno sin un amo que 
distribuya los favores oficiales ; que sea el centro de 
todas las intrigas y el objeto de todas las ambiciones ; 
que marque el rumbo de la política y eleve á los aspi- 
rantes por medio de la adulación ; que procure modelar 
la sociedad, según sus propias ideas, y perpetúe, con tal 
objeto, en el poder á la parcialidad de que es jefe ; y 
que empeñe á los pueblos en continuas guerras, en las 
cuales los combatientes se sacrifican estérilmente, como 
los gladiadores romanos, por la ambición ó por la 
vanidad del que manda. Pero la acción corrosiva de las 
ideas democráticas es irresistible : ella ha demolido 
todos los baluartes del despotismo y acabará con la 
institución autoritaria de los presidentes, lepra que 
destruye la fuerza vital de la América, y que ha 
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llenado su historia, política durante medio siglo, con 
renovadas calamidades públicas y con pavorosos 
desastres. 

El poder judicial de la Nación se ejerce por el Senado, 
por la Corte Suprema, por los jueces de primera ins- 
tancia, por el tribunal superior del Distrito federal, por 
los arbitros y arbitradores constituidos según las leyes, 
por los consejos de guerra y por la Corte de Cuentas. 
Los jueces de primera instancia en los Estados son 
también jueces nacionales ; pero la ley federal podrá 
establecer jueces propios cuando lo crea conveniente. 

La Corte de Cuentas se compone de siete contadores 
que duran cinco años, elegidos por el Congreso en una 
sola votación por el método del voto incompleto ó por 
el del cociente electoral ; y tendrá siete suplentes ele- 
gidos del mismo modo y numerados ordinalmente por 
mayoría absoluta. La jurisdicción de esta Corte áe 
limita al examen y fenecimiento de las cuentas de todos 
los responsables del erario nacional, agentes y comi- 
sionados que por cualquier motivo manejen fondos 
públicos. Los juicios de cuentas terminan en ella sin 
apelación para ante ninguno otro tribunal. Los conta- 
dores duran cinco años, y, como todos los empleados 
del poder judicial, son inamovibles, no pueden set 
suspendidos sino por motivo criminal, ni depuestos 
sino en virtud de sentencia. La independencia de esta 
Corte, el numeroso personal que la compone y la pre* 
senci£i en su seno de hombres pertenecientes á distintas 
coniunidades políticas, son indispensables para que la 
fiscalización sobre la recaudación é inversión de los 
caudales públicos no sea menos honrada que severa, á 
fin de que el peculado, rarísimo en Colombia, cuando 
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snele aparecer, no se deslice ocultamente por entre los 
lidiadores de la arena política, ni se haga olvidar ó per- 
donar halagando el espíritu de partido. 

La jurisdicción de los consejos de guerra se limita, 
en tiempo de paz, á los delitos puramente militares y se 
extiende, en tiempo de guerra, á los delitos comunes 
cometidos por individuos de la fuerza pública que se halle 
en servicio activo. Les corresponde también el juzga- 
miento de los enemigos armados del Gobierno que hayan 
'ejecutado en campaña actos de hostilidad prohibidos 
por el Derecho de gentes. De los recursos de apelación 
que se concedan, según la ley, conocerá la Corte 
Suprema; y habrá siemprqlugará ese recurso contraías 
sentencias qué se pronuncien por delitos comunes ó por 
actos de hostilidad ilícita. La jurisdicción militar, en 
tiempo de paz, es necesaria para conservar la disciplina 
úel ejército, y la extensión que se le da, en tiempo de 
guerra, no lo es menos para regularizar las operaciones 
de ésta ; pero ^ueda sometida por apelación á la 
jurisdicción ordinaria de la Corte Suprema que co- 
rregirá los abusos, evitará las injusticias é impedirá los 
^ctos de espantosa crueldad á que tan marcada ten- 
dencia tienen los consejos de guerra. 

La Corte Suprema se compone de nueve magistrados 
<le los cuales elige uno la asamblea legislativa de cada 
Estado ; y tendrá nueve suplentes elegidos por el Con- 
greso, procediendo del mismo modo que en la elección 
de suplentes de los contadores. La duración de los 
magistrados es de cinco años, como la de los contadores, 
para que su renovación no coincida sino remo- 
tamente con la del poder ejecutivo. La ley dividirá la 
Corte en dos ó tres salas y cada una de ellas tendrá 
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jurisdicción plena en Jos asuntos que se le atribuyen. La& 
salas de la Corte reunidas formarán la sala de acuerdo, 
única que puede decidir los asuntos que la Constitución 
ó la ley le encargan especialmente. 

Corresponde á la Corte Suprema, en general, conocer 
de los delitos comunes y de responsabilidad de todos los 
altos empleados federales, de los agentes diplomáticos 
y consulares y de los principales empleados militares ; 
de las causas de responsabilidad de los funcionarios 
públicos de los Estados cuando proceden como agentes 
del Gobierno general ; de las causas civiles ó criminales 
que se sigan á los empleados diplomáticos de naciones 
extranjeras conforme al Derecho internacional; de los 
delitos cometidos en la persona de los senadores y 
representantes mientras gozan de inmunidad; de las 
causas en que se aplica el Derecho marítimo y de los deli- 
tos cometidos en alta mar; de las controversias en que se 
aplican las disposiciones de derecho público ó nacionales 
sobre navegación marítima y de las aguas sometidas á 
la jurisdicción nacional; de los litigios sobre los contra- 
tos celebrados por el Gobierno general ; de todas las 
causas de que conocen en primera instancia los jueces 
nacionales ; de las recusaciones é impedimentos de los 
magistrados, conjueces y secretario de la Corte ; y de 
los demás asuntos contenciosos, civiles ó criminales y 
actuaciones judiciales de competencia del Gobierno 
general que la ley le atribuya. 

Especialmente corresponde á la Corte Suprema, en 
sala de acuerdo, conocer de las controversias entre los 
Estados ó entre éstos y el Gobierno general sobre 
competencia de facultades y sobre propiedades, límites 
ó cualquiera otro asunto contencioso; suspender las 
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leyes y decretos ejecutivos de los Estados que sean 
contrarios á la Constitución ó á las leyes nacionales ; 
declarar la nulidad de las leyes ó decretos ejecutivos 
nacionales, cuando haya votado por la nulidad la 
mayoría absoluta de las asambleas legislativas de los 
Estados ; hacer la regulación de los peajes nacionales ó 
de los Estados que se cobren como remuneración del 
servicio de las vías navegables, puentes y caminos; 
decidir los conflictos de autoridad entre el Gobierno 
general y cualquiera de los Estados que procedan de la 
interpretación ó manera de aplicar la Constitución y las 
leyes nacionales ; decidir las colisiones y conflictos de 
autoridad que ocurran entre los poderes públicos de cual- 
quiera Estado, sea por el desconocimiento de uno de ellos, 
porduplicacióndepoderes, por caducidad ójpor cualquiera 
otro motivo ; declarar cuándo han sido aprobadas por la 
mayoría absoluta de las asambleas legislativas las leyes 
nacionales que requieren esta formalidad; dirimir las 
competencias que ocurran entre los juzgados y tribunales 
de diferentes Estados, entre éstos y los del Gobierno 
general ó entre estos últimos; ejercer la alta jurisdicción 
federal decidiendo los recursos por injusticia notoria 
contra las sentencias definitivas de los tribunales supe- 
riores de los Estados y del Distrito federal; decidirlos 

■ 

recursos que se concedan, según las leyes, por cual- 
quiera de las salas de la Corte para ante la sala de 
acuerdo; darle posesión, en receso del Congreso, 
al consejero federal llamado por la ley al desempeño de 
las funciones de Presidente de la República y á los 
demás consejeros ; admitir, en receso del Congreso, las 
renuncias de los altos empleados federales; elegir en 
una sola votación, conforme á los métodos constitucio- 
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nales, los ministros del tribunal superior del Distrito 
federal y los suplentes ; y hacer el reglamento general 
de la Corte y nombrar el secretario y demás empleados 
que la ley le señale. En las colisiones que ocurran entre 
los poderes públicos de un Estado ó de la Nación ó entre 
unos y otros, si ninguna de las partes comprometidas 
en el conflicto, ni el procurador general promovieren la 
decisión, la Corte podrá proceder de oficio, siempre que 
por aquel motivo pueda sobrevenir un trastorno del 
orden público. 

Las decisiones de la Corte en las salas de que se com- 
pone, se toman por mayoría absoluta de votos. Los 
asuntos sometidos á su jurisdicción se reparten entre los 
magistrados de la sala respectiva. El magistrado á quien 
se reparte un asunto es ib1 ponente y lo sustancia hasta 
el punto de ser decidido. De los autos de sustanciación 
que pronuncie el magistrado ponente, habrá apelación 
para ante el resto de la misma sala. De las sentencias 
definitivas pronunciadas por delitos comunes ó de res- 
ponsabilidad de los altos empleados federales habrá 
siempre apelación para ante la sala de acuerdo. 

El cúmulo de interesantes facultades que se atribuyen 
á la Corte Suprema en sala de acuerdo, eleva su cate- 
goría judicial y política á la altura que le corresponde 
en países regidos por el sistema de gobierno federal. Nos 
ocuparemos solamente en algunas de estas atribuciones. 

La línea que separa las facultades del Gobierno ge- 
neral de las de los Estados en una federación, es confusa 
en muchos puntos, por más que al dividir la soberanía 
nacional entre esas dos entidades se haga el corte con 
esmero, detallando con cuanta precisión es posible las 
funciones de la primera. Para aclararlos puntos oscuros 
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de esa línea se establecen arbitrios constitucionales. 

Las irrupciones de los Estados en la órbita de acción 
del Gobierno general por medio de leyes ó decretos eje- 
cutivos que sean contrarios á la Constitución ó á las leyes 
nacionales, se contiene suspendiendo la Corte el com- 
plimiento de estas leyes ó decretos y anulándolos el 
Senado. 

Las irrupciones del Gobierno general en la órbita de 
acción de los Estados por medio de leyes ó decretos eje- 
cutivos que vulneren sus facultades ó que viólenlos 
derechos individuales, se contienen por las asambleas le- 
gislativas de los mismos Estados, dando voto de nulidad, 
y por la Corte Suprema, declarando la nulidad de tales 
leyes ó decretos, cuando para producirla se ha reunido 
el voto de la mayoría absoluta de aquellas asambleas. 

Las controversias entre el Gobierno general y el de 
cualquiera de los Estados sobre la competencia de una 
facultad política ó gubernativa que cada una de esas en- 
tidades alega corresponderle exclusivamente, se deciden 
por la Corte Suprema. 

Los conflictos de autoridad que puedan ocurrir entre 
el Gobierno general y el de cualquiera de los Estados 
sobre interpretaciones de la Constitución ó de las leyes 
nacionales ó sobre la manera de cumplir unas ú otras, 
se deciden por la Corte Suprema. 

Tanto las controversias sobre competencia de facul- 
tades políticas como los conflictos de autoridad sobre el 
cumplimiento de la Constitución y las leyes que ocurran 
entre las dos entidades mencionadas, son diferentes de 
los litigios sobre derechos civiles, como el dominio, la 
posesión ó el usufructo de bienes muebles ó raíces , los 
cuales también se deciden por la Corte Suprema. 
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Los conflictos de autoridad que ocurren entre los 
poderes públicos de un mismo Estado, cualquiera que 
sea el motivo que los produce, se deciden por la Corte 
Suprema, aplicando la Constitución ylas leyes del Estado 
respectivo. 

La novedad de esta atribución de la Corte puede hacer 
que se la considere como adversa á la autonomía de 
los Estados, aunque en realidad es de ella una sólida 
garantía y arbitrio indispensable para la conservación 
del orden público. 

Si los Estados no reconocen juez de sus diferencias 
internas, tendrían que decidirlas, como las naciones 
independientes, por medio de las armas, lo cual produce 
dos consecuencias funestas : que el gobierno legítimo, 
expresión de la voluntad popular, podría ser reemplazado 
por un gobierno de hecho, obra de la fuerza ; y que la 
Nación tendría que tolerar la guerra en los Estados, 
tolerancia incompatible con la conservación del orden 
público que es el objeto cardinal de todo gobierno bien 
constituido. 

Ese juez superior de las diferencias internas de los 
Estados puede ser el Congreso. Nosotros hemos preferido 
á la Corte Suprema, porque decidiéndose aquellas 
diferencias por medio de leyes, el Congreso es ordina- 
riamente incapaz de aplicarlas, y en su seno tienen más 
influencia las pasiones políticas. Con ese fin hemos 
aumentado el personal y la respetabilidad de la Corte, 
componiéndola de nueve magistrados, de los cuales 
cada Estado elige uno. 

El sistema americano sobre la conservación del orden 
público, que impone al Gobierno general el deber de 
mantener la paz interior en todo el territorio, no es 
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aplicable para decidir los conflictos de autoridad en los 
Estados, porque la aplicación ciega de la fuerza produce 
grandes injusticias. Esos conflictos deben decidirse 
judicialmente, y lar fuerza nacional no interviene sino 
para hacer cuririplir la decisión. Tal es el resultado 
práctico á que experimentalmente ha llegado la Repú- 
blica de Méjico en la aplicación de ese sistema. 

« Á semejanza de lo establecido en los Estados Unidos del Norte, '^ 
dice nuestro compatriota Arosemena, el artículo 116 de la Consti- 
tución mejicana ha dispuesto que los poderes de la Unión protegan 
á los Estados contra toda invasión ó violencia exterior; y que 
en caso de sublevación ó trastorno interior, presten igual 
protección, siempre que sean excitados por la legislatura del 
Estado ó por su Ejecutivo si aquélla no estuviere reunida. Como era 
natural en asunto tan nuevo, tan variado y tan importante, casos 
numerosos de trastorno dieron lugar á muchas y encontradas opi- 
niones sobre el modo de resolver las cuestiones que se suscitaban. -i 
Había con lodo una serie de hechos que se pretendió estar com^- 
prendidos en el texto constitucional, aunque lo contrario nos parece 
más cierto. Son aquéllos en que el trastorno del orden no consiste 
precisamente en sublevación de los gobernados contra los gober- 
nantes, sino que afecta á los poderes públicos del Estado, por 
culpa de ellos mismos ó por cualquier causa á que los ciudadanos 
particulares son del todo extraños. Durante el solo año de 1870, 
vióse el orden público alterado en cinco Estados de la Unión meji- 
cana por hechos de aquella naturaleza; y en todos ellos se solicitó, 
por unos poderes del Estado contra otros poderes del mismo, el 
auxilio de que habla el artículo 116 de la Constitución. En Jalisco, 
el gobernador Gómez Cuervo desconoce la legalidad con que se 
reuniese la legislatura; ésta le encausa, y como el gobernador 
rehusase obediencia, pídese contra él la protección de los supremos 
poderes. En Campeche, destituido por la legislatura el gobernador 
Aznar Barbachano, nombrado interino S. Donde, llegaron casia las 
manos los dos gobernadores ; y se solicitó el auxilio federal, tanto 
por la legislatura contra Aznar, como por éste contra aquélla y 
su nuevo elegido. En Guerrero intentó la legislatura, como gran 
jurado, juzgar al gobernador O. Arce; declaró haber lugar á for- 
mación de causa, y suspendido el acusado, nombróse interino 
á D, Catalán. Un tribunal instalado especialmente y aparte 



DOCTRINA CONSTITUCIONAL 227 

del tribunal ordinario, da cierta resolución, en virtud de la cual el 
gobernador suspenso se considera rehabilitado, y opónese á 
la legislatura, que solicita contra él la protección federal. En San 
Luis, tratándose' de elegir gobernador, y no pudiendo hacerse el 
escrutinio de los votos, nómbrase interino al gobernador cesante 
Esparza. Una fracción de la legislatura, integrándose con suplentes 
que llama, destituye á los demás diputados, hace el escrutinio y 
declara gobernador al general Escobedo, uno de los candidatos 
populares. Niégase el interino á reconocer á Escobedo y á la legis- 
latura que declaró su elección y pide el auxilio de los poderes fede- 
rales. En Querélaro, siete diputados de la legislatura, considerán- 
dose cuerpo legislativo, declaran gobernador al coronel Cervantes. 
Olra fracción de seis, que también pretende ser la legislatura, 
desconoce lo hecho , y solicita el auxilio de los poderes de 
.la Unión. Tanto el Ejecutivo como el Congreso reputaron en 
todos aquellos casos que la protección solicitada no estaba clara- 
mente comprendida en el articulo 116 de la Constitución, aunque 
varios diputados, como los reclamantes, pensaron de distinto 
modo, y el auxilio se negó. Mas todos juzgaron necesario suplir la 
falta del texto constitucional, á fin de incluir los precitados casos, 
si no para prestar el auxilio de la fuerza al solo llamamiento, si á 
lo menos para resolver las cuestiones que originaban la solicitud. 
Para dar la protección lisa y llana, se interpretaba el citado 
articulo con un poco de violencia; y hubiera sido tanto más peli- 
groso admitir el principio, cuanto no se trataba sólo de saber si en 
casos que no implicaban rebelión era obligatorio, ó siquiera potes- 
tativo, ocurrir en auxilio de uno de los poderes del Estado contra 
otro sino que en el fondo se escondía una cuestión previa, á saber, 
cuál de los dos tenia razón en la contienda, y aun á las veces, cuál 
de los dos era legítimo. » 

No pudiéndose aplicar el sistema americano á la 
solución de las contiendas entre las autoridades de un 
Estado, y siendo ineludible la necesidad de evitar los 
trastornos del orden público consiguientes á esas quere* 
Has, fué reformada la Constitución de Méjico en 1874 y se 
concedieron al Congreso, con el fin expresado, las facul- 
tades contenidas en los incisos 5.** y 6.* del artículo 72 : 

« 5®. Declarar cuando hayan desaparecido los poderes constitucio- 
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nales legislativo y ejecutivo de un Estado que es llegado el caso de 
nombrarle un gobernador provisional, quien convocará á elec- 
ciones conforme á las leyes constitucionales del mismo Estado. 
£1 nombramiento de gobernador se hará por el Ejecutivo federal, 
con aprobación del Senado, y en sus recesos, con la de la Comi- 
sión permanente. Dicho funcionario no podrá ser electo gobernador 
constitucional en las elecciones que se verifiquen en virtud de la 
convocatoria que él expidiere. » 

»6®. Resolver las questiones políticas que surjan entre los poderes 
de un Estado cuando alguno de ellos acuda con ese fín al Senado 
ó cuando con motivo de dichas cuestiones, se haya interrumpido 
el orden constitucional mediando un conflicto de armas. En 
este caso el Senado dictará su resolución sujetándose á la Cons- 
titución general de la República y á la del Estado. La ley regla- 
mentará el ejercicio de esta facultad y el de la anterior. » 

Nosotros hemos preferido atribuir á la Corte Suprema 
la facultad de decidir los conflictos de autoridad entre 
los poderes públicos de un mismo Estado, cualquiera 
que sea su naturaleza, porque estos conflictos son siempre 
puntos jurídicos. En el caso de caducidad de uno de esos 
poderes, la Corte resuelve que se proceda á nueva elec- 
ción; y cuando la caducidad es de todos ellos, da cuenta 
al Consejo federal para que nombre un consejo de 
gobierno interino que presida á la elección de los 
poderes públicos en el Estado acéfalo, conforme á su 
Constitución y leyes. 

Con cualquiera de las colisiones acaecidas en Méjico, 
en la política interior de los Estados, puede compararse 
el conflicto entre autoridades locales que sirvió de motivo 
inicial á la presente guerra civil en Colombia. Disputá- 
base en el Estado de Santander la legitimidad de una 
elección de diputados á la asamblea y de gobernador 
del Estado. Se insurreccionaron los pueblos y la insu- 
rrección terminó con un tratado de paz en que se acordó 
la convocatoria de una convención. El gobernador del 
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Estado desconoció en la Convención el poder consti- 
tuyente, sostuvo que era un jurado político cuya misión 
era verificar las elecciones disputadas ; y como ella 
persistió en mantener la plenitud de su soberanía, la 
disolvió con un golpe de fuerza. Se insurreccionaron los 
pueblos nuevamente para sostener la Convención, el 
poder ejecutivo federal apoyó al gobernador del Estado^ 
y la guerra civil envolvió á toda Ja República con sus 
llamas abrasadoras. Si la Corte Suprema hubiera tenido 
facultad de decidir ese conflicto no se hubiera encendido 
la guerra por tal motivo, aun cuando hubiese hecho pie 
en otro alguno para desatarse, porque la verdadera 
causa de ella, es la misma de todas las revoluciones 
políticas de Hispano-América. 

La práctica de la federación en los Estados Unidos ha 
hecho de Ja Corte Suprema el arbitro de las discordias 
domésticas de Jos Estados, aunque Ja Jetra de la Consti- 
tución no le confiere claramente esta facultad. 

Art. d,^ Sección 2.» «El Poder judicial se extenderá á todos 
los casos en derecho y equidad que emanen de esta Gonslilución, 
de las leyes de los Estados Unidos y de* los tratados hechos ó que 
de hicieren bajo su autoridad; á todos los casos relativos al 
almirantazgo y jurisdicción marítima ; á las controversias en que 
los Estados Unidos sean una de las partes; á las que se susciten 
entre dos ó más Estados, entre un Estado y ciudadanos de otro 
Estado, entre ciudadanos de diferentes Estados, entre ciudadanos 
del mismo Estado reclamando tierras concedidas por diversos 
Estados, y entre un Estado ó sus ciudadanos, y Estados^ ciudadanos 
ó subditos extranjeros. » 

Pero aquel es el espíritu de la constitución ameri- 
cana, según el origen de los artículos 3.° y 6.**, que Grimk 
refiere con estas palabras : 

«EH3 de junio de 1787 se propuso por Mr. Randolph, 
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apoyado por Mr. Mádison, que la jurisdicción del 
departamento judiciario nacional se extendiera á todas 
las cuestiones que envolviesen la paz y armonía nacio- 
nales. Esta resolución se aprobó y fué incorporada por 
la comisión encargada de la materia en el preciso y 
definido lenguaje en que ese poder está delegado en los 
artículos 3.** y 6.® de la Constitución como fué ratificada. » 

Lo propio ha sucedido en la República Argentina, 
donde las atribuciones de la Corte Suprema son iguales 
sustancialmente, y en la forma, á las de la Corte de los 
Estados Unidos. 

En Suiza el tribunal federal conoce, por el artículo 
110, de las diferencias de Derecho civil que surgen 
entre la Confederación y los Cantones ; entre la Confede- 
ración de un lado y las corporaciones ó particulares de 
otro ; entre los Cantones ; entre los Cantones de un lado 
y las corporaciones ó particulares de otro ; de las dife- 
rencias concernientes al heimat-losat y de las que 
aparezcan entre los comunes de diferentes Cantones 
sobre el derecho de ciudadanía. Por el artículo 112 
conoce el tribunal, con intervención del jurado, de los 
delitos de alta traición cometidos contra la Confedera- 
ción y de los de insurrección y violencia contra las 
autoridades federales ; de los crímenes y delitos contra 
el Derecho de gentes ; de los crímenes y delitos que son 
causa ó traen consigo trastornos que dan lugar á una 
intervención federal armada ; y de los casos en que una 
autoridad federal pide para el juicio criminal jueces de 
la Confederación. Por el artículo 113 le corresponde 
conocer al mismo tribunal de los conflictos de com- 
petencia entre las autoridades federales de un lada 
y las autoridades cantonales de otro; de las diferencias 
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entre los Cantones cuando éstas son del dominio 
del derecho público ; de las reclamaciones por vio.lación. 
de los derechos constitucionales de los ciudadanos, así 
oomo de las reclamaciones de particulares por violación 
de acuerdos ó tratados y de las cuestiones administra- 
tivas que la Confederación se reserva y que determina 
la legislación federal. Por el artículo 114 se dispone que 
la ley pueda atribuir al tribunal la decisión de otros 
asuntos de gobierno y especialmente los que sean nece- 
sarios para establecer la uniformidad de la legislación 
sustantiva en las materias reservadas á la Confederación. 
Finalmente, por artículo 111 se dispone lo siguiente : 

Art. m. « El tribunal federal eslái obligado á juzgar otras 
cuestiones cuando las partes convengan en someterlas á su juris- 
dicción y el objeto del litigio sea de la importancia que se deter- 
minará en la legislación federal. » 

Y en la célebre Carta federal neo-granadina de 1811 
se atribuyó al Congreso con asombrosa previsión, por 
el artículo 46, la decisión de las diferencias domésticas 
de las Provincias, sesenta y tres anos antes de que la 
misma idea apareciera en la reforma mejicana de 1874. 

Otra atribución nueva que asignamos al poder ju- 
dicial, es la facultad de hacer efectivas las garantías 
individuales contra los abusos de los funcionarios 
públicos. Hasta hoy el reconocimiento de los derechos 
del hombre, liberalmente hecho en todas las consti- 
tuciones, no ha pasado de ser una aspiración de justicia.» 
porque el abuso de las autoridades no ha tenido otro 
correctivo que la responsabilidad legal, judicialmente 
exigida ; y esta responsabilidad ha sido siempre ilusoria, 

Toda persona, natural ó jurídica, puede recurrir á un 
juez nacional en solicitud de amparo de cualquier 
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derecho individual que le haya sido violado por funcio- 
narios .públicos de la Nación ó de los Estados, y el juez 
requerido para ello, decidirá la solicitud, breve y 
sumariamente, oyendo al ofensor, dentro del término 
que prudentemente fíjela ley. Los autos en que se con- 
cedaó se niegue el amparo de las garantías individuales, 
se cumplirán desde que se pronuncian y se consultarán 
siempre con la Corte Suprema. La desobediencia á los 
autos de amparo es un delito de responsabilidad que se 
castiga con la destitución del empleo y con la pena de 
reclusión que la ley señale. 

Esta preciosísima facultad jurídica, tan opuesta alas 
costumbres atrabiliarias y despóticas de nuestros man- 
darines de Hispano-América, nos recuerda la célebre 
imprecación del molinero prusiano que al despojo con 
que se le amenazaba de parte de su rey, contestó : hay 
jueces en Berlín; y lachemos tomado de la Constitución de 
Méjico, donde está mezclada con otros medios de contener 
la extralimitación de los poderes públicos, los cuales, ea 
otra forma, son conocidos en nuestras instituciones : 

Arl. 101. « Los tribunales de la federación resolverán toda con- 
troversia que se suscite : 

1.® Por leyes ó actos de cualquiera autoridad que violen las 
garantías individuales ; 

2.^ Por leyes ó actos de' la autoridad federal que vulneren ó 
restringan la soberanía de los Estados ; y, 

3.0 Por leyes ó actos de las autoridades de éstos que invadan la 
esfera de la autoridad federal. 

Art. 102. Todos los juicios de que habla el articulo anterior se 
Seguirán, á petición de la parte agraviada, por medio de proce- 
dimientos y formas del orden jurídico que determinará una ley. 
La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de individuos 
particulares, limitándose á protegerlos y ampararlos en el caso 
especial sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración 
general respecto de la ley ó acto que la motive. » 
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Intima conexión con aquella facultad tiene otra atri- 
bución nueva que le asignamos al poder judicial para 
que impida los abusos en que incurra el poder legislativo 
de la Nación ó de los Estados. En cada caso especial 
sometido á su jurisdicción, pueden los jueces nacionales 
y la Corte Suprema declarar que es contraria á la Cons- 
titución la ley nacional ó de los Estados cuya aplicación 
se invoca. Esta declaración no produce la invalidez de 
la ley particular tachada de inconstitucional, pero pos- 
terga su aplicación delante de la Constitución nacional, 
que es la suprema ley de la República ; y cuando se 
hace por los jueces ó tribunales inferiores, debe ser 
consultada con la Corte Suprema, 

Tal idea tuvo origen en los Estados Unidos, respecto 
de la cual, nuestro compatriota Arosemena, comentando 
la Constitución colombiana de 1863, se expresa en los 
siguientes términos : 

« Nada se ha estatuido para invalidar los actos legislativos 6 
ejecutivos nacionales que se opongan á la Constitución, fuera de 
los casos expresados en el articulo 25. En los Estados Unidos del 
Norte, la Corte Suprema se cree autorizada por el tenor del inciso 
K.^y sección 2.a, articulo 3.», y del inciso 2.», articulo 6.^, para 
declarar inaplicable una ley del Congreso que repute inconstitu- 
cional; pero sólo cuando ocurra un caso práctico de naturaleza 
judicial en que la ley haya de aplicarse. En todos los demás casos 
ella prescinde, y se declara incompetente como sucedió con motivo 
de un reclamo de los Estados de Missisipi y Georgia, que preten- 
dian invalidar la ley llamada de reconstrucción, según la cual los 
Estados que se rebelaron en 1860 eran mantenidos fuera de la 
Unióny gobernados militarmente. La Corte declaró, que semejante 
cuestión, y todas las análogas, son simples cuestiones políticas, en 
que ella nada tiene que hacer, cuando se presentan de una manera 
abstracta, y sin referencia á ninguna controversia personal ó real, 
sometida en la forma ordinaria á los tribunales y en que la Corte 
puede, por apelación, tomar conocimiento del asunto. » 
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Sobre este mismo punto se expresa Grimk en los 
siguientes términos : 

« Esta faculdad de decidir cuestiones constitucionales tiene 
todavía una aplicación mucho más vasta que la que he expuesto. 
Los tribunales de Estado deciden sobre la validez de las leyes del 
Estado con referencia á la Constitución de éste. Los tribunales de 
la. Unión hacen lo mismo con referencia á la Constitución 
federal. Pero la Suprema Corte de los Estados Unidos es también 
el tribunal de último recurso para determinar la validez de las 
leyes de Estado, siempre que éstas se hallen en conflicto con la 
Constitución federal. El sistema americano se halla solo en medio 
de las instituciones del mundo, y aunque era una consecuencia 
natural de la federación perfecta, como este sistema de gobierno, 
es una obra del más grande refinamiento, puede decirse que la 
organización del departamento judiciario nacional, es la obra más 
acabada de la ciencia política. La legislatura ve la ley en sus 
fases generales : los tribunales tienen que obrar con ella en detal y 
en su aplicación á un caso particular. » 

Las nuevas atribuciones que señalamos alpoder judi- 
cial evitan una cuestión de alta importancia en la juris- 
dicción nacional que no ha sido resuelta satisfactoria- 
mente, ni puede serlo conforme á la Constitución federal 
de 1863. Ella atribuye ala Corte Suprema el conocimien- 
to deks causas de responsabilidad contra los gobernado- 
res, presidentes, jefes superiores y magistrados de los 
tribunales superiores de los Estados por infracción de 
la Constitución y leyes de la Unión ; pero no expresa que 
solamente sean justiciables por ella aquellos funcionarios 
cuando procedan como empleados del orden federal. Por 
este motivo ha habido acusaciones contra gobernadores 
y contra ministros de los tribunales, superiores de los 
Estados por violación de las garantías individuales 
ejecutada en ejercicio de la autoridad pública ; y la 
Corte Suprema se ha declarado incompetente, fun- 
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dándose en que la efectividad de los derechos indivi- 
duales corresponde al Gobierno délos Estados, aunque 
el reconocimiento y garantía de. ellos es base esencial é 
invariable de la Unión : y en que, aprehendiendo el 
conocimiento de tales causas, usurparla la jurisdicción 
de los Estados, porque sus propios funcionarios son 
por ellos justiciables solamente. Desde el 20 de febrero 
de 1863 consagróla Corte esadoctrina en estos términos : 

« Si al Gobierno general le correspondiera legislar para hacer 
efectivos los derechos individuales, y al poder judicial de la Unión 
son^ter á juicio á los que los atacasen, no existiría entre nosotros 
la federación sino el centralismo ; los Estados no tendrían legisla- 
ción penal, ni sus autoridades jurisdicción, puesto que no hay 
acción de las que deban erigirse en delito que no conculque algún 
derecho individual. La soberanía de los Estados en este punto de 
legislación civil y criminal es completa, puesto que el articulo 21 
declara independiente el poder judicial de los Estados. Y cuando la 
violación de los derechos individuales tiene lugar por actos ejecu- 
tados, no por los particulares sino por los funcionarios públicos de 
un Estado, el Gobierno general, conforme á lo dispuesto en el 
citado articulo 21, lo único que puede hacer, si la violación da 
lugar á indemnización, es decir, sí ha sido ejecutada contra 
extranjeros á. los cuales haya de acordársela, en atención á lo esta- 
blecido en el Derecho de gentes, es imputar al Estado respectivo el 
importe de la indemnización acordada. » 

En 1868 combatimos esta doctrina de la Corte 
Suprema como inconstitucional y predestinada á des- 
acreditar el sistema degobierno federal. Compendiamos 
entonces la conclusión de nuestros razonamientos como 
sigue : 

« El juzgamiento de los delitos contra las garantías individuales 
que cometen los ciudadanos ó los funcionarios públicos nacionales 
ó de los Estados, como particulares, es de la competencia del 
poder judicial de los Estados, menos los que han sido especial- 
mente, excluidos por la Constitución; y el juzgamiento de, los 
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qué cometen estos ó aquellos funcionarios, contra los mismos 
derechos, abusando de su autoridad ó negándoles su protección, es 
de la competencia del poder judicial de la Unión. La razón de esta 
diferencia podemos establecerla en los términos siguientes : el 
robo cometido por un ciudadano infringe la Constitución nacional, 
pero es justicióle por el poder judicial de los Estados, porque 
ellos se reservaron la legislación criminal en todo lo que no dele- 
garon al Gobierno general : y el mismo delito cometido por un 
funcionario público del Estado ó de la Nación, no como particular, 
sino abusando de su autoridad, es justiciable por el poder judicial 
de la Unión, porque la facultad de juzgar ¿ las autoridades fede- 
rales, que son también las de los Estados, es privativa de este 
Poder. Por consiguiente en el restablecimiento del orden general 
turbado por los cielitos, ejercen una misión muy importante Jos 
juzgados nacionales y la Suprema Corte y los jueces y tribunales 
de los Estados. Deslindada la competencia del poder judicial, de 
la unión y la competencia del poder judicial de los Estados en 
cuanto á los delitos que vulneran las garantías individuales, que 
son los únicos en cuyo examen nos ocupamos, importa poco la al- 
ternación de los partidos políticos en el ejercicio de los gobiernos 
locales ó su prolongada permanencia en ellos, porque los ciudadanos 
ultrajados, oprimidos ó esquilmados por las autoridades de los Es- 
tados, ocurren al Gobierno general en demanda de protección, y la 
Suprema Corte y los juzgados nacionales tienen el deber de ha- 
cerla efectiva, castigando á los funcionarios que atacaron aquellos 
derechos ó que les negaron su amparo. De este modo ningún par- 
tido puede convertirse en verdugo del otro, puesto que para el caso 
en que un gobierno apandillado conculcara los derechos de los ciu- 
dadanos, el medio de contener los desafueros seria exigir responsa- 
bilidad á los culpables. » (Folleto titulado Orden general.) 

Al juzgamiento por el poder judicial de la Nación de 
las autoridades políticas de los Estados por violación de 
los derechos individuales, no se le puede, oponer real- 
mente ninguna razón constitucional positiva; pero al 
juzgamiento de las autoridades judiciales de los 
Estados, cuando con sentencias violan esos mismos 
derechos, se puede oponer el artículo 21, que estableció 
la absoluta independencia del poder judicial de aquéllos, 



J 



DOCTRINA CONSTITUCIONAL 237 

por cuanto el juicio de responsabilidad haría indbpen- 
sable la revisión de la sentencia injusta. Se prueba con 
esta objeción que para que tenga cumplimiento el artí- 
culo de la Constitución que atribuyó al poder judicial 
de la Unión el enjuiciamiento de las autoridades de los 
Estados por infracción de la Constitución y leyes 
nacionales, es indefectible dejar de cumplir otrp artículo 
de ella en ese mismo caso. De esto se infiere que en el 
sistema federal el poder judicial de los Estados no puede 
ser independiente de un modo absoluto; y por esto 
hemos dicho que aquella cuestión no podía tener una 
solución completamente satisfactoria conforme á la 
Constitución de 1863. 

Entre estos dos estremos la Corte Suprema ha 
preferido mantener la doctrina asentada por ella en 
1865, que es la de la irresponsabilidad completa de las 
autoridades de los Estados ante el poder federal, con lo 
cual, quedando en desamparo por parte de él los 
derechos individuales, se han hecho sentir más en 
aquellos los malos efectos de los gobiernos de partido, 
puesto que la responsabilidad que en los Estados se 
exige á sus propias autoridades es siempre ilusoria. Los 
gobernadores han quedado convertidos en príncipes de 
la federación y su poder omnímodo, porque es irrespon- 
sable, acentuando los resultados de la oligarquía 
política de todos colores, ha determinado la reacción 
presente contra la forma de gobierno federal. 

Tan grave cuestión y de tan funestas consecuencias, 
no tiene cabida en nuestro proyecto de Constitución. Las 
autoridades de los Estados son justiciables ante el poder 
judicial de la Nación solamente cuando proceden como 
empleados del orden federal ; pero no quedan por eso 
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en desamparo los derechos de las personas, porque, en 
lugar de aquella responsabilidad judicial, que antes 
reclamábamos, no siempre eficaz, para neutralizar los 
abusos de dichas autoridades, hemos establecido 
correctivos de seguro efecto. Si el abuso se comete por 
el poder judicial de los Estados en sentencia definitiva 
pronunciada por él tribunal superior, la parte agra- 
viada tiene el recurso de injusticia notoria para ante la 
Corte Suprema, que es lo que llamamos alta jurisdicción 
federal; y si se comete por autoridades del orden 
político, el agraviado tiene el recurso de amparo ante 
cualquier juez nacional. Para llegar á este resultado 
satisfactorio ha sido indispensable establecer la unidad 
en la legislación sustantiva, civil y penal, y limitar la 
absoluta independencia del poder judicial de los 
Estados. 

Por motivos análogos tampoco dejamos á los Estados 
en libertad de establecer la estructura constitucional 
de su gobierno. La Constitución de 1863 tan sólo les 
impone el deber de organizarse conforme á los principios 
del sistema electivo, popular, alternativo y responsable; 
pero esto no basta, porque con ese manto, cuyos 
pliegues son anchos, se cubre tanto un gobierno departi- 
do, oligárquico y despótico, como otro verdaderamente 
democrático. Y si bien es verdad que cada pueblo es el 
mejor juez de sus intereses, este principio no se cumple 
sino cuando tiene asegurada su propia independencia. 

La armazón gubernativa de los Estados es análoga á 
la de la Nación. El poder público se ejerce por corpora- 
ciones que representan á todos los partidos. Las 
elecciones se hacen por los métodos constitucionales ó 
por cualquiera otro establecido por la ley del Estado, 
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que produzca el mismo resultado de aquéllos. Las leyes 
electorales que se aparten de este objeto cardinal, se 
suspenden por la Corte Suprema y se anulan por el 
Senado. El poder legislativo, el poder ejecutivo y el 
poder judicial son los elementos constitutivos del 
gobierno. 

Se ejerce el poder legislativo de cada Estado por una 
asamblea de diputados elegidos por el voto directo de 
los electores en la proporción de un diputado por cada 
diez mil habitantes. Los diputados son inmunes, como 
los miembros del Congreso nacional, y duran tres años 
en sus funciones. Las asambleas se -reúnen ordinaria- 
mente cada año, el 1.** de enero, sin necesidad de convo- 
catoria. Oada Estado tendrá una comisión legislativa, 
compuesta por lo menos de tres miembros, elegidos de 
su seno por la asamblea en una sola votación, con 
suplentes elegidos del mismo modo y numerados ordi- 
nalmente por mayoría absoluta en escrutinios sucesivos. 
La comisión legislativa verificará el escrutinio de la 
elección popular de regidores de las municipalidades; 
hará el de las elecciones propias del Estado y el escrutinio 
primario ó provisional de las elecciones nacionales; tota- 
lizará el censo electoral y el censo militar, el catastro de 
la riqueza inmueble y el de la riqueza mueble; hará 
levantar cada veinte años el censo de la población del 
Estado conforme á la ley federal ; y desempeñará las 
demás funciones que la ley del Estado le atribuya. 

El poder ejecutivo será ejercido por un Consejo de 
gobierno, compuesto por lo menos de tres miembros 
elegidos por las municipalidades de distrito ó por elVoto 
directo de los electores, según disponga la ley del 
Estado. El presidente y los vicepresidentes primero y 
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segundo serán elegidos por la asamblea, en votaciones 
sucesivas y por mayoría absoluta. El presidente del 
Consejo será el gobernador del Estado. Los suplentes 
serán también elegidos por la asamblea, en una sola 
votación, y serán numerados ordinalmente, por mayoría 
absoluta. Los departamentos administrativos del Go- 
bierno serán distribuidos entre los consejeros, menos 
el preside&te, por elección del Consejo, en votaciones 
sucesixas. El gobernador del Estado es el agente inme- 
diato del Consejo y los consejeros'son sus secretarios de 
Estado. Las funciones de consejero duran tres años, á 
lo más, y los individuos que hayan ejercido este 
empleo, aun cuando sea temporalmente, no podrán ser 
elegidos como principales en el siguiente período. 

El poder judicial se ejerce por la asamblea en las 
causas políticas y en lo demás por el tribunal superior y 
por los jueces de hecho y de derecho, arbitros y arbilra- 
dores que la ley establezca. El tribunal superior, com- 
puesto por lo menos de tres magistrados, será elegido 
por la asamblea ó por el voto directo de los electores. 
La duración de los empleados del poder judicial 
no excederá de tres años, serán éstos reelegibles indefi* 
nidamente y no podrán ser suspendidos sino por acusa- 
ción legalmente admitida, ni depuestos sino por sen- 
tencia judicial. El poder judicial de los Estados es inde- 
pendiente. Las causas civiles ó criminales que se sigan 
ante él, terminarán conforme á su legislación adjetiva, 
menos en el caso en que por interponer las partes el 
recurso de injusticia notoria, queden dichas causas 
sometidas á la alta jurisdicción federal. 

Para evitar los golpes de autoridad de los depositarios 
del poder público, se erige en delito de traición á las 
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iüsliluciones el hecho de impedirla reunión del Congreso, 
de la Comisión legislativa, del Consejo federal ó de la 
Corte Suprema nacional; de las asambleas, de la 
comisión legislativa, del consejo de gobierno ó del 
tribunal superior de los Estados, así como el de impedir 
la reunión de cualquiera de estos cuerpos ; y en el caso 
en que ocurran se releva de la obediencia, respecto de 
sus autores y cómplices, á los funcionarios públicos, á 
la fuerza armada y al pueblo, y respectivamente se les 
impone el deber de aprehender á los delincuentes. Con- 
sagra, pues, nuestro proyecto, como principio constitu- 
cional, lo que es de notoriedad en todas las naciones : 
que la traiciona las instituciones cancela y ha cancelado 
siempre los títulos de los mandatarios á la obediencia de 
los ciudadanos, porque ésta no se debe á la persona 
que ejerce el poder sino á la autoridad de las leyes. 

Los medios intrínsecos de equilibrio y ponderación 
de ios poderes públicos que acabamos de exponer, son 
más^ numerosos de los que se encuentran en ningún 
otro mecanismo constitucional. En los Estados Unidos 
no hay otros que la división de la soberanía entre el 
Gobierno general y los gobiernos de Estado ; el juicio^ 
político ante el Senado y la aprobación por esta cámara 
del nombramiento de altos empleados hecho por el Pre- 
sidente ; los juicios de responsibilidad ante la Corte Su- 
prema y las funciones reguladoras de este alto tribunal. 
Pero allí, como hemos dicho, la prensa periódica tiene 
un poder inmenso, porque siendo muchos los intérpretes 
del sentimiento público, la voz de ella es el ideal de la 
justicia, capaz por sí solo de trasformar la monarquía en 
república y la opresión en libertad. Debido á la influencia 
justiciera de ese incansable agente popular, no ha produ- 
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6¡do el poder personal del Presidente en aquella nación 
las mismas deplorables consecuencias que en Hispano- 

América. 

. Donde la prensa periódica carece de poder para dirigir 
la sociedad y para contrapesar el gobierno, los medios 
intrínsecos de equilibrio en el organismo político deben 
ser mayores, hasta llegar á la supresión completa del 
poder personal. Cuando esto sucede, puede renunciarse 
á lo que antes se ha inventado para contrarrestar la vo- 
luntariosa acción del Presidente, como la aprobación por 
una . cámara de los nombramientos principales que él 
hace, porque ejerciéndose el poder ejecutivo por una 
corporación que represente á todos los partidos, no 
llevan esos nombramientos el sello de las influencias in- 
dividuales, ni de las aspiraciones de bandería ; y aun 
con estas precauciones constitucionales, el esfuerzo su- 
premo de los países democráticos debe encaminarse á 
cultivar el sentimiento de justicia, á levantar el nivel in- 
telectual de las masas populares y á aumentar,* 
cuanto sea posible, el vigor y la extensión de la prensa. 



CAPITULO VIII 

DETALLES CONSTITUCIONALES 

Brevemente examinaremos algunos puntos que no 
tienen relación con el conjunto de la estructura consti- 
tucional, pero que son en sí mismos de trascendental 
importancia. 

Distrito federal, — En los países regidos por la federa- 
ción es necesario que el Gobierno general tenga una resi- 
dencia propia, aunque no sea neutral en las contiendas 
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domésticas de los Estados, como no debe serlo, porque 
la coexistencia en un punto de entidades políticas autonó- 
micas ocasiona frecuentes colisiones; y comunmente 
sobra, como inútil, una de las dos. En el domicilio de la 
grande entidad nacional, regido por sus leyes exclusiva- 
mente^ ella acantona el grueso de sus tropas, custodia sus 
parques militares y encuentra un punto de apoyo, espe- 
cial suyo, que aumenta su fortaleza. Alejado el Gobierno 
general del campo de acción de los Estados, aparece 
más grande ; retirados éstos de sú inmediata influencia, 
aparecen más libres, y el centro mismo de la morada nacio- 
nal, en cuya prosperidad se interesan todos los Estados, 
puede aplicar á su propio engrandecimiento sus propios 
recursos fiscales, porque de ellos no necesita el Gobierno 
que en él reside. En Colombia, es Bogotá, ciudad relati- 
vamente populosa é ilustrada, centro mercantil, industrial 
y literario de la República, el punto llamado á ser el 
asiento del gobierno nacional ; y lo ha sido desde los más 
remotos tiempos. Con el trascurso de los años, este cen- 
tro podrá ser Panamá, que lo será también del mundo 
entero ; pero aun en esa época todavía lejana, Bogotá 
habrá de ser una ciudad federal y el más vigoroso brazo 
del gobierno. Cundinamarca, que verá desprenderse de 
su seno su más preciada joya, queda con elementos su- 
ficientes para sostener la vida autonómica, y reempla- 
zará aquella con cualquiera de las nuevas ciudades, como 
Facatativá, predestinadas á un cercano engrandeci- 
miento, el cual será acelerado por la residencia del go- 
bierno del Estado. El Distrito federal llevará también una 
vida autonómica. La municipalidad tendrá las mismas 
prerrogativas constitucionales de todos los distritos. El 
tribunal superior fallará definitivamente todas las cau- 
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sas, sin otro límite que el recurso de injusticia notoria 
para ante la Corte Suprema. Será regido en lo político 
por el Consejo federal, por medio de un gobernador y 
de agentes subalternos; y sus rentas y contribuciones, 
su propia savia, se empleará en alimentarlo, dándole 
aguas y alumbrado, aseo y salubridad, belleza y locomo- 
ción interna, orden y seguridad. Por primera vez Bogotá, 
la ciudad verdaderamente heroica, iniciadora de nuestra 
independencia, astro luminoso de nuestras almas, nervio 
de todas las trasformaciones políticas y víctima expiatoria 
de todas las culpas, llegará á tener la posición indepen- 
diente, en cuanto á sus propios intereses, que correspon- 
de con sus antecedentes, con sus aptitudes sociales y con 
sus servicios patrióticos. 

Territorio federal. — En lugar de echar sobre las 
espaldas del Gobierno general las porciones de territorio 
desierto situadas dentro de los confines de cada Estado y 
lejos del centro oficial de aquél, con el especioso pretexto 
de que ésa grande entidad puede administrarlos mejor, 
aunque el motivo real es el deseo de aliviarse de una 
carga y abrir camino á pequeñas aspiraciones burocrá- 
ticas, conviene conservar como Territorio federal toda la 
extensa región que demora al oriente de los Andes, que 
confina con tres naciones independientes y cuyos límites 
no se han determinado. Esta región inmensa, más grande 
que la parte poblada del país, con ríos navegables que 
llevan sus aguas á tierra extranjera, completamente 
plana, aunque de clima deletéreo, es la cuna de futuros 
Estados y debe estar, por esto, sometida á la jurisdicción 
nacional. La. navegación por vapor del río Meta, tribu- 
tario del caudaloso Orinoco, empresa conexionada con 
el comercio exterior del país, que no puede llevarse á 
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buen término sin la cooperacidn directa del Gobierno 
general, por sí sola justifica la autoridad federal en ese 
territorio ; y en er curso de los tiempos la juslifícará 
también la navegación del Amazonas y de sus diversos 
atluentes, cuando la planta humana haya podido fijarse 
en la inmensidad de esos desiertos. 

Límites nacionales y de los Estados. — Los límites terri- 
toriales de la Nación son los del antiguo virreinato de 
Nueva Granada con las capitanías generales de Vene- 
zuela y Guatemala y con las posesiones portuguesas del 
Brasil. Con el Ecuador son los que fijó el tratado público 
de 1856. Como todos estos límites son, en su mayor 
parte, indeterminados, permite la Constitución que se 
fijen por medio de tratados ó por sentencia arbitral de 
una nación amiga. De esta suerte se evitan disputas 
enojosas y estériles con los vecinos, sobre una demarca- 
ción territorial que es imposible hacer conforme al tenor 
literal de actos jurídicos ó documentos históricos referen- 
tes á territorios desiertos y completamente desconocidos. 

Los límites de los Estados entre sí, que son los que 
hoy tienen, pueden alterarse por ellos mismos, según 
su recíproca utilidad, por convenios que aprueba el 
Congreso ; y pueden serlo también por éste, siempre 
que la ley que contenga la alteración, sea aprobada por 
la mayoría absoluta de las asambleas legislativas. Del 
mismo modo se refunden dos Estados en uno cuando 
carezcan de suficientes elementos para llevar separada- 
mente la vida autonómica, ó cuando la fusión, por 
cualquiera causa, sea conveniente á los intereses 
públicos; y se divide un Estado en dos, si la división 
fuere indicada por su propia utilidad ó por la utilidad 
general. Estos puntos de administración pública, que son 
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de suyo importantes, no quedan entregados á la exclu- 
giva voluntad de los Estados interesados en ello, ni 
tampoco á la exclusiva voluntad del Congreso, la cual 
queda equilibrada por la.volúntád de la mayoría absoluta 
de las asambleas de todos los Estados. 

En dichos tres puntos mencionados hemos seguido la 
constitución federal de Méjico, de acuerdo con nuestro 
publicista Arosemena, quien, respecto de uno de ellos 
se expresa en los siguientes términos : 

u La división de los Estados es uno de los medios de crear 
nuevas entidades, según el articulo ^.^ de la Constitución vigente ; 
pero el modo de efectuar la división establecida por el articulo 5.® 
la hace casi imposible. No es probable que un Estado consienta 
en su división, ni por tanto, que su legislatura la solicite; pues en 
su territorio y población encontrará una fuerza de que será muy 
celoso, principalmente bajo un sistema político que, como el de la 
Constitución colombiana, consagra la mayor independencia y 
la más completa autonomía de los Estados. Pero como la división 
puede ser necesaria precisamente cuando la extensión y prepon- 
derancia de un Estado le den una exagerada influencia en la 
Unión, creemos que ella debiera decretarse, aun contra la aquies- 
cencia del miembro interesado, cuando tenga una extensión y una 
población dos ó tres veces mayor que la de los Estados medios. Sí 
el del Cauca, por ejemplo, cuyo territorio excede al de todos 
los demás Estados reunidos, triplicase su población, como es muy 
posible, á tiempo que los colegas hubiesen avanzado poco en 
el mismo sentido ¿quién no ve que daría por sí solo la ley á la 
Unión Colombiana? y si su legislatura rehusase solicitar la división, 
aunque la desease una parte considerable del Estado, ¿por qué 
no se decretaría? Apenas se concibe por qué la soberanía de la 
parte deseosa de formar un nuevo Estado y con elementos para 
ello, mereciese menos respeto que la de Estados preexistentes 
quizás inferiores en medios de existencia. << 

Hemos puesto, sin embargo, un límite constitucional 
á la división, cual es el de que el Estado dividido no 
quede con una población menor de doscientos mil habi- 
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tan les, porque sin esa base difícilmente podría subsistir; 
y la misma base hemos adoptado para que ai territorio 
federal pueda ser erigido en Estado. 

La incorporación de Estadas extranjeros en nuestra 
Nación se hace por medio de un tratado público. Al 
estampar este principio, hemos querido solamente llenar 
un vacío, porque esa incorporación es del todo remota, 
porno decir imposible, puesto que mientras el pueblo de 
Colombia, con sano criterio, ánimo justiciero y esforzado 
aliento, no reemplace con la concordia nacional la 
sangrienta era de las guerras civiles, ningún otro pueblo, 
por infortunado que sea, querrá participar de nuestra 
suerte. Pero bajo un gobierno verdaderamente democrá- 
tico, porque sea como la resultante de todas las fuerzas 
sociales ; que, por lo mismo, asegure la paz y el orden 
público, y que consagre la autonomía de las secciones 
territoriales, creemos que la antigua y gloriosa Colombia 
renacerá en el porvenir, porque el Ecuador, Venezuela 
y la Nueva Granada encontrarán en la unión la fuerza 
y la respetabilidad de que hoy carecen. 

Nacionales y extranjeros, — Son colombianos los indi- 
viduos que nacen en el territorio de la República de padres 
nacionales, los que nacen en territorio extranjero de 
padres colombianos, siempre que fijen su domicilio en la 
República, y los que nacen en territorio nacional de 
padres extranjeros domiciliados en él, siempre que no 
fijen su domicilio, durante la menor edad, en la antigua 
nacionalidad de suspadres. Estoes lo mismo que previene 
la Constitución vigente con una modificación. Los indivi- 
duos nacidos en territorio nacional de padres extranjeros, 
domiciliados en él, siguen la nacionalidad de éstos si esta- 
blecen en ella su domicilio. Nos parece que así queda este 
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principio congruente con el que da el carácter de colom- 
bianos á los individuos nacidos de padres nacionales en 
territorio extranjero, cuando vienen á domiciliarse en 
Colombia ; y se evitan posibles, aunque remotas colisiones , 
con naciones extranjeras que reclamen su propia nacio- 
nalidad para los hijos de nacionales suyos nacidos en terri- 
torio extranjero ó para los hijos de extranjeros nacidos 
en su territorio. El domicilio será la norma en estos casos 
de duda.Yporotra parte no sientabien que pretendamos 
cubrir con nuestra bandera, contra su voluntad, á indivi- 
duos nacidos en nuestro territorio de padres extranjeros, 
cuando bajo la bandera paterna encuentran una seguridad 
que aquélla no les puede dar. 

Literalmente hemos copiado de la actual Constitución 
el principio de que pierden el carácter de colombianos 
los individuos que fijan su domicilio y adquieren nacio- 
nalidad en país extranjero ; y llamamos á él la atención , | 
porque reconoce explicitamente el derecho natural que 
tiene el hombre para mudar de patria cuando la de su 
nacimiento no le ofrece bienestar y seguridad. Puede 
sostenerse con el Derecho de gentes que los individuos 
naturalizados en otra nación, quedan sometidos á la 
autoridad de sü patria natural siempre que vuelvan á 
ella ó se pongan al alcance de sus leyes, especialmente 
por obligaciones pendientes á tiempo de la emigración, 
que no fueron canceladas ; pero este derecho patrio de 
ultra-nacionalidad, no existirá conforme al principio 
constitucional á que nos referimos, puesto que claramente 
se dispone que fijando el domicilio y naturalizándose 
en otro país, caduca él carácter de colombiano, y, por 
consiguiente, el individuo naturalizado es extranjero. 

De acuerdo también con las anteriores constituciones 
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hemos ostablecido el principio de quo los individuo» 
extranjeros pueden libremente entrar en el territorio 
nacionaly domiciliarse en él, adquiriendo bien como tran- 
seúntes ó como domiciliados, los mismos derechos civiles 
y garantías constitucionales que los nacionales, y que- 
dando, como ellos, sometidos á las mismas leyes, sin 
otra excepción, en cuanto á sus deberes, que las que se 
han estipulado en tratados públicos. De esta suerte sabe 
el extranjero que al pisar el territorio colombiano se 
iguala en todo á los nacionales, á menos que su patria, 
con el consentimiento de Colombia, haya recabado para 
él ventajas especiales, que es lo que cuadra con la 
soberanía nacional y con la índole generosa de las 
instituciones republicanas. 

Ciudadanía política, — La posesión de los derechos 
políticos constituye la ciudadanía política. Estos derechos 
son dos : elegir y ser elegido. En todas las elecciones 
de la Nación, de los Estados y de los distritos son elec- 
tores los colombianos varones, mayores dfe veintiún 
anos, que sepan leer y escribir ; y son elegibles, los 
mismos individuos, sin otras excepciones que las que 
establece la Constitución ó que establezcan los Estados 
para conservar lalibertad del sufragio ola independencia 
de los poderes públicos. 

De la condición de elector no solamente no se 
excluye á ningún varón que sepa leer y escribir, con tal 
de que judicialmente no haya sido condenado á reclusión 
ó á destierro, sino que se declara que el sufragio es un 
derecho colectivo, de obligatorio ejercicio, como toda 
función pública que confiere poder sobre la comunidad ; 
y de la condición de elegible se excluyen solamente los 
empleados ó autoridades que pueden, por su posición 
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oficial, desvirtuar el sufragio. Así, por ejemplo, no 
pueden ser elegidos senadores, ni magistrados de la 
Corte Suprema, los miembros de la asamblea legislativa 
que hace la elección en un Estado, ni los miembros de 
su consejo de gobierno ; pero pueden serlo en otro. Ni 
pueden ser elegidos representantes los miembros de la 
comisión legislativa que hace el escrutinio en cada 
Estado, ni consejeros federales los miembros de la 
Comisión legislativa nacional. 

Siendo necesario limitar el sufragio á los individuos 
que tienen capacidad para ejercerlo, debe, sin embargo, 
ser expansivo, porque esto exige el genio de la demo- 
cracia : y la expansión tiene lugar de dos modos : ora, 
porque se aumente el número de electores á medida que 
se propagan los conocimientos elementales del saber 
humano, ora porque los Estados lo reconocen en 
individuos que no son varones, mayores de edad, que 
sepan leer y escribir. Preciosa es la facultad que se deja 
á los Estados de ampliar el derecho electoral y debe ser 
ejercida con tacto político. No creemos prudente recono- 
cer tal derecho en la turbamulta ignorante, aun cuando 
remede, con agitaciones demagógicas, los sentimientos 
democráticos. La única ampliación exigida por la 
justicia^ aunque exótica en las semirrepublicanas cos- 
tumbres de Hispano- América, es la que se haga en fa\or 
de la mujer mayor de edad, que sabe leer y escribir, 
cualquiera que sea su estado. La Inglaterra, pueblo 
sensato por excelencia, ha llamado á la mujer á varias 
elecciones municipales; y no vemos por qué en América 
no pueda hacerse otro tanto. 

« En la argumentación que precede, dice Stuart Mili, en favor 
del sufragiouni versal, pero graduado, no me he ocupado de la di- 
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ferencia de sexo. Considero eslo tan absolutamenle insigniñcante> 
en cuanto á los derechos políticos , como la diferencia de esta- 
tura ó de color de los cabellos. Todos los seres humanos tienen 
el mismo interés en la existencia de un buen gobierno, su bienes- 
tar es igualmente afectado por él, y todos tienen igual necesidad de 
un voto para asegurarse su parte de beneficios. Si hay alguna di- 
ferencia, las mujeres tienen más necesidad de él que los hombres, 
puesto que siendo físicamente más débiles^ dependen más de la ley 
y de la sociedad para su protección. Nadie sostiene hoy que las muje- 
res deberían ser esclayizadas,queno deberían tener otro pensamiento, 
otro deseo, otra ocupación, que ser las siervas domésticas de sus ma- 
ridos, padres ó hermanos. Se permite á las mujeres solteras, y 
poco falta para que se permita á las mujeres casadas, poseer una 
fortuna propia y tener intereses pecuniarios, intereses de negocios 
lo mismo que los hombres ; se cree plausible y conveniente que las 
mujeres piensen, escriban y enseñen. Desde que tales cosas son 
admitidas, la incapacidad política no reposa ya sobre ningún 
principio. La opinión en el mundo moderno se pronuncia con 
una fuerza creciente contra el falso derecho de la sociedad para 
decidir, por los individuos, de que son ellos capaces ó incapaces 
y lo que se les permitirá ó se les prohibirá emprender. » 

No parece, pues, lejos el día en que el sufragio popular 
no solamente sea proporcional á los partidos ó entidades 
políticas, sino que también lo sea á la capacidad inte- 
lectual y moral de los electores por medio de lo que se 
llama el voto graduado. De esta suerte la democracia, 
en su natural desenvolvimiento, conjura los peligros 
sociales que se le atribuyen, como el dominio de las 
minorías ilustradas por las mayorías ignorantes, puesto 
que ella hará que el sufragio corresponda con la mora- 
lidad y con la inteligencia de los electores. 

Garantías individuales. — El catálogo de las garantías 
personales ha sido más ó menos completo desde la pri- 
mera Constitución de 1821 y suficiente para producir liber- 
tad y seguridad, si por otro lado, el mecanismo del Gobier- 
no, construido científicamente, hubiese sido calculado 
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{i«^a mantener el orden.Reproducimos todas las garantías 
de la Constitución de 1863, dándoles más precisión, y con 
los correctivos saludables que en seguida indicamos. 

Se garantiza la vida humana por parte del Gobierno. 
Ningún delito podrá ser castigado con la pena de muerte 
en los individuos sometidos á la autoridad de la Consti- 
tución y de las leyes. La Nación y los Estados contraen 
la obligación de reemplazar el cadalso con un sistema 
penitenciario correccional, para que la eliminación de la 
pena capital no sea un equivalente de la impunidad ; 
y á fin de que ese deber constitucional sea efectivo, se 
dispone que pasados quince anos, se castigue el asesinato 
con pena de muerte, sea de la competencia de la Nación 
ó de los Estados, si aquélla ó alguno de éstos no hubiese 
construido panóptico ó casa penitenciaria adecuada á su 
objeto, según el concepto del Consejo federal. Queda, 
pues, en la voluntad y energía de cada uno de los gobier- 
nos constituidos en el territorio colombiano, la honra de 
librarse del asesinato oficial, [como de un padrón de 
infamia, por el establecimiento de un sistema penal 
proporcionado á los delitos, cuyo objeto cardinal sea la 
purificación y enmienda del delincuente. 

Se garantiza la absoluta libertad de la imprenta. Nin- 
gún límite debe ponerse á este derecho, porque la im- 
prenta no sólo es un agente de la civilización, sino que 
es la estrella polar de la sociedad y el supremo regulador 
externo del gobierno. Los abusos de que es susceptible, 
se corrigen por las costumbres y por la conciencia 
nacional, es decir, se corrigen por ella misma, puesto 
que en su fondo se reflejan constantemente la verdad y 
la moral al lado del vicio y del error; y el tono de los 
escritores se eleva á medida que el criterio de la sociedad 
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se aclara y purifica. Los excesos transitorios prodtioiAof 
porpasiones desenfrenadas, tienen como valJadarla opo- 
sición de los tipógrafos y editores, guardianes de la 
honra ajena como de su propio interés, que se deniegan 
á publicar lo que hubiera de manchar sus tipos. Cuando 
más lo que la Constitución puede hacer, para evitar 
ofensas particulares, es permitir que la ley le imponga al 
impresor que ha publicado un agravio personal, el deber 
de publicar gratuitamente la defensa, como asunto 
privado de policía ; y así lo hemos hecho, siguiendo la 
idea de una de las constituciones de Suiza para estimu- 
lar la vigilancia moralizadora de los editores. 

Se garantiza la libertad de la palabra hablada 6 escrita 
con los limites que razonablemente debe tener. La 
censura de los actos oficiales es ilimitada é irresponsable, 
porque los gobernantes, como mandatarios, tienen el 
deber de someterse á ella y acatarla en cuanto sea fun- 
dada. En los funcionarios públicos la libertad de la 
palabra hablada ó escrita está limitada por sus deberes 
legales ; y entre los particulares por el derecho ajeno. 
La injuria y la calumnia pueden ser castigadas, como 
asunto de policía, con penas correccionales. Y no nos 
detenemos á refutar la falacia que hace la palabra ino- 
cente y dañoso solamente el hecho denunciado por ella, 
porque la palabra y elhecho, ó sea la idea en ella conte- 
nida, son inseparables. Ni conviene que las instituciones 
estimulen la malevolencia, que es contraria á la frater- 
nidad, porque ésta es el fundamento de la democracia. 

La palabra tipográfica y la palabra oral, manuscrita 6 
emblemática, no son dos derechos iguales. El primero 
comporta una inmunidad completa, porque lleva en sí 
el correctivo de los abusos posibles y es custodio de las 



] 



234 LA VERDADERA. Y tJk WU&k DEMOCRACIA 

libertades públicas. El segundo soIaaMnie es inmune 
cuando censura los actos del Gobierno; ipero en las 
relaciones entre las personas naturales, como no lleva en 
sí su propio correctivo, ni se modera sino por la educa* 
ci(5n, corresponde á la autoridad corregir los abusos. 

Se garantiza la propiedad que comprende todos los 
bienes, acciones y derechos reales y personales. Nadie 
puede ser privado de ella sino por multa dentro del 
limite moderado que la ley señale, por pena judicial 
impuesta en virtud de sentencia, por contribución 
pública que grave todas las industrias dtoda la riqueza 
de un mismo género y por expropiación ó venta forzosa 
en el caso de necesidad social judicialmente declarada 
y previa indemnización. En el estado de guerra interior 
ó exterior la propiedad queda sometida á los gravámenes 
especiales que la Constitución determina; pero entre 
ellos no se encuentran ni el despojo, ni la confiscación. 

Se garantiza la seguridad personal de modo que 
nadie pueda ser detenido sino por motivo correccional, 
con arreglo á la ley, ó por un hecho criminoso, ni juz- 
gado sino por su juez competente, ni penado sin ser oído 
y vencido en juicio, ni condenado á pena corporal por 
más de quince anos. Toda orden de arresto ó detención 
será comunicada por escrito al arrestado ó detenido, en 
las veinte y cuatro horas siguientes, por el funcionario 
público que la dictó, para que aquél pueda pedir 
amparo de su libertad, ante el juez competente, si la 
estimare ilegal. Esta última formalidad, indispensable 
en nuestro sistema, es originaria de la Constitución de 
1821, que dice así: 

Artículo 161. — Para que un ciudadano pueda ser preso se 
necesita : 



DOCTRINA CONSTITUCIONAL 255 

1 .• Una orden de arresto firmada por la autoridad á quien la l^y 
confiera este poder; 
2.0 Que la orden exprese los motivos para la prisión ; y 
3.0 Que se le intime y dé una copia de ella. 

Reproducida esta disposición en otras constituciones 
hasta 1843, fué suprimida incautamente en las últimas. 
Degeneró el tenor literal de la seguridad personal, 
como había ella misma degenerado en las costumbres. 
La frecuencia de las guerras civiles ha disminuido el 
respeto que se debe á este derecho hasta el punto en que 
lus autoridades se pavonean, se ufanan, atropellando á 
los ciudadanos. 

Un corchete seguido de cuatro soldados detiene á un 
ciudadano en la calle ó lo asalta en su propio domicilio, 
y le intima : 

— Siga usted preso. 

— ¿ Por orden de quién ? 

— De orden superior. 

— ¿Dónde está la orden? 

— No la he recibido por escrito. 

— Pero ¿con qué derecho? Yo no soy delincuente. 

— Por el Derecho de gentes. 

Y este ciudadano que no es beligerante, porque no es 
enemigo armado, ni mantiene comunicaciones con los 
enemigos del Gobierno, y que, entregado á sus labores 
ordinarias, descansa tranquilo en la confianza que 
inspira ó debe inspirar el orden social, es conducido á 
una prisión, sin que se le diga el motivo, sin que se le 
haga conocer la autoridad que da esa orden arbitraria 
y allí se le detiene por un tiempo más ó menos largo, al 
cabo del cual se le pone en libertad, sin hacerle saber 
cuál es la autoridad libertadora. Abusos análogos se 
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'cometen contra la propiedad, impuestos, unas veces, 
por la necesidad de la defensa del Gobierno, á falta de 
un sistema de arbitrios rentísticos racionalmente consti- 
tuido, y otras, dictados por bajos motivos de parte de 
sus agentes. 

En plena paz, durante la sorda lucha de los partidos, 
semejante á los ruidos subterráneos, los hombres de la 
clase más desvalida de la sociedad son arrancados de su 
desmantelado hogar, del lado de su infortunada familia, 
y conducidos al cuartel, como reclutas, porque la guerra 
es el espectro que amenaza constantemente á nuestros 
hombres públicos cuando están en el poder, así como es 
el sueño de su ambición cuando están fuera de él ; ó 
bien por motivos políticos ó por un aparente motivo de 
criminalidad ó por la natural tendencia á abusar de la 
autoridad, los ciudadanos son encarcelados, sin hacerles 
conocer la culpa que se les imputa, y no recuperan su 
libertad sino cuando ha cambiado el juicio particular 
de los mandatarios sobre la situación política, ó cuando 
su voluntad caprichosa lo decide, ó cuando se les hace 
saber un tardío auto de sobreseimiento. De suerte que 
después de setenta años de incesante batallar por esta- 
blecer la república, nos encontramos en pleno virrei- 
nato. Los viciados hábitos de mando de la antigua 
colonia aristocrática no han desaparecido. Los tenientes 
han sido reemplazados por los alcaldes, los capitanes por 
los gobernadores, el virrey por el Presidente ; y elpoder 
personal se cierne sobre los ciudadanos como el halcón 
sobre su presa. Indispensable es comenzar, lo mismo 
que en 1810, por establecer la rudimentaria base de la se- 
guridad de los derechos y de la igualdad delante de laley. 

Se garantiza la libertad religiosa para que todo indi- 
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viduo pueda profesar y practicar, privada ó pública- 
mente, cualquiera religión, respetando el gobierno 
temporal y observando para con los demás cultos igual 
tolerancia. La ley federal, como en Suiza, arregla la 
poiicia exterior de todos los cultos. 

Desde la paz de Westfalia, firmada en 1648, la 
libertad religiosa es un canon del Derecho público y una 
necesidad de Ja civilización. Las desastrosas guerras de 
religión no terminaron, ni fué restablecida la tranqui- 
lidad de las conciencias, sino por la coexistencia tolerada 
y respetada de todos los cultos, así como no terminarán 
las guerras civiles, ni será posible asegurar la libertad 
de los ciudadanos, sino por la coexistencia de todos los 
partidos en el ejercicio del gobierno. El efecto producido 
por la tolerancia en el orden religioso será necesaria- 
mente producido en el orden político, porque ese efecto 
es obra de la justicia. 

Puede creerse que al lado de la tolerancia de cultos, 
como principio constitucional, debe consagrarse también 
la protección oficial á una religión dominante 6 profe- 
sada por la mayoría de los ciudadanos ; pero esta 
creencia es un error, no menos incompatible con la 
independencia del Gobierno que con la libertad de la 
Iglesia, atestiguado por la experiencia de los Estados 
Unidos, durante el presente siglo. 

(( Es ya una cosa probada, dice Grimk, que el más grande inte- 
rés que puede ocupar el alma humana, el que más llama la aten- 
ción del hombre desde la pubertad hasta el sepulcro, puede estar 
completamente separado del cuidado del magistrado civil ; y que 
de esta manera están bien servidos tanto los intereses seculares 
como los religiosos. El plan de una Iglesia del Estado se adoptó en 
un tiempo en todos los estados americanos, excepto Pensilvania y 
Rhode Island. La naturaleza del establecimiento no era ciertamente 
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el mismo en lodos. En Masaachusels, Gonnecticut, Nueva York, Mari- 
landia, Virginia y Carolina del Sur, la conexión entre la Iglesia y 
el Estado era tan estricta como en la Gran Bretaña. En los demás 
Estados existía de diferente manera. En todos ellos se ha disuelto 
esta conexión enteramente, después de la revolución. Pero no fué 
sino en el año de 1816 cuando se le puso fin en Gonnecticut y 
en 1833 se le dio el golpe final en Massachusets. Hombres de todas 
creencias en cada uno de aquellos Estados, aun los más opuestos 
á la introducción del nuevo sistema, reconocen ahora que ha pro- 
ducido gran beneficio á la Iglesia y al Estado. La verdadera teoría 
es, pues, que por cuanto la religión establece una relación entre 
Dios y el hombre, la intervención del magistrado civil necesaria- 
mente perturba el sentimento religioso. » 

De ningún modo es necesaria la protección oficial ni 
aun para recaudar los suministros de los ñeles á la 
Iglesia, porque esos suministros se hacen siempre volun- 
tariamente, lo que no sucede con las contribuciones 
públicas. La autoridad civil no apoya á la Iglesia sino 
cuando ella se presenta como una persona jurídica á 
exigir la efectividad de un derecho constituido según 
las leyes ó el cumplimiento de una obligación. No 
interviene en la formación de sus rentas, ni le presta 
para eso su sanción. Los efectos de esta independencia 
recíproca y absoluta han sido también justificados por 
la experiencia en los Estados Unidos : 

(( Los establecimientos religiosos, dice el mismo autor, son todos 
sostenidos por las contribuciones voluntarias de las respectivas 
congregaciones. En un tiempo prevaleció la idea de que si el Estado 
no tomaba la religión bajo su cuidado, el sentimiento religioso de- 
caerla ; y ha sucedido enteramente lo contrario : en ningún país 
del mundo se presta á la religión la atención que en los Estados 
Unidos. La suma con que se contribuye para sostenerla es mayor 
que la que se recauda con ese objeto por cualquier gobierno euro- 
peo, excepto la Gran Bretaña ; y la cantidad que se paga á los 
que ejercen las funciones de ministros del culto, es mayor que en 
cualquiera otra parte, sin excepción de ninguna clase. Tan lejos 
de que la incredulidad se haya extendido por la tierra, haciendo 
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cada uno lo que cree justo según su conveniencia, el freno que la 
religión ejerce es más manifíesto que en ningún olro país. » 

Nada debe el Gobierno temer de la libertad de la 
Iglesia, porque cualquier abuso que sus ministros 
cometan, prevaliéndose de la imponderable influencia 
de su ministerio, se corrige con el Código penal, como 
se corrigen todos los abusos contra el derecho de los 
particulares ó contra los derechos populares, quien- 
quiera que sea el autor ; y debe ser justo con ella, respe- 
tando su existencia y tratando á sus ministros sobre el 
mismo pie de igualdad que á los demás ciudadanos. 

El Gobierno tampoco necesita de la Iglesia como 
instrumento para hacerse obedecer ó como apoyo 
secundario, porque la única base legítima de su 
existencia es la voluntad popular y en ella encuentra 
fortaleza sobrante para sostenerse. El efecto social de la 
religión y el déla moral, convergentes á la conservación 
del orden público, son colaterales é indirectos. 

Menos aun necesita la Iglesia del apoyo oficial, puesto 
que el sentimiento religioso tiene más imperio que 
ninguno otro sobre el corazón humano, como que nace de 
la idea de lo infinito y se alimenta con ella. Por eso la 
Iglesia tendrá siempre agrupados en su anchuroso campo, 
mucho más extenso que los dominios del poder civil, 
á los hambres de todos los partidos. La religión pierde 
en pureza j en ascendiente sobre el hombre cuanto 
adquiere en autoridad temporal. Entregada á sí misma 
se eleva y dignifica, aumenta ?a intensidad de su acción 
invisible, modera con su voz fraternal las emponzoñadas 
pasiones políticas y adquiere poder para levantar un 
te ni pío en cuyas espaciosas naves quepa todo el pueblo 
y cuya enhiesta cruz alcance á tocar el cielo. 
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Más de treinta años hace que las ideas liberales 
rompieron las ligaduras de la Iglesia y el Estado en 
Colombia^ y la experiencia ha confirnado la sabiduría 
de esta disposición. Las colisiones sobrevenidas han 
tenido por causa la antigua y viciada tendencia entre 
esas dos potestades á dominarse mutuamente. Limitán- 
dose á su propia y respectiva esfera de acción, coexisten 
armoniosamente y son fecundas para el bien público. 

Hemos colocado entre las garantías individuales el 
derecho á obtener justicia y protección de las autori- 
dades, porque aun cuando este no es un derecho natural, 
como la libertad ó la vida, comienza á existir con la 
fundación del gobierno y resume el objeto cardinal de 
su establecimiento. Todo individuo tiene derecho de 
exigir pronta resolución en las peticiones que por escrito 
dirija á las corporaciones y funcionarios públicos sobre 
cualquier asuntó de enteres general ó particular y puede 
ocurrir al poder judicial de la Nación y de los Estados, 
por sí misino, si tuviere capacidad legal, ó por medio 
de unpersonero, en demanda de justicia civil ó criminal, 
según las leyes. La administración de justicia será 
gratuita, sin otra obligación onerosa para las partes, 
que el pago de las costas procesales y el uso del papel 
correspondiente, determinado por la ley. En materia 
civil cuando se ventile una acción ó derecho por la vía 
ordinaria, tanto el demandante como el demandado, 
podrán exigir caución suficiente, salvo el caso de 
amparo de pobreza, que asegure los resultados del 
juicio. Este último medio coercitivo tiene por objeto 
darle fecundidad al poder judicial, cuya estéril acción 
es manifiesta, y asegurar la propiedad en todas sus 
formas. Desde que razonablemente fué abolida la prisión 
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por deudas, el derecho del acreedor ha quedado en 
descubierto, porque aquella coerción no ha sido reempla- 
zada por ninguna otra. Se hace pagar el acreedor que 
tiene prenda ó hipoteca y puede hacerse pagar también 
el que tiene un titulo de su derecho ; pero cuando el 
derecho del acreedor no consta en un título escrito, el 
deudor no paga si no quiere ; y en esto caso se encuentra 
la gran masa de acciones civiles constituidas por las 
transacciones humanas, las cuales descansan principal- 
mente sobre la buena fe. No pudiendo comenzar la 
demanda por un juicio ejecutivo, único en que es licito 
embargar bienes del deudor, cuando termina el juicio 
ordinario, el deudor fraudulento ha colocado sus bienes 
en cabeza de tercera persona y se burla de su acreedor. 
Pero si al entrar en el juicio ordinario, tanto el deman- 
dante, para asegurar su derecho, como el demandado, 
para librarse de una reconvención temeraria, pueden 
recíprocamente exigirse caución, no queda duda alguna 
sobre la eficacia de la sentencia. La seguridad positiva 
que se da de este modo al derecho de propiedad es de 
saludables efectos económicos. El retraimiento de los 
capitalistas y la mezquindad del espíritu de empresa 
dependen de la inseguridad. El individuo que llega, á 
formar capital ó que lo adquiere por herencia, lo maneja 
cautelosamente, procurando encontrarse rara vez en 
la posición de acreedor ; y la energía de ese agente de la 
producción de riqueza degenera por la misma temerosa 
cautela con que es manejado. Los que pudieran colocarse 
en la posición de deudores, porque necesitan de tomar, 
en Qualquier forma, capital ajeno, tropiezan con grandes 
dificultades para obtenerlo, porque todo lo que hiere el 
derecho de los acreedores, perjudica el interés de los 
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deudores. La seguridad es el único medio de devolverle 
al capital su energía y de procurar facilidades de alcan- 
zarlo al que carece de él. 

Hemos conservado entre las garantías individuales el 
libre comercio de armas y municiones, porque este 
derecho es un principio fundamental de la República 
desde que los Estados Unidos, en la primera reforma de 
la Constitución de 1787, lo consagraron en los siguientes 
términos : ^ 

» Siendo necesaria una milicia bien arreglada para la seguridad 
de un Estado libre, no podrá coartársele al pueblo el derecho de 
tener y llevar armas. » 

Y no fomenta las revoluciones el hecho de que el 
pueblo esté armado, antes las detiene, puesto que como 
ya hemos manifestado, el origen de ellas no está en las 
masas populares. Todo lo que intimida al Gobierno y lo 
circunscribe al cumplimiento pasivo de las leyes, tiende 
á cegarla fuente inficionada de las discordias domésticas. 

Personas jurídicas. — Hay entidades creadas por la ley 
que se asimilan á las personas naturales para el efecto 
de adquirir derechos y obligaciones. Son personas jurí- 
dicas la Nación, los Estados, los distritos y las aldeas; los 
templos de cualquiera religién y el gobierno interno de 
cada una de ellas ; las corporaciones, asociaciones é 
institutos de educación, de instrucción, de beneficencia 
ó de caridad; y las compañías civiles ó de comercio que 
se organizan conforme á las leyes, así como las 
empresas industriales que, según ellas, pueden dividirse 
en acciones. Ninguna otra persona jurídica puede ser 
creadapor la ley. Las personas jurídicas que se componen 
de personas naturales tienen las mismas garantías indi- 
viduales que éstas, y las que son entidades abstractas. 
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tienen las que corresponden con su naturaleza legal. 
Todas las personas jurídicas, cualquiera que sea su 
especie, pueden adquirir derechos y constituir obli- 
gaciones civiles, exceptuando aquéllas de carácter reli- 
gioso, las cuales no podrán adquirir otros bienes raíces 
que los edificios destinados inmediatamente al objeto de 
su institución. Esta prohibición, aunque especial, no es 
odiosa, y se funda en la equidad. No es odiosa, porque 
no tiene por objeto impedir el enriquecimiento de la 
Iglesia : todas las comuniones religiosas pueden enri- 
quecerse cuanto les sea posible y colocar su caudal en 
las diferentes maneras de colocación que el mercado 
ofrece, con tal de que no sea en bienes inmuebles; y es 
equitativa, porque siendo común á todos los cultos 
religiosos, tiene por objeto impedir la acumulación 
artificial en sus manos y el estancamiento del más po- 
dereso agente de la producción, lo cual perjudicaría á la 
riqueza social. Ni deja de ser peligroso para las liber- 
tades públicas la acumulación desmedida de la propie- 
dad inmueble en el poder de personas que, por el hecho 
de que no mueren, no dividen sus bienes por medio de 
la sucesión. La tierra, fondo común en que diariamen- 
te se depositan los ahorros del capital y del trabajo para 
la generación presente y para las generaciones futu- 
ras, debe estar siempre en manos activas, productoras, 
que no la amorticen y que la dividan y subdividan 
indefinidamente por medio de los contratos y de las 
sucesiones. Entre las personas jurídicas hemos colocado 
las empresas industriales que se dividen en acciones, 
idea que no existe en nuestra legislación civil, y que 
hemos tomado de la de varios Estados de Norte- América. 
Este es un medio eficaz de alentar el vuelo de la indus- 
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tria, facilitando la consecución de capital para nuevas 
empresas. Un empresario de minas ó de caminos, por 
ejemplo, divide su empresa en acciones que vende en el 
mercado para reunir fondos. La empresa misma es una 
persona jurídica. El empresario no contrae obligación 
ninguna personal. Los accionistas son los dueños de la 
empresa y están á sus resultados de ganancia ó de 
pérdida. Los títulos de las acciones circulan en el 
mercado, como un objeto venal, á la par 6 con descuento 
ó con premio, según el éxilo del negocio, y dan derecho, 
á dividendos semestrales 6 anuales. De este modo el 
concurso de los capitales, grandes 6 pequeños, se hace 
sentir donde quiera que una buena idea d la contingencia 
de un buen negocio atrae su atención y demanda su 
eficaz auxilio. No son los individuos, aislados sino 
colectivamente la sociedad, quien se encarga de correr 
los riesgos y de vencer las dificultades de las nuevas 
empresas. 

Efectividad délas garantías individuales. — Lo intere- 
sante no es definir los derechos del hombre sino asegu- 
rarlos eficazmente. Con el pomposo manto de la 
República se ha encubierto siempre en Hispano-Amé- 
rica la más despótica dictadura. Las garantías indivi- 
duales han sido el adorno de las instituciones y la arbi- 
trariedad es su fondo. Nuestros gobiernos republicanos 
son propiamente los sepulcros blanqueados de que 
habla la Escritura, hermosos por fuera y llenos por 
dentro con huesos y podredumbre. 

Para resguardar los derechos individuales contra los 
atentados de las autoridades del orden político y admi- 
nistrativo, así de la Nación como de los Estados, 
hemos establecido el amparo judicial. 
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Para resguardar estos mismos derechos contra los 
abusos del poder judicial, hemos establecido el recurso 
de injusticia notoria ante la Corte Suprema contra las 
sentencias deñnitivas del tribunal superior de los 
Estados y del Distrito federal. 

Para asegurar los derechos litigiosos, hemod estable- 
cido la caución entre los litigantes en el juicio ordinario. 

Para que todos los derechos civiles sean reconocidos, 
constituidos y determinados de un mismo modo en el 
territorio nacional, hemos establecido la unidad en la 
legislación civil sustantiva. 

Para que la violación de los derechos individuales sea 
castigada uniformemente en todo el territorio, lo. 
mismo que los demás delitos, hemos establecido la 
unidad en la legislación penal sustantiva. 

Otros principios tutelares hemos establecido también 
con igual objeto. 

El castigo previene los delitos, pero no repara el daño 
causado ; y la reparación es necesaria. Por consiguiente, 
toda pena corporal infligida por la violación del derecho 
de las personas en delitos comunes ó de responsabilidad, 
llevará anexa la obligación de indemnizar el daño cau- 
sado. La indemnización consiste en el pago de una 
cantidad fija ó de una pensión temporal, regulada por el 
juez que califica los hechos. Se agravará la pena del 
delincuente en el caso de insolvencia notoria ó compro- 
bada. Día llegará, con el progreso de la especie humana, 
en que sea la sociedad quien indemnice á las víctimas 
de los delitos, porque na les díó la seguridad á que 
tenían derecho. 

Las penas serán personales é intrasmisibles, propor- 
cionadas á los delitos, y tendrán por objeto el castigo, 
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le enmienda y la educación moral del delincuente. 

La defensa es un derecho natural. El individuo que 
ofendiere ó quitare la vida á otro en defensa propia, si 
no tuviere otro medio de repeler la agresión, no incurre 
en pena alguna, y el que siendo agredido, se excediere 
en la defensa, tendrá derecho de que la agresión sufrida 
por él, se considere como circunstancia atenuante en 
la graduación del delito que cometa. 

La propiedad responde de las obligaciones civiles 
constituidas por las personas naturales ó jurídicas. 
Nadre podrá ser privado de su libertad, ni de su seguridad 
personal, por la falta de cumplimiento de aquella especie 
de obligaciones. 

No habrá esclavos en el territorio de la República. La 
ley no reconoce compromisos, ni votos, que liguen á per- 
petuidad la libertad del hombre ó que lo priven de la 
seguridad personal. Ni el dominio sobre el esclavo, ni 
los votos ó compromisos de esta clase podrán hacerse 
efectivos ante las autoridades temporales. 

Lo que precede es cuanto puede hacerse en una Cons- 
titución política con el fin antes indicado. La garantía 
positiva de los derechos individuales se encuentra en 
el estado social. Á medida que la civilización inculca 
en la conciencia popular nociones exactas sobre el bien 
y el mal, ideas de justicia y caridad, las costumbres 
se depuran, se vuelven fraternales y llegan á ser la 
egida protectora del derecho en sus variadas manifes- 
taciones. 

Alternabilidad. — Siendo alternativo el gobierno, todos 
los funcionarios públicos deben tener un período de 
duración determinado por la Constitución 6 por la ley, 
y los empleados de libre nombramiento del poder ejecu- 
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tivo no pueden ser una excepción de esta regla. Por 
esto hemos dispuesto que los nombramientos hechos 
por el Consejo federal caducan dos meses después de 
su renovación. Los empleados podrán ser nombrados de 
nuevo en atención á su honradez 6 capacidad y en obse- 
quio del buen servicio público, y no podrán separarse 
de su empleo antes de que tome posesión de él el que 
haya de reemplazarlos. 

La provisión de empleos, punto que parece secun- 
dario, y lo es realmente, en la administración pública, 
toma los caracteres de un conflicto político en las na- 
ciones donde existe el poder unipersonal, aun cuando 
se rijan por la forma republicana de gobierno. 

La elección del poder ejecutivo unipersonal ofrece los 
mismos peligros que la elección de un rey, porque uno 
y otro representan el gobierno exclusivo de un partido 
y vinculan en sí los más grandes intereses sociales. 
Para atenuar estos peligros se dispuso en la constitu- 
ción norte-americana que la elección del Presidente 
fuese indirecta; y la experiencia ha demostrado que, 
por medio de ella, así como por la intensidad que el 
sentimiento democrático tiene en aquel pueblo, el 
gobierno representativo ha podido ser conservado. Pero 
no han desaparecido todos los peligros que se propu- 
sieron conjurar. Los electores, por cuanto no tienen otra 
misión que la de elegir Presidente, han formado una 
clase agitadora, cuya tarea es formar una opinión 
pública ficticia, que se hace pagar sus servicios después 
de la victoria con los empleos de libre nombramiento 
del poder ejecutivo, los cuales, según la expresión de 
Mr. de Laboulaye, han quedado convertidos en mo- 
neda electoral. Tan perniciosa influencia ha ejercido 



368 LA VERDADERA Y LA FALSA DEMOCRACIA 

esta costumbre corruptora en la política americana, 
que la opinión nacional ha procurado ansiosamente 
ponerle remedio, y el Congreso ha expedido ley especial 
para que la provisión de los empleos se haga conforme 
á la aptitud comprobada de los aspirantes. Seguramente 
en lo futuro el nombramiento será precedido de un 
examen de capacidad y de la exhibición de una patente ; 
pero aunque así sea, el mal no se habrá curado, porque 
está en la naturaleza de las cosas y no se ha removido 
la causa que lo produce. Pronto la legión de aspirantes 
se habrá provisto de patentes ; y como sus servicios son 
necesarios en el esfuerzo colectivo que requiere la elec- 
ción del poder ejecutivo unipersonal, sus miembros que- 
darán reintegrados en la posición de acreedores y for- 
marán concurso sobre su único deudor, que es el 
Presidente. El mal se cura radicalmente suprimiendo 
el poder personal y entregando el ejercicio del poder 
ejecutivo á una corporación en que estén representados 
todos los partidos, porque así la voluntad popular toma 
corrientes naturales, no será necesario forzarla, y no 
habrá en la elección ni acreedores ni deudor. El Presi- 
dente de la República, personero de la soberanía na- 
cional, elegido por el Congreso de entre los miembros 
del Consejo federal, del cual será agente inmediato^ 
ocupará su puesto sin ningún género de compromisos 
y sin ningún poder real para satisfacerlos, aun en el 
supuesto de que fueran posibles. 

El peligro de la corrupción política es el menor de los 
que surgen de la elección del poder ejecutivo uniper- 
sonal, cualquiera que sea el método empleado para ella. 
Si en los Estados Unidos solamente este mal se ha 
sentido, es por las circunstancias excepcionales de ese 
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gran pueblo. Pero en Hispano-América aparecen con su 
intensidad característica, todas las consecuencias funestas 
de ese deplorable error. La elección es una batalla en 
que se emplea todo genero de armas prohibidas, porque 
el resultado de ella es fatal para el partido político que 
quede excluido del Gobierno ; y la Presidencia misma, 
con su poder omnímodo, es en sí una amenaza para las 
instituciones representativas, las cuales pueden des- 
aparecer con un acto de usurpación. La monarquía pre- 
senta menos peligros, puesto que es vitalicia, heredi- 
taria, y en su ministerio, alternando los partidos, abre 
un respiradero á la opinión y establece una válvula de 
seguridad. Pero la presidencia unipersonal no deja 
ningún alivio : ella representa inexorablemente el pre- 
dominio exclusivo dé un partido y su perpetuación en el 
poder por medio del fraude y la violencia. Así la elección 
popular no es más que una careta que remeda á la 
República y que se emplea para encubrir el despotismo. 
El error está, no en que el poder ejecutivo sea de 
elección popular, sino en que es unipersonal. Presidente 
electivo y rey electivo son dos absurdos iguales. 

La experiencia de medio siglo de continuos desastres 
concurre á demostrar esta verdad política, velada á 
nuestros ojos durante nuestras reyertas domésticas, á 
saber : 

Que no hay medio razonable entre la monarquía y la 
república : 

Ó el poder personal vitalicio, hereditario, con aristo- 
cracia y nobleza, con ejército permanente y con su 
cortejo obligado de vinculaciones, mayorazgos, privi- 
legios, monopolios y desigualdades sociales ; 

O la supresión completa del poder personal y el 
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ejercicio del gobierno por corporaciones en las cuales 
estén representados todos los partidos proporcional- 
mente á sus votos. 

Cualquier término medio artiGcialmente formado es 
un vórtice abierto entre el pueblo y la libertad. Por esto 
creemos que la Constitución de los Estados Unidos del 
Norte que ha sido el modelo de las repúblicas hispano- 
americanas, porque contiene el principio científico de 
la división de la soberanía nacional entre varias enti- 
dades, ha sido también la causa de su perdición, por 
cuanto consagra el poder personal en la rama ejecutiva 
del gobierno ; error grave cuyos malos efectos no han 
podido aquellas neutralizar. 

Por haber seguido ese modelo en la parte errónea, 
nos ha sido imposible fundar la república, y la opinión 
del mundo se ha pronunciado en contra de nuestro 
modo de ser político. Un pensador inglés ha pintado 
con maestiía el cuadro de nuestra situación hispano- 
americana, que presentamos á los ojos del lector para 
que lo contemple y medite. 

« Cuando un pueblo no tiene, diceSluart Mili, la estimación, ni 
la adhesión necesaria por una Constitución representativa, no hay 
casi ninguna probabilidad de conservarla. En todopais el Ejecutivo 
es la rama del Gobierno que maneja el poder inmediato y que está 
en contacto directo con el público : él es el objeto de las esperanzas 
y de los temores de los individuos, y es sobre todo por él que son 
representados á los ojos del público, los beneficios y los terrores 
del Gobierno, lo mismo que su prestigio. Si, pues, las autoridades 
que deben contener y moderar al Ejecutivo no son sostenidas por 
una opinión y por un sentimiento poderoso en el pueblo, el Ejecu- 
tivo encuentra siempre modo de echarlas á un lado ó de reducirlas 
á la obediencia y está seguro de ser ayudado en esta obra. La 
permanencia de las instituciones representativas depende necesa- 
riamente de la batalla que el pueblo está pronto á dar por ellas 
cuando están en peligro. Si no las estima bastante para llegar 
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basta ese punto, es raro que ellas tomen asiento, ó si llegan á 
establecerse pueden contar conque el jefe del Gobierno ó cualquier jefe 
de partido que pueda reunir bastantes fuerzas para un golpe de 
mano, estará dispuesto k correr algún pequeño riesgo para llegar 
al poder absoluto. Estas consideraciones se refieren á las dos 
primeras causas de obstáculos para un gobierno representativo. La 
tercera causa se encuentra cuando falta en el pueblo la voluntad ó 
la capacidad de desempeñar el papel que le corresponde en una 
constitución representativa. Guando no se encuentra nadie ó 
solamente se encuentran pocos hombres que tomen por los negó* 
cios generales del Estado el grado de interés necesario para la 
formación de una opinión pública, los electores no emplearán el 
sufragio para otra cosa que para servir á su interés privado, al de 
una localidad ó al de algún hombre con quien estén ligados, sea 
como adherentes ó como dependientes. La clase, poco numerosa, 
que, en este estado del sentimiento público, obtiene la dirección 
del cuerpo representativo, no la emplea principalmente sino como 
un medio de hacer fortuna. Si el Ejecutivo es débil, hay lucha en 
el país y lucha violenta por los empleos; y si es fuerte, se convierte 
en despótico, apaciguando á poco precio á los representantes ó á 
aquellos que serian capaces de darle cuidados, por medio de una 
parle en el botín. Asi el solo efecto de la representación nacional, 
es que , además de los que gobiernan realmente^ el público costea 
una asamblea, y no hay probabilidad de que desaparezca ningún 
abuso en que se halle interesada una parte de ella misma. Sin 
embargo, cuando el mal se detiene aqui, se puede soportar con tal 
de gozar de publicidad y de discusión, porque éste es el acompa- 
ñamiento natural, si no permanente de toda representación, 
aunque sea nominal. Por ejemplo, se puede apenas dudar de que 
en el moderno reino de Grecia, los aspirantes á empleos que com- 
ponen en gran parte la asamblea representativa, mantienen la 
idea de los derechos populares y contribuyen grandemente á la 
libertad real de la prensa que existe en ese país, aunque directa- 
mente no hagan nada ó hagan poco para que el país sea bien gober- 
nado, ni aun para templar el poder arbitrario del Ejecutivo. Sin 
embargo, este beneficio depende enteramente de la existencia de 
un rey hereditario ai lado del cuerpo popular. Si en vez de dispu- 
tarse los favores del gobierno permanente, esas facciones egoístas, 
y sórdidas se disputasen el puesto principal, el pais se encontraría, 
como la América española, en un Estado de revolución crónica y 
de guerra civil. Una sucesión de aventureros políticos ejercería por 
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turno, no el despotismo de las leyes, sino el de la violencia, y el 
nombre y las formas de la representación, no tendrían otro efecto 
que Impedir al despotismo que llegase á la estabilidad y seguridad, 
únicas condiciones que pueden mitigar sus males y con las cuales 
pueden realizarse los pocos beneficios de que es capaz. » {El 
Gobierno representativo. Capítulo IV.) 

i Pueblos que no estiman las instituciones representa- 
tivas y no saben defenderlas I ] Facciones sórdidas y 
egoístas que se despedazan por alcanzar la posesión ex- 
clusiva del poder público ! ¡ Aventureros políticos que 
ejercen por turno el despotismo de la violencia y son 
incapaces de darle estabilidad ! He ahí la abrumadora 
sentencia pronunciada contra la América hispana por la 
Europa civilizada; y esa sentencia es justa, porque 
aunque nuestros pueblos se debaten constantemente por 
establecer la república y consagran á ello su valor 
heroico y su tranquilidad, no han comprendido que el 
poder personal es el obstáculo formidable que les 
impide realizar su elevado propósito, como no sabe el 
hombre que se pone bajo la sombra del manzanillo 
cuál es la causa que lo envenena. 

Incompatibilidades. — Ya hemos manifestado que todos 
los ciudadanos son elegibles para los puestos públicos, 
sin otra excepción que aquellos funcionarios que por la 
naturaleza de su empleo pueden desvirtuar el sufragio , 
los cuales se determinan en la Constitución nacional y 
en la de los Estados. Según esto, la calificación de Ja 
capacidad de los candidatos corresponde á los electores. 
Hemos establecido incompatibilidad entre los empleos 
del Gobierno general y los de los Estados para que sea 
efectivo el deslinde entre la jurisdicción nacional y la de 
aquéllos, exceptuando los miembros del Congreso que 
pueden ser diputados á las asambleas legislativas y 
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regidores de las municipalidades. La admisión de un 
empleo del gobierno délos Estados deja vacante el empleo 
nacional. Finalmente, hemos establecido incompati- 
bilidad entre los empleos nacionales para que no sean 
acumulables, con excepción de los de instrucción 
pública y de beneficencia, que pueden acumalarse á 
cualesquiera otros nacionales ó de los Estados. 

Reforma de la Constitución. — La Constitución puede 
ser reformada totalmente por una convención que el Con- 
greso convoque por una ley expedida mediante la soli- 
citud de las dos terceras partes de las asambleas legis- 
lativas de los Estados. La Convención se compondrá de 
diputados elegidos por el voto directo de los electores 
de aquéllos, como los representantes, en la proporción 
de un diputado por cada treinta mil habitantes, de suerte 
que será tan numerosa como las cámaras reunidas. 
Parcialmente podrá reformarse la Constitución por medio 
de leyes generales que el Congreso expida y que 
aprueben las dos terceras partes de las asambleas legis- 
lativas. Corresponde á la Corte Suprema declarar 
cuándo ha sido aprobada por las asambleas una ley 
constitucional reformatoria, y al Consejo federal san- 
cionarla, después de hecha esa declaratoria por la 
Corte. 

El segundo modo de reformar la Constitución es el 

más prudente, porque las reformas parciales pueden ser 

sucesivas, según la experiencia aconseje, en tanto que 

las reformas totales necesariaínente adolecen de los 

errores dominantes en la época en que se ejecutan. Por 

este motivo los errores que se advierten en las diversas 

constituciones que han regido en la República, no son 

de ningún modo imputables á sus autores : ellas son la 

18 
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expresivo genuina del espíritu público en su tiempo ; 
y si. ninguna de ellas ha llegado á adquirir estabilidad, 
es porque no se retocaban conforme á los progresos de 
las ciencia política y según el desenvolvimiento natural 
y progresivo de las ideas. Los moldes políticos, inalte- 
rables, que sus autores parecen destinar siuceramente á 
la perpetuidad, quedan predestinados á sucumbir por su 
misma irrevocable naturaleza. 

Objeciones y solución. — Numerosas son las objeciones 
que se pueden oponer á cualquier plan de gobierno, 
especialmente si, como el nuestro, lleva en sí un ideal 
de justicia que no se ha realizado en parte alguna, 
aunque no sea irrealizable en el estado actual de los 
conocimientos políticos. Estas objeciones proceden del 
empirismo, de las preocupaciones, de ideas preconsti- 
tuídas, de los intereses personales, 6 del instinto, que, 
ordinaiíamente, es lo que se aplica en problemas de esta 
especie, porque rara vez se busca la solución de ellos 
con reflexivo y maduro estudio de la ciencia social. 
Nos ocuparemos solamente en algunas de las principales 
objeciones. 

La constitución política de un pueblo, se dice, debe 
ser cómo un retrato de su organismo social : de sus 
costumbres, de sus tendencias naturales, de sus creencias 
dominantes y de todas las circunstancias etnológicas, 
topográficas y tradicionales que forman como su fisono- 
mía propia. Por esto vemos una gran diversidad de 
gobiernos sobre la superficie de la tierra. 

Esta objeción tiene grande ascendiente sobre los 
espíritus, á pesar de la vaguedad que la caracteriza y de 
que ella erige en arbitro de la constitución de un pueblo 
la casualidad, ó sea el conjunto de circunstancias histó- 
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ricas que determinaron su formación y su manera de. ser 
política. Sin embargo, hay en ella una mezcla de error 
y de verdad que es fácil separar. 

Se deben distinguir en el gobierno dos cosas diferentes : 
la esencia y la forma, ó la ciencia y el arte. 

La esencia es ó debe ser una misma para todas las 
latitudes, para todas las razas y para todas las costum- 
bres ; pero la forma puede cambiar con las peculia- 
ridades características de cada pueblo. 

Está en la esencia del gobierno que sea popular, 
electivo, responsable, alternante y representativo de 
todos los partidos políticos, porque con estos caracteres 
constitucionales realiza en su seno la justicia ; pero 
puede ser central ó federal y más ó menos centralizado 
ó más ó menos descentralizado, según las circunstancias 
locales. La extensión del territorio, la distribución de 
la población, la mayor ó menor facilidad de las comuni- 
caciones, el caudal de los negociados gubernativos, la 
situación de los centros económicos, son circunstancias 
accidentales á las cuales seplega el arte. Pero cualquiera 
que sea la forma del gobierno, su esencia debe ser una 
misma, y en la esencia del gobierno culmina, por 
decirlo así, el carácter representativo que exige el 
ejercicio del poder público por corporaciones para que 
en ellas estén representados todos los partidos. El poder 
personal es incompatible con la esencia científica del 
gobierno, puesto que un solo individuo no puede á un 
tiempo representar á diferentes comunidades políticas, 
de tendencias opuestas entre sí ; y ordinariamente no 
representa á nadie, sino á sí mismo. 

Hay sobre la tierra gobiernos de distinta apárenle 
naturaleza como hay diferentes religiones. Si se mantienen 
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aquéllos, es porque en su fondo existe algo de verdad 
política; y si se conservan éstas, es porque en su fondo 
existe algo de verdad moral. Pero ni la diversidad de ins- 
tituciones, ni la diversidad de creencias religiosas, 
demuestra que deje de haber un orden de verdades 
científicas, absolutas, que les sirve de ideal. El movi- 
miento uniforme de todas las instituciones humanas, 
como el de todas las religiones, semejante al de nuestro 
sistema planetario hacia la constelación de Hércules, 
es hacia un mismo centro de gravedad: hacia ese orden 
de verdades absolutas que resumen la justicia moral y 
la justicia política. Hay ó ha habido religiones falsas, 
como aquellas que inmolaban criaturas racionales en 
holocausto á sus dioses ; y hay gobiernos falsos, como 
todos los que sacrifican el derecho humano á los dioses 
de la tierra. 

El arte mismo, aunque flexible para plegarse á las 
circunstancias locales, sigue reglas generales que no 
puede olvidar, porque se derivan de .principios cientí- 
ficos : ó en otros términos : hay puntos en que se tocan 
el arte y la ciencia, y en ellos adquiere el primero la 
rigidez de la segunda. 

Así, por ejemplo, en un país en que la mayoría ó 
todos los habitantes profesen una misma religión, no 
por eso debe ser ésta religión del Estado, porque la 
protección oficial á determinado culto, aun cuando no 
coexista con otros y aun por eso mismo, avigora las 
tendencias teocráticas dominadoras, estimula la intole- 
rancia religiosa y fomenta la intolerancia política. 
Creemos que es un hecho indudable, aunque no haya 
sido generalmente observado, que la coexistencia de 
diferentes cultos religiosos en los Estados Unidos y en 
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la Confederación helvética, facilitó sobremanera el 
planteamiento de la República, porque la oposición de 
creencias había educado al pueblo en la tolerancia. 
Consiguientemente la uniformidad de religión es un obs- 
táculo para la realización de ese objeto, que se acrecien- 
ta con todo lo que tienda á mantener esa uniformidad, 
por lo menos en tanto que el desarrollo del sentimiento 
moral sea insuficiente para producir la tolerancia por 
otros medios. La diversidad de cultos religiosos es un he- 
cho providencial que la ley debe procurar, tratándolos 
ó prometiendo tratarlos á todos sobre un pie de completa 
igualdad ; y aun cuando no exista esa diversidad de 
creencias en su territorio, aparecerá lentamente por la 
evolución natural del pensamiento entre los nacionales 
y por la inmigración de individuos extranjeros, la cual 
no tan sólo es inevitable en el estado actual del mundo, 
sino que es provechosa en sí misma, puesto que cada 
inmigrado lleva nueva sangre y nueva savia á su patria 
adoptiva. 

La existencia de hábitos determinados producidos por 
un viciado régimen gubernativo, es otra circunstancia 
secundaria que el arte no debe tener en cuenta para 
acatar aquéllos en la constitución política, por grande 
que sea la aparente intensidad de tales hábitos. En un 
país regido largo tiempo por un gobierno central, se 
deberá establecer el régimen federal, si la extensión 
del territorio, la distribución de la población y otras 
circunstancias locales eficientes, lo indican como más 
provechoso, aun cuando existan los hábitos formados por 
el anterior régimen y sea preciso luchar con ellos. 
Lentamente esos hábitos se modifican por la acción de 
las nuevas instituciones, de tal modo que la indolencia 
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llega á ser reemplazada por la iniciativa, la ineptitud 
para el gobierno propio con la prudente habilidad, el 
servilismo con la independencia y la ceguedad instintiva 
con la costumbre de reflexionar. Los pueblos aprenden 
á gobernar, gobernándose ellos mismos, porque el poder 
que en sí tienen las instituciones libres para mejorar 
la naturaleza humana, es incalculable. Prueba peren- 
toria de ello es la distancia inmensa que separa el 
estado social de la América Hispana, á pesar de sus 
frecuentes discordias civiles, de las antiguas enco- 
miendas de indígenas, que fueron la fórmula primitiva 
de su gobierno interno. 

Todo lo sustantivo corresponde á la parte científica 
del gobierno y lo adjetivo á la parte artística. Por este 
motivo, en el régimen federal, reservamos al Gobierno 
general de la República la legislación sustantiva civil 
y penal y les atribuímos á los Estados la legislación 
adjetiva. Según esto, la institución del jurado, que es 
una forma de la justicia, no puede colocarse entre las 
garantías individuales en la Constitución nacional, 
porque es de la exclusiva incumbencia de los Estados; y 
á ellos corresponde establecerlo y determinar el modo 
cómo ha de funcionar. La Nación puede establecerlo 
también en los asuntos de su competencia. Para que esa 
institución figurase como garantía individual, sería 
necesario que por la universalidad de sus buenos efectos 
hubiese sido elevada á la categoría de principio cien- 
tífico de infalibles resultados ; pero evidentemente que 
el estado social y las circunstancias locales modifican 
mucho, hasta eliminar del todo en algunas adversas 
situaciones, su bondad ingénita. Pueden ser multiformes 
las leyes adjetivas con tal de que en medio de ellas la 
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sustancia sea única, como un eje sobre el cual ruedan 
aquéllas. En las colonias hispanas se conservó la antigua 
legislación sustantiva española y se ha aplicado sin 
inconveniente por medio de leyes adjetivas diferentes en 
cada una de ellas. 

Se objeta también que cualesquiera que sean los efectos 
de un sistema de gobierno científico, nunca debe ser más 
avanzado que las costumbres, para evitar sacudimientos 
y conmociones, sino que su progreso ha de ser paralelo 
con el de aquéllas, semejando ]as andaderas que se 
ponen al infante. 

Esla es otra objeción que tiene mucho ascendiente 
sobre los espíritus, especialmente entre los que alientan 
con el poder personal y son como sus satélites. Suele 
también ser defendida por ardorosos republicanos cuando 
las vueltas de la fortuna los coloca en la clase de los 
dominadores. Sobre ella hacemos oir la voz autorizada 
del publicista insigne americano citado varias veces. 

« Hay una/ máxima antigua, dice Grimk, que enseña que las 
instituciones políticas jamás deben elevarse á un nivel más alto 
que las costumbres ; y nunca se ha incorporado una más perju- 
dicial en el libro de la política. Respecto de esto no hay diferencia 
entre las instituciones políticas y cualesquiera otras instituciones ; 
y si la máxima se hubiese puesto en práctica de un modo que se 
pareciera algo á su plena extensión, la sociedad jamás habría 
dado un paso en la vía de la mejora. Porque, ¿ qué son la religión, 
la educación y el cuerpo de reglas convencionales que presiden á 
una comunidad sino otras tantas instituciones que, hallando á los 
hombres ignorantes y débiles, los elevaron é hicieron mejores y 
más sabios ? La máxima que es verdadera es que las instituciones 
políticas ejercen una importantísima influencia sobre las costum- 
ibres y que toda mejora que se haga en aquéllas contribuye á 
levantar la sociedad á un nivel más alto. Y estoy persuadido de 
que si algunos gobiernos europeos que podría nombrar se resol- 
Tieran varonilmente, aunque con circunspección, á renunciar á 
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la preocupación de que lo que ha existido debe conlinuar exis- 
tiendo y le diesen al pueblo una suraa mayor de libertad, aumen- 
tarían la fortaleza y la prosperidad del pueblo y del gobierno. El 
plan más sabio es siempre hacer las instituciones algo más adelan- 
tadas que la sociedad ; pero los hombres de Estado europeos gene- 
ralmente son recalcitrantes contra este plan, porque creen que en- 
traña turbaciones é inseguridad para la comunidad. Según ellos, 
la población en general no sólo debe alcanzar un cierto grado de 
inteligencia, sino que tiene que adquirir un cierto rango en el 
Estado antes de que sea prudenle concederle algunos privilegios. 
Sin embargo, no hay verdad más importante y más obvia, el día 
de hoy, que la de que las instituciones políticas figuran entre los 
principales instrumentos para elevar el carácter general de las 
costumbres. Establecer el gobierno sobre una base liberal y dar á 
la gran mayoría de adultos algún interés en él, es un medio de 
impeler á los hombres á levantarse sobre sus meras necesidades 
animales y ligarlos real y positivamente con el bien común. Si el 
cultivo del espíritu popular es de tanta trascendencia ¿qué cosa 
mejor calculada puede haber para promoverlo que un sistema de 
instituciones que obra como una disciplina perpetua y pone á 
cada uno pensativo, porque sus conocimientos y sus intereses se 
hallan con él estrechamente ligados? Las instituciones libres de 
los Estados Unidos, lejos de hallarse basadas sobre un sistema 
general de educación, precedieron á él medio siglo en los Estados 
del Centro y del Sur. Por largo tiempo esas instituciones suplieron 
la falta de un sistema de instrucción popular. Por tanto, no hay 
máxima más insensata y dañina que la que enseña que las institu- 
ciones de un país jamás pueden elevarse más alto que sus cos- 
tumbres. » 

Podemos citar un ejemplo reciente, entre dos repúblicas 
hermanas, de la influencia benéfica ó perniciosa que las 
instituciones ejercen sobre las costumbres. 

En Venezuela preponderaba el espíritu militar, tanto 
que sus hombres públicos eran casi todos coroneles ó 
generales ; y era fama que en Colombia prevalecía el 
espíritu civil. Bajo la influencia de uno de sus más afa- 
mados caudillos se sancionó en aquella República la 
Constitución política de 1874, que moderó el poder uni- 
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personal del Ejecutivo en los términos siguientes. 

Art. 78. La decisión de todos los negocios que no sean de lo 
económico délas Secretarías, se resolverá en Consejo de ministros; 
y la responsabilidad es colecliva. 

Art. 83. El Ejecutivo nacional se ejerce por el Presidente de la 
Union ó el que haga sus veces, en unión de los ministros del des- 
pacho, que son sus órganos. 

No está consignado en estas disposiciones de un modo 
claro, perentorio y completo el principio democrático de 
que el poder ejecutivo se ejerza poruña corporación, en 
quien reside la autoridad, de la cual el Presidente no es 
sino ejecutor, y están falseadas por otras disposiciones 
contrarias ; pero la manera de proceder el poder ejecu- 
tivo dista allí mucho de la forma despótica que á ese 
mismo poder le da la Constitución de Colombia, en estos 
términos : 

Art. 64. El poder ejecutivo de la Unión se ejerce por un magis- 
trado que se denominará Presidente de los Estados Unidos de Co- 
lombia y que empezará á funcionar el día i .* de abril próximo al 
de su elección. 

Art. 68. Para el despacho de los negocios de la competencia del 
poder ejecutivo de la Unión, tendrá el Presidente los secretarios de 
Estado que determine la ley. Todos los actos del Presidente con 
excepción de los decretos de nombramiento ó remoción de los se- 
cretarios de Estado, serán autorizados por uno de éstos, sin lo cual 
no deberán ser obedecidos. 

En Venezuela los secretarios de Estado tienen voto en 
el Consejo y asumen una responsabilidad solidaria. En 
Colombia no tienen otra misión que autorizar lo que el 
Presidente manda : son propiamente los lacayos del 
Poder. Si su voz no es oída, no les queda otro recursa 
para salvar su responsabilidad ó la honra, que dimitir su 
cartera : es decir, que en el caso de no tener influencia 
en las resoluciones del gobierno, el único remedio cons- 
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litucitínal es parder la esperanza de adquirir la. Y eu la 
práctica, desde hace mas de diez años, se ha olvidado el 
precepto de que los actos del Presidente sean autoriza- 
dos por un secretario, especialmente en las circunstan- 
cias criticas, cuando es más peligroso el ejercicio de una 
autoridad sin límites : el autócrata manda solo. 

Esta diferencia de instituciones entre las dos repú- 
blicas, sobre un punto esencial de gobierno, ha produ- 
cido un efecto patente : que en Venezuela el caudillaje 
se ha moderado entre los militares, mientras que en 
Colombia se ha propagado entre los hombres civiles ; y 
el contagio ha sido general, porque modelándose el 
poder ejecutivo de los Estados en el mismo despótico 
molde, han sido aquéllos convertidos en satrapías. La 
armazón política de Colombia no es propiamente la 
división de la soberanía nacional bajo una forma repu- 
blicana de gobierno, sino la división ó el fraccionamiento 
del despotismo. Las antiguas tendencias centralizadoras 
han prevalecido sobre el espíritu federal, tanto en el 
Gobierno general de la Nación, como en el de cada uno 
de los Estados, por la deletérea influencia de un vicio 
orgánico de las instituciones. Esta reacción centraliza- 
dora y autoritaria comenzó con la vida misma de la Cons- 
titución promulgada en 1863, aunque ésta había sido 
amasada con sangre para combatir esa reacción, la cual 
se ha desarrollado fatalmente hasta llegar á las propor- 
ciones trastornado ras de una crisis política en el pre- 
sente año. Cuando termine la actual contienda armada, 
los vencedores, quienes quiera que sean, se sentirán 
dominados por ella como por un vértigo; y habrá de 
necesitarse todo el fervor de los primeros días de la 
patria para dirigir el movimiento político por el recto 
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camino de la democracia y evitar que el despotismo 
se engalane otra vez con el pomposo ropaje de la Repú- 
blica. 

Se objeta también que la naturaleza de las institu- 
ciones significa poco, que éstas no tienen casi influen- 
cia alguna, puesto que bajo diferentes formas de 
gobierno, las más opuestas entre sí, han crecido y pros- 
perado diferentes naciones, como la Inglaterra y los 
Estados Unidos, Francia y Alemania, Rusia y Chile, y 
aun colonias de distinto origen, como Cuba y las islas 
oceánicas. 

Ciertamente que bajo formas de gobierno de distinta 
naturaleza se encuentran el orden social y la prosperidad 
material, por dos motivos, á saber : 

Porque estos gobiernos aseguran más ó menos los de- 
rechos civiles, aun cuando no respeten la libertad po- 
lítica ; y 

Porque la prosperidad material es efecto de causas 
naturales independientes de la autoridad pública. 

La acción délas instituciones es directa sobre el hom- 
bre, elevándolo ó envileciéndolo, é indirecta sobre la obra 
de la producción de riqueza, bien sea que la estimule ó 
que la estorbe. Por esta razón, cuando las fuentes de 
producción son exuberantes, las naciones se enriquecen, 
á despecho del gobierno ; y su prosperidad es más rápida 
y sólida, cuando la acción indirecta de la autoridad, 
siendo justa y liberal, fomenta, én vez de estorbar, el 
desarrollo de las causas productoras de engrandeci- 
miento. 

La Rusia se enriquece por los inagotables mercados 
del Asia que aseguran el consumo de sus productos ; 
Cuba prospera por su posición insular que le permite 
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ofrecer á poco costo, en la zona templada, los frutos de 
la zona tórrida; Chile adelanta por su posición raarítima, 
semejante á la de la antigua Fenicia, por sus ricos ve- 
neros, por su favorable topografía y por la bondad de 
su clima; Francia é Inglaterra deben también á causas 
naturales su engrandecimiento, estimulado eficazmente 
por la libertad civil de que no han carecido en los 
tiempos modernos ; los Estados Unidos habrían sido un 
gran pueblo, aun bajo un régimen de gobierno despótico, 
por la exuberancia de sus fuentes propias de riqueza, 

• 

pero no tendrían la floreciente prosperidad con que han 
asombrado al mundo; y Colombia, la infortunada Co- 
lombia, ha sido y será siempre un pueblo relativamente 
pobre, porque los manantiales de su prosperidad natural 
son más poéticos que verdaderos, y las dificultades que 
las encumbradas y anchas cordilleras oponen á la comu- 
nicación de sus habitantes entre sí y de éstos con el 
mundo civilizado, parecen poco menos que invencibles. 

El hecho de que bajo un gobierno absoluto se encuen- 
tre un pueblo opulento, y, bajo de un gobierno libre, se 
encuentre otro pueblo pobre, nada prueba en pro ni en 
contra de las instituciones; puesto que el efecto de éstas, 
bien sean políticas ó religiosas, ó de cualquiera otra es- 
pecie, se ha de buscar en el hombre mismo : en su carácter, 
en sus ideas, en sus sentimientos y en sus hábitos de 
moralidad y de justicia. 

Se objeta también que lo esencial en las instituciones 
políticas no es la estructura del gobierno, sino la hon- 
radez de los gobernantes, porque los hombres buenos 
practican el bien y no hacen daño. 

Sin duda alguna la probidad de los mandatarios es la 
primera condición de un buen gobierno; pero ella no se 
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obtiene sino por medio de la libertad política y de la 
eoncurrencia de todos los partidos en el ejercicio del 
poder. Cuando el sufragio es libre, ascienden á los 
puestos públicos los hombres más dignos; y cuando no 
es, esos mismos puestos son ocupados por los ipás 
intrigantes 6 por los más audaces, aun cuando carezcan 
de probidad. Puede asegurarse que la honradez que se 
advierte entre los funcionarios públicos es la piedra de 
toque para calificar la libertad electoral : las ráfagas de 
aire corrompido que llegan á las regiones del poder, 
nunca son de origen popular. Si cada ciudadano tiene 
plena seguridad de que su voto es efectivo, de que con 
él contribuye á dirigir el movimiento político y á consti- 
tuir el gobierno, la expresión de la voluntad colectiva 
será siempre pura, elevada, noble, personificándose en 
los candidatos que sean más acreedores de la confianza 
pública, porque los pueblos tienen un instinto infalible 
para colocar su propia causa, que es la del bien común, 
sobre las sólidas bases de la inteligencia y la virtud. 
Haced que el pueblo elija realmente sus propios gober- 
nantes y el gobierno será siempre honrado. 

Se objeta, finalmente, que un plan de gobierno ver- 
daderamente democrático se estrella contra los posee- 
dores del poder público exclusivo, los cuales, aunque se 
sucedan entre los miembros de un mismo partido, 6 
entre miembros de diferentes partidos políticos^ le 
opondrán igual resistencia, puesto que un plan de esa 
naturaleza suprime todos los halagos y destruye todas 
las ventajas que el monopolio del Gobierno ofrece á los 
gobernantes. 

Esta objeción es fuerte para los espíritus débiles, 
porque creen que las sociedades humanas se rigen, 
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como los cuerpos, por las leyes de la mecánica única- 
mente. Tales hombres sin fe, nada emprenden, si no 
cuentan con fuerza material en que apoyarse, y pali- 
decen, siempre que la fuerza que los sostiene se desva- 
nece por cualquier motivo. Pero los que abrigan con- 
fianza en las leyes morales que gobiernan la inteligencia 
colectiva de los pueblos, saben que el derecho se abre 
paso al través de todos los obstáculos y se impone al 
fin sobre todas las conciencias, pues los mismos soste- 
nedores de una injusticia social acaban por rendir sus 
armas á las nuevas ideas. 

Los demócratas debemos tener la misma fe sublime 
que el divino Maestro inspiraba á sus discípulos, 
haciéndolos caminar sobre las aguas del mar como 
sobre plateadas alfombras ; y podemos tenerla, porque 
la democracia y el cristianismo son dos manifestaciones 
de una misma verdad, dos raudales luminosos de un 
mismo sol. Por eso hay entre estos dos fenómenos 
sociales una conexión estrecha. Cuando el vendaval de 
las pasiones desencadenadas azota las libertades 
públicas, se oye la voz de las antiguas catacumbas, ins- 
pirada en la verdad evangélica, que predica fraternidad 
y justicia; y cuando esas mismas pasiones penetran 
en el santuario de la conciencia para esclavizarla, la 
democracia se interpone, y consagra la independencia 
y la libertad de las creencias. El mundo está todavía 
lejos de la democracia como está lejos del cristianismo ; 
pero á ellos se dirige en su marcha política y moral. 
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CAPITULO IX 

CONCLUSIÓN. 

Ha llegado á muestras manos, la Reforma política 
en Colombia de un eminente escritor que llena en estos 
momentos con su nombre y con sus hechos lodo el 
ámbito de la República. Es una colección de artículos, 
que no conocíamos, publicados en diversos periódicos y 
que semejan una brillante nebulosa en cuyo fondo no 
se encuentra núcleo; pero cruzan por ella rayos de luz 
intensa, los cuales proceden de un centro de excelsa 
verdad. El autor no volvió á mirar ese centro; ó si lo 
vio, no quiso enseñárselo al lector. Audaz innovador, 
se pronuncia elocuentemente contra el gobierno exclu- 
sivo de un partido ; pero no indica el medio de evitar 
que, cambiando la colocación del poder público, sea 
reemplazada una oligarquía por otra : aquella de 
cucarda roja, por ejemplo, con la de cucarda azul ; la 
oligarquía liberal por la oligarquía conservadora. 

He aquí los destellos á que nos referimos, pertinentes 
á la esencia ó á la forma del gobierno. 

En el discurso en que dio posesión á un Presidente en 
el mes de abril de 1878: 

u El distinguido ciudadano á quien vais á reemplazar en la presi- 
dencia de ia Unión, decía en su discurso inaugural pronunciado 
hace dos años en este mismo recinto, que « todas las conmociones 
sociales y políticas provienen ordinariamente de una causa justa, 
aunque de origen remoto las más veces, y que las rivalidades, los 
odios y las ambiciones personales que en ellas hacen importante 
papel sólo deben reputarse como simples accesorios. « Estas pala- 
bras se referían especialmente á la febril agitación en que estuvo 
la República durante todo el año de 1875 y los dos primeros 
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meses de 1876, y ellas fueron recibidas por lodos los hombres de 
criterio patriótico como fruto de sensatas meditaciones, y también 
como síntoma y esperanza de mejora moral en algunos de los 
principales elementos constitutivos de la administración pública ». 

)> La historia nos enseña que todas las naciones han tenido 
periodos de crisis que han determinado el principio de su deca- 
dencia ó han sido el punto de partida de un más acentuado pro- 
greso. La naturaleza de las soluciones, funestas ó redentoras, ha 
dependido probablemente de muchas circunstancias, porque en el 
mecanismo social todo es muy complejo ; pero creo firmemente 
que entre esas circunstancias han ocupado el principal lugar el 
carácter y la índole de los gobernantes, y también el grado de 
savia que aun se conservaba latente en el alma de los pueblos. 

» Á veces se ha tentado el uso de medidas represivas contra los 
amagos de la crisis de que vengo hablando. Las formas sinto- 
máticas han podido entonces desaparecer, pero nuevos fenómenos 
han demostrado luego que no sólo el problema continuaba en 
vigor, sino que aumentaba de intensidad después de cada infruc- 
tuosa tentativa. 

» El país se promete de vos, señor, una política diferente ; porque 
hemos llegado á un punto en que estamos confrontando este preciso 
dilema : regeneración administrativa fundamental, ó catástrofe. 

» El país tiene savia moral suficiente para secundar el esfuerzo 
regenerador que reclama, porque la turbación y el deconcierto 
que su manera de ser revela á todos los ojos medio abiertos á 
la luz, han dejado todavía intactos los más íntimos y cardinales 
resortes de la conciencia. Prueba de ello es el hecho de que se tiene 
la clara percepción del sufrimiento, acompañado del anhelo vehe- 
mente, por ver despuntar los albores de una nueva era. » 

» Demostrad, señor, en una palabra, que la moral polítiea es la 
fuerza social que domina todas las formas del progreso, y restableced 
por ese medio la confianza que algunos han perdido en el poder 
generador de los principios. » . 

En el discurso inaugural de 8 de abril de 1880, al 
tomar posesión de la presidencia de la República : 

» Estamos en una época de confusión de ideas. Un largo periodo 
de nuestra historia política contemporánea ha llegado, según 
parece, á su hora de transición ; y no todos comprenden el esencial 
carácter del fenómeno que se verifica, ni menos aun se alcanza ¿ 
definir los recursos precisos que deben ponerse en actividad para 
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que la renovación se realice sin sacudidas peligrosas, esto es, natu- 
ralmente, asi como se cumple todos los dias la rotación del planeta 
que habitamos. Hemos asistido durante los últimos treinta años 
principalmente, á una obra de demolición necesaria en su con- 
junto, porque era el lógico complemento de la Independencia. 
Muchos errores han podido cometerse, pero errores inseparables 
de todos los grandes esfuerzos humanos. La obra que ahora 
debemos emprender darét remedio & los males qne aquéllos han 
podido causar, porque esos males no son de^ ninguna manera 
irreparables. 

» De ese modo solamente alcanzaremos, por otra parte, la 
unidad de acción que las circunstancias están á toda luz exigiendo. 
Hay que dejar fundir en el amplio y generoso molde de la repú- 
blica todo lo que no sea realmente incompatible con ella. Un país 
no pasa de ser simple expresión geográfica mientras no cuenta en 
su seno con suficiente número de fuerzas capaces de converger á un 
misma deliberado fin. 

» Creo en sumo que el período administrativo que hoy prin- 
cipia será de ardua, persistente y compleja labor. Hay que demos- 
trar que las instituciones democráticas tienen resortes adecuados 
para todas las emergencias. Hay que ofrecer á los pueblos pruebas 
tangibles de que ellas son benéficas cuando se las aplica leal- 
mente. Todo esto es urgente, porque dudas y aun agonías alar- 
mantes se hacen sentir y una funesta reacción podría ser la inme- 
diata é inevitable consecuencia. Disipemos las tinieblas antes de 
que se conviertan en eterna noche. Tragedias recientes ocurridas 
no lejos de nuestro suelo, deben hacernos comprender que la 
pavorosa leyenda de Babilonia es una enseñanza aplicable á todas 
las épocas de la historia de las sociedades políticas. » 

En el artículo El sentido inlimo de la Constitu- 
ción : 

»La permanencia en el Poder gasta á los partidos y los desor- 
ganiza ; y á la sombra de la paz ese fenómeno se verifica inevita- 
blemente, porque el principal elemento conservador de las comu- 
nidades políticas es el peligro. Cuando éste desaparece, una ciega 
confianza se apodera de los ánimos, el fervor doctrinario se 
extingue, los intereses personales toman preponderante cuerpo, y 
para hacerlos prevalecer se solicitan y aceptan todas las alianzas 
posibles. La ley de la renovación se realiza así necesariamente, 
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bajo los auspicios de una paz prolongada, á despecho de lodos 
los propósitos y de todas las previsiones artera del exclusivismo. » 

En La paz científica : 

« Nuestros partidos principales están como equilibrados en 
cuanto á numero. El partido liberal puede ser menor; pero en 
cambio es mucho más resuelto y activo. Nuestra población media- 
namente culta es poca y los elementos personales de gobierno 
que ella suministra son, por fuerza, escasos. La absoluta exclusión 
de un partido es, por tanto, un grande error administrativo que 
casi raya en imposible moral. ¿Qué resulta de esa exclusión? 
Resulta, en primer lugar, que el servicio público padece por defi- 
ciencia de aptitudes. Resulta, en segundo lugar, que se pierden en 
gran parte los beneficios de la competencia de ideas y de la emulación 
saludable en el manejo de la cosa pública. Resulta, en tercer lugar, 
que, de hecho, se establece un régimen de dominación oligárquica, 
que relaja gradualmente los principios fundamentales del sistema 
político constitucionalmente establecido. Resulta, en cuarto lugar, 
que la atmósfera política se vicia con el espectáculo de esa ilegi- 
tima dominacióny las conciencias sufren los efectos de esa especie 
de empozoñamiento moral. La injusticia que se practica en lo alto, 
tiene que repercutir ó reflejarse necesariamente en la base de la 
pirámide. Resulta, por último, que los dominadores se despedazan 
entre si por falta de contrapeso ; realizando luego la conocida y 
desastrosa fábula de los soldados de Gadmo, que reciprocamente 
se mataron. De tantas adversas circunstancias un malestar creciente 
se origina ; y basta entonces una chispa para producir la explosión 
en campo tan predispuesto á experimentarla. Es muy de observar 
que después de 1863, la mayor parte de nuestras luchas han sido 
entre miembros del partido liberal mismo. Conflictos entre liberales 
y conservadores no han ocurrido, en efecto, sino excepcional- 
mente, en los últimos 18 años. De manera que la anulación 
completa de nuestros viejos adversarios está, bajo muchos res- 
pectos, muy lejos de ser válvula de seguridad para nosotros. » 

En el artículo Historia : 

a Nada contribuye, con tanta eficacia, á la purificación de una 
comunidad política, como la presencia de otra comunidad orga- 
nizada y dispuesta á privarla del poder. Guando eso sucede, des- 
aparecen las apiraciones personales y de circulo, que tanto debilitan 
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la fuerza moral de los partidos, y se buscan grandes y seductores 
ideales que den vivificante alimento á las almas, y estrechea las 
relaciones de los miembros de la comunidad, serviéndoles como 
de lazo. Nuestra guerra de independencia estuvo en grave peligro 
de fracasar durante la ausencia de las temidas legiones de la 
Península, porque entonces aparecieron las rivalidades de los cau- 
dillos del movimiento, y la noble y gloriosa lucha de principios 
degeneró rápidamente en conflictos casi personales. El miopismo 
del espíritu de bandería no percibe este fenómeno del vigor varonil 
que cobra un partido por el simple hecho de dar prendas tangibles 
de tolerancia y justicia, y de comunicar vida á su indefenso ad- 
versario ; y los esfuerzos que tienden por ese camino, á agrandar 
el poder efectivo de una causa, y á darle estabilidad, se conside 
ran, por tal miopismo, como inspirados en el propósito de consu- 
mar la ruina de esa causa. La fórmula expresiva de lo que se ve y 
lo que no se ve, que empleaba Bastiat para combatir los sofismas 
económicos, puede bien adaptarse á la rectificación del sofisma de 
la intolerancia, que se preconiza como elemento de conservación 
de los partidos. Todo en el universo se verifica por contrastes y 
equilibrio ; porque hay en el movimiento de todo lo que obedece á 
la suprema ley de vida y de progreso , esos mismos dos impulsos, 
centrífugo y centrípeto, al parecer contradictorios, en virtud de los 
cuales se cumple la armónica rotación de los planetas. » 

En La filosofía de la situación : 

« La controversia política es tan necesaria para el progreso de 
la ciencia de los gobiernos y de la ciencia de la legislación, que 
cuando desaparece uno de los grandes partidos, por cualquiera 
causa extraordinaria, el sobreviviente se divide, y sus fracciones ó 
ramas luchan con igual ó mayor calor del que acostumbraban 
emplear al hacer cara al extinguido adversario común. Si la con- 
troversia se suspende, por circunstancias especiales transitorias, 
todo el nivel de las cosas políticas desciende á tan bajas regiones 
que la profesión de político ya no es buscada sino por gentes que 
en esa profesión no ven otro objetivo que el lucro material en más ó 
menos grande escala. Las peores pasiones se desenvuelven entonces 
del mismo modo que germinan asquerosas sabandijas en las aguas 
estancadas. La fecunda emulación se torna en envidia ; la ambi- 
ción elevada, en codicia; el noble valor, en desvergüenza; la 
intriga decente, de altos alcances, que podríamos llamar diplo- 
macia interna, se convierte en vil juego de mentiras y chismes ; 
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la imprenta se abate hasta el lodazal de Pasquino ; y, en vez de 
estocadas en pleno sol, el cobarde puñal del anónimo es empleado 
con su natural alevosía. » 

En el artículo Nuestras santas instituciones : 

« Grave error es creer que puede ser impunemente sacrificado 
un gran parlido de ideas. Gomo el último de los Gracos al monr, 
ese partido levantarla también polvo, y de ese polvo no dejaría de 
salir algún moderno Mario. Pensemos seriamente en que si llega un 
día en que el pueblo de Colombia se persuada de que las institucio- 
nes que le ha dado el partido liberal no son propias para asegurarle 
los beneficios prometidos ; ese día abrirá camino á una poderosa 
reacción, que ningún esfuerzo ni artificio podrá contrarrestar con 
propicio éxito. Y entonces será el crugir de dientes. » 

En el Post tenebras lux : 

«Nuestra convicción profunda ha sido y es tan contraria al 
pensamiento de la reconstrucción del partido liberal por el camino 
de la proscripción aún más acentuada del partido conservador, 
que hemos, desde mucho tiempo atrás, pensado que, bien al con- 
trario, esa proscripción, que se ha hecho como sistemática, ha 
sido el motivo principal, si no único, de la desorganización del 
partido liberal. Hay un error grave, generalmente aceptado entre 
nosotros, y es, que todo el desiderátum de un partido político y 
todos sus esfuerzos deben encaminarse á la posesión del poder 
público, representado en el jefe del Ejecutivo nacional. Ese error 
es síntoma evidente de decadencia, porque atestigua una lasti- 
mosa desconfianza en la fuerza moral, que es la verdadera alma 
rñater de las agrupaciones políticas. » 

En Lo que enseña la historia : 

« Las reacciones que se cumplen por medio de la guerra civil 
son, de ordinario, insuficientes y pasajeras. Los males sociales son 
siempre la viciada prole de un mórbido engendro, que puede bien 
sintetizarse con la palabra in;u5¿tcta. Del despojo sistemático de un 
derecho, ó muchos derechos á un tiempo, esos males resultan por 
un encadenamiento de circuastancias cuyos eslabones no se per- 
ciben fácilmente. En su primera etapa, el mal afecta á pocos, cuyos 
quejidos quedan ahogados en el movimiento general de intereses ; 
pero avanza incansable del mismo modo que los miasmas produc- 
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teres del cólera morbo, que quedaban, en otra época, circunscritos 
en una zona distante de Asia. Las masas de hombres oprimidos se 
entienden, al cabo, y se sublevan contra una situación que se 
Yuelye insoportable. Á esos hombres oprimidos se juntan los que, 
por moralidad ó temperamento, aborrecen la injusticia; j la guerra 
civil estalla tan virtualmente como se rompe la caldera cuando 
hay exuberante condensación de vapor. Pero la guerra es una 
forma de violencia múltiple y ciega y la misma hoz que destronca y 
extirpa la maleza, destruye también la benéfica simiente. » 

En El sentido político : 

« Un grande escritor inglés ha dicho esta verdad profunda : La 
esencia de la política es el compromiso, esto es, las concesiones 
mutuas. Al escribir estas palabras definió también Macaulay el 
espíritu político que en Inglaterra domina, y al cual se debe segu-* 
ramente su no interrumpida paz y asombroso progreso. Ese espí- 
ritu es del todo contrario á aquel que implica el sacrificio de lo 
fundamental á lo accesorio, de la sustancia & la forma, de la verda- 
dera ciencia al artificio. Los ingleses detestan toda exageración, 
porque la consideran uno de los más peligrosos aspectos de la 
mentira, y huyen consecuencialmente de incurrir en extremos; y 
como todo dogmatismo es un extremo, no aceptan en política, y en 
cuanto con esta se relaciona, verdades absolutas. Sus reformas han 
sido siempre lentas, excesivamente meditadas, muy discutidas en 
el Parlamento; y al hacerlas, se ha contemporizado de ordinario 
con las opiniones adversas por medio de transacciones oportunas. 
Es en Inglaterra donde por primera vez se Jia practicado leal y legal- 
mente el tutelar principio político de la representación de las mino- 
ríaSj porque allí acertadamente se cree que todos los partidos tienen 
razón de existir, puesto que en todos ellos hay doctrinas y tendencias 
bienhecfiorasy al lado de las doctrinas y tendencias erradas. » 

En el artículo León Gambetta : 

« £1 monopolio del poder político, cuando ese monopolio implica, 
como es natural, el predominio constante, obligado, de determi- 
nado interés y de determinadas ideas, produce en las esferas del 
Gobierno el mismo maléfico efecto que la falta de renovación del 
aire en un edificio, porque hay ciertamente asfixia moral como la 
hay material. Se evade la competencia de opiniones, se evade la 
contradicción y la censura en cierto limite ; se aplaza la renovación 
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de las influencias; pero no se medita bien en el enorme costo con 
que ese resultado falaz se logra. Todos los gobiernos sensatos 
deberían, al contrario, pagar 4 peso de oro el libre movimiento 
político, porque es del antagonismo de donde la verdad surge, asi 
como es golpeando las piedras que las corrientes de agua se 
vuelven cristalinas. » 

En La Reforma : 

« Hay un becbo que seria inútil negar, porque salta á todos los 
ojos. Ese becbo es que durante los últimos años bemos vivido en 
pleno régimen de alternativas proscripciones, como las de la Revo- 
lución francesa, menos la guillotina, sin perjuicio de invocar á. 
menudo la Constitución y la libertad como á. dioses tutelares. La 
proscripción se ejerció primeramente con menoscabo del viejo 
partido conservador, y después con menoscabo reciproco de los 
mismos primitivos proscriptores. La lógica del error es implacable. 
Ese régimen de proscripción se atenúa á veces, pero transitoria- 
mente. La lucba y los escándalos renacen como las cabezas de la 
bidra mitológica, porque los partidos saben que el triunfo de una 
bora debe ser el triunfo de algunos años, á causa de que entre 
nosotros no existe en verdad derecbo de sufragio, sino maquinarias 
electorales de que se apodera sin misericordia ni escrúpulo el 
partido vencedor, para excluir de la escena al partido derrotado. 
Romper e&as maquinarias para dar libre camino á las vividas 
corrientes de la opinión, debe ser el primer desiderátum de todos 
los que quieren que baya república bonrada en Colombia. » 

En el articulo El manifiesto conservador : 

« Gana sin duda el servicio público con el acceso de muchos 
sujetos de competencia incuestionable á la lista de los elegibles y 
no bay para que decir que el mezquino y vulgar exclusivismo no 
puede practicarse en una época de tolerancia, benevolencia y 
j usticia respecto de ningún ciudadano meritorio. Siempre que los 
bombres se aproximan y entran en contactó, algo nuevo de natu- 
raleza prolificii resulta. La bistoria natural demuestra cuánto me- 
órala humanidad con el cruzamiento de razas. Lo mismo sucede 
en el departamento de las ideas, porque éstas también son sus- 
ceptibles de .cruzamiento. Las familias degeneran cuando no se 
introduce en su árbol genealógico savia de fuera. Los partidos po- 
litices se encuentran sometidos á una ley equivalente. Un prin- 
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cipio de resistencia puede ser fecunda aliado , de un principio de 
movimiento, como lo es el cobre del oro, ó viceversa. Muchas 
prevenciones de otro género se disipan también cuando entran en 
relaciones inmediatas hombres afiliados en diferentes comu- 
niones de ideas. No todas las divergencias pueden desaparecer; 
pero muchas conciliaciones se producen, y sobre todo, muchas as 
perezas se allanan ó atenúan. En este comercio moral las espadas 
se amellan, los sentimientos de paz se afirman y las convicciones 
abandonan el pernicioso camino de la intransigencia. Á distancia, 
los adrersarios se juzgan siempre muy equivocadamente, atri- 
buyéndose los más siniestros intentos; y á esta excesiva descon- 
fianza reciproca se han debido muchos conflictos que no tenían 
causa' racional. Á medida que esa distancia disminuye, Iob vesti- 
gios van perdiendo sus falsas proporciones y recobran sus ver- 
daderos contornos. En todos los partidos hay buenos y malos, 
y todas las ideas y aun los interesses, tienen puntos naturales 
de conjunción. » 

« 

En el articulo El agua en el vino : 

« El derecho es el ser mismo, la vida moral y material : sentir, 
pensar, discutir, moverse, asociarse, creer, producir cada cual en 
su 'órbita, esto es, sin invadir ni embarazar la vida moral y ma- 
terial de otro. El gobierno es la unidad, pero unidad en la muche- 
dumbre. « La unidad que no es muchedumbre, es despotismo ; 
asi como la muchedumbre que no es unidad es anarquía, » dijo 
el profundo pensador Pascal. El gobierno es la garantía del de- 
recho de todos. Repübüca ó monarquía parlamentaria, he aquí 
el dilema. Pero ¿qué República? La República oligárquica de 
Venecia y los otros Estados italianos ? La República de Crómwel? 
¿ La República comunista de Esparta ? La República anárquica 
y opresora de Roma? ¿República como la de Rosas en Rueños- 
Aires, Carrera en Guatemala ó López en el Paraguay? República 
nominal, en una palabra, ó República real en que ninguno sea 
oprimido, ni un pueblo por un hombre ó una clase de nobles, mi- 
litares, escribas ó sacerdotes, ni un partido por otro partido, ni 
una creencia por otra creencia, ni un interés por otro interés? La 
República es la justicia coronada; para ser republicano se nece- 
sita, por tanto, ante todo, ser justo. La República no es ya el go- 
bierno de la minoría por la mayoría, sino el reinado pleno y entero 
del derecho, » 
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Ea el artículo La vieja Colombia copia el siguiente 
párrafo de un mensaje del Presidente de Venezuela al 
Congreso : 

« No hemos, sin embargo, acabado de establecer la República 
pr&ctica, porque todavía la mayoría liberal, que tanto ha engran- 
decido la Patria, no tiene el contrapeso de la minoría, que en el 
camino de la oposición le sirve de censor, y aun de morigerador, 
por medio de la prensa, de las elecciones y del parlamento, hasta 
convertirse, al cabo, en legitimo sucesor por la ley de la alternabi- 
iidad, que en la República se cumple siempre por el voló de la 
mayoría popular. Sin alternabilidad no sólo de hombres, sino 
también entre pensamientos opuestos ó distintos, por lo menos, no 
cabe república verdadera, ordenada y progresista. La mejor prueba 
de que hemos llenado nuestro deber, y conlinuamos cumpliendo 
nuestra misión, es que asoma ya la secta que ha de disputarnos, 
por las vias legales, el poder en lo futuro. » 

Y agrega : 

« En la última cita que hemos hecho del mensaje del Presidente 
de Venezula, y que tan de molde nos ha venido, est&, en nuestra 
opinión, el secreto de la estabilidad posible que buscamos. El 
jefe del partido liberal en esa República no teme, como se ha 
visto, proclamar lo que varias veces hemos proclamado en esta 
hoja : necesidad de contrapeso en la maquinaria política, balanza 
con dos platos y carro con dos ruedas, esto es, fe en la libertad, 
fe en sus naturales fuerzan para luchar en campo abierto con sus 
adversarios. Los que tienen miedo á la libertad no son liberales. 
En todos los países del mundo hay partidos opuestos, y es de- 
mencia, ó ignorancia, ó perversidad, pretender que otra cosa 
suceda en Colombia. » 

En el artículo Párrafos de historia, 

« En esta ciudad, Cartagena, tanto ó más que en ninguno 
otro centro social, se comprendió que la República federativa era 
el sistema que naturalmente convenía á las poblaciones grana- 
dinas. « El sistema federativo, dijo en un documento la Junta re 
volucionaria, es el único que puede ser adoptable en un reino de 
población tan dispersa y de una extensión mucho mayor que 
toda España. » pero esta corriente natural fué turbada especial- 
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mente por Nariño y sus adeptos en Gundinamarca ; y ñi pudo 
haber república central, ni pudo tampoco organizarse oportuna- 
mente el sistema qué el espíritu político dominante, con su habi- 
tual claridad de percepción, indicaba á los estadistas de la inde- 
pendencia. » 

En el artículo Las amenazas : 

« Muchos de nuestros hombres públicos fueron muy adversos á 
que se adoptase el régimen federativo entre nosotros. Recordamos 
entre ellos á Bolívar, Santander, Lino de Pombo y Pedro Fer- 
mández Madrid. Atribuían á ese régimen irresistibles tendencias 
anárquicas. Bolívar empero reconocía que entre las poblaciones 
del antiguo virreinato dominaba de tal modo la afición á él, que 
seria diñcil impedir su establecimiento en el curso de las años. 
Nosotros crsemos que la heterogeneidad de nuestros pueblos, de 
nuestros climas y aun de nuestra topografía, ¿ la vez que los 
obstáculos que embarazan la comunicación de muchas de las 
varias agrupaciones, son circunstancias enteramente incompatibles 
con el centralismo, y que el instinto nacional no se equivocó al 
pronunciarse en contra de éste, desde los primeros albores de 
nuestro nacimiento á la vida autonómica. » 

Los precedentes perentorios conceptos del autor de la 
Reforma política demuestran claramente que, en cuanto 
á la esencia del gobierno, él condena el dominio exclu- 
sivo de un partido, y que, en cuanto á la forma, se decide 
por el régimen federal para Colombia en atención á los 
rasgos característicos de su fisonomía social y topo- 
gráfica. 

Ocurre, pues, confrontar los términos disyuntivos 
del siguiente inexorable dilema. 

Not hay sino dos medios de evitar el gobierno exclu- 
sivo de un partido político : 

Ó refundiendo en uno solo todos los partidos; 

Ó dividiendo el ejercicio del gobierno entre todos 
ellos. 

Lo primero es imposible, porque los partidos son 
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hechos naturales, como el relámpago ó el trueno, y 
obedecen á tendencias diversas y aun apuestas. 

Luego lo segundo es de aceptación forzosa y la 
necesaria consecuencia de la república. 

« Hay en el arte, dice el celebre autor de la Reforma politicaf 
una ley que se llama simetría ó congruencia. Todo el éxito de un 
trabajo de escultura, ó de pintura, ó de música, ó de arquitectura 
depende del cumplimiento estricto de esa ley. Si al tallar en el 
mármol de Garrara su estatua de Moisés, hubiera Miguel Ángel 
prescindido de realizar la armonía de las formas con que debía ser 
representado plásticamente el libertador de los israelitas, en lugar 
de haber producido una obra admirable, habría consagrado su 
cincel á la producción de una extravagancia. Hay en política una 
ley equivalente que se llama lógica, considerada la política como 
un arte. Nfo se puede faltar á esa ley sin que se cosechen desgracias. 
El principio fundamental de toda estructura republicana es la jus- 
ticia; esto es, el amparo constante y sin restriccionnes, de todo 
derecho. Ningún partido político, en general, tiene obligación de 
profesar tal ó cual dogma ; pero el que se titula con orgullo par^tcío 
liberal, no puede, sin suicidarse, enarbolar el estandarte de la 
persecución ó el exclusivismo. » 

Es esa ley de simetría ó de congruencia, esa ley de 
Idgica, lo que nos lleva al ejercicio simultáneo del 
poder público por todos los partidos, como Ja única 
fórmula completa de la justicia política, puesto que el 
reemplazo del gobierno exclusivo de un partido por el 
gobierno exclusivo de otro partido es la perpetuación 
de la olig^arquia. 

No se puede objetar que la oligarquía se despoja de 
su odioso y peculiar carácter, asimilándose los elemen- 
tos semejantes del partido opuesto, porque en los par- 
tidos políticos hay impenetrabilidad como en los cuerpos 
fisicos. Dos cuerpos no pueden ocupar simultáneamente 
un mismo lugar en el espacio. Los partidos no se unen 
sino para combatir á un enemigo común. La asimila- 
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ci(5n de pocos 6 muchos individuos del partido opuesto 
es un accidente de escaso interés, como el despren- 
dimiento de las hojas por el impulso del viento, cuyo 
lugar ocupan otras que pronto renueva la savia de su 
tronco respectivo. Pero así como todos los cuerpos 
caben juntos en un espacio igual ó mayor que ellos, 
los partidos, caben todos en el gobierno, si á éste se le da 
una forma adecuada para contenerlos. La impenetrabi- 
lidad de los cuerpos no es un obstáculo para su coexis- 
tencia en el espacio, como la contrariedad de los partidos 
no lo es para su coexistencia en el gobierno. Lo que será 
siempre imposible en política, es la fusión de un partido 
en otro, aun cuando no lo sea que por el trascurso del 
tiempo se modifique el primero hasta tomar las ideas que 
tuvo el segundo en una época anterior, el cual, habiéndose 
modificado tambíén^se encontrará distante, en punto de 
doctrina, de aquella situación. Si no fuera así, llegarían 
los partidos á igualarse, quedarían suprimidos, y se 
extinguirían las fuerzas motoras de la humanidad en su 
desarrollo y perfeccionamiento indefinido. Lademocracia 
no desquicia á los partidos ni les hace traición. 

Tampoco se puede objetar que el derecho de gobernar 
reside en la mayoría y que, por eso, los gobiernos de 
partido son en un todo legítimos. Los que así raciocinan 
confunden el derecho de gobernar con el derecho de repre- 
sentación y demuestran que no han seguido el movi- 
miento progresivo de la ciencia política. Oigámoslo que 
ella enseña : 

K Tenemos ante todo que distinguir dos principios, dos derechos, 
de cuya confusión resulta el mal de que tratamos : el derecho de 
decisión y el derecho de representación. Cuando en una asamblea 
cualquiera se trata de tomar una resolución, es de absoluta nece- 
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sidad que ella sea dictada por el mayor námero. Ya sea que 
la mayoría exigida deba constar de la mitad más uno, ó de las 
dos terceras ó de las tres cuartas partes de los Yotos, lo cierto es 
que el único medio de llegar á una solución, es que la mayoría 
decida. Estamos, por ejemplo, treinta personas reunidas, y se nos 
propone la cuestión de si una cosa es blanca ó negra : catorce de 
nosotros dicen que es blanca y diez y seis responden que es 
negra : claro es que la respuesta de los últimos debe prevalecer y 
constituir la ley; esta es una cuestión de hecho que hay que 
decidir prácticamente y sobre la marcha. En un Estado democrá- 
tico en que el Gobierno fuese absolutamente directo, serla nece- 
sario también que en las asambleas populares imperase el vere- 
dicto del mayor número ; esta es una necesidad material y no hay 
otro cammo posible : el derecho de decisión no tiene ni puede tener 
existencia fuera de la mayoría. Mas no sucede lo mismo con 
respecto al derecho de representación. Estamos, como en el 
ejemplo propuesto, tremta personas reunidas; pero en esta 
ocasión no tenemos que resolver la cuestión nosotros mismos, sino 
que escoger tres delegados que en otro recinto deliberen, hablen, 
discutan y decidan por nosotros ; tres hombres que sean otros 
nosotros, en fin, que nos representen. ¿ Á quién deben pertenecer 
estos tres representantes? Evidentemente á todos nosotros, á 
todos en general y á cada uno en particular : pero de ninguna ma- 
nera á una parte sola, aun cuando sea la más fuerte y numerosa. 
En efecto, aquí no se trata de resolver una cuestión, ni de decidir 
cuáles de nosotros han de ser representados, porque cada uno de 
nosotros tiene derecho á serlo, y este derecho inatacable en 
su esencia, no tiene otros limites eu sus efectos que ser ejercido por 
un grupo suficiente de voluntades; de donde resulta la conse- 
cuencia tan lógica como justa, de que, teniendo cada uno de nos- 
otros un derecho igual, cada uno de nuestros votos tiene por 
sí mismo igual valor, equivale á una cierta parte* de represen- 
tación, y, permítasenos la palabra, á cierta fracción de represen- 
tante. Ahora ¿ qué se necesita para que este valor sea efectivo? 
Simplemente que cada fracción, esto es cada voto, encuentre otras 
fracciones semejantes en suficiente número para completarla y 
constituir con ella una unidad. Una vez constituida ésta, todos los 
votos, todas las fracciones contrarias, sea cual fuere su número, 
no pueden prevalecer contra ella é influir sobre su existencia, ni 
mucho menos anonadarla. La conclusión lógica de lo que precede 
es, que en pura teoría, si en la reunión de treinta personas 
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que supusimos, nos hallamos divididos en dos grupos opuestos, uno 
de veinte y otro de diez votos, y hay que nombrar tres delegados, 
al primer grupo pertenecerán con justicia las dos terceras partes 
de la representación ó sea, dos delegados, pero el segundo tendrá 
sin réplica derecho al tercer delegado. Esto es claro, palpable, 
riguroso como una operación matemática : es un simple cálculo de 
proporción. En resumen, pues, el derecho de decisión es un derecho 
colectivo, impersonal, que tiene su razón de ser en necesidades de 
hecho, y que por la fuerza de las cosas reside exclusivamente en 
el mayor número ; y el derecho de representación, es un derecho 
individual, personal, existente por si mismo é imprescriptible en 
todo ciudadano. Son, pues, dos derechos esencialmente distintos ; 
mas desde que tuvo origen el régimen representativo, al cual 
sirven de fundamento, una funesta preocupación los ha confun- 
dido de tal manera, que, hoy nadie duda de su identidad, ni 
aun sospecha siquiera que ello pueda dar margen á la más 
leve dificultad. » 

Tan clara doctrina, sencilla como todas las grandes 
verdades, es el fundamento del ejercicio del poder pú- 
blico por corporaciones que representen á todos los par- 
tidos. Gobierna el partido que está en mayoría, puesto 
que decide ; pero gobierna en presencia de la minoría 
que fiscaliza sus actos y le hace sentir la influencia 
de sus propias ideas. Tal es la democracia ver- 
dadera, centro de excelsa verdad, de donde proceden 
todos los destellos de la reforma política. El hombre 
cede su lugar al pueblo que gobierna por medio de cor- 
poraciones, imagen suya, en cuyo seno no se encuentran 
los gérmenes emponzoñados del poder personal. 

Nunca hemos sentido entusiasmo por la lucha de los 
partidos políticos en nuestro país, porque no hemos 
visto vinculado en ella el triunfo de nuestras propias ideas; 
pero tomamos parte cuando las circunstancias hacen 
presumir que la democracia avanza ó cuando se trata 
de que el Gobierno aplique las fuerzas y recursos colee- 
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tívos de la Nación á la trasformación industrial que ha 
de redimir al pueblo de la miseria. 

En 1868, después del trágico descenso de un caudillo 
prestigioso, el más inteligente de sus colaboradores, pro- 
vocó en « El Nuevo Mundo » una alianza de la fracción 
iberal, á que él pertenecía, con el partido vencido en 
1860, invocando la concordia, mediante el olvido de an- 
teriores odiosas reminiscencias, para trabajar unidos en 
las próximas elecciones. Combatimos nosotros esta liga, 
por creerla estéril para el bien público, por cuanto no 
tenía otro objeto que librar batalla contra un adversario 
común ; y sostuvimos que el único medio de establecer 
realmente la concordia entre los partidos era darles par- 
ticipación en el ejercicio del gobierno. Consagramos á 
esta idea una serie de artículos en « El Liberal », cu- 
biertos con un seudónimo, y desarrollamos en ellos el 
sistema electoral del voto incompleto. Para que fiíera 
realizado este propósito, por medio de una reforma en 
las instituciones que hiciera verdaderamente democrá- 
ticos á los gobiernos federales, pedimos en el mismo 
año y en el siguiente, como miembros de la asamblea 
legislativa del Estado del Tolima, que se reemplazara el 
artículo 92 de la Constitución nacional con otro que 
abriese ancho camino á las modificaciones. La reforma 
fué solicitada; pero nuestras ideas no tuvieron eco, 
porqué el deseo de establecer la concordia entre los par- 
tidos, pasó con las elecciones. Quisimos, no obstante, 
insistir y nos acercamos á uno de nuestros catedráticos 
de colegio, afamado periodista, para exigirle que coad- 
yuvara la reforma. La respuesta fué una reprimenda 
paternal por la audacia juvenil con que habíamos pedido 
que se retocara la constitución de Ríonegro, cinco anos 
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no más después de sancionada. Comprendimos entonces 
que el pensamiento de los hombres públicos seguía un 
rumbo diferente, por lo cual dejamos la política entre- 
gada á los maestros y nos consagramos al Foro. 

En 1875 apareció en el Gobierno el propósito de im- 
pulsar con energía las mejoras materiales y lo apoyamos 
fervorosamente, demostrando en « £1 País », en otra 
serie de artículos, que la Nación tenia suficiente vitalidad 
para acometer un plan de obras públicas que pusiera 
término al aislamiento en que yace y la incorporara en 
la corriente del comercio universal. Con más ó menos 
desaciertos ese propósito ha prevalecido ; pero los re- 
cursos fiscales se han desparramado entre todos los 
Estados por motivos interesados de la política de partido, 
y la acción oficial se ha vuelto estéril. 

Hoy volvemos á llamar la atención de nuestros com- 
patriotas á las ideas democráticas de 1868, que cuentan 
en su favor, como argumento incontestable, las desgracias 
nacionales ocurridas desde esa fecha. Creemos que las 
circunstancias les son propicias, porque si el Gobierno 
triunfa en la actual contienda armada, los elementos hete- 
rogéneos que lo apoyan, volverán lentamente á su centro 
de gravedad; y no queriendo ninguno de ellos ser ex- 
cluido del poder público, aceptarán ambos la participa- 
ción en él de todos los partidos. Si triunfa la revolución, 
el partido que la apoya,, la aceptará también, proce- 
diendo cuerdamente, para librarse de la descomposición 
que en sus tilas produjo en otro tiempo el ejercicio ex- 
clusivo del gobierno. Por otra parte este partido mani- 
fiesta prohijar esas ideas en el programa político que 
exhibió en 1883 en estos términos : 

« Para el partido conservador, que es la mitad de nuestro 
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ineblo, no podemos desear meaos de lo que deseamos para nos- 
itros mismos. Lo principal de la Patria no es el suelo, sino sus ba- 
litantes, y si la suerte de la mitad de ellos llegase á sernos indi- 
érente, nuestro patñolismo seria enteramente falso. El país se ha 
ormado por el esfuerzo común de todos sus hijos. Los méiilos y 
as faltas de los diversos partidos, son glorías y son afrentas 
lacionales. Si amamos verdad eramenle á la Patria, debemos na- 
uralmenle querer que lodos nuestros partidos políticos se enal- 
ezcan. Es nuestro deber exigir para el partido conservador los 
niamos derechos y las mismas garanüas que exigimos para nos- 
itros. El concurso de ese partido es indispensable para mantener 
il equilibrio político en que se sustenla el sistema representativo. 
^a voz de sus oradores hace falla en nuestros debates políticos ; 
os ecos de su prensa son necesarios para contribuir á formar la 
ipinión pública que ha de señalar nuevos rumbos ; los talentos de 
US miembros distinguidos deben ser aprovechados en la adminis- 
ración de nuestros intereses nacionales. Pero ese partido y el 
luestro tienen responsabilidades propias, y como las responsabili- 
tades no pueden confundirse, ni debilitarse, la direcciún de la po- 
ilica debe corresponder al partido que, en uso del poder público, 
:e ha encargado de dar solución al problema planteado en las 
nsUtuciones. Aceptamos y pedimos la cooperación de los conser- 
'adores en la administración de los negocios públicos ; aceptamos y 
ledimos su apoyo para mantener la autoridad y para dar pro- 
ección & todo derecho indefenso; pero respecto de los actos del 
iohierno, no aceptamos su tolerancia ni su silencio, sino su critica 
' su sanción.» 

Si, desgraciadamente, los partidos militantes, aunque 
)roclaman la verdad política para mantenerse en el 
(oder Ó para ascender á él, no se resolvieren á plan- 
earla en las instituciones , con lo cual pondrían 
érmino á la cñsis social en que toda la América espa- 
íola se retuerce desde hace medio siglo, habremos cum- 
ilido una vez más coa nuestro deber patriótico. A£lia- 
los desde la primera edad en el partido liberal, por 
iducación, por tradiciones de familia y porque es el 
|ue más se acerca á la democracia, no nos atrevemos á 
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presentar nuestras ideas como la expresión progresiva 
de su programa político. Las presentamos solamente 
como ]a única ensena legítima de los dem<^cratas con- 
vencidos. La voluntad popular y la razón habrán de ser 
en nuestro sistema los polos de la política. Los reaccio- 
narios formarán siempre grupo aparte, con la fuerza por 
bandera, y, guiados por la misma sincera fe que nos- 
otros, serán devotos del poder unipersonal vigorosamente 
centralizado, sin otros medios de goljiemo que el 
monopolio oficial y la represión en todas sus formas. 



Profundamente conmovidos por recientes desgracias 
domésticas y por el infortunio de la República hemos 
venido á concluir esta exposición de doctrina á una 
plantación de cafeto fundada por nuestro padre, en los 
liltimos anos de su laboriosa existencia, sobre el área del 
antiguo pueblo del Chaparral, destruido por el terremoto 
de d827. Entre las ruinas descúbrense los cimientos 
de la casa en que él nació, hombre eminentísimo por 
sus virtudes ; descúbrense también los de aquéllas en 
que nacieron Manuel Murillo, gigante de la democracia, 
y Patrocinio Cuéllar, egregio patricio sacrificado en el 
ara santa de la libertad. De estos tres manes, el pri- 
mero nos es querido, admiramos el segundo y sentimos 
por el tercero la veneración que el martirio impone. 
Invocamos los sentimientos verdaderamente regenera- 
dores que ellos simbolizan : la probidad, el espíritu 
democrático y la abnegación ; los invocamos para que 
nuestros compatriotas pongan término razonable á las 
discordias civiles, estableciendo la verdadera república 

sobre este suelo patrio regado con tanta sangre y sem- 

20 
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brado con tantos huesos de innumerables víctimas de 
los errores políticos. 

De otro modo continuarán repercutiendo en nuestros 
oídos las desgarradoras imprecaciones del Libertador : 

<c No hay buena fe en Colombia; ni entre los hombres ni entre 
las naciones. Los tratados son papeles ; las constituciones^ libros ; 
las elecciones, combates; la libertad, anarquía; y la vida un tor- 
mento. 

(( Los que han servido á la Reyolución han arado en el mar. La 
única cosa que se puede hacer en América es emigrar. Estos 
países caerán infaliblemente en manos de la multitud desenfre- 
nada para después pasar á las de tiranuelos, casi imperceptibles, 
de todos colores y razas, devorados por todos los crímenes y extin- 
guidos por la ferocidad. » 

Pero no se cumplirá por más tiempo el sentido igno- 
minioso de esas terribles palabras, porque de la misma 
voz profética hemos recogido esta enseñanza : « solo el 
pueblo conoce su bien y es dueño de su suerte : no un 
poderoso^ ni un partido, ni una facción; ¡y arrojando la 
al viento, cual un puñado de polvo que lleva en sí el 
nuevo espíritu de los tiempos, anunciará á las gentes, 
como la era redentora de la ley ultrajada, del derecho 
desconocido y de la libertad prostituida, la supresión 
del poder unipersonal y de la oligarquía de partido I 



En el Triunfo (Chaparral viejo) á 7 de agosto de 1885. 



PROYECTO DE CONSTITUCIÓN 



PARA LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 



Con la protección de Dios, en ejercicio de la soberanía del 
pueblo y para establecer el equilibrio de los partidos polí- 
ticos y asegurarla paz interior, para resguardar los derechos 
individuales y las libertades públicas, para hacer efectiva la 
justicia y fomentar la prosperidad general, para mantener la 
independencia y conservar la integridad de la Patria, la 
Convención nacional decreta la siguiente 



CONSTITUCIÓN DE Lk REPÚBLICA DE COLOMBIA 

CAPÍTULO I 

TERRITORIO Y DIVISIÓN TERRITORIAL 

Art. 1**. El antiguo virreinato de la Nueva Granada forma la 
República de Colombia libre, soberana é independiente, por 
los límites que en el año de 1810 lo separaban de la capi- 
tanía general de Venezuela, de la capitanía general de Gua- 
temala y de las posesiones portuguesas del Brasil. Por el sur, 
los límites son los que fijó, con la república del Ecuador, el 
tratado público de 9 de julio de 1856 y los demás que 
dividen las dos repúblicas. Todos estos límites serán de- 
terminados por medio de tratados públicos ó por sentencia 
arbitral de una nación amiga. 



L 
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I 

Art. 2°. El territorio de la República se divide en nueve 
Estados federales, un Distrito y un Territorio. Los Estados son 
Antioquia, Bolívar, Boyacá, Cauca, Gundinamarca, Magda- 
lena, Panamá, Santander y Tolima. El Distrito federal es la 
ciudad de Bogotá limitado por un cuadrado en que se inscriba 
un circulo de cinco kilómetros de radio, haciendo centro' en 
la estatua del Libertador, en la plaza de la Constitución. Y 
el Territorio federal es toda la región situada en el oriente 
de la República, demarcado por la base de la cordillera 
oriental de los Andes y por los confínes con Venezuela, el 
Ecuador y el Brasil. 

Art. 3^. Los límites de los Estados federales son los que 
tienen actualmente con la desmembración que se hace por el 
artículo anterior para formar el Distrito y el Territorio 
federales. 

Art. 4"*. El Congreso puede alterar los límites de los 
Estados, consultando la equidad ó la conveniencia recíproca, 
siempre que la ley que decrete la alteración sea aprobada por 
la mayoría absoluta de las asambleas legislativas de los 
Estados . Pueden también ser alterados esos límites territoriales 
por mutuo acuerdo de los Estados interesados, con tal de 
que el Congreso apruebe el acuerdo ó convenio que contenga 
la alteración. 

Art. 5°, El Congreso puede reunir dos Estados en uno ó 
dividir un Estado en dos, por motivos de conveniencia 
pública, siempre que la ley que decrete la reunión ó la 
división sea aprobada por la mayoría de las legislaturas de 
los Estados; pero para que se haga la división de un Estado 
será indispensable que ninguno de los dos en que se divide 
quede con una población menor de doscientos mil habitantes. 

Art. 6*. Cuando el Territorio oriental alcance á una pobla- 
ción de doscientos mil habitantes, podrá ser erigido en 
Estado federal. 

Art. 7^ Podrán agregarse á la República Estados extran- 
jeros, que sean independientes, acordando la incorporación 
en un tratado público. 
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CAPÍTULO II 

NACIONALES Y EXTRANJEROS 

Art. 8.° Sonlo combianos : 

1.° Todos los individuos nacidos y los que nazcan de padres 
colombianos en el territorio déla República; • 

2.® Todos los individuos nacidos y los que nazcan de padres 
colombianos en territorio extranjero siempre que fijen su 
domicilio en el país ; 

3.^ Todos los individuos nacidos y los que nazcan en el 
territorio de la República de padres extranjeros domiciliados 
en ella, siempre que no fijen su domicilio en la patria de sus 
padres ; y 

4.** Los individuos extranjeros que han obtenido y los que 
obtengan carta de naturaleza. 

Art. 9. Pierden el carácter de colombianos los individuos 
que fijan su domicilio y adquieren nacionalidad en país 
extranjero. 

Art. 10. La naturalización es un acto voluntario, tanto para 
los extranjeros que la piden como para la Repúi)lica que la 
concede, y puede obtenerse con un año de residencia continua 
en el país, mediante informe favorable de la municipalidad 
del distrito en que se ha fijado el domicilio. La naturalización 
del padre produce la de los hijos menores de edad y la del 
marido produce la de la esposa. Las cartas de naturaleza «e 
expiden por el Consejo federal. 

Art. 11. Todos los colombianos tienen obligación de 
cumplirlas leyes, de obedecer á las autoridades legítimamente 
constituidas, de contribuir para los gastos públicos en pro- 
porción á su riqueza y de hacer el servicio militar en los 
términos que esta Constitución expresa para mantener el 
orden público y para conservar las instituciones y la indepett- 
dencia patria. 

Art. 12. Los extranjeros que se hallen en el territorio de 
la República, bien como domiciliados ó como transeúntes, 
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gozarán de los mismos derechos civiles y de las mismas 
garantías constitucionales que los colombianos, y estarán, 
como ellos, sometidos á las leyes y autoridades del país; sin 
otras excepciones, en cuanto á sus deberes, que las que se 
hayan estipulado ó que en lo venidero se estipulen en los 
tratados públicos. 

» 

CAPÍTULO III 

SISTEMA DE GOBIERNO 

Art. 43. La Nación adopta el gobierno democrático, 
electivo, responsable, alternativo y federal, cuyo mecanismo 
arregla conforme á los siguientes principios fundamentales: 

i .® El ejercicio de la soberanía nacional se distribuye entre 
el Gobierno general de la República y el de cada uno de los 
Estados federales en los términos de esta Constitución ; 

2.® En la Nación y en los Estados el poder público se divide 
en legislativo, ejecutivo y judicial. Corresponde al primero 
aprobar las leyes, al segundo ejecutarlas y al tercero 
aplicarlas ; 

3.^ Tanto en la Nación como en los Estados los poderes 
públicos serán ejercidos por corporaciones, en las cuales estér 
representados todos los partidos políticos por medio del 
sufragio popular directo ó indirecto. Se exceptúan las fun- 
ciones de orden inferior subordinado á una autoridad superior. 
La representación de los partidos en las corporaciones 
públicas depende de los votos que emitan en las elecciones ; 

4.^ El procedimiento de todas Jas elecciones de la Nación, 
de los Estados y de los distritos se ajustará á las bases elec- 
torales que esta Constitución establece para asegurarla repre- 
sentación de todos los partidos y su participación en el ejercicio 
del poder público ; 

5.® Los poderes públicos de la Nación y de los Estados serán 
contrapesados y equilibrados en los términos que esta Cons- 
titución dispone para evitar usurpaciones, desconocimientos, 
conflictos y abusos de autoridad ; 

6.^ Todos los funcionarios públicos de la Nación y de los 
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Estados serán responsables judicialmente de las funcionas 
que desempeñen, exceptuando los que ejercen el poder legis- 
lativo ; y los que recauden ó inviertan fondos públicos, ren- 
dirán cuenta de ellos; y 

7.® Todos los funcionarios públicos de la Nación y de los 
Estados tendrán un período de duración definido por la 
(jonstitución respectiva 6 por las leyes, pasado el cual cesarán 
en el ejercicio de sus funciones, á menos que sean nueva- 
mente elegidos ó nombrados cuando la reelección no esté 
prohibida. 

CAPÍTULO IV 

CIUDADANÍA POLÍTICA 

Art. 14. La ciudadanía política es la posesión de la facultad 
de elegir para los puestos públicos y la capacidad de eer 
elegido para ellos. 

Art. 15. Son electores en las elecciones de la Nación, de los 
Estados y de los distritoslos colombianos varones, mayores de 
veintiún años, que sepan leer y escribir. 

Art. J6. El sufragio es un derecho propio de los electores 
y un encargo público que desempeñan en nombre de la co- 
munidad, por lo cual tienen el deber de ejercerlo oportuna- 
mente, y por cuya omisión, sin excusa legítima, incurren 
en la pena correccional que la ley señale. 

Art. 17. Los Estados pueden ampliar el sufragio recono- 
ciéndolo en mayor número de electores que los varones 
mayores de veintiún años que sepan leer y escribir ; pero no 
pueden restringirlo, ni reconocerlo en individuos que no 
sean colombianos. Guando lo extiendan á mayor número 
de electores que los mencionados, tendrá siempre el carácter 
de función pública de obligatorio ejercicio. 

Art. 18. Son elegiblesparalospuestospúblicosde la Nación, 
de los Estados y de los distritos todos los ciudadanos, sin 
otras limitaciones que las que esta Constitución establece y las 
que establezcan las constituciones de los Estados para conser- 
var la libertad del sufragio y la independencia de los poderes 
públicos. 
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Art. 19. La ciudadanía se pierde por todo el tiempo en qu& 
el elector sea condenado judicialmente á reclusión 6 ¿destierro. 
Las penas con que se castiguen los delitos contra el sufragio 
popular y contra el orden público llevarán siempre anexa la 
pérdida temporal de la ciudadanía. 



CAPITULO V 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES 

Art. 20. La base de todas las elecciones en la Nación y en: 
los Estados será el censo electoral que forman las municipa- 
lidades de distrito en un libro cuyos folios irán numerados, 
marcados con las letras del abecedario y divididos en do& 
columnas : en la izquierda escribirán el nombre délos electores 
por orden de apellidos, cuando quiera que soliciten la ins- 
cripción mediante el comprobante de que tienen las condi- 
ciones legales, y en la derecha, en frente del nombre del 
elector respectivo, repetirán su nombre, cuando haya muerto 
6 haya perdido los derechos políticos por sentencia judicial. 
Las inscripciones que corresponden á la desaparición de los 
electores se harán siempre de oficio. 

Art. 2i. El secretario de la municipalidad le expedirá gratui- 
tamente á cada uno de los ciudadanos inscritos en el censo un 
título ó patente de elector, firmado por el presidente de la 
corporación y autorizado por él. Cuando los electores 
soliciten nuevos títulos por haber perdido el primero, se le& 
expedirán duplicados, mediante las formalidades y el pago de 
los derechos que la ley del Estado tenga á bien señalar. Los 
títulos originales y los duplicados llevarán el mismo número- 
cardinal que corresponda al elector en la letra inicial del 
apellido. 

Art. 22. En las elecciones populares directas de la Nación, de 
los Estados y de los distritos serán admitidos á safragar toáos- 
los individuos que presenten título de elector. Las boletas de- 
ben ser firmadas por los sufragantes, en presencia del jurado 
electoral, antes de depositarlas en la urna. El presidente del 
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jurado recibirá los títulos de los electores y los remitir^ a 
presidente de la municipalidad con una copia auténtica del 
acta de las votaciones. El secretario de la municipalidad de- 
volverá á cada elector el título que le corresponde después de 
deducir, por comparación con el censo electoral, cuáles son 
los electores que no han cumplido con el encargo público de 
sufragar ; y de ellos pasará una lista al síndico del distrito 
para que promueva lo que la ley disponga. 

Art. 23. Los jurados electorales se compondrán, por lo 
menos, de tres miembros elegidos por la municipalidad de 
entre los propietarios de bienes inmuebles en el distrito, 
varones y mayores de edad. 

Art. 24. En las elecciones de la Nación, de los Estados y de 
los distritos, bien se hagan directamente por los electores ó 
bienindirectameute por medio de corporaciones, se adoptará 
cualquiera de los siguientes procedimientos que la respectiva 
ley ó reglamento escogerá, á saber : 

1.® El procedimiento de voto incompleto y escrutinio pleno, 
que tiene lugar cuando los funcionarios que se trata de elegir 
son tres ó más. En este caso los sufragantes votarán siempre 
por la mayoría absoluta del número total de funcionarios que 
si han de elegir y serán declarados elegidos los candidatos que 
obtengan más votos hasta completar ese número. La votación 
se hará separadamente por principales y por suplentes, en una 
misma boleta, cuando haya lugar á elegir éstos. 

2.** El procedimiento de voto pleno y escrutinio hecho según 
el cociente electoral, que tiene lugar cuando los funcionarios 
que se han de elegir son dos ó más. Se llama cociente electoral 
el que se obtiene dividiendo el número total de votos ó 
boletas por el número de funcionarios, y se declaran elegi- 
dos primeramente los candidatos que alcancen, en sufragios, 
al cociente electoral, y después, los que sigan en votos. En 
este procedimiento cada boleta concurre á la elección de un 
candidato, y hecha la imputación en el escrutinio, se separa, y 
no concurre á la elección de los otros. No se le imputan á un 
candidato más votos cuando ha completado el cociente elec- 
toral. Los electores deben escribir en las boletas los nombres 
de los candidatos en orden de preferencia. El escrutinio se hace= 
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reuniendo en una corporación central todas las boletas y las 
actas de votaciones que corresponden á una circunscripción 
electoral, cuyos electores tienen derecho de concurrir con su 
voto á la elección ; y 

3.^ El procedimiento de círculos ó municipios electorales 
unitarios, de población aproximadamente igual y territorio 
continuo, en que cada circunscripción ó círculo elige un funcio- 
nario. En este caso los elector es votan por un solo candidato, aun 
cuando éstos hayan de ser diferentes, y se declara elegido el 
que obtenga la mayoría relativa. Guando la elección se hace 
por corporaciones públicas se declara elegido el candidato 
que obtenga la mayoría absoluta. Las corporaciones públicas, 
no podrán adoptar este procedimiento, cuando sean varios los 
funcionarios que deban elegir. La votación por principales y 
por suplentes se hará separadamente. 

Art. 25. La Nación y los Estados pueden adoptar para 
sus elecciones respectivas cualquiera otro procedimiento 
electoral que dé como resultado la representación de dos 
ó más partidos políticos en el ejercicio del poder público : 
y si tales leyes sobre elecciones no llenaren esta condi- 
ción serán suspendidas y anuladas por las corporaciones com- 
petentes para ello y según los trámites que esta Constitución 
establece. 

CAPÍTULO VI 

DERECHOS Y GARANTÍAS INDIVIDUALES 

Art. 26. La Nación reconoce en las personas naturales que se 
encuentren en su territorio los derechos individuales que 
expresan los siguientes incisos, los cuales el Gobierno general 
y el de cada uno de los Estados deben asegurar por todos los 
medios legales : 

1.® La vida humana. No podrá decretarse ni aplicarse la 
pena de muerte. La Nación y cada uno de los Estados deben 
adquirir ó construir y conservar panópticos ó casas de 
reclusión penitenciaria para el castigo, corrección y enmien- 
da de los delincuentes. La ley respectiva de la Nación ó de 



PROYECTO DE CONSTITUCIÓN QiS 

los Estados establecerá la disciplina de los panópticos, en. los 
cuales será forzoso el aprendizaje de un ofício mecánico. Si 
pasados quince años desde la promulgación de esta Constitu- 
ción, la Nación ó algún Estado no tuviere la casa penitenciaria 
que le corresponde, adecuada á su objeto, según el concepto 
del Consejo federal, se castigará con la pena de muerte el 
delito de asesinato que sea de la competencia, judicial de la 
entidad omisa en el cumplimiento de este precepto constitu- 
cional, por todo el tiempo en que faltare el panóptico en su 
territorio. 

2.^ La libertad individual. .Todo individuo tiene facultad de 
hacer ó de omitir aquello de cuya ejecución ú omisión no 
resulta perjuicio á otro individuo ó ala comunidad. El límite 
de la libertad individual es el derecho ajeno. La ley no 
podrá prohibir ningún hecho inocente. Las medidas de policía 
reguladoras ó represivas de la mendicidad y prostitución 
públicas no son contrarias á la libertad individual. 

3.^ La seguridad personal. Nadie podrá ser detenido sino 
por motivo correccional ó por un hecho criminoso, ni juzgado 
sino por su juez competente, ni penado sin ser oído y vencido 
enjuicio contradictorio, ni condenado á pena corporal por 
más de quince años. La detención por motivo correccional 
no excederá de tres días y será ordenada por autoridad com- 
petente con arreglo á las leyes. La detención provisoria por 
motivo criminal será ordenada por un funcionario de instruc- 
ción, mediante prueba plena del cuerpo del delito y prueba 
incompleta de la culpabilidad del sindicado. En el caso de 
infraganti delito cualquier individuo puede detener al 
culpable para entregarlo á la autoridad. Toda orden de 
arresto ó detención será comunicada por escrito al arrestado ó 
detenido^ en las veinte y cuatro horas siguientes, por el 
funcionario público que la dictó, para que aquél pueda pedir 
amparo judicial si la estimare ilegal. No habrá otras penas 
corporales que el arresto, el destierro, los trabajos forzados y 
la reclusión. 

4.® La propiedad. Comprende esta garantía todos los 
bienes, acciones y derechos reales y personales. Nadie será 
turbado en la posesión de su propiedad, ni privado de ella 
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sino por multa, por pena jurídica, por impuesto 6 contribu- 
ción general y por expropiación ó venta forzosa en el caso 
único de necesidad pública. La multa será impuesta por mo- 
tivo correccional y nunca excederá el límite moderado que la 
ley señale. La pena será impuesta por juez competente en 
sentencia definitiva, según leyes preexistentes. Las contribu- 
ciones ó impuestos serán siempre generales, por cuanto han 
de gravar toda la riqueza ó todas las industrias de un mismo 
género. La expropiación ó venta forzosa será decidida en 
juicio contradictorio, con arreglo á laleyque haya declarado 
la necesidad pública, y no se llevará á cabo sin indemniza- 
ción previa, estimada por peritos en aquel mismo juicio. En 
ningún caso podrá imponerse la pena de confiscación de otros 
bienes que aquellos que se hayan empleado inmediata y 
directamente en laejecución de un delito. En tiempo de guerra 
interior ó exterior la propiedad estará sujeta á los graváme- 
nes que esta Constitución expresa al mencionar las facultades 
del gobierno de la Nación en ese tiempo. 

5.** El trabajo y la industria. Todo individuo puede trabajar 
ó ejercer la industriaqueá bien tenga, siempre que no usurpe 
el trabajo ó la industria ajenos y que no perjudique la segu- 
ridad, ni la salubridad públicas. La ley garantizará tempo- 
ralmente la propiedad exclusiva de los autores de inventos ó 
descubrimientos útiles y de producciones científicas, literarias 
ó artísticas. No son contrarias á la libertad de industria las 
medidas de policía que regulan ó prohiben los juegos de 
suerte y azar. 

6.^ El domicilio. No será allanado el hogar ó habitación de 
un individuo sino por la autoridad civil, con el objeto de 
aprehender á un delincuente ó de evitar la ejecución de un 
delito y con las formalidades que la ley prescribe. 

7.® La asociación. Todos los individuos pueden reunirse 
desarmados, sin previo permiso de la autoridad y sin quedar 
sometidos á su vigilancia, con el objeto de conferenciar 6 
discutir sobre cualquier asunto de interés particular ó de 
interés público. 

8.° La locomoción. Todo individuo puede viajar en la Repú- 
blica y salir de ella, en tiempo de paz, sin permiso y sin 
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pasaporte de ninguna autoridad, siempre que no esté some- 
tido á un arraigo judicial. En tiempo de guerra el Gobierno 
podrá exigir pasaporte á los individuos que viajen por 
lugares que sean teatro de operaciones militares ó impedir 
^n absoluto la comunicación con el territorio enemigo. 

9.° La igualdad legal. La ley no excluye á nadie de los 
•derechos civiles que tenga capacidad de adquirir y castiga 
unos mismos delitos con unas mismas penas, sin excepción 
de personas. No habrá títulos de nobleza, ni privilegios, ni 
fueros especiales que cedan en provecho exclusivo de los 
agraciados. No se reconocerán empleos, ni distinciones legales 
que den derecho á sueldo del Tesoro público por mayor 
tiempo que la duración del servicio. No se impondrán obli- 
gaciones especiales que hagan á los individuos á ellas some- 
tidos de peor condición que los demás individuos que se 
encuentren en idénticas circunstancias. Podrán concederse 
privilegios por la ley nacional y por la de los Estados para 
objetos de utilidad pública mediante la constitución de obli- 
gaciones y del'echos recíprocos. 

10.° La correspondencia privada. No será detenida, ni será 
abierta la correspondencia postal, ni revelada la comu- 
nicación telegráfica, ni registrados los escritos privados sino 
por un funcionario de instrucción, con las formalidades 
legales y para comprobar un delito. 

11.® La educación y la enseñanza. Todo individuo puede 
fundar planteles de educación y dar en ellos, así como dar y 
recibir privada ó públicamente, la instrucción que crea más 
provechosa en materias científicas, artísticas ó literarias. En 
los institutos costeados con fondos públicos la educación y la 
enseñanza serán dirigidas por el Gobierno respectivo del modo 
que estime más benéfico para la comunidad. 

12.° La expresión del pensamiento de palabra ó por escrito. 
Esta libertad está limitada en los funcionarios públicos por 
sus deberes legales y en los individuos por el respeto á la 
autoridad y por el derecho ajeno. El que interrogado por 
la autoridad deponga falsamente, con voluntad y malicia, 
comete delito. No incurre en ninguna responsabilidad el que 
censura los actos de los funcionarios públicos, aun cuando 
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la censura sea desacertada. Para corregir los abusos de esta 
libertad la ley podrá imponer penas correccionales á los 
individuos que irroguen ofensas personales. 

13.* La libertad absoluta de imprenta. Todo individuo 
puede publicar por la imprenta lo que á bien tenga y hacer 
circular libremente los periódicos, folletos y libros impresos 
nacionales ó extranjeros. Para evitar los abusos de esta 
libertad, la ley podrá imponerle, como único correctivo, al 
tipógrafo ó dueño de imprenta que admita ó publique una 
ofensa personal, la obligación de publicar gratuitamente la 
defensa. 

14.® La libertad religiosa. Todo individuo es libre para 
profesar y practicar, privada ó públicamente, cualquiera 
religión, respetando el gobierno temporal de la Nación y el 
de los Estados, y, observando, para con los demás cultos, 
la tolerancia á que tienen derecho. La ley federal podrá 
arreglar la policía exterior de los cultos. 

15.* El derecho á obtener justicia. Todo individuo puede 
ocurrir al poder judicial de la Nación y de los Estados, por 
sí mismo si tuviere capacidad legal, ó por medio de un per- 
sonero, en demanda de justicia civil ó criminal según las 
leyes ; y en materia civil cuando se ventile una acción ó 
derecho por la vía ordinaria, tanto el demandante como el 
demandado, podrán exigir caución suficiente, salvo el caso 
de amparo de pobreza, que asegúrelos resultados del juicio. 
La administración de justicia será gratuita, sin otra obliga- 
ción, para las partes, que el pago de las costas procesales y el 
uso del papel correspondiente determinado por la ley. 

16*. El concurso de la autoridad. Todo individuo tiene 
derecho de que la autoridad lo proteja en su persona y en 
sus bienes, con arreglo á las leyes, y de obtener pronta 
resolución en las peticiones que por escrito les dirija á las 
corporaciones y funcionarios públicos, sobre cualquier 
asunto de interés general ó particular ; y 

17*. El libre comercio de armas y municiones en tiempo 
de paz. En tiempo de guerra se suspende el ejercicio de esta 
libertad. 
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CAPÍTULO VII 

PERSONAS JURÍDICAS 

Art. 27. Son personas jurídicas en la República para el 
efecto de adquirir derechos y obligaciones civiles : 

1.* El Gobierno general, el de los Estados, los distritos y 
las aldeas ; 

2.* Los templos de cualquiera religión y el gobierno ii 
organismo interno de cada una de ellas. Las personas jurí- 
dicas de esta especie quedan sometidas, respecto de la adqui- 
sición de bienes raíces, á la limitación que esta Constitución 
impoYie ; 

3.* Las corporaciones, asociaciones é institutos de educa- 
ción ó de instrucción, de beneficencia ó caridad que tienen hoy 

este carácter y los que lo adquieran según la ley ; y 

4.* Las compañías civiles y de comercio que se organicen 
conforme á las leyes, y las empresas industriales que, según 
ellas, puedan dividirse en acciones. 

Art. 28 — Las personas jurídicas que se componen de per- 
sonas naturales, tendrán las mismas garantías individuales 

« 

que corresponden á los miembros que las componen, y las per- 
sonas jurídicas, que no se componen de personas naturales, 
tendrán solamente las que sean compatibles con su natura- 
leza legal. 

CAPÍTULO VIII 

EFECTIVIDAD DE LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES 

Art. 29. Toda persona natural ó jurídica puede ocurrir 
á un juez nacional, en solicitud de amparo para cual- 
quier derecho individual que le haya sido violado por fun- 
cionarios públicos de la Nación ó de los Estados; y el juez 
requerido para ello, tendrá el deber de resolver la solicitud 
breve y sumariamente, oyendo al ofensor, dentro del término 
que prudentemente fije la ley. 



í 
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Art 30. Los autos que dictea los jueces nacionales, conce- 
diendo ó negando el amparo de los derechos individuales, 
serán siempre consultados con la Corte Suprema y se cum- 
plirán desde el momento en que se pronuncien, para lo cual, 
el juez que los dicta los comunicará por escrito á la autoridad 
ó funcionario público contra quien se puso la querella; y 
cuando sea conocida en el juzgado inferior la resolución defi- 
nitiva de la Corte Suprema, la comunicará del mismo modo 
para que surta los efectos á que hubiere lugar. 

Art. 31. La desobediencia á los autos judiciales que am- 
paran los derechos individuales, constituye un delito de res- 
ponsabilidad que será castigado con la destitución del empleo 
y con la pena de reclusión que la ley determine, por el poder 
judicial de la Nación. 

Art. 32. Toda pena corporal infligida por la violación del 
derecho de las personas en los delitos comunes y de responsa- 
bilidad, llevará anexalaobligación de indemnizar el daño cau- 
sado. La indemnización consistirá en el pago de una cantidad 
fija ó en el de una pensión temporal, según determine la ley, 
regulada por el juez de hecho ó de derecho que califique el 
delito. Dejará de haber lugar á indemnización en el caso de 
insolvencia notoria ó comprobada del delincuente ; pero en 
este caso se agravará la pena corporal que se le imponga. 

Art. 33. La defensa es un derecho de las personas naturales. 
El individuo que ofendiere ó quitare la vida á otro en defensa 
propia, si no tuviese otro medio de repeler la agresión, no 
incurre en pena alguna, y el que agredido se excediere en la 
defensa, tendrá derecho de que la agresión sufrida por él se 
considere como una circunstancia atenuante en la gradua- 
ción del delito que cometa. 

Art. 34. Las penas serán personales, intrasmisibles, pro- 
porcionadas á los deUtos, y tendrán por objeto el castigo, la 
enmienda y la educación moral del delincuente . 

Art. 35. La propiedad, ó sea el conjunto de los bienes, 
acciones y derechos de las personas naturales y jurídicas, res- 
ponderá de las obligaciones civiles causadas ó contraídas por 
éstas, exceptuando las cosas que la ley declare no embarga- 
bles, entre las cuales se colocarán las de uso personal y pro 
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fesional necesarias á la conservación de la salud y de la vida, 
como los vestidos usuales, los instrumentos de trabajo y los 
libros de consulta. No habrá lugar á privar de la libertad, 
ni de la seguridad personal á ningún individuo por la falta 
de cumplimiento de obligaciones civiles. 

Art. 36. No habrá esclavos en el territorio de la República. 
La ley no reconocerá votos religiosos ni compromisos que 
liguen á perpetuidad la libertad del hombre ó que lo priven 
de la seguridad personal. Ni el dominio sobre el esclavo, ni 
aquellos votos y compromisos podrán hacerse efectivos por 
las autoridades de la Nación ni por las de los Estados. 



CAPÍTULO IX 

DIVISIÓN DE LA SOBERANÍA NACIONAL « 

Art. 37. El ejercicio de la soberanía nacional se divide 
entre el Gobierno general de la República y el de cada uno 
de los Estados en los términos de esta Constitución. 



Sección primera 

FUERO NACIONAL 

Art. 38. Son de la exclusiva competencia del Gobierno 
general de la República las materias que en seguida se ex- 
presan : 

1.a El dominio eminente de la Nación sobre los bienes, 
tierrras y aguas nacionales ; 

2.* La soberanía transeúnte ó facultad de representar á la 
Nación en su correspondencia con las demás naciones, las 
relaciones exteriores y la celebración de tratados, pactos y 
convenciones ; 

3.* Lo organización del Gobierno general de la República y 

el modo de elegir ó de nombrar los funcionarios públicos 

federales ; . 

21 
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4.* El derecho de declarar la guerra y hacer la paz y la 
concesión de patentes de corso y de represalias ; 

5.a La defensa exterior y la conservación de la soberanía 
é independencia de la República ; 

6.* La creación, organización, administración y aplicación 
de los bienes, impuestos y rentas nacionales ; 

7,* La celebración de contratos, como persona jurídica, 
sobre objetos de su competencia y el establecimiento y con- 
servación del crédito público oficial de la Nación *, 

8.» La aprobación de los presupuestos de rentas y gastos 
de la Nación y el examen y fenecimiento de las cuentas de 
los responsables del Erario ; 

9.» La acuñación de moneda y la fijación de su ley, peso 
tipo, forma y denominación ; 

10.a El régimen del comercio exterior, de cabotaje y costa- 
nero ; do- las fortalezas, puertos marítimos, fluviales y secos 
en las fronteras ; de los arsenales, diques y demás estableci- 
mientos públicos y bienes pertenecientes á la República ; 

11.* El arreglo de las vías interoceánicas que existen ó que 
se abran en el territorio nacional y la navegación de los ríos 
que bañan el territorio de más de un Estado ó que pasan á 
una nación limítrofe ; 

i 2.a El deslinde y demarcación territorial con las naciones 
vecinas ; 

13.* La naturalización de extranjeros ; 
14.a La formación del censo de población de la República, 
la del censo electoral y la del censo militar ; 

15.* La organización y dirección del ejército permanente 
y de la marina de guerra y la organización de la milicia 
disponible y de la milicia de reserva ; 

16.* La fijación del pie de fuerza, en paz y en guerra, y la 
determinación del pabellón y escudo de armas de la Repú- 
blica ; 

17.* La construcción de las obras públicas que interesen á 
los habitantes de dos ó más Estados federales, cuando el 
Congreso las declare de la incumbencia nacional, y la de 
aquellas que, por convenio con el Estado interesado, se le 
atribuyan exclusivamente; 
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18.a La declaración del estado de guerra civil, la obser- 
vancia del Derecho de gentes en las relaciones con el enemigo 
y el uso de las facultades constitucionales que esa situación 
trae consigo ; 

19.a La conservación de la paz interior entre los Estados 
federales y el mantenimiento en cada uno de ellos del 
Gobierno legítimamente constituido, en el caso de guerra civil ; 
20.a La facultad de decidir las diferencias que ocurran 
entre los Estados y los conflictos de autoridad entre los 
poderes públicos de un mismo Estado, previa audiencia de 
los interesados ; 

21.a La facultad de suspender y de anular las leyes y Jos 
decretos ejecutivos de los gobiernos de los Estados cuando 
violen los derechos individuales ó de cualquier modo sean 
contrarios á la Constitución y á las leyes nacionales ; 

22.a La legislación civil sustantiva que regla el estado de 
las personas, los contratos y las sucesiones y determina los 
derechos y obligaciones civiles, y la legislación penal sus- 
tantiva que castiga los delitos comunes y los delitos de res- 
ponsabilidad de los funcionarios públicos del orden federal ; 
23.a La jurisdicción civil para decidir las controversias en 
que tenga interés la hacienda nacional y todas las que 
ocurran en el Distrito y en el Territorio federales ; 

24.a La jurisdicción criminal para juzgar los delitos co- 
munes cometidos por los altos funcionarios federales que 
esta Constitución expresa, los delitos de responsabilidad de 
todos los empleados públicos del orden federal y los delitos 
de cualquiera especie que se cometan en el Distrito y en el 
Territorio federales ; 

25.a La alta jurisdicción federal en los casos de injusticia 
notoria, en materia civil ó criminal, y la remisión de las 
penas por manifiesta conveniencia pública ; 

26.a La legislación adjetiva para el procedimiento civil y 
criminal del poder judicial de la Nación en los asuntos de su 
competencia ; 

27.a Las leyes adjetivas que dirimen las competencias de 
jurisdicción entre los jueces y tribunales de diferentes Estados 
ó entre éstos y los jueces y tribunales de la Nación ; 
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28.» Los juicios sobre presas y represas, sobre piratería» 
y otros crímenes cometidos en alta mar y sometidos á la 
jurisdicción nacional, conforme al Derecho de gentes. 

29.» La inspección superior de los Bancos y la regulariza- 
ción de la emisión y amortización de los billetes al portador 
y demás títulos fiduciarios ; 

30.» Ladeterminación del sistema oficial de pesas y medí- 

das nacionales ; y 

31.» El derecho de expedir leyes, decretos y resoluciones 
civiles y penales en las materias que son de su competencia, 

Art. 39. Corresponden al Gobierno general de la República^ 
aunque no exclusivamente, las materias que siguen : 

1.» La conservación del orden público en cada uno de lo» 
Estados federales; 

2.» El servicio de correos y telégrafos ; 

3.» El fomento de la instrucción pública; 

4.a La beneficencia; 

5.» La formación de la estadística; 

6.» La formación del catastro de la riqueza inmueble y del 
de la riqueza mueble ; 

7.» El levantamiento de cartas geográficas délos pueblos y 
territorio nacional; y 

8.» La reducción y civilización de indígenas. 



Sección segunda 

DEBERES DEL GOBIERNO GENERAL Y LIMITACIÓN DE SüS FACULTADES. 

Art. 40. La Nación no podrá renunciar al dominio eminente 
sobre parte alguna de las tierras y aguas nacionales, ni ena- 
genar á potencia. extranjera ninguna porción de su territo- 
rio ; pero podrá conceder el usufructo temporal de aguas ó tie- 
rras, por contratos ó por tratados públicos aprobados por el 
Congreso, mediante indemnización ó recompensa suficiente. 

Art. 41. No celebrará tratados de amistad y comercio ó de 
cualquiera otra especie, sino consignando en ellos el principio 
de que todas las diferencias entre las partes contratantes 
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deberán decidirse, sin apelación á la guerra, por el arbitra- 
mento de una ó de varias naciones amigas. 

Art. 42. No podrá declarar ni hacer la guerra á los Estados 
fedérales sin expresa autorización del Congreso y sin haber 
agotado antes los medios de conciliación que la paz nacional 
y la conveniencia pública exigen. Exceptúase el caso en que 
un Estado, poniéndose en armas, se rebele contra él ó en 
que invada á otro Estado federal ó á una nación extranjera, 
y si la guerra civil á que estos hechos dan lugar no termi- 
nare por un tratado, sino por el sojuzgamiento del Estado 
rebelde, el Consejo federal nombrará en él un consejo de 
gobierno interino que presida á la renovación de los poderes 
públicos y restaure el régimen constitucional. 

Art. 43. No tendrá en los Estados federales funcionarios 
públicos con autoridad política; pero podrá tener los em- 
pleados de hacienda, los agentes postales y telegráficos, los 
comisionados para el levantamiento de censos, planos ó for- 
mación de catastros y los empleados militares que la ley 
federal establezca para el servicio público, los cuales estarán 
sometidos, como los demás habitantes, alas leyes del Estado 
en que residen. Las tropas regulares permanecerán acanto- 
nadas en las plazas de armas que la misma ley señale y no 
saldrán de allí sino á cumplir sus deberes legales, previo 
aviso comunicado al consejo de gobierno del Estado res- 
pectivo ó cuando el mismo consejo requiera su concurso para 
•el mantenimiento del orden público. 

Art. 44. No gravará con impuestos directos la riqueza 
gravada por los Estados, excepto el caso de guerra en que 
podrá hacer uso de las facultades anexas á dicho estado. 

Art. 45. No concederá auxilios del tesoro federal á los 
Estados, ni á los distritos ó aldeas para los gastos ordinarios 
de su administración interior, ni para obras públicas. Cuando 
sea notoria la conveniencia de fomentar una obra pública 
-en cualquier Estado, podrá tomarla por su cuenta mediante 
un convenio celebrado con él. 

Art. 46. No cobrará ningún impuesto ó contribución que 
no haya sido inlcuido en la ley de presupuestos. Cuando 
^n un período económico no pueda expedirse por el Congreso 
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aquella ley, continuarárigiendola del período inmediatamente 
anterior. El año económico nacional coincidirá con el año 
civil. 

Art. 47. No hará del tesoro público gasto alguno que no 
haya sido votado en la ley de presupuestos ó en el correspon- 
diente crédito adicional, abierto según las leyes y aprobado 
por la Comisión legislativa nacional én receso del Congreso ; 
pero el hecho de votarse un crédito legislativo no implica la 
obligación de hacer el gasto, si por otra parte no aparece el 
derecho legal del respectivo acreedor. 

Art. 48. No podrá alterar, durante un período constitucio- 
nal, los sueldos de los miembros del Congreso, de la Comisión 
legislativa, de los magistrados de la Corte Suprema, del 
procurador general, de los contadores de la Corte de Cuentas 
de los consejeros federales y del Presidente de la República. 
Cualquiera alteración que en dichos sueldos decrétela ley, no 
tendrá eíbcto sino en el período siguiente. 

Art. 49. Mantendrá una Universidad Nacional con escuelas 
de literatura y filosofía, de jurisprudencia, de ciencias 
físicas y naturales, de medicina y cirugía, de matemáticas é 
ingeniería, de agricultura, de minería, de artes y oficios y de 
milicia y náutica para la formación de oficiales para el 
ejército y la marina. 

Art. 50. Mantendrá en cada Estado federal una Escuela 
Normal de varones y otra de mujeres para la formación de 
institutores. 

Art. 51. Los Estados tendrán derecho en la Universidad 
Nacional y en las Escuelas Normales á las becas que la ley 
f ed eral señale y los educandos contraerán para con la República 
las obligaciones que la misma ley exprese. 



Sección tercera 

FUERO DE LOS ESTADOS 

Art. 52. De la soberanía inmanente de la Nación corres- 
ponden á las Estados federales las materias y facultades que 
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esta Constitución no atribuye expresamente al Gobierno 
general de la República, pero en la organización de su 
gobierno propio, en la elección y renovación de los poderes 
públicos y en el ejercicio desús facultades se someterán alas 
bases fundamentales y á las limilacionets y deberes que esta 
misma Constitución les impone. 

Art. 53. Los Estados tienen derecho de anular por el voto 
de la mayoría absoluta de sus respectivas asambleas legisla- 
tivas las leyes nacionales y los decretos ejecutivos del consejo 
federal que violen los derechos individuales ó que sean con- 
trarios á la Constitución nacional ó á las facultades propias 
de los mismos Estados. 



Sección cuarta 

DEBERES DE LOS ESTADOS Y LIAtÍTACIÓN DE SUS FACULTADES 

» 

Art. 54. Es prohibido á los Estados : 

1.^ Celebrar entre sí tratados ó alianzas con un fin político. 
Los convenios que celebren sobre alteración de sus límites 
territoriales, sobre fomento ó realización de obras públicas ó 
sobre cualquiera otro asunto de su incumbencia serán some- 
tidos á la aprobación del Congreso. 

2.** Armar tropa permanente y buques de guerra. Podrán 
tener armas y municiones y organizar y conservar los cuerpos 
de gendarmería suficientes para la policía de seguridad, de 
aseo, de ornato y de salubridad. En el caso de invasión ó de 
subversión del orden público les será lícito llamar al servicio 
los cuerpos que necesiten de la milicia nacional, armarlos y 
mantenerlos á su costa, hasta por noventa días, dando aviso 
al Consejo federal. Pasado ese término, ó desde antes, el 
consejo federal asumirá el deber de repeler la invasión ó de 
restablecer el orden público, así como el sostenimiento y la 
dirección de la fuerza militar que destine á ese objeto. 

3.® Gravar con impuestos los productos, mercaderías 6 
efectos que sean materia de contribuciones nacionales, aun 
cuando ocasionalmente se declaren libres por la ley federal^ 
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y Io8 productos, bienes, acciones y derechos, actos y contra- 
tos del Gobierno general ; 

4.'* Imponer contribuciones sobre los productos, merca- 
derías, animales y efectos que transiten por su territorio y que 
no se ofrezcan á la venta para el consumo en él ; 

5.® Prohibir la introducción ó el consumo en su territorio 
de productos, animales 6 efectos de otro Estado ó de otra 
nación ; 

6." Restringir con impuestos, ó por otro medio, la nave- 

■ 

gación de los ríos y demás aguas navegables que no hayan 
exigido canalización artificial ; 

7.* Emitir papel moneda, billetes al portador ó títulos fidu- 
ciarios de curso forzoso ; 

8.* Intervenir en asuntos reUgiosos, como no sea para hacer 
efectiva la libertad religiosa ó las leyes nacionales sobre 
policía exterior de los cultos ; 

9."* Imponer deberes á los empleados nacionales que sean 
incompatibles con el servicio público federal ; 

10.^ Dictar leyes, decretos y resoluciones en las materias de 
gobierno que esta Constitución atribuye al Gobierno general. 

Art. 55. Los Estados podrán gravar la producción y el 
consumo de la riqueza, la propiedad inmueble, la riqueza 
moviliaria y el ejercicio de las profesiones para formarrentas 
públicas ; pero no podrán monopolizar ningún ramo de 
industria. 

Art. 56. Las autoridades y funcionarios públicos de ios 
Estados lo son también del Gobierno general en todo lo que 
requiera fe pública, mando ó jurisdicción, cumplirán los 
deberes que las impongan las autoridades federales, según 
sus facultades, y serán responsables de su conducta oficial 
ante el poder judicial de la Nación. 

Art. 57. Las autoridades y funcionarios públicos de los 
Estados tienen el deber de cumplir y hacer cumplir la Cons- 
titución y las leyes nacionales, los decretos ejecutivos del 
Consejo federal, las órdenes y resoluciones del Presidente de 
' la República y las sentencias, mandamientos y exhortosdela 
Corte Suprema y de los jueces nacionales, del tribunal supe- 
rior y de los jueces del Distrito federal. 
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Art. 58. En cada- uno de los Estados se dará entera fe y 
crédito á los instrumentos públicos, registros, actos, sentencias 
y procedimientos judiciales de los otros Estados, del Distrito 
federal y del Gobierno general ; y las autoridades y funcio- 
narios judiciales se auxiliarán mutuamente los despachos ó 
cxhortos. 

Art. 59. Loé» Estados se haván unos á otros la extradición de 
loH individuos responsables por delitos comunes contra quienes 
se hubiere declarado con lugar á formación de causa crimi- 
nal, y acompañarán á la reclamación del sindicado el auto de 
proceder, en copia auténtica. 

Art. 60. Las controversias que ocurran entre los Estados ó 
entre uno ó más Estados y el Gobierno general serán decididas 
por la Corte Suprema sin que en ningún caso pueda un 
Estado hacerle á otro la guerra, ni al Gobierno general. 

Art. 61. Los conflictos de autoridad que ocurran en un 
Estado entre sus poderes públicos, cualquiera que sea su 
naturaleza, serán decididos por la Corte Suprema,, según las 
leyes propias del Estado en que el conflicto aparece ó según 
las leyes nacionales cuando sean aplicables al caso, y no será 
lícito á las partes contendoras, ni á sus partidarios, ocurrir i 
las armas para poner término al conflicto. 

Art. 62. Los Estados no podrán intervenir en las contiendas 
domésticas de otros Estados ; pero apoyarán al Gobierno 
general en el cumplimiento de sus deberes constitucionales 
respecto de ellas. 

Sección quinta 

PROHIBICIONES GENERALES 

Art. 63. No se expedirán leyes ex post fado á con efecto 
retroactivo excepto en materia penal cuando la pena posterior 
sea menor, ni leyes que invaliden los contratos ó debiliten las 
obligaciones y los derechos por ellos constituidos. Las deudas 
serán siempre pagadas en la moneda estipulada por los contra- 
tantes, y, á falta de estipulación sobre esto, se pagarán en 
monedas de oro ó de plata. 
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Art. 64. No se gravará con impuestos la exportación de 
frutos y productos nacionales, ni el tránsito interior de los 
mismoB efectos, ni el de los efectos y mercaderías extranjeras. 
Podrán cobrarse peajes por la remuneración del servicio de 
las vías navegables que exigen canalización ó limpieza, de 
los puentes y caminos ; pero serán éstos regulados por la 
Corte Suprema y por lá Cámara de Senadores para evitar que 
se conviertan en contribución. No se gravará con altos 
impuestos la importación de artículos extranjeros de primera 
necesidad, ni la de las materias primas, máquinas y herra- 
mientas necesarias para la agricultura y la industria. 

Art. 65. No se podrá monopolizar la emisión de billetes de 
Banco al portador, ni la de otros títulos fiduciarios, ni alterar 
los términos y la moneda en que hayan de ser amortizados, 
ni se podrán alterar sino por la ley los preceptos legales, de 
la Nación ó de los Estados, que establecen el crédito público 
de cada una de esas entidades. 

Art. 66. No se permitirán enganches ó levas que tengan 
por objeto, atacar á otra Nación ó turbar la paz interior, y se 
internarán los asilados que sean enemigos políticos de un 
gobierno extranjero, cuando éste lo solicite. 

Art. 67. Se prohiben las manos muertas y las fundaciones, 
mandas, legados, y fideicomisos á perpetuidad, los mayo- 
razgos y vinculaciones y todos los establecimientos semejantes 
con que se pretenda acumular artificialmente la propiedad 
inmueble ó sacarla de la libre circulación. Los bienes raíces 
no podrán ser gravados á perpetuidad, ni podrán adquirirse 
con otro carácter que el de enajenables y divisibles, según 
la voluntad del propietario, y de trasmisibles á los herederos 
conforme al derecho común. Los censos solamente podrán 
constituirse sobre el tesoro público federal ó sobre el de los 
Estados, según lo determine la respectiva ley. 

Art. 68. La9 comunidades, corporaciones, asociaciones y 
entidades religiosas no tendrán capacidad civil para adquirir 
otros bienes raíces que los que se apliquen inmediata y 
directamente á los fines religiosos de la institución. 

Art. 69. No se podrán restablecer las órdenes religiosas 
suprimidas, ni será lícito establecer otras nuevas. Las per- 
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sonas naturales podrán asociarse privadamente con un objeto 
religioso sin constituir una entidad con derechos legales. 

Arf. 70. No podrán imponerse contribuciones para el 
sostenimiento de los cultos religiosos y éstos se mantendrán 
con los suministros voluntarios de los fieles ó congregaciones. 

Art. 71. No se podrá detener el curso de la justicia, el pro- 
cedimiento de los tribunales y juzgados de la Nación ó de 
los Estados, excepto el caso de remisión de pena. 

Art. 72. Ningún funcionario público podrá ejercer auto- 
ridad ó funciones que expresamente no se le hayan conferido. 



Seeción sexta 

FUERO MUNICIPAL 

Art. 73. Las poblaciones de la República que cuenten, por 
lo menos, cinco mil habitantes, serán erigidas en distrito 
por la ley del Estado respectivo, y regidas por una municipa- 
lidad, compuesta de cinco regidores y uno más por cada cinco 
mil almas, elegidos por el voto directo de los electores. 

Art. 74. Las municipalidades ejercerán los siguientes 
derechos propios : 

i.» Aprobar el presupuesto de rentas y gastos del distrito y 
examinar y fenecer provisoriamente las cuentas de manejo 
de fondos del común ; 

2.& Administrar é invertir sus propios bienes, rentas y con- 
tribuciones. Cuando la administración se haga por medio de 
juntas administrativas se compondrán éstas de tres miembros 
elegidos por la municipalidad; 

3.» Arreglar la policía local de seguridad, aseo, salubridad 
y ornato ajustándose á los principios legedes ; 

4.^ Dirigir los institutos de beneficencia y caridad, las 
escuelas primarias y cualesquiera otros establecimientos 
públicos costeados con fondos comunes ; 

5.^ Arreglarla distribución de aguas, el alumbrado público, 
el cementerio y las vías vecinales de comunicación, cuando 
estos objetos sean costeados con fondos del común ; 
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6.* Nombrar y remover el síadico municipal, el tesorero y 
los demás empleados que demande el servicio público y exclu- 
sivo del distrito, exceptuándolos empleados del poder judi- 
cial y los del orden político y militar, cuyo nombramiento 
será determinado por la respectiva ley del Estado ó nacional j 

7.a Elegir los jxirados electorales de entre los propietarios 
de bienes inmuebles para todas las elecciones del distrito, del 
Estado y de la Nación ; 

8.a Imponer las contribuciones locales que la ley del Estado 
le permita establecer ; y 

9.a Dictar acuerdos sobre los asuntos de su incumbencia ó 
sobre cualquiera otro que la ley le atribuya. 

Art. 75. Los miembros de las municipalidades son inmunes 
por las opiniones que emitan en las deliberaciones; pero 
incurrirán en responsabilidad cuando concurran con su voto 
á la expedición de un acto contrario á la Constitución ó á las 
leyes ó á los decretos ejecutivos de la Nación ó del Estado y 
cuando dejen de cumplir sus deberes legales. Si no se cono- 
ciere por las actas de las deliberaciones, el voto de cada 
uno de los regidores, la responsabilidad será solidaria en 
la corporación. 

Art. 76. Corresponderá á los distritos, para atender á sus 
propios gastos, la tercera parte de los impuestos directos con 
que grave el Estado los bienes inmuebles, los bienes muebles 
y la producción ó el consumo de riqueza de los vecinos. 

Art. 77. Las poblaciones de menos de cinco mil habitantes 
«eran erigidas en aldea y regidas como determine la ley del 
Estado, á menos que se hallen en capacidad de cumplir con 
los deberes impuestos á los distritos. 

Art. 78. Son deberes de los distritos : 

i.* Mantener una escuela pública primaria y gratuita de 
varones y otra de mujeres por cada cinco mil habitantes, . 
una casa municipal, cárcel pública y cementerio ; 

2.® Cuidar de que en las escuelas primarias que haya en el 
territorio del distrito, bien sean costeadas por éste ó por el 
Estado ó por la Nación, se enseñe la moral cristiana y la 
religión que exijan los padres de los educandos. Para este 
efecto las escuelas estarán siempre abiertas á los ministros 
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de todos los cultos ; y cuidarán así mismo de que, en cuanto 
sea posible, se enseñen en ellas los procedimientos generales 
agrícolas é industriales que correspondan á la capacidad del 
clima y á la fecundidad del suelo de las respectivas localidades ; 

3.** Formar el censo electoral y el censo ipilitar, conforme 
á las prescripciones de la Constitución y leyes federales, y 
hacer el sorteo del contingente que de la milicia disponible le 
corresponda al distrito ; y 

4.** Formar el catastro de la riqueza inmueble y el de la 
riqueza mueble de los vecinos del distrito conforme á las 
leyes del Estado. 

Art. 79. Guando un distrito no cumpla con los deberes 
anexos á su categoría política, podrá ser reducido por la ley 
del Estado respectivo á la condición de aldea y regido según 
ella determine. 

CAPÍTULO X 

GOBIERNO GENERAL 

Art. 80. El Gobierno general de la República es electivo, 
democrático, alternativo, y responsable. Se divide en poder 
legislativo, poder ejecutivo y poder judicial. Estos tres poderes 
son independientes entre sí y se ejercen por corporaciones 
en las cuales estén representados los partidos políticos por 
medio del sufragio popular directo ó indirecto. 



CAPÍTULO XI 

BIENES Y CARGAS DE LA NACIÓN 

Art. 81. Son bienes nacionales : 

1. Todos los bienes muebles y todos los bienes inmuebles, 
créditos activos, acciones y derechos que hoy pertenecen á 
la República ; y 

2. Todas las minas de piedras y metales preciosos aislados 
ó en combinación, desconocidas ó. desiertas, que se encuentren 
en su territorio. 
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Art. 82. Las adjudicaciones de tierras baldías que se hagan 
en lo futuro llevarán la condición resolutoria de que volverán 
al dominio de la Nación al cabo de cincuenta años, si al 
expirar este término no se hubiere cultivado, por lo menos, la 
mitad de la superficie adjudicada. La enajenación se hará 
medíante un titulo registrado y la resolución del dominio se 
limitará á la parte de tierra que no haya sido cultivada. 
Exceptúanse las adjudicaciones que deba hacer el (xobierno 
sin esta limitación en virtud de contratos preexistentes. 

Art. 83. Las minas de oro y plata y las de esimeraldas y 
diamantes serán adjudicadas por los Estados á los descu- 
bridores y denunciantes, según la ley civil nacional, con las 
servidumbres activas y pertenencias sobre el uso y explota- 
ción del terreno adyacente que la misma ley determine. 

Art. 84. Son rentas de la Nación : 

1. La de aduanas; 

2. La de salinas ; 

3. La de amonedación ; 

4. La de correos y telégrafos ; 

5. La que procede de sus bienes propios, acciones y dere- 
chos, como la del ferrocarril de Panamá, la del canal intero- 
ceánico, la de tierras baldías, la de bienes desamortizados 
etc. etc. , ; y 

6. La que proceda de los impuestos ó contribuciones que la 
ley federal establezca conforme á esta Constitución. 

Art. 85. Son cargas de la Nación : 

1. La deuda interior y la deuda exterior que hoy reconocen 
las leyes á cargo de la República ; 

2. Las deudas nuevas que se constituyan á cargo del tesoro 
público con arreglo á las leyes ; y 

3. Todos los gastos de la administración pública nacional. 
Art. 86. El tesoro de los Estados no será gravado por el 

Gobierno general para atender al cumplimiento de las 
obligaciones nacionales que esta Constitución le impone. 
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CAPÍTULO XII 

PODER LEGISLATIVO^ 

Art. 87. El poder legislativo se ejerce por el Congreso, 
dividido en dos cámaras que se denominan « Cámara de 
Senadores » y « Camarade Representantes. » Las dos cámaras 
procederán por separado en el ejercicio del poder legislativo, 
y tan sólo se reunirán en Congreso para desempeñar las 
funciones que les atribuye colectivamente esta Consti- 
tución. 

Art. 88. El Congreso se reunirá ordinariamente, sin 
necesidad de convocatoria, cada año, al día primero de julio 
en la capital de la República. Podrá reunirse en otro lugar ó 
trasladar á otro punto temporalmente sus sesiones, cuando 
asi lo acuerden las dos cámaras reunidas. 

Art. 89. La duración de las sesiones ordinarias será hasta 
de noventa días. Las sesiones ordinarias podrán ser supen- 
didas por el mutuo consentimiento de las cámaras para 
continuarlas en la fecha que señalaren. Ninguna de las 
cámaras podrá suspender aisladamente sus sesiones por 
más de tres días, ni ponerse en receso sin el consentimiento 
de la otra. 

Art. 90. Podrá reunirse el Congreso en sesiones extraor- 
dinarias por convocatoria que se haga él mismo en cámaras 
reunidas ó por convocatoria del Consejo federal ó de la 
Comisión legislativa. En las sesiones extraordinarias se 
ocupará, como en las ordinarias, en cualquier asunto de 
interés púhlico. La duración de las sesiones extraordinarias no 
excederá de sesenta días. 

Art. 91. Para que el Congreso pueda abrir y para que 
pueda continuar sus sesiones se necesita la concurrencia, en 
cada cámara, de la mayoría absoluta de los miembros que la 
componen. Ninguna de las cámaras podrá abrir sus sesiones 
en distinto día que la otra, ni continuarlas si, por cualquier 
causa, aquella quedare en receso. 
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Art. 92. Los proyectos de ley y los de decreto legislativo 
.pueden tener origen indistintamente en cualquiera de las 
cámaras y pueden ser presentados por cualquier miembro de 
ellas, por comisiones especiales, por la Comisión legislativa 6 
por el Consejo federal. 

Art. 93. Las votaciones en cada una de las cámaras y en el 
Congreso se decidirán siempre por la mayoría absoluta de 
los miembros presentes, exceptuando los casos en que esta 
Constitución exige un número mayor de votos. 

Art. 94. La voluntad del Congreso no será de obligatoria 
observancia para los Estados federales, para los funcionarios 
públicos, ni para los particulares, si no aparece consignada 
en uníi ley ó en un decreto legislativo. Serán materia de ley 
los actos de efectos genérales ó permanentes, y serán materia 
de decreto, los actos de efectos particulares, ó transitorios. 
La locución «leyes nacionales» comprende también losdecre- 
tos legislativos. 

Art. 95. Cada cámara tiene la facultad privativa de crear 
los empleados y darse los reglamentos que juzgue necesarios 
para la dirección y desempeño de sus trabajos y para la 
policía interior del edificio de sus sesiones. En estos regla- 
mentos establecerá las penas correccionales con que deba 
castigar á sus propios miembros por las faltas en que 
incurran y á cualesquiera individuos por los atentados y 
desmanes que cometan contra la cámara ó contra la inmu- 
nidad de aquéllos. Cualquiera de las cámaras puede destituir 
á sus miembros por las faltas graves que cometan en el 
recinto de las sesiones ; pero no podrá aplicar esta pena sino 
con el voto de las dos terceras partes de los senadores ó de 
los representantes que concurran á la decisión. 

Art. 96. En las discusiones de las cámaras pueden tomar 
parte con voz, pero sin voto, los consejeros federales, como 
secretarios de Estado. A ninguna persona que concurra como 
espectador le será permitido tomar la palabra, ni interrumpir 
el debate con manifestaciones de aprobación ó de improba* 
ción; y si lo hiciere será expelida del edificio de las 
sesiones* 
Art. 97. Las sesiones de las cámaras serán públicas y sua 
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^ctas se harán publicar en el periódico oñcial de la Nación, 
menos en los casos en que cualqXiiera de ellas resuelva tratar 
de un asunto en sesión secreta. 

Art. 98. La Cámara de Senadores dará entera fe y crédito á 
las credenciales que le presenten los senadores expedidas pOr 
el presidente y secretario de la asamblea legislativa que los 
^lige, refrendadas por el gobernador del Estado. Guando 
hubiere duda sóbrela autenticidad de estos documentos ó 
<5uando concurriere un número mayor de senadores del que 
corresponde al Estado, la cámara será competente para 
calificarlos. Lo mismo se procederá con las credenciales de los 
senadores por el Distrito federal que les expida la municipa- 
lidad, refrendadas por el gobernador. 

Art. 99. La Cámara de Representantes dará entera fe y 
-crédito á los títulos que exhiban los representantes expedidos 
por el presidente y secretario de la comisión legislativa del 
Estado que los elige, refrendados por el gobernador. Cuando 
hubiere duda sobre la autenticidad de estos documentos, la 
cámara será competente para calificarlos. Si la duda ocu- 
rriere sobre la legitimidad de laelección, excitará la cámara á 
la Comisión legislativa nacional para que verifique el escru- 
tinio, y si la verificación diere un resultado diferente del que 
obtúvola comisión legislativa del Estado respectivo, aceptará 
la cámara como legítimos los nuevos títulos que expida la 
Comisión legislativa nacional. 

Art. 100. No son responsables los senadores y representantes 
en ningún tiempo, ni ante ninguna autoridad, por los votos 
que den ni por las opiniones que emitan y son inmunes en sus 
personas y propiedades durante las sesiones del Congreso, 
treinta días antes y treinta días después. Esta inmunidad 
consiste en no poder ser demandados en materia civil y en no 
poder ser detenidos, ni encausados por motivo criminal, sin 
que previamente sean suspendidos por la cámara respectiva; 
Exceptúanse los casos de pena correccional impuesta por la 
misma cámara de que son miembros y el deinfraganti delito 
que castigue la ley con pena corporal, en el cual podrán ser 
detenidos, dándole inmediatamente aviso á la cámara corres- 
pondiente para qué otorgue la suspensión ; y si la negare ó no 
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resolvíere sobre ella en el término de tres días, el detenido 
será puesto en libertad. 

Art. 101. Los Penadores y representantes no pueden acep- 
tar ningún empleo de libre nombram¡ento;del Consejo federal, 
ni aun renunciando previamente su puesto, excepto el de jefe 
militar en tiempo de guerra ; ni pueden durante su período 
hacer por si ó por interpuesta persona, ningún contrato con 
el Gobierno general ni aceptar poderes para gestionar negocios 
6 reclamaciones que tengan relación con él. 

Art. 102. La fuerza pública regular que se encuentre en el 
lugar de las sesiones del Congreso estará inmediatamente 
sometida á los presidentes de las cámaras y obedecerá las 
órdenes que éstosle comuniquen directamente ó por conducto 
de la secretaría respectiva. 

Sección primera 

CONGRESO 

Art.' 103. Son atribuciones exclusivas del Congreso : 

1.» Legislar sobre todas las materias de la competencia del 
Gobierno general ; 

2.* Alterar los límites territoriales de los Estados y dividir 
un Estado en dos, ó reunir dos E>tados en uno, con la apro- 
bación de la mayoría absoluta de las legislaturas de los 
Estados: 

3.* Aprobar los convenios que celebren los Estados sobre 
alteración de límites, fomento de obras públicas ó sobre 
cualquier otro asunto de su incumbencia ; 

4.* Determinar en cada período fiscal las rentas y contribu- 
ciones fedéralas y apropiarlas cantidades que sea lícito extraer 
del Tesoro para los gastos públicos; 

5.* Decretar la enajenación de los bienes, acciones y 
'derechos de la Nación y su aplicación á usos públicos ; 

6.* Crear los empleos que demande el servicio público 
federal, establecer reglas sobre su provisión y desempeño y 
fijar el sueldo de todos los funcionarios nacionales; 

7.a Fijar en cada período fiscal la fuerza pública de mar y 
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tierra para el servicio nacional. Guando por cualquier motivo 
no expidiere el Congreso la ley de pie de fuerza que corres- 
ponde al año económico venidero, continuará rigiendo la ley 
vigente ; 

8.* Autorizar al Consejo federal para que declare la guerra 
á otra Nación ó á cualquiera délos Estados y para que permita 
el trányitü de tropas extranjeras por el territorio nacional ó 
la estación en los puertos marítimos de buques de guerra 
extranjeros ; 

9.* Resolver sobre los tratados, pactos y convenciones que 
el Presidente de la República, como agente inmediato del 
Consejo federal, celebre con otras naciones ; 

40 * Resolver sobre los contratos que del mismo modo 
celebre el Presidente de la República con los Estados ó con 
otras personas naturales y jurídicas y que deban ser sometidos 
á su aprobación. 

14.* Conceder privilegios y auxilios para la navegación por 
vapor en los ríos y aguas que sirvan de canal para el comer- 
cio de más de un Estado ó que pasen á una nación limítrofe, y 
primas, privilegios temporales ó garantía de interés á los 
establecimientos industriales de nueva creación en el país ; 

42.a Conceder privilegios temporales primas ó garantía de 
interés á los constructores de caminos de hierro y demás obras 
públicas de la competencia del Gobierno general; 

43.* Conceder amnistías é indultos generales ó particulares 
por grave molivo de conveniencia pública ó por razones de 
evidente justicia ; 

14.* Hacer en cámaras reunidas las elecciones siguientes : 

Lade Presidente, la de primer vicepresidente y la de segun- 
do vicepresidente del Consejo federal. Estas elecciones serán 
hechas de entre los consejeros, por mayoría absoluta, en 
escrutinios sucesivos ; 

La de suplentes de los consejeros federales. Se hará esta 
elección en un solo escrutinio y después de hecha Ferán nume- 
rados los consejeros suplentes, por mayoría absoluta, con los 
ordinales primero á sétimo para que en ese orden sean llama- 
dos á reemplazar á los principales ; 

La de suplentes de los magistrados déla Corte Suprema. Se 
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hará esta elección en un solo escrutinio como la anterior y 
los magistrados suplentes serán numerados del mismo modo 
con los ordinales primero á noveno y con el mismo objeto; y 

La de contadores principales y suplentes déla Corte de Cuen- 
tas. Cada una de estas dos elecciones será hecha en escrutinio 
separado y los contadores suplentes serán numerados, después 
* de elegidos, con los ordinales primero á sétimo, como los 
anteriores, y con igual objeto. 

15.^ Darles posesión, en cámaras reunidas, á los consejeros 
federales el 20 de julio ó en cualquier día posterior, é inme- 
diatamente después al presidente del consejo, como Presi- 
dente de la República, y en su defecto al respectivo vicepresi- 
dente ó al consejero llamado por la ley al ejercicio de las 
funciones de ese empleo ; y 

16.* Pedirle cuenta al consejo federal de todas sus opera- 
ciones y los informes, escritos ó verbales, que necesite sobre 
cualquier asunto de interés público. 

Art. i 04. Las cámaras pueden ser convocadas, por cual- 
quiera de ellas, á reunirse en Congreso para desempeñar las 
funciones que colectivamente les incumben y serán presididas 
por el presidente del Senado, ó por el presidente de la 
Cámara de Representantes ó por los respectivos vicepresi- 
dentes de una y otra cámara. 

Art. 10o. Ni el Congreso ni las cámaras por separado podrán 
delegar ninguna de su§ atribuciones, pero podrán conferirle 
autorizaciones al poder ejecutivo para el desempeño de asun- 
tos de interés público que no sean incompatibles con la natu- 
raleza de sus funci ones. 

Art. 106. El viático de los senadores y representantes se 
computará desde la capital del Estado respectivo á la capital 
de la República cualquiera que sea el lugar de su domicilio. 
Para los senadores y representantes del Estado de Cundina- 
marza y del Distrito federal será el que corresponda á diez 
miriámetros y para los representantes del Territorio federal 
se computará, por departamentos, desde la capital de cada 
uno de ellos. El viático por las vías marítimas y fluviales 
será la mitad del que corresponda á las vías terrestres. 
Cuando los elegidos se hallaren en país extranjero al tiempo 
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de la elección, se computará el viático desde el primer punto 
de la frontera en que toquen ó desde el puerto en que desem- 
barquen. No se pagará más de una vez en un mismo año 
económico, viático por la ida á la capital de la República y 
por el regreso. 

Sección seg^unda 

CÁMARA DE SENADORES 

Art. 107. La Cámara de Senadores se compone de cuatro 
senadores por cada Estado y tres por el Distrito federal. Los 
Senadores de los Estados serán elegidos por las asambleas 
legislativas, y, los del Distrito federal, por la municipalidad. 

Art. 108. La duración de los senadores será de cuatro 
años contados desde el primero de julio, día de la primera 
instalación del Congreso en cada período, y no tendrán 
suplentes. Las faltas absolutas, y no las accidentales, serán 
llenadas por senadores interinos que nombren las asambleas 
legislativas, y, en receso de éstas, las respectivas comisiones 
legislativas, y la municipalidad del Distrito federal cuando 
solicite el nombramiento la Cámara de Senadores. 

Art. 109. Son atribuciones de la Cámara de Senadores : 

1.^ Decidir como jurado, los juicios políticos que la 
Cámara de Representantes promueva contra el Presidente 
de la República y demás consejeros federales por desacertada 
dirección ó mala administración de los intereses públicos. 
En estos juicios no podrán aplicarse otras penas que la sus- 
pensión temporal ó la destitución del empleo y la inhabilita- 
ción para ejercer empleos públicos nacionales. La sentencia 
condenatoria habrá de ser siempre aprobada por el voto de 
las dos terceras partes de los senadores presentes ; y cuando 
el hecho juzgado esté erigido en delito por la ley común 
penal, el acusado, después de pronunciada la sentencia del 
Senado, será puesto á disposición de la Corte Suprema. 

2.» Suspender al Presidente de la República y demás con- 
sejeros federales cuando la Corte Suprema solicite la suspen- 
sión con suficiente fundamento para llamarlos á juicio de 
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responsabilidad ó para declarar con lugar á seguirles causa 
criminal por delitos comunes ; 

3.» Aprobar el nombramiento que haga el Consejo federa) 
de agentes diplomáticos, cónsules generales, jefes militares 
desde sargento mayor y empleados superiores de los departa- 
mentos administrativos y oficinas de hacienda nacionales ; 

4.a Aprobar las instrucciones del poder ejecutivo á los 
agentes diplomáticos para celebrar tratados públicos, pactos 
y convenciones ; 

5.* Decidir definitivamente sobre la validez ó nulidad de los 
actos legislativos de las asambleas y de los decretos ejecu- 
tivos del consejo de gobierno de los Estados que hayan sido 
denunciados ante la Corte Suprema como contrarios á los 
derechos individuales, á la Constitución ó á las leyes de la 
República. 

6.* Hacer la regulación definitiva, previo el dictamen de 
la Corte Suprema, de los peajes que por la Nación ó por los 
Estados se cobren por el servicio de vías navegables, puentes 
ó caminos ; y 

7.* Elegir de entre sus miembros, en los diez primeros 
días délas sesiones ordinarias, tres senadores para miembros 
principales y tres para suplentes de la Comisión legislativa 
nacional. Cada una de estas dos elecciones se hará en un solo 
escrutinio y después de hecha la de los suplentes, serán éstos 
numerados, por mayoría absoluta, con los ordinales primero 
á tercero para que en este orden reemplacen á los princi- 
pales. 

Sección tercera 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

Art. 110. La Cámara de Representantes se compone délos 
diputados que eligan los Estados y el Distrito federal en la 
proporción de un diputado por cada cuarenta mil habitantes 
ó por un residuo q\xe no baje de veinte mil, y de los que eliga 
el Territorio federal en la proporción de uno por cada veinte 
mil habitantes ó por un residuo que no baja de diez mil. 
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Art. m. La duración de los representantes será de tres 
años contados desde el primero de julio, día de la primera 
instalación del Congreso en cada período, y no tendrán su- 
plentes. Las faltas absolutas, y no las accidentales, serán 
llenadas por diputados interinos elegidos por las asambleas 
de los Estados, y, en receso de éstas, por las comisiones 
legislativas respectivas y por la municipalidad del Distrito 
federal cuando la Cámara de Representantes exija el nombra- 
miento. Los diputados interinos del Territorio federal serán 
nombrados por la municipalidad más numerosa que haya en 
él y si hubiere dos con igual y más alto número de regidores, 
la hará la que designe el Consejo federal. 

Art. 112. Son atribuciones de la Cámara de Represen- 
tantes : 

1.a Aprobar ó improbar la cuenta general del presupuesto 
y del Tesoro para los efectos que la ley señale ; 

2.* Acusar ante la Cámara de Senadores al Presidente de 
la República y demás consejeros federales por desacertada 
dirección ó mala administración de los intereses públicos, 
cuando la acusación haya sido decidida por las dos terceras 
partes de los diputados presentes ; 

3.* Cuidar de que los funcionarios y empleados públicos 
al servicio d€ la Nación desempeñen cumplidamente sus 
deberes y requerir al agente respectivo del ministerio público 
para que intente la acusación del caso contra los que incu- 
rrieren en responsabilidad ó nombrar fiscales especiales que 
la propongan. 

4.* Elegir de entre sus miembros en los diez primeros días 
délas sesiones ordinarias, tres representantes para miembros 
principales y tres para suplentes de la Comisión legislativa 
nacional. Estas dos elecciones serán hechas y los suplentes 
numerados como en la elección de igual clase que hace la 
Cámara de Senadores ; y 

5.* Elegir cada tres años el procurador general de la Nación 
y dos suplentes, por mayoría absoluta de votos en escruti- 
nios sucesivos, y darle posesión, el veinte de julio, al prin- 
cipal ó al suplente respectivo. 
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Seeción cuapta 

COMISIÓN LEGISLATIVA 

Art. 113. La Comisión legislativa se compone de tres se-^ 
nadores y tres representantes elegidos respectivamente por 
cada una de las cámaras del Congreso en una sola votación. 
Del mismo modo se elegirán los suplentes que serán nume- 
rados ordinalmente por mayoría absoluta. 

Art. 114. La renovación déla Comisión legislativa se hará 
por mitades, en los mismos períodos en que las cámaras se 
renuevan, y sus miembros podrán ser reelegidos siempre 
que lo hayan sido para aquéllas. 

Art. 115. Son atribuciones de la Comisión legislativa : 

1.* Redactar y proponer al Congreso los proyectos de 
legislación sustantiva nacional, como Código civil, Código de^ 
minas, Código de comercio y Código penal, y los demás có- 
digos nacionales, como el de Procedimiento civil y criminat 
en los asuntos de la competencia del poder judicial de la 
Nación, el Código fiscal, el Militar, etc. ; 

2.a Redactar y proponer al Congreso todos los proyectos de 
ley que crea convenientes para el servicio público nacional 
y aquéllos cuya redacción le exija el Consejo federal ó la 
Corte Suprema ó el procurador general exceptuando el de 
presupuestos de rentas y gastos que será preparado por el 
Consejo federal ; 

3.* Revisar, como comisión de redacción, todos los pro- 
yectos de ley y de decreto que hubieren sido aprobados eiv 
tres debates en cada una de las cámaras y devolverlos conla» 
enmiendas de forma que haya creído prudente hacerles ; 

4.a Ejercer en receso del Congreso la facultad que tiene la 
Cámara de Senadores para suspender al Presidente déla Repú- 
blica y demás Consejeros federales cuando la Corte Suprema 
pida la suspensión con fundamento suficiente para llamarlos 
á juicio por delitos comunes ó de responsabilidad, y la 
facultad de aprobar las instrucciones que se comuniquen á 
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las legaciones para celebrar tratados públicos y los nombra- 
mientos que haga el Consejo federal de agentes diplomá- 
ticos, cónsules generales, jefes militares y empleados supe- 
riores de los departamentos administrativos y de las ofí- 
ciñas de hacienda ; 

5.* Ejercer en receso del Congreso la fiscalización que 
corresponde á la Cámara de Representantes sobre todos los 
funcionarios ó empleados públicos nacionales y requerir al 
respectivo agente del ministerio público para que acuse á los 
que hayan incurrido en responsabilidad. Cuando sea desaten- 
dido el requerimiento que con este objeto haga la Comisión 
legislativa puede ella nombrar un Fiscal especial que intente 
la acusación ; 

6.a Autorizar al Consejo federal, en receso del Congreso, 
para que permita el tránsito de tropas extranjeras por el 
territorio nacional ó la estación en los puertos marítimos, 
de buques de guerra extranjeros ; 

7.a Aprobar los contratos celebrados por el poder ejecutivo 
que deban ser sometidos á su examen ; 

8.a Convocar el Congreso á sesiones extraordinarias cuando 
exija la convocatoria algún grave motivo de conveniencia 
pública;- 

9.a Nombrar interinamente, en receso del Congreso Conse- 
jeros federales, magistrados de la Corte Suprema y procurador 
general, cuando nó concurran á reemplazar á los principales 
los suplentes elegidos por aquél ó por la Cámara de 
Representantes ; 

10.a Hacer el escrutinio definitivo de los votos de las muni- 
cipalidades de distrito para la elección de consejeros fede- 
rales y comunicar el resultado á los presidentes de las 
cámaras legislativas y á los ciudadanos elegidos. Cuando la 
ley atribuya esta elección al voto directo de los electores, 
por Estados, hará también el escrutinio definitivo y podrá 
verificar el escrutinio primario que haga la Comisión legis- 
lativa de cada Estado. 

H.a Formar la lista de los ciudadanos elegidos por las 
asambleas legislativas de los Estados para magistrados de la 
Corte Suprema y comunicarla á los presidentes de las 
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cámaras nacionales, al Presidente de la República y á cada 
uno de los elegidos. En esta elección la asamblea legisla 
tiva de cada Estado elige un magistrado ; 

12.* Verificar el escrutinio de las elecciones de los Estados 
para representantes de la Nación, con las boletas y actas 
electorales que debe siempre remitirle la comisión legislativa 
de cada Estado ó con las copias auténticas que exiga de las 
municipalidades de distrito, cuando la verificación sea 
exigida por cualquiera de los altos poderes federales ó por la 
asamblea legislativa ó por la mayoría absoluta de las muni- 
cipalidades del Estado en que la elección tuvo lugar; 

i3.a Verificar el escrutinio de la elección de los poderes 
públicos de los Estados^ como diputados á la asamblea 
legislativa y consejeros de gobierno, con las boletas y actas 
electorales que debe siempre remitirle la comisión legislativa 
de cada Estado, ó con las copias auténticas que exija de las 
municipalidades de distrito, cuando la verificación sea 
solicitada por cualquiera de los altos poderes federales ó por 
la asamblea ó por la mayoría absoluta de las municipalidades 
del Estado en que tuvo lugar la elección ; y expedir nuevos 
títulos á los candidatos elegidos según el resultado que 
obtenga ; 

14.a Formar cada diez años el censo general de electores y 
el censo militar de la República, por Estados, con los dalos 
que le trasmitan las municipalidades de distrito; 

15.a Formar cada veinte años el censo general de población 
de la República, por Estados, con los datos que deben remi- 
tirle los empleados especiales creados por la ley federal para 
esta labor ; 

16.* Elegir un presidente y un vicepresidente de entre sus 
miembros, y, de fuera de su seno, un secretario y los 
empleados subalternos que le concede la ley ; 

17.a Darse el reglamento interno que estime conveniente 
sobre el curso de sus trabajos y dirección de sus delibera- 
ciones ; y 

18.* Desempeñar las demás funciones que la ley federal le 
atribuya. 

Art. 116. La Comisión legislativa no podrá tener sesión con 
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menos de cuatro miembros y sus decisiones deben ser apro- 
badas por la mayoría absoluta de los miembros presentes. 
Art. 117. Los miembros de la Comisión legislativa tendrán 
el sueldo que les corresponde, como á senadores y represen- 
tantes, por todo el tiempo en que desempeñen su8 funciones ; 
pero no tendrán derecho á viático sino al principio y al fin de 
su período. 

Sección quinta 

FORMACIÓN DE LAS LEYES 

Art. 118. Ningún proyecto será ley ó decreto legislativo 
sin haber tenido en cada cámara tres debates, en tres dis- 
tintos días, y sin que sea aprobado por la mayoría absoluta 
de los miembros de cada una de ellas presentes en las sesiones 
respectivas. Necesita, además, la sanción del Consejo federal 
autorizada con la firma del Presidente de la República y del 
consejero encargado de la secretaría de Estado con cuyos 
departamentos administrativos tenga más conexión el 
proyecto que se sanciona. La sanción se extenderá siempre 
en esta forma: Poder Ejecutivo Nacional. En nombre del 
Consejo federal, publíquese y ejecútese. En seguida el lugar 
y la fecha y las firmas de los funcionarios que lo autorizan 
así: El presidente de la República NN. El secretario de,,.» 
NN. ; y el pello oficial del Consejo. 

Art. 119. El Consejo federal tiene derecho de devolver á la 
cámara en que tuvieron origen los proyectos que se le pre- 
senten al Presidente de la República para que sean sancio- 
nados cuando resuelva objetarlos en todo ó en parte. Las 
objeciones serán siempre autorizadas por el Presidente y por 
un consejero como secretario de Estado. 

Art. 120. Cuando las objeciones sean á la totalidad del 
proyecto, si una de las cámaras las declara fundadas, se 
archivará el proyecto y no podrá tomarse de nuevo en consi- 
deración en las mií^mas sesiones. 

Art. 12L. Cuando las objeciones sean á una ó á varias 
disposiciones del proyecto, si ambas cámaras las declaran 
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fundadas en todo ó en parte, será reconsiderado aquél y 
modificado en el sentido de las objeciones que se encontraron 
fundadas. 

Art. 122. Hechas ]as modificaciones al proyecto en el sen* 
tido de las objeciones que se hallaron fundadas, el Consejo 
federal no podrá negarle la sanción; pero si no fueren 
conformes con ellas ó se introdujeren disposiciones nuevas 
ó se suprimió alguna que no había sido objetada, el Consejo 
podrá objetar de nuevo el proyecto. 

Art. 123. Cuando una de las cámaras declara fundadas las 
objeciones del poder ejecutivo y la otra las declara infun- 
dadas se archivará el proyecto y no será admitido de nuevo á 
discusión en las mismas sesiones. 

Art. 124. Cuando ambas cámaras declaran infundadas las 
objeciones del Consejo, éste tiene el deber de hacer sancionar 
el proyecto. 

Art. 125. Las disposiciones nuevas que se introduzcan en 
un proyecto objetado por el poder ejecutivo, sufrirán dos 
debates en días distintos en cada cámara. 

Art. 126. El Consejo federal tiene el término de seis días 
para considerar y objetar un proyecto cuando no se com- 
ponga éste de más de cincuenta artículos ; y si contuviere 
más, el término será de diez días. Los proyectos que no hayan 
sido objetados dentro de este término serán sancionados; 
pero si el Congreso se pusiere en receso durante ese mismo 
término, el Consejo deberá sancionarlos ú objetarlos en los 
diez días siguientes á la clausura de las sesiones; y publicará 
por la imprenta el resultado. 

Art. 127. Todo proyecto de ley ó decreto que quede pen- 
diente en las cámaras cuando el Congreso se ponga en receso, 
se tendrá como proyecto nuevo en las sesiones inmediatas y 
volverá á primer debate. 

Art. 128. Las leyes y los decretos legislativos expedidos por 
el Congreso en un año civil serán numerados en una sola 
serie cardinal continua por el Consejo federal. en el mismo 
orden en que los sancione. 

Art. 129. Las desavenencias que ocurran entre el poder 
ejecutivo y cualquiera de las cámaras legislativas, serán 
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decididas por las dos cámares reanidas en Congreso, por 
mayoría absoluta de votos, y el Consejo federal se someterá 
á la decisión. 

Art. 130. En las leyes y en los decretos legislativos secolo- 
<5ará siempre esta fórmula después del título : El Congreso 
de la República de Colombia decreta : y unas y otros serán 
autorizados por los presidentes y secretarios de las cámaras. 



CAPÍTULO XIII. 

PODER EJECUTIVO 

Art. 131. El poder ejecutivo se ejerce por un Consejo 
federal compuesto de siete miembros elegidos por todas las 
municipalidades de distrito. Tendrá el Consejo un presidente 
y dos vicepresidentes elegidos de entre sus miembros por las 
i^ámaras legislativas reunidas en Congreso. El presidente del 
Consejo será el Presidente de la República. 

Art. 132. La duración del Consejo federal y del Presidente 
de la República será de cuatro años contados desde el 20 de 
Julio, día en que deben tomar posesión de su empleo ante el 
Congreso nacional. Cuando por cualquier causa no se hubiere 
reunido el Congreso, tomarán posesión todos los consejeros 
ante la Corte Suprema y el Consejo hará la elección de Pre- 
sidente y de vicepresidente, por mayoría absoluta, en escru- 
tinios sucesivos ; y si no hubiere tenido lugar la elección de 
consejeros ó no se hubiere hecho el escrutinio, continuará 
funcionando el Consejo anterior con su presidente y vicepre- 
sidentes hasta cuando estos hechos tengan lugar. 

Art. 133. Las faltas absolutas y las temporales del Presi- 
dente de la República serán llenadas por el primero y por el 
: segundo vicepresidente del Consejo respectivamente y por 
los demás consejeros en el orden que determine la ley. 

Art. 134. Las faltas absolutas y las temporales de los con- 
sejeros federales serán llenadas por los suplentes en el orden 
designado por el Congreso. Hasta por un mes puede un 
consejero, designado por el Consejo, despachar los depar- 
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tamentofi administrativos que corresponden á otro, si no 
fuere posible obtener el ingreso del respectivo suplente. El 
llamamienlo de los consejeros suplentes se hará por resolu- 
ción del Consejo. 

Art. 135. Todos los departamentos administrativos en que 
el Gobierno se divide serán distribuidos por la ley en seis 
secretarías de Estado y cada una de ellas estará á cargo de 
un consejero, menos el presidente. La elección de los con- 
sejeros para el servicio de las secretarías de Ertado será 
hecha por el Consejo en escrulinioá sucesivos por mayoría 
absoluta. 

Art. 136. El consejo no podrá tener sesión con menos de 
cuatro miembros y sus decisiones se tomarán siempre por 
la mayoría absoluta de los miembros presentes. £1 Consejo 
se reunirá todos los días y se instalará en sesión para delibe- 
rar cuando hubiere asuntos públicos que requieran solución. 

Art. 137. De todas las deliberaciones del Consejo se exten- 
derán actas que serán publicadas en el órgano oficial del 
Gobierno menos las que el mismo Consejo resuelva mantener 
en reserva. Tendrá el Consejo un secretario elegido defuera 
de su seno y los empleados subalternos que la ley le 
señale. 

Art. 138. Son atribuciones del Consejo federal : 

1.* Aprobar los decretos sobre ejecución de las leyes, los 
cuales serán preparados por el consejero á cuya secretaría 
de Estado corresponda la ley que se trata de ejecutar. Los 
decretos ejecutivos dictados en un mismo año civil serán 
numerados en serie cardinal continua y después del título 
llevarán esta fórmula : El Consejo federal de la República de 
Colombia decreta : y serán autorizados por el Presidente de 
la República y por el secretario respectivo ; 

2.* Negociar y concluir por medio del Presidente y del 
respectivo secretario de Estado ó de un agente diplomático, 
los tratados públicos, pactos y convenciones con las naciones 
extranjeras, ratificarlos y canjearlos, previa la aprobación 
del Congreso y cuidar de su puntual observancia. En la cele- 
bración de estos tratados el Presidente, el secretario de 
Estado y el agente diplomático que intervengan en la negó- 
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elación se ajustarán á Jas instrucciones aprobadas por la 
Cámara de Senadores ó alas que les comunique el Consejo ; 

3.* Celebrar por conducto del Presidente y del respectivo 
secretario de Estado cualesquiera contratos ó convenios 
sobre los negocios y materias que son de la competencia del 
Gobierno general y aprobarlos provisional ó definitivamente. 
Serán aprobados provisionalmente los contratos que requie- 
ran para su perfeccionamiento la aprobación definitiva del 
Congreso ó la de la Comisión legislativa nacional. Requieren 
la aprobación del Congreso los contratos cuyo total valor 
exceda de veinta y cinco mil pesos y cuyas estipulaciones no 
se hayan prefijado en una ley; y la aprobación de la Comi- 
sión legislativa aquéllos cuyo valor exceda de cinco mil pesos 
y cuyas estipulaciones tampoco están prefijadas. Cuando el 
valor de un contrato no exceda de cinco mil pesos podrá per- 
feccionarse con la aprobación del Consejo ; y si no excediere 
de mil pesos quedará perfecto con la aprobación del Presi- 
dente autorizada por el respectivo secretario de Estado ó con 
la del funcionario público que la hubiere celebrado con auto- 
rización expresa y especial del Presidente ó del Consejo. Los 
contratos y convenios cuyas estipulaciones hubieren sido 
prefijadas por la ley quedarán perfectos con la aprobación 
del Consejo federal cualquiera que sea su valor ; 

4.^ Cuidar de la exacta y fiel recaudación de las rentas pú- 
blicas y de que la justicia se administre pronta y cumplida- 
mente para lo cual promoverá, por medio del ministerio público, 
el juzgamiento de los delincuentes y el despacho de los asun- 
tos judiciales que cursen por los juzgados y tribunales de la 
Nación, cuyas sentencias ó decisiones harácumplir fielmente ; 

5.* Formar por medio de las respectivas secretarías de Estado 
la cuenta general del presupuesto y del Tesoro y el pro- 
yecto de ley de presupuestos de rentas y gastos, que presen- 
tará á la Cámara de Representantes en los primeros diez días 
de sus sesiones ordinarias ; 

6.a Convocar el Congreso á sesiones extraordinarias cuando 
sea conveniente á los intereses públicos ; 

7.a Cuidar de que el Congreso se reúna el día señalado por 
la Constitución ó en aquél- para que hubiere sido convocado 
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y dar las disposiciones necesarias, por medio del respectivo 
secretario, para que los senadores y representantes reciban 
oportunamente el viático que les corresponde para su tras- 
lación á la capital ; 

8.* Concedercartas de naturalización con arreglo á las leyes ; 

9.* Expedir patentes que garanticen por determinado tiem- 
po la propiedad de las produccionnes literarias ó científicas 
y de los descubrimientos ó inventos útiles. Estas patentes ó 
títulos de dominio temporal pueden ser expedidas por el 
consejo de gobierno de cada Estado, en nombre del Consejo 
federal, y según lo determine la ley nacional ; 

ÍO.* Nombrar para todos los empleos públicos del Gobierno 
general las personas que deban servirlos cuando la Gonstitu- 
<íion ó las leyes no hayan atribuido el nombramiento á otra 
autoridad. Los candidatos serán propuesto», de orden del 
Presidente, por el secretario de Estado en cuyos departa- 
mentos administrativos haya de servir el empleado Guando 
cualquiera de estos candidatos no sea aceptado los demás con- 
sejeros pueden proponer otros. El nombramiento de los 
agentes diplomáticos, cónsules generales, jefes militares y 
empleados superiores de los departamentos administrativos 
ó de los oficinas de hacienda será sometido á la aprobación 
<iel Senado ó ala de la Comisión legislativa, si aquella cámara 
estuviere en receso. Los nombramientos hechos por el Conse- 
jo caducan dos meses después de terminado su período consti- 
tucional ; pero los empleados no podrán retirarse de sus pues- 
tos antes de que tome posesión el que haya de reemplazarlos; 

11.a Remover á los empleados que nombra aun cuando sean 
aquéllos cuyo nombramiento ha sido aprobado por la Cámara 
de Senadores ó por la Comisión legislativa ; 

12.a Declarar la guerra cuando el Congreso la haya decre- 
tado ó lo haya autorizado para declararla bien sea á otra 
nación ó á cualquiera de los Estados ; 

13.a Organizar la guardia colombiana y la marina, la mi- 
licia disponible y la de reserva conforme á las leyes, nom- 
brar los jefes y oficiales y dictar los reglamentos necesarios 
para que las milicias se adoctrinen temporalmente en el ma- 
nejo de las armas. 
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14.* Llamar al servicio cuerpos organizados de la milicia 
di&ponible ó repartir contingente militar entre los Estados 
para que sea distribuido entre los distritos y se haga el sorteo 
de los individuos que han de hacer el servicio activo en la 
guardia colombiana ; 

15.a Impedir cualquieraagresión armada de un Estado déla 
República contra otro ó contra una nación extranjera ; 

16.a Proteger á los gobiernos legítimos de los Estados 
contra toda violencia interior y contra todo ataque exterior 
y hacer cumplir las decisiones de la Corte Suprema sobre 
conflictos de autoridad ó competencia de facultades ; 

17.* Dictar las providencias convenientes para la conser- 
vación del orden público y de la paz interior en la Nación y 
en los Estados ; 

18.* Decidir el empleo de la fuerza pública nacional para 
reprimir los actos de rebelión contra el gobierno de cual- 
quier Estado ó contra el de la Nación. En el caso de agresión 
armada contra las fuerzas nacionales éstas podrán obrar en 
su defensa sin esperar la determinación del Consejo ; 

19.* Declarar el estado de guerra civil y el reconocimiento 
de los derechos de beligerante en los enemigos armados del 
Gobierno ; 

20.* Ejercer las facultades especiales que la Constitución le 
confiere al Gobierno general en el estado de guerra exterior 
ó interior y autorizar la ejecución de actos de hostilidad ó do 
gobierno con arreglo á esas facultades; 

21.* Expedir patentes de corso, de represalias y de nave- 
gación ; y 

22.* Darse un reglamento para su régimen interno y des- 
empeñar las demás funciones que le atribuya la ley. 

Art. 139. El Presidente de la República, como agente inme- 
diato del Consejo federal, tiene las siguientes atribuciones : 

1.* Representar la soberanía de la Nación en su correspon- 
dencia con las demás naciones, recibir á los ministros pú- 
blicos ú otros enviados, reconocer á los cónsules y expe- 
dirles ó retirarles el exequátur, acreditar agentes diplomáticos 
y cónsules ante los gobiernos extranjeros y mantener las 

relaciones exteriores ; 

23 
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2.* Desempeñar las funciones de jefe superior de los ejérci- 
tos y de la marina nacional ; 

3.* Ejercer la su prema dirección de las operaciones militares, 
en tiempo de guerra, por medio de los generales en jefe de 
las fuerzas de la República ; 

4.* Hacer cumplir la Constitución y la leyes nacionales, los 
decretos eiecutivos y las resolucionos del Conse¡o federal; 

5.* Acordar con cada uno de los secretarios de Estado los 
candidatos que han de proponer al Consejo para el nombra- 
miento de empleados públicos ; 

6.» Presentar al Congreso en los diez primeros días de las 
sesiones ordinarias un informe exacto y condensado sobre 
el curso y estado actual de los principales asuntos públicos y 
las memorias detalladas de los secretarios de Estado sobre 
los departamentos de gobierno que administran ; 

7.» Rendir á las cámaras del Congreso, á la Comisión legis- 
lativa, á la Corte Suprema, al procurador general y á la Corte 
de Cuentas los informes que soliciten sobre asuntos del ser- 
vicio público, cuando no versen sobre negociaciones diplomá- 
ticas que, ajuicio del Consejo, deban mantenerse en reserva; 

8.* Darles posesión de su empleo á los magistrados de la 
Corte Suprema, á los contadores de la Corte de Cuentas, á 
los suplentes que reemplacen al procurador general y á los 
demás funcionarios públicos residentes en la Capital que no 
hayan de tomarla, sca^ún la ley, ante otra autoridad ; y 

9.* Desempeñar las demás funciones que las leyes le señalen y 
que por esta Constitución no estén atribuidas al Consejo federal. 

Art. 140. Todos los actos del Consejo federal deben ser 
autorizados por el Presidente y por un secretario de Estado 
y los del Presidente deben serlo por un secretario, sin lo 
cual ni unos ni otros obligan á la obediencia. 

Art. 141. El Presidente de la República incurrirá en res- 
ponsabilidad legal cuando desobedezca ó cuando no haga 
cumplir los decretos y resoluciones del Consejo. Si ocurriere 
algún conflicto entre el Presidenle y el Consejo federal, 
corresponde ala Corle Suprema decidirlo en sala de acuerdo, 
previo el informe escrito ó verbal que cada una de las partes 
tenga á bien darle. 



J 



PROYECTO DE CONSTITUCIÓN 3^ft 



CAPÍTULO XIV 

PODER JUDICIAL 

Art. 142. El poder judicial se ejerce por la Cámara de Se- 
nadores, por la Corte Suprema, por los jueces ó tribunales de 
los Estados que conozcaa de las demandas civiles de mayof 
cuantía y de los delitos graves, por los jueces nacionales y tri- 
bunal superior del Distrito federal, por los jueces nacionales 
del Territorio federal, por los arbitros de derecho y arbi- 
tradores constituidos según las leyes, por los consejos de 
guerra y por la Corte de Cuentas. 

Art. 143. La ley podrá retirar la jurisdicción federal á los 
jueces y tribunales de los Estados y establecer en ellos jueces 
nacionales; pero sea que les retire esta jurisdicción ó no, 
todas las autoridades judiciales de los Estados tendrán el 
deber de desempeñar comisiones y auxiliar los despachos 
6 exhortos que les encarguen las autoridades judiciales de 
la Nación. Podrá también la ley federal establecer el jurado 
ó jueces de hecho, en materia criminal ó en materia civil, de 
la competencia del Gobierno general. 

Art. 144. La Corte de Cuentas se compone de siete conta- 
dores elegidos por el Congreso, que tomarán posesión el 20 
de julio ante el Presidente de la República y cuya dura- 
ción será de cinco años contados desde esa fecha. La juris- 
dicción de la Corte se limitará al examen y fenecimiento de 
las cuentas de todos los responsables del erario nacional y 
de los agentes ó comisionados que por cualquier motivo 
recauden ó inviertan fondos públicos. La ley podrá dividir 
esta Corte en dos ó más salas y los juicios de cuentas termi- 
narán en ella sin apelación para ante ninguna otra corte ó 
tribunal. 

Art. 145. La jurisdicción de los consejos de guerra se limi- 
tará, en tiempo de paz, álos delitos puramente militares, y, se 
extenderá, en tiempo de guerra, á los delitos comunes come- 
tidos por individuos de la fuerza pública que se encuentre en 
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servicio activo. Corresponde también á estos tribunales mili- 
lares juzgar en tiempo de guerra á los enemigos armados del 
Gobierno general que hayan ejecutado en campaña hechos 6 
actos de hostilidad prohibidos por el Derecho de gentes 6 
internacional. El recurso de apelación que se conceda, según 
las leyes, por los consejos de guerra, será decidido por la Corte 
Suprema ; y habrá siempre lugar á ese recurso contra las 
sentencias deGnitivas que se pronuncien por delitos comunes 
ó por hechos violatorios del Derecho de gentes. 

Art. 446. El tribunal superior y los jueces nacionales del 
Distrito federal tendrán jurisdicción en todas los controversias 
civiles y criminales que ocurran en él. El Tribunal conocerá 
en última instancia, según la ley, sin otro recurso ulterior 
que el de injusticia notoria para ante la Corte Suprema. 

Art. 147. Los jueces nacionales del Territorio federal ten- 
drán jurisdicción en todas las controversias civiles y crimi- 
nales que en él ocurran. Los recursos de apelación que con- 
cedan, según la ley, serán decididos por la Corte Suprema. 
Art. 148. Los arbitros de derecho y lo? arbitradores ten- 
drán la jurisdicción que las partes les otorguen conforme á 
las leyes que permiten su constitución. 

Art. 149. La Corte Suprema federal se compone de nueve 
magistrados de los cuales elige uno la asamblea legislativa 
de cada Estado. Tomarán posesión los magistrados el 
20 de julio ante el Presidente de la República y su duración 
será de cinco años contados desde esa fecha. 

Art. 150. La ley dividirá la Corte Suprema en dos ó tres 
salas y cada una de ellas tendrá jurisdicción plena en los 
asuntos que se le atribuyan. Las salas reunidas formarán la 
sala de acuerdo, única que puede decidir los asuntos que la 
Constitución ó la ley le encarguen especialmente. 
Art. 151. Corresponde á la Corte Suprema conocer : 
1.® De las causa? por delitos comunes contra el Presidente 
de la República y demás consejeros federales, previa la sus- 
pensión decretada por la Cámara de Senadores ó, en receso 
de ésta, por la Comisión legislativa ; 

2.' De los causas por delitos comunes contra los miembros 
déla Comisión legislativa, el procurador general, loe magis- 
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trados de la Corte Suprema, los contadores de la Corte 
de Cuentas y los ministros públicos de la Nación en el 
extranjero ; 

3.® De ias causas de responsabilidad contra el Presidente 
de la República y demás consejeros federales, mediante acu^ 
«ación del procurador general ó del fiscal especialmente 
nombrado por la Cámara de Representantes ó por la Comisión 
legislativa en receso de aquélla, y previa suspensión decretada 
por la Cámara de Senadores ó por la Comisión legislativa, en 
receso del Congreso ; 

4.** De las causas de responsabilidad contra los magistrados 
de la Corte Suprema, el procurador general, los contadores 
de la Corte de Cuentas, los ministros del tribunal superior del 
Distrito federal , losj ueces nacionales, los jefes superiores de las 
oficinas de hacienda y de los departamentos administrativos, 
el secretario de la Corte Suprema, los generales ó comandantes 
en jefe de las fuerzas nacionales, el intendente y comisarios 
generales del ejército y los agentes diplomáticos y consulares 
por violación de sus deberes legales ú omisión culpable en 
el cumplimiento de ellos. 

5.** De las causas de responsabilidad contra los gobernadores 
y demás consejeros de Gobierno, los ministros de los tribu- 
nales superiores y procuradores ó fiscales principales de 
ios Estados por infracción de la Constitución, leyes ó decretos 
ejecutivos de la Nación ó por omisión culpable en el cumpli- 
miento de sus deberes legales como agentes del Gobierno en 
el orden federal. 

6.' De las causas civiles ó criminales que se sigan contra 
los empleados diplomáticos de naciones extranjeras con 
arreglo al Derecho internacional ; 

7.® De las causas criminales por delitos comunes cometidos 
en la persona de los senadores y representantes en el 
tiempo en que éstos gozan de inmunidad. 

8.* De las contraversias sobre las^ comunicaciones intero- 
ceánicas por el territorio de la Nación ó sobre la seguridad 
del tránsito por ella&; 

9." De todas las causas sobre presas, represas y demás con- 
troversias* de Derecho marítimo y de todas las causas cri- 
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rainales sobre piratería y otros delitos cometidos en alta mar 
cuyo juzgamiento corresponda á la Nación conforme al 
Derecho internacional ; 

iO.° De las controversias en que se hayan de aplicar las 
disposiciones que reglan la navegación marítima ó la de los 
ríos que bañan el territorio de más de un Estado ó que 
pasan á una nación limítrofe ; 

11." De las controversias sobre los contratos ó convenios 
que el poder ejecutivo nacional ctiebre ó haya celebrado con 
k>8 Estados ó con otras personas jurídicas ó naturales desde 
el establecimiento de la Repúblicaí siempre que no esté esti- 
pulado que dichas controversias deban ser decididas por 
medio de arbitros ó de arbitradores; 

12.° De las recusaciones é impedimentos de los magistrados, 
conjueces y secretarios de la misma Corte ; 

13.** De todas las causas civiles y criminales de que co- 
nocen en primera instancia los jueces nacionales y que, por 
apelación, por consulta ó por recurso de hecho, se someten 
á su jurisdicción ; y 

14,° De los demás asuntos contenciosos, civiles ó crimínales 
y actuaciones judiciales de la competencia del Gobierno 
general, que la ley le atribuya. 

Art. 152. Corresponde á la Corte Suprema en sala de 
acuerdo : 

1 .° Conocer de las controversias entre los Estados ó entre 
alguno y algunos Estados y el Gobierno general sobre com- 
petencia de facultades aulonótnijas ó gubernativas ó sobre 
propiedades y derechos civiles, sobre límites ó cualquiera 
otro asunto contencioso ; 

2.° Suspender las leyes y decretos ejecutivos del gobierng 
de cualquiera de los Estados que se denuncien, por el procu- 
rador general ó por cualquier ciudadano, como contrarios á 
la Constitución ó á las leyes nacionales; 

3.° Declarar la nulidad, en todo ó en parte, de las leyes y 
decretos ejecutivos nacionales cuando la mayoría absoluta de 
las asambleas legislativas de los Estados haya dado voto de 
nul dad ; 

4.° Hacer la regulación de los peajes nacionales ó de los 
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Estados que se cobren por la remuneración del servicio de 
las vías navegables» puentes y caminos; 

5.° Decidir los conflictos de autoridad entre el Gobiernp 
general y cualquiera de los Eslados que procedan de la 
interpretación ó manera de aplicar la Constitución y las 
leyes nacionales ; 

6.® Decidir Jos conflictos que puedan ocurrir entre el Presi- 
dente de la República y el Consejo federal ; 

7.^ Decidir las colisiones y conflictos de autoridad que 
ocurran entre los poderes públicos de cualquiera Estado, 
sobre interpretación y cumplimiento de su Constitución y 
leyes, cualquiera que sea la naturaleza de tales diferencias, 
como en los casos de desconocimiento de un poder por otro, 
duplicación de poderes, ó cualquiera otro semejante. Si del 
examen que la Corte haga del caso sometido á su jurisdicción, 
resultare evidente la caducidad de alguno de los poderes 
públicos, resolverá que se haga nueva elección ; y si resul- 
tare la caducidad de todos ellos, dará parte al Consejo fede- 
ral para que nombre un consejo de gobierno interino que 
presida á Ja reconstrucción del Estado respectivo, conforme 
á su Constilución y leyes; 

8.^ Declarar cuándo han sido aprobadas por la mayoría 
absoluta de las asambleas legislativas de los Estados las leyes 
nacionales que requieren esta formalidad y fijar la fecha de 
esta declaración como el principio de la obligatoria obser^ 
vancia de tafes leyes ; 

9.° Dirimir las competencias que ocurran entre los juzgados 
y tribunales de diferentes Eslados ó entre éstosy los juzgados 
y tribunales de la Nación ó entre dos ó más de estos úllimos; 
10.** Ejercer la alta jurisdicción federal decidiendo los 
recursos de queja por injusticia notoria que interpongan las 
partes, en materia civil ó en materia criminal, contra las 
sentencias definitivas que pronuncie el tribunal superior de 
cualquiera de los Estados ó el tribunal superior del Distrito 
federal. Habrá injusticia notoria cuando la sentencia sea 
contraria á la legislación sustantiva nacional ó cuando para 
dictarla no se estimaron las pruebas aducidas oportuna y 
legalmente en defensa de la acción ó de las excepciones pro- 
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puestas. La estimación de las pruebas será hecha por la 
Cortecon arreglo ala legislación adjetiva del Estado respectivo. 
Si la decisión de la Corte fuere adversa las costas del recurso 
serán de cargo del recurrente, previamente afianzadas por 
éste, y valdrán el doble de las de los recursos ordinarios; 

14.* Decidir el recurso de apelación contra sentencias 
definitivas, en materia civil ó criminal, pronunciadas por 
cualquiera de las salas de la Corte, que se conceda, según la 
ley, para ante la sala de acuerdo de la misma Corte. En las 
causas criminales que se sigan por delitos comunes ó de 
responsabilidad á los altos funcionarios nacionales, tendrá 
siempre lugar ese recurso; 

12.* Darle posesión, en receso del Congreso, al consejero 
federal llamado por la Constitución ó por la ley al desempeño 
de las funciones de Presidente de la República y á los demás 
consejeros principales ó suplentes; 

13.* Admitir, en receso del Congreso, las renuncias que 
hagan de su empleo el Presidente de la República y demás 
consejeros federales, los senadores y representantes, el 
procurador general y los contadores de la Corte de Cuentas; 
14.* Elegirlos ministros principales y suplentes del tribunal 
superior del Distrito federal y darles posesión. Hará estas 
dos elecciones en escrutinios separados y designará ordi- 
nalmente á los suplentes, por mayoría absoluta, después de 
elegidos; y 

15.* Hacer el reglamento para su régimen interior, nombrar 
ri secretario de la Corte y demás empleados que la ley le 
señale y removerlos libremente. 

Art. 153. Las decisiones de la Corte Suprema en las salas de 
quese componga se tomarán por mayoría absoluta. Los asuntos 
sometidos á su jurisdicción se repartirán entre los magistra- 
dos. El magistrado á quien se reparta un asunto será el ponente 
y lo sustanciará hasta ponerlo en estado de ser decidido. De 
losautosdesustanciación que pronuncie el magistrado ponente, 
habrá apelación para ante el resto de la sala respectiva. 

Art. 154. En las colisiones que ocurran entre los poderes 
públicos ó entre unos y otros de un Estado ó de la Nación, si el 
procurador general ó ninguno de los poderes comprometidos 
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en el conflicto, promoviere su decisión, la Corte podrá 
proceder de oficio, siempre que por ese motivo pueda sobre* 
venir una alteración del orden público. 

Art. 155. Corresponde á los jueces nacionales : 

i.® Conocer, en primera instancia, de las causas de respon- 
sabilidad contra los funcionarios públicos nacionales y con- 
tra los funcionarios públicos de los Estados, que procedan 
como agentes del Gobierno general, cuyo juzgamiento no 
corresponde á la Corte Suprema ; 

2.® Conocer, en primera instancia, de todo asunto conten- 
cioso, civil ó criminal, que sea de la competencia del poder 
judicial nacional, cuyo conocimiento no esté atribuido por 
la Constitución ó por la ley á otra autoridad ; 

3.® Conocer, en primera instancia, de las controversias, 
civiles ó criminales, por contravención de buques, nacionales ó 
extranjeros, á las disposiciones que rigen el comercio exterior, 
de cabotaje y costanero, ó á las formalidades que deben 
observarse eií los puertos nacionales marítimos, fluviales ó 
terrestres ; 

4.** Suspender los acuerdos de las municipalidades de 
distrito que se denuncien por el respectivo agente del 
ministerio público, ó por cualquier ciudadano, como con- 
trarios á lo Constitución ó á las leyes nacionales ; y consultar 
su decisión con la Corte Suprema; y 

" 5.® Desempeñar las demás funciones y ejecutar los demás 
actos de jurisdicción que las leyes les atribuyan. 

Art. 156. La Corte Suprema y los tribunales y jueces 
nacionales tienen facultad de declarar en los casos sometidos 
á su jurisdicción qué ley es contraria á la Constitución de la 
República y postergar su aplicación. Estas declaraciones no 
producen la invalidez de la ley juzgada como inconstitu- 
cional, pero impiden su cumplimiento en el caso decidido, y 
deberán ser consultadas con la Corte Suprema cuando se 
bagan por los tribunales y jueces nacionales. 

Art. 157. Todo auto ó sentencia pronunciado por un juez 
nacional de primera instancia que perjudique á la República 
en sus bienes, acciones ó derechos debe ser consultado con la 
Corte Suprema. 
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Art. 158. LosmagislradosdelaCorteSuprema, los ministros 
del tribunal superior del Distrito federal, los miembros délos 
consejos de guerra, losjueces nacionales, los contadores déla 
Corte de Cuentas y, en general, los empleados del poder judicial 
nacional, que ejercen jurisdicción, no pueden ser suspendidos 
sino por acusación legalmente intentada y admitida, ni de- 
puestos sino en virtud de sentencia judicial, conforme alas 
leyes. 

CAPÍTULO XV 

MINISTERIO PÚBLICO 

Art. 159. El ministerio público se ejerce por la Cámara de 
Representantes, por la Comisión legislativa, por el procurador 
general, por los procuradores ó físcales de los Estados y por 
los demás funcionarios que la ley determine. 

Art. 160. Corresponde al procurador general : 

I."* Acusar ante la Corte Suprema á los funcionarios 
públicos justiciables por ella ; 

2.** Llevar la voz de la Nación ante la Corte Suprema en 
todas las controversias civiles y actuaciones judiciales en que 
tenga interés la hacienda nacional ; 

3.** Solicitar la suspensión de las leyes y decretos ejecutivos 
de los Estados que sean contrarios á los derechosindíviduales, 
á la Constitución, ó á de las leyes nacionales ; 

4.® Promover las competencias de facultades entre el 
Gobierno general y el de cualquiera de los E^tados y la 
solución de las colisiones ó conflictos de autoridad entre los 
poderes públicos de la Nación ó entre los poderes públicos de 
cualquier Estado ; 

5.° Comunicar á los procuradores ó fiscales de los Estados 
y á sus demás a^jentes inferiores, las órdenes é instrucciones 
que sean necesarias para al acertado y eficaz desempeño de 
las funciones del ministerio público ; y 

6.** Ejercer las demás atribuciones que la ley le señale. 

Art. 161. Los procuradores ó fiscales de los Estados acu- 
sarán, ante losjueces nacionales, á los funcionarios públicos 
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justiciables por ellos, llevarán la voz déla Nación, ante los 
mismos jueces, en todas las controversias civiles yactuacioneé 
judiciales en que tenga interés la hacienda nacional, y desem- 
peñarán las demás funciones que la ley les atribuya. 



CAPITULO XVI 

DISTRITO FEDERAL 

• 

Art. 162. El Distrito federal es la capital de la República y 
la residencia de los altos funcionarios federales. La ley podrá, 
sin embargo, trasladar á otro punto los Poderes públicos. 

Art. 163, El Distrito federal será regido por la legislación 
nacional. La municipalidad se compondrá de regidores en la 
proporción de las demás municipalidades, será elegida por el 
voto directo de los electores y tendrá los mismos fueros y 
deberes de los demás distritos. 

Art. 164. El tribunal superior se compondrá de tres minis- 
tros elegidos por la Corte Suprema, cuya duración será de 
cuatro años contados desde el día primero de agosto. Los 
jueces de primera instancia en lo civil y en lo criminal y los 
jueces civiles de menor cuantía serán nombrados por el 
Tribunal, tendrán la misma duración qué él y tomarán 
posesión el quince de agosto. La ley podrá establecer el jurado, 
arbitros de derecho, arbilradores y Cámara de Comercio. 

Art. 16o. En el orden político será regido el Distrito federal 
por un gobernador, de libre nombramiento y remoción del 
Consejo federal, que desempeñará las funciones de poder 
ejecutivo respecto de la municipalidad. El gobernador tendrá 
dos secretarios para el despacho de los departamentos admi- 
nistrativos del gobierno municipal que nombrará libremente, 
como los alcaldes, inspectores de polícia y demás agentes que 
la ley le señale. 

Art. 166. Las rentas ycontribuciones del Distrito federal se 
invertirán exclusivamente en su provecho, atendiendo con 
ellas á ios gastos de la administración, á la policía de segu-^ 
ridad, de aseo, de salubridad y ornato, á la educación é íns- 
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trucción públicas, á la beneficencia y al fomento de los obras 
materiales. 

CAPÍTULO XVII 

TERRITORIO FEDERAL 

Art. 167. El Territorio federal será regido por la legislación 
nacional. Las municipalidades serán elegidas y se compondrán 
como las demás corporaciones de igual clase y tendrán 
los mismos fueros y deberes de todos los distritos. 
Los jueces de primera instancia, en lo civil y en lo criminal, 
serán nombrados por la Corte Suprema y los prefectos por el 
Consejo federal. 

CAPÍTULO XVIII 

SERVICIO MIUTAR 

Art. 168. La fuerza pública nacional se divide en guardia 
colombiana, milicia disponible y milicia de reserva. La ley 
podrá levantar escuadras y marina cuando sea necesario. 

Art. 169. Todos los colombianos, mayores de diez y 
ocho años y menores de cincuenta, tienen obligación de 
hacer tres años el servicio militar activo en el ejército ó en la 
marina, y, por tiempo indefinido, el servicio sedentario* ea la 
reserva. 

Art. 170. El censo militar será formado por las municipa- 
lides de distrito de un modo análogo al censo electoral y á 
cada individuo inscrito en él se le expedirá un título ó certi- 
ficado de inscripción militar. Los individuos obligados al 
servicio de las armas, que no estén inscritos en el censo 
militar, quedan sometidos al reclutamiento ó conscripción 
forzosa. 

Art. 171. La guardia colombiana y la marina se forman 
€on enganchados voluntarios, con losindividuossorteadosen 
cada distrito ó aldea de la milicia disponible,, con los reem- 
plazos que pongan, previo contrato, los individuos sorteados. 
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con loB reclutas, con los individuos educados por la Nación 
para el servicio militar y con los oficiales y jefes que quieran 
conservar la posesión de su grado. 

Art. 172. Guando sea necesario elevar el pie de fuerza, en 
paz ó en guerra, el Consejo federal distribuirá un contingente 
entre los Estados, en proporción á su población, el cual será 
repartido en cada Estado, por el consejo de gobierno, entre 
todos los distritos y aldeas, según sus habitantes; y se levan- 
tará ó hará efectivo en la milicia disponible por medio de 
sorteo y con el reclutamiento de los individuos no inscritos en 
el censo militar. El contingente que corresponda al Distrito 
federal y al Territorio se pedirá directamente por el Con- 
sejo. 

Art. 173. Los individuos sorteados pueden escoger entre 
prestar personalmente el servicio ó poner un reemplazo ó 
pagar, por terceras partes en dos años, la cantidad de dinero 
que la ley federal señale. El sorteo se hará por la municipalidad 
en sesión pública. Con las formalidades legales. 

Art. 174. Las cantidades de dinero que se recauden por 
cuenta del servicio militar se aplicarán exclusivamente al 
enganchamiento voluntario, mediante contrato celebrado con 
el respectivo agente del Gobierno general. 

Art. 175. Los individuos que hagan por su propia cuenta el 
servicio activo recibirán con el acto en que sean licenciados, 
una patente ó certificado que exprese la duración del servi- 
cio hecho. Cuando hayan servido tres años pasarán á la 
milicia de reserva, harán inscribir su nombre en la columna 
correspondiente del censo militar de su distrito ó aldea, y no 
podrán ser sorteados de nuevo, ni llamadosal servicio activo. 
Cuando hayan servido menos de tres años, quedarán obli- 
gados á completar este tiempo y sometidos á ulteriores sor- 
teos. Del mismo modo se procederá con los que hubieren 
puesto reemplazo ó pagado el precio del servicio militar. 

Art. 176. El grado militar es propiedad de los jefes y 
oficiales que lo han alcanzado, quienes no podrán ser com»- 
pelidos á servir en un grado inferior, ni por un sueldo menor 
del que les corresponda según la ley ; pero tendrán obligación 
de ocurrir al servicio cuando sean llamados y si no ocu- 
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rrieren oportunamente sin excusa legal, perderán el dominio 
y posesión de su grado. 

Art. 177. Los individuos de la fuerza pública que queden 
inválido^ por razón del servicio militar y los hijos, cónyuge 
sobreviviente y padres de los que mueran en campaña, 
tendrán derecho á una pensión del tesoro de la República, 
igual á la mitad de su sueldo, que se reconocerá según los 
trámites que la ley establezca. Por ningún otro motivo podrán 
concederse pensiones ó gracias del tesoro federal. 



CAPÍTULO XIX 

ESTADO DE GUERRA 

« 

Art. 178. En guerra exterior el Derecho de gentes rige las 
relaciones de la República con la nación ó naciones enemigas, 
y, en guerra civil ó interior, rige también las relaciones del 
Gobierno general con sus enemigos armados y con los habi- 
tantes del terrilorio que ellos dominan; pero las relaciones 
del mismo Gobierno con los habitantes del territorio dominado 
por sus armas que obedecen á su autoridad, se rigen exclusi- 
vamente por la Constitución y las leyes. 

Art. 179. La gueira civil comienza cuando por tener los 
enemigos del Gobierno tropas regulares y ocupar una por- 
ción considerable del territorio nacional, el Consejo federal 
declara la República en estado de guerra y reconoce en ellos 
el carácter de beligerantes. 

Art. 180. La guerra civil se hará según las prácticas huma- 
nitarias de las naciones cristianas y puede terminar por 
medio de tratados, entre los beligerantes, que tendrán 
siempre fuerza de ley. Cuando termine por la victoria sobre 
los enemigos, los jefes, desde sargento mayor hasta el más 
alto grado de la milicia, quedan sometidos á la acción de 
las leyes; pero podrán ser amnistiados por el Congreso. 

Art. 181. El estado anterior al de guerra civil es el de 
rebelión. Con los rebeldes no es lícito celebrar ningún tratado 
y, cuando sean desarmados, serán juzgados según las leyes, 
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exceptuando las clases y los individuos de tropa. Después de 
condenados podrán los jefes y oficiales de los rebeldes ser 
indultados por el Congreso. 

Art. 182. En el estado de guerra, interior ó exterior, el 
Consejo federal tendrá las siguientes facultades especíales : 

1.* Elevar el pie de fuerza y la marina hasta donde exigan 
el peligro de las instituciones, en el interior, ó la dignidad é 
independencia nacional, en el exterior ; 

2.* Aumentar hasta el duplo todas las rentas y contribu- 
ciones nacionales; 

3.^ Emitir billetes oficiales al portador con interés anual 
6 sin interés, que serán amortizados con el aumento 
de las rentas y contribuciones. Este fondo de amortización 
será inalterable hasta cuando la amortización de los billetes 
concluya; 

4.* Levantar empréstitos de dinero voluntarios en el interior 
ó contratarlos en el exterior hasta con el doce por ciento de 
interés anual ; 

5.* Exigir empréstitos forzosos, con interés ó sin él, que 
serán repartidos entre los prestamistas en proporción á la 
riqueza inmueble y á la riqueza mueble de cada uno de ellos, 
según los cata^^tros. Para hacer efectivos estos empréstitos 
podrán ocuparse los bienes muebles y la renta de la propiedad 
inmueble, en cantidad suficiente ; 

6.* Gravar con contribuciones de guerra, sin reembolso, á 
los habitantes del territorio enemigo en proporción á la 
riqueza de cada uno, según los catastros ; 

7.^ Tomar los bienes muebles que se necesiten para usos de 
la guerra, según avalúo, cubriendo su valor en dinero ó en 
billeles oficiales; 

8.a Ocupar edificios para el alojamiento de tropas, pagando 
el alquiler á los propietarios en dinero ó en billetes ; y 

9.a Monopolizar el abastecimiento de artículos ó productos 
de consumo general y encargarse de proveer á los consumi- 
dores, pagando previamente á los dueños aquellos productos 
ó artículos, en billetes oficiales ó en dinero, según avalúo. 

Art. 183. En el caso de rebelión, como en el de guerra inte- 
rior ó exterior, se suspende el libre comercio de armasy qpiuni- 
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clones, el comercio con los enemigos de todo artículo de 
contrabando de guerra, la comunicación, postal ó telegrá- 
fica, con ellos y la libertad de viajar sin pasaporte. Los indi- 
viduosque mantengan comunicación con el territorio ocupado 
por los enemigos, podrán ser confinados ó detenidos. Los ene- 
migos que hayan sido desarmados, gerán también confinados 
ódetenidos, opuestos en libertad bajo fianza. El confinamiento 
no se hará á lugares desiertos ó notoriamente malsanos. 

Art. 184. Ninguna otra alteración ó modificación podrá 
hacerse por el Gobierno general, con motivo de la rebelión 6 
de la guerra, en los derechos y garantías individuales de los 
habitantes del territorio ocupado por sus armas, que obe- 
decen sus leyes. 

Art. 185. El ejercicio de las facultades especiales para el 
caso de guerra terminará cuando el Consejo federal declare 
restablecida la paz pública. Esta declaración puede ser tam- 
bién hecha por el Congreso, si estuviere reunido, ó por la 
Comisión legislativa, en receso del Congreso, y previo dicta- 
men del Consejo federal. 



CAPITULO XX 

ELECCIONES É INCOMPATIBILIDADES 

Art. 186. En la elección de senadores las legislaturas de 
los Estados procederán, según el método del voto incompleto, 
ó según el del cociente electoral, ó según cualquiera otro 
método que la ley nacional determine y que dé lugar á la re- 
presentación de la minoría de la aí^amblea. Del mismo modo 
procederá la municipalidad del Distrito federal. Hecha la 
elección, la comunicarán al Consejo federal y expedirán 
credenciales á los senadores. 

Art. 187. En la elección de representantes, se dividirá 
cada Estado, en tantos círculos ó municipios electorales de 
población aproximadamente igual y de territorio continuo 
cuantos diputados haya de elegir, ó bien formará un solo 
círculo todo el Estado. En el primer caso, los electores de 
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cada municipio electoral votarán por un candidato y resnl* 
tara elegido el que obtenga la mayoría relativa. En el segundo 
caso, procederán los electores según el método del voto incom- 
pleto, según el del cociente electoral, ó según cualquiera otro 
método que determine la ley federal y que dé lugar á la repre- 
sentación de la minoría. La Comisión legislativa del Estado hará 
siempre el escrutinio, expedirá títulos á los elegidos y remitirá 
las boletas y las actas electorales á la Comisión legislativa nar 
cional para que verifique el escrutinio cuando sea necesario. 
Art. 188. En la elección de consejeros federales, las muni- 
cipalidades de distrito procederán según el método del voto 
incompleto, sufragando por cuatro candidatos y declarando 
elegidos los siete ciudadanos que obtengan más votos. Del acta 
de elección remitirán una copia auténtica, con las firmas de 
todos los regidores, á la comisión legislativa nacional y otra 
copia auténtica á la Comisión legislativa del Estado. La 
Comisión legislativa nacional hará el escrutinio definitivo, 
computando el voto de cada municipalidad por tantas uni- 
dades cuantos regidores tengan, según el censo oficial de 
población, y, declarando elegidos los siete candidatos que 
obtengan más votos ó unidades en toda la República. Hecho 
el escrutinio comunicará la elección al Consejo federal, á los 
presidentes de las cámaras legislativas nacionales y álos ciu- 
dadanos elegidos. La comisión legislativa de cada Estado, 
hará un escrutinio provisional que no tiene otro objeto que el 
de publicarlo para que cualquier ciudadano, reuniendo los 
escrutinios parciales, pueda verificar el escrutinio definitivo 
de la Comisión legislativa nacional. 

Art. 189. Ensayada en dos períodos consecutivos la elec- 
ción de consejeros federales por las municipalidades de distrito, 
puede la ley federal atribuir esta elección al voto directo de 
los electores por Estados. En este caso cada Estado formará 
un círculo electoral y los electores procederán, según el 
método del voto incompleto ó según el del cociente electoral, 
ó según cualquiera otro método que la ley determine y que 
dé lugar á la representación de la minoría. La comisión 
legislativa del Estado hará el escrutinio primario para obte- 
ner los siete ciudadanos elegidos por el Estado y remitirá la 

24 
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lista de ellos, con los comprobantes, á la Comisión legisla- 
tiva nacional. Esta comisión hará el escrutinio definilivo, 
computando el voto de cada Estado y declarando elegidos 
los candidatos que obtengan más votos. El escrutinio prima- 
rio podr áser verificado por la Comisión legislativa nacional. 

Art. 190. En la elección de magistrados de la Corte Supre- 
ma, la legislatura de cada Estado elegirá un magistrado, por 
mayoría absoluta, y comunicará la elección al Consejo federal 
y al ciudadano elegido. Cuando un mismo individuo sea 
elegido por dos ó más asambleas, escogerá por cuál acepta y 
las otras repetirán la elección. Repetirá también una asam- 
blea la elección de magistrado,cuando no acepte la magistra- 
tura el individuo que hubiere elegido ó cuando muera ó 
renuncie ó sea depuesto judicialmente. 

Art. 191. No podrá ser elegido senador, ni magistrado de 
la Corte Suprema, ninguno de los miembros de la asamblea 
legislativa que hace la elección, ni los miembros del consejo 
de gobierno ; pero los miembros de la asamblea ó del consejo 
de gobierno de un Estado pueden ser elegidos en otro^ 

Art. 192. No podrán ser elegidos representantes los miem- 
bros de la comisión legislativa que en cada Estado hace el 
escrutinio de la elección,, ni los miembros del consejo de 
gobierno del mismo Estado ; pero podrán ser elegidos en 
otro Estado. 

Art. 193. No podrán ser elegidos consejeros federales los 
miembros de la Comisión legislativa nacional que hace el 
escrutinio definitivo de la elección. 

x\rt. 194. Los miembros principales del Consejo federal, 
que hubieren desempeñado las funciones de su empleo, aun 
cuando sea temporalmente, en un período constitucional, no 
podrán ser elegidos miembros principales en el inmediato y 
siguiente periodo. 

Art. 195. Los funcionarios públicos nacionales, civiles ó 
militares, no serán á un mismo tiempo empleados de los 
Estados. La admisión de un empleo de los Estados deja 
vacante el empleo nacional. Se exceptúan los miembros del 
Congreso que pueden ser diputados á las asambleas legisla- 
tivas de los Estados y regidores de las municipalidades. 
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Art. 196. Los empleos públicos nacionales no son acamu- 
lables. Ningún individuo podrá á un tiempo ejercer dos 
empleos ó cargos públicos. Se exceptúan las funciones de 
instrucción pública y de beneficencia que no son incompa- 
tibles con empleos de otra] especie, nacionales ó de los 
Estados. 

CAPÍTULO XXI 

GOBIERNO DE LOS ESTADOS 

Art. 197. El gobierno de los Estados será electivo, respon- 
sable, alternativo y democrático. El poder público, dividido 
en cada uno de ellos, en legislativo, ejecutivo y.judicial, se 
ejercerá por corporaciones en las cuales estén representados 
los partidos políticos por medio del sufragio popular, directo 
ó indirecto. La organización del gobierno se hará en una 
constitución escrita, expedida por una convención, que po- 
drá ser modificada, según los trámites que ella establezca, 
sobre las bases fundamentales que en seguida se expresan. 



Seccióa primera 

PODER LEGISLATIVO 

Art. 198. El poder legislativo será ejercido en cada Estado 
por una asamblea de diputados elegidos por el voto directo de 
los electores en la proporción de un diputado por cada diez 
mil habitantes y por un residuo que no baje de cinco mil . 
El período de los diputados no excederá de tres años. 

Art. 199. Laasamblea legislativa de cada Estado se reunirá 
ordinariamente el día primero de enero, sin necesidad de 
convocatoria,y podrá reunirse extraordinariamente, en cual- 
quier tiempo, por convocatoria de ella misma ó del consejo 
de gobierno ó de la comisión legislativa. 

Art. 200. Los diputados á las asambleas legislativas son 
irresponsables por sus opiniones y votos y gozarán de inmu- 
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nidad,como los miembros del Congreso nacional, dorante el 
tiempo de las sesiones, quince días antes y quince día» 
después . 

Art. 20! . Habrá en cada Estado una comisión legislativa 
compuesta, por lo menos, de tres diputados elegidos por la 
asamblea en un solo escrutinio, que tendrá las atribuciones 
que le señale la ley del Estado, y, además, las siguientes : 

1.a Verificar el escrutinio de las elecciones de regidores de 
las municipalidades cuando sea objetado por más de cien 
electores de un distrito ; 

2.* Hacer el escrutinio de la elección de diputados á la 
asamblea legislativa, el de consejeros de gobierno y el de 
ministros del tribunal superior, cuando estos últimos fun- 
cionarios sean de elección popular, y remitir los compro- 
bantes á la Comisión legislativa nacional para que lo verifi- 
que llegado el caso : 

3.* Hacer el escrutinio de la elección de representantes y 
remitir los comprobantes á la Comisión legislativa nacional 
para que lo verifique cuando sea necesario; 

4.* Hacer un escrutinio provisional de la elección de las 
municipalidades de distrito para consejeros federales, que 
hará publicar ; 

5.a Totalizar el censo de electores y el censo militar del 
Estado, el catastro de la riqueza inmueble y el de la riqueza 
mueble con los datos que le remitan las municipalidades ; 

6.* Hacer levantar cada veinte años, conforme á la ley 
federal, el censo de la población del Estado, y totalizarlo» 

Sección seg^unda 

PODER EJECUTIVO 

Art. 202. El poder ejecutivo será ejercido, en cada Estado,, 
por un consejo de gobierno compuesto, por lo menos, de tres 
miembros elegidos por las municipalidades de distrito ó por 
el voto directo de los electores, según disponga la ley del 
Estado respectivo, conforme á los métodos electorales que 
dan lugar á la representación de la minoría. 
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Art« 203. El presidente y los vicepresidentes primero y 
segundo del consejo de gobierno serán elegidos por la 
asamblea legislativa en escrutinios sucesivos y por mayoría 
absoluta de votos. £1 presidente del consejo será el gober- 
nador del Estado. 

Art 204. Serán también elegidos por la asamblea los 
suplentes de los consejeros de gobierno, en una sola vota- 
ción, y numerados ordinalmente, por mayoría absoluta, 
después de elegidosi Los vicepresidentes llenarán las faltas 
absolutas ó accidentales del presidente y los sufdentes las 
de los principales. 

ArL 205. Los departamentos administrativos serán distri- 
buidos entre los consejeros de gobierno, como secretarios 
de Estado, menos el presidente, por elección del consejo en 
votaciones sucesivas y por mayoría absoluta. El presidente 
del consejo será su agente inmediato para hacer cumplir 
todos sus decretos ejecutívos, resoluciones y providencias. 

Art. 206. La duración de los consejeros de gobierno no 
excederá de tres años y los que hubieren desempeñado las 
funciones de su empleo, aun cuando sea temporalmente, no 
podrán ser reelegidos como principales en el período inme- 
diato y siguiente. 



Sección tercera 

PODER JUDICIAL 

Art. 207. El poder judicial será ejercido en cada Estado 
por la asamblea legislativa en las causas políticas, y en las 
demás por un tribunal superior compuesto, por lo menos, 
de tres ministros y por losjueces de derecho 6 jueces dehecho, 
arbitros^ arbitradores y cámara de comercio que la ley esta- 
falezica. 

Art. 208. Los ministros del tribunal superior serán ele- 
gidos, en una sola votación, por la asamblea legislativa ó 
por las municipalidades ó por el voto directo de los electores, 
s^ún disponga la ley del respectivo Estado. Los suplentes 
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ierán elegidos por la asamblea, en un solo escrutinio, y 
numerados ordinalmente, por mayoría absoluta, después de 
elegidos. 

Art. 209. La duración de los empleados del poder judicial 
no excederá de tres años y serán reeligibles indefinidamente. 
Los ministros y jueces no podrán ser suspendidos, sin acu- 
sación legalmente admitida, ni depuestos sino por sentencia 
judicial , con arreglo á las leyes. 

Art. 2i0. El poder judicial de los Estados es independiente. 
Las causas civiles ó crimínales que se sigan ante él, termi- 
narán conforme á su respectiva legislación adjetiva ó de 
procedimiento, menos en el caso en que por interponer las 
partes el recurso de injusticia notoria para ante la Corte 
Suprema, queden dichas causas sometidas á la alta jurisdic- 
ción federal. 

Sección cuarta 

MINISTERIO PÚBLICO 

Art. 211. El ministerio público será ejercido en cada Estado 
por la asamblea legislativa, por un procurador, por los 
fiscales que la ley establezca y por los síndicos municipales. 
La duración de estos empleados no excederá de tres años y 
serán reelegibles. 

CAPÍTULO XXII 

TRAICIÓN Á LAS INSTITUCIONES 

Art. 212. Constituye delito de traición á las instituciones 
cualquiera de los hechos siguientes: 

1." El hecho de impedir la reunión del Congreso, de la Co- 
misión legislativa, del Consejo federal ó de la Corte Suprema, 
el de estorbar por la fuerza las deliberaciones de cualquiera 
de estos cuerpos y el de disolverlos violentamente; y 

2.® El hecho de impedir la reunión de las asambleas ó de 
la comisión legislativa ó del consejo de gobierno ó del tri- 
bunal superior de los Estados, el de estorbar por la fuerjut 
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las deliberaciones de cualquiera de estos cuerpos y el^e 
disolverlos violentamente. 

Art. 213. Guando cualquiera de los hechos que constituyen 
traición á las instituciones, conforme al artículo precedente, 
sea ejecutado por una autoridad, los demás funcionarios públi- 
cos de la Nación y de los Estados, el ejército, la marina y el 
pueblo quedan relevados de la obediencia y en el deber de 
aprender al criminal, sus cómplices y auxiliadores para 
entregarlos al juez competente; y apoyarán á las autori- 
dades legítimas, con el mismo objeto, cuando cualquiera de 
esos hechos sea ejecutado por una porción del pueblo. 

CAPÍTULO XXIIL 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Art. 214. La Constitución de la República es la suprema 
ley. Ni los funcionarios públicos de la Nación, ni los de los 
Estados, ni el pueblo podrán hacer nada encontra de ella. 

Art. 215. La legislación sustantiva civil y penal de los 
Estados* continuará vigente hasta cuando se . expidan los 
Códigos federales, y, después, se juzgarán, según ella, sola- 
mente los hechos ejecutados bajo su imperio. 

Art. 216. Cuando por cualquiera causa no tenga lugar 
la elección de miembros del Congreso, de consejeros fede- 
rales, de magistrados de la Corte Suprema, de procurador 
general y de contadores de la Corte de Cuentas continuarán 
los anteriores funcionarios desempeñando sus respectivas 
funciones hasta cuando tenga lugar aquel hecho ; y las auto- 
ridades á quienes incumbe, de la Nación ó de los Estados, 
dictarán las providencias necesarias para que se verifique la 
renovación constitucional de los poderes públicos federales. 

Art. 217. Los empleados nacionales, en el acto de tomar 
posesión, prometerán por su palabra de honor cumplir la 
Constitución y las leyes y desempeñar eficazmente las fun- 
ciones de su empleo. La infracción de esta promesa, decla- 
rada por sentencia judicial, les acarreará la pena que la ley 
señale. 
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Art. 218. Es prohibido á los funcionarios públicos de la 
Nación y de los Estados admitir de gobiernos extranjeros, sin 
permtBO del Congreso, empleos, condecoraciones, títulos ó 
rentas. La infracción de este precepto produce la vacante del 
empleo y apareja al responsable la pena que determine 
la ley. 

Art. 219. £1 Presidente de la República, al terminar su 
periodo, entregará el bastón presidencial al Presidente nue- 
Tamente elegido, en presencia del Consejo federal, con una 
breve alocución en que recomiende al poder ejecutivo la jus- 
ticia como la suprema aspiración del gobierno, y la conserva- 
ción de la paz interior y exterior, como la más sabia regla de 
conducta política. 

Art. 220. Cada diei años habrá en la capital de la Repúr 
blica y en la de cada Estado federal, á costa del Gobierno 
respectivo, exhibiciones industriales, agrícolas, literarias y 
científicas con los premios honoríficos y remuneratorios que 
la ley conceda ; y regocijos populares, si la paz nacional se 
hubiere conservado en dicho tiempo, pero si hubiere sido 
alterada por la guerra, se suprimirán los regocijos públicos 
y todos los funcionarios, nacionales y de los Estados, lle- 
varán insignias de duelo por tres días. 

Art. 221 . Esta Constitución será suscrita por los miembros 
de la Convención nacional, se publicará en el curso de quince 
días y empezará á regir en todos los lugares de la República 
treinta días después de publicada en el periódico oficial de la 
Nadón. 

CAPÍTULO XXIV 

REFORMAS 

ArL' 222. Podrá reformarse totalmente esta Constitución 
por una Convención nacional, convocada por el Congreso en 
ley expedida á solicitud de las dos tercias partes de las asam- 
bleas legislativas de los Estados. Los miembros de la Con- 
vención serán elegidos como los representantes por el voto 
directo de los electores, y en la proporción de un diputado por 
cada treinta mil habitantes, según el censo oficial déla Nación. 
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Art. 223. Podrá reformarse parcialmente esta Constilüción 
por medio de leyes que él Congreso expida y que aprueben 
las dos terceras partes de las asambleas legislativas de los 
Estados. Corresponde á la Corte Suprema declarar 'cuándo 
ha sido aprobada, por las dos terceras partes de las asambleas 
de los Estados, una ley reformatoria de la Constitución, y al 
Consejo federal, sancionarla después de hecha esta declara- 
toria por la Corte Suprema. 



Chaparral, 20 de julio de 1885, año 75 de la Independencia. 



ADVERTENCIAS 



l.A Hace un siglo que la Convención de Filadelfía rechazó 
el plan constitucional de Mr. Hámilton que hacia vitalicio al 
Presidente de la Nación, le conferia facultad de nombrar los 
gobernadores de los Estados y le daba poder de veto sobre 
las leyes de éstos. Rechazó también la Convención el plan 
de Mr. Pinckeney y Mr. Mádisonque confería al Congreso la 
facultad de improbar las leyes de los Estados, fuese por 
inconstitucionales ó por inconvenientes. Se consideraron estos 
planes por aquella sabia corporación como incompatibles 
con la Índole de la República. EníJlolombia renace la idea de 
que los gobernadores de los Estados sean nombrados por el 
poder ejecutivo nacional con el objeto de dar estabilidad al 
orden público en aquéllos. Los que así piensan no se fijan en 
que los frecuentes disturbios de los Estados no provienen de 
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que SU gobierno sea popular, sino de que no lo es ; como 
' tampoco provienen de la autonomía que les reconocieron las 
Constituciones de 1858 y 1863, sino de que esa autonomía no 
existe/ porque no ha sido respetada. Esas son las causas de 
sus continuas convulsiones, reagravadas con la existencia 
del poder personal que, por sí solo, produce despotismo ó 
anarquía. Bajo el régimen del gobierno personal, el nombra- 
miento de los gobernadores de los Estados por el poder eje- 
cutivo de la Nación es el aniquilamiento de la república; 
pero eso mismo puede hacerse, en nuestro sistema, sin nin- 
gún peligro, atribuyendo al Consejo federal el nombramiento 
del presidente y de los vicepresidentes del consejo de gobier- 
no en cada Estado, porque no se le impondría al pueblo un 
gobierno personal, ni la dominación de un partido político, 
puesto que la autoridad ejecutiva no reside en los goberna- 
dores sino en el consejo de gobierno. Sucedería, cuando más, 
que el gobernador fuese elegido de la minoría del consejo, 
lo que daría al Estado respectivo un tinte político de que 
carecía. No pasaría, sin embargo, este mal de la superficie 
de las cosas, si se tiene en cuenta que el gobierno ejecutivo 
reside propiamente en la mayoría del consejo. Al hacer 
esta concesión á los hombres temerosos del gobierno propio 
y popular en los Estados, reconocemos que ella es contraria 
á la índole de la federación, en la cual debe cada entidad 
nombrar sus propios funcionarios; pero ella deja de ser 
peligrosa, como hemos dicho, en un sistema realmente de- 
mocrático. Si llega el caso de hacerla, se debe colocar en el 
capítulo del poder ejecutivo, entre las atribuciones del Con- 
sejo federal, la de nombrar el presidente y los vicepresidentes 
primero y segundo del consejo de gobierno de los Estados; 
y en el capítulo correspondiente al gobierno de éstos, se ha 
de expresar que esos mismos funcionarios pueden ser nom- 
brados interinamente por la asamblea ó por la comisión 
legislativa, en receso de aquélla. Se expresará también que esta 
comisión le debe pasar al Consejo federal una copia auténtica 
del acta en que haga el escrutinio de la elección de consejeros 
de gobiernoen el Estado para que aquél pueda hacer oportu- 
namente el nombramiento de presidente y vicepresidentes. 
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2.a Existe en Suiza la costumbre de someter la Constitución 
nacional, antes de ponerla en vigor, á la aprobación del 
pueblo. La de 1874 fué aprobada por 340,199 ciudadanos y 
rechazada por 198,013. Las constituciones de los cantones 
deben ser sometidas también á la aprobación popular y revi- 
sadas siempre que lo solicite la mayoría absoluta de los elec- 
tores. De otro modo no se garantiza su existencia por la Con- 
federación. En nuestro proyecto hemos seguido la idea, 
generalmente aceptada, que atribuye á la Convención cons- 
tituyente la plenitud del poder soberano ; pero reconocemos 
que es más democrática la costumbre suiza y no vemos in- 
conveniente en que tanto la Constitución nacional, como la de 
cada Estado, se sometiera á la aprobación de las municipa- 
lidades. Éstas deberían votar afirmativa ó negativamente sobre 
el conjunto y remitir una copia auténtica del acta de la 
votación á las comisiones legislativas respectivas para que 
hicieran el escrutinio general del Estado y de la Nación. Si 
resultaba aprobada, un decreto del poder ejecutivo la pon- 
dría en vigencia ; y si negada, la Convención la haría de 
nuevo, consultando con más acierto el espíritu público. De 
este modo el sentimiento dominante en la Convención será 
más republicano, porque su obra queda sometida, como á 
una piedra de toque, á la voluntad popular. 

3.* Hemos redactado un proyecto de acto constitucional tran- 
sitorio, que tiene por objeto hacer la transición del antiguo 
al nuevo sistema, impediendo que se inocule en los gobiernos 
nuevos el régimen oligárquico que existe en los antiguos. 
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LA CONVENCIÓN NACIONAL en ejercicio de la soberanía 
del pueblo decreta el siguiente acto constitucional transitorio 
para la República de Colombia. 

Art. 1 .^La Gonyencióndesempeñar&,en las presentes sesiones^todas 
las atribuciones del Congreso y de las cámaras legislatÍTas y consti- 
tuirá un Gobierno nacional provisorio que subsistirá hasta cuando 
tomen posesión los poderes federales que se elijan conforme á la 
Consütueión. En tal virtud, la Convención elegirá los miembros de 
la Comisión legislativa, los consejeros federales, el presidente y los 
vicepresidentes del consejo, los magistrados de la Corte Suprema, 
el procurador general y los contadores de la Corte de Cuentas, 
principales y suplentes. 

Art. 2.<> La Convención hará la elección de los altos funcionarios 
del Gobierno provisorio por el método del voto incompleto, cuando 
la elección sea plural, sufragando por la mayoría absoluta de los 
funcionarios que haya de elegir, y por el método de la mayoría 
absoluta, en votaciones sucesivas, cuando la elección sea singular. 
Los suplentes plurales se designarán ordinalmente por mayoría 
absoluta, en votaciones sucesivas, después de elegidos. 

Art. 3.® Las atribuciones de los altos funcionarios del Gobierno 
drovisorio serán las que la Constitución le señale á cada uno de 
ellos. 

Art. 4.« El Gobierno general y el de cada uno de los Estados dic- 
tarán los decretos y órdenes necesarias para que se cumplan las 
siguientes providencias sobre la reconstrucción de los Estados y 
planteamiento de la Constitución nacional : 

1.a Tan luego como sea publicado oficialmente este Acto constitu- 
cional transitorio, la municipalidad de cada distrito abrirá el 
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censo electora], inscribirá en él á todos los electores qne soliciten 
la inscripción y les expedirá el título correspondiente. Pasados por 
lo menos treinta días desde la apertura del censo electoral y en 
la fecha que señale el poder ejecutivo de cada Estado, se 
hará la elección de regidores por el método del voto incom- 
pleto. El escrutinio será hecho por la municipalidad saliente, coto 
el sindico, el alcalde y el tesorero, y será rerüicado por el tribu- 
nal superior del Estado. En los distritos que no tuvieren munici- 
palidad, el poder ejecutivo del Estado proveerá lo conveniente. El 
censo eloctoral continuará abierto indefinidamente y se trasla- 
dará á un libro empastado y preparado como determina la Cons- 
titución nacional. 

2.» Por lo menos quince días después de hecha la elección de re- 
gidores y en el día que fije el poder ejecutivo de cada Estado, ten- 
drá lugar la elección de diputados á la convención que se com- 
pondrá de tantos miembros como la asamblea legislativa. Se hsu:á 
esta elección por el método del voto incompleto y el escrutinio 
será hecho por el tribunal superior del Estado y verificado, si 
fuere necesario, por la Comisión legislativa nacional ; 

3.a La convención de cada Estado expedirá la Constitución res- 
pectiva, ejercerá las atribuciones de la asamblea legislativa, ele- 
girá senadores y el magistrado de la Corte Suprema que le corres- 
ponde eligir, y organizará un gobierno provisorio, arreglado á la 
constitución, que subsistirá hasta cuando tomen posesión los fun- 
cionarios públicos que conforme á ella se han de elegir ; 

4.a La elección de representantes tendrá lugar en la fecha que 
señale la ley federal, conforme al procedimiento electoral que ella 
determine; pero esta primera elección de representantes podrá ser 
trasferida por el poder ejecutivo de cada Estado, si en la fecha se- 
ñalada por la ley federal no se hubieren renovado las municipa- 
lidades de distrito, ni se hubiere instalado la comisión legislativa 
que ha de hacer el escrutinio ; y 

Art. 5.a La elección de consejeros federales se verificará en la 
fecha que señale la ley federal y podrá ser también trasferida por 
el poder ejecutivo de los Estados esta primera elección, si en la 
fecha señalada por la ley nacional no se hubieren renovado las 
municipalidades de distrito. 

Art. 6.a La Convención nacional elegirá para cada Estado un 
consejo de gobierno provisorio, compuesto de tres consejeros 
principales y tres suplentes, que ejerza las atribuciones del poder 
ejecutivo y presida á la reconstrucción constitucional del Estado. 
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Esta elección se hará por el mismo procedimiento electoral que la 
de consejeros federales, principales y suplentes. 

Art. 6.*^ Elegirá también la Convención nacional un tribunal 
superior de justicia provisorio en aquellos Estados en que haya 
desaparecido el tribunal ó corte superior, compuesto de los 
miembros que le correspondan, según las leyes del respectivo 
Estado, para que ejerza las atribuciones que ellas le señalen. La 
elección de los ministros principales y suplentes será hecha como 
la de los consejeros de gobierno. 

Art 7.° Los poderes federales del Gobierno nacional provisorio 
constituirán, según sus facultades, el gobierno provisorio del 
Distrito y del Territorio federales. 

Art. 8.^ El Gobierno general continuará sus relaciones exteriores 
con las naciones amigas por medio de los agentes diplomáticos 
acreditados ante la República ó que se le acrediten en lo venidero y 
por medio de los nuevos agentes de esta ciase que nombre el 
Consejo federal provisorio con aprobación de la Convención. 

Art. 9.<» Subsistirá el exquátur expedido á los cónsules extran- 
jeros, salvo el caso de fundado motivo para retirarlo, y, el Consejo 
federal, hará nuevos nombramientos de cónsules nacionales. 

Art. 10. Este acto constitucional provisorio será autorizado sola- 
mente por el presidente y el secretario de la Convención. 



Bogotá, 31 de agosto de 1885, año 75 de la Independencia. 



--.-.« 



LA NUEVA CONSTITUCIÓN AUTORITARIA 

(EXAMEN CRÍTICO DEL PROYECTO) 



I 

Estando en prensa los precedentes originales recibi- 
mos el proyecto de Constitución para Colombia, apro- 
bado, en primer debate, por el Consejo de delegatarios 
á fines de mayo, que completa la reacción política de 
1885, estableciendo un sistema de gobierno rigurosa- 
mente central y autocrático. La influencia exclusiva dql 
partido liberal llevó el país al federalismo exagerado 
en 1863 y la influencia exclusiva del partido coiuervado)' 
lo lleva, de nuevo, al centralismo exagerado en 1886. 
Vuelve la República á su primera estructura constitu- 
cional, reagravada con otros errores por los hábitos de 
violencia que las guerras civiles producen ; y volverá á 
salir de ¿Ha, seguramente también por la fuerza, para 
reincidir en el extremo opuesto. Así continuará haciendo 
y deshaciendo sus instituciones, mediante tremendos 
combates entre los bandos enemigos, sin que en el fondo 
de ellas haya ningún cambio sustancial, puesto que al 
través de las mudanzas de forma se descubrirá en lo 
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futuro, como se descubre en lo pasado, un hecho cons- 
tante é inalterable, que es el predominio exclusivo de 
una sola influencia política. Las instituciones oligárquicas 
no son susceptibles de mejora. El perfeccionamiento de los 
sistemas diferentes de gobierno hasta llegar á la demo- 
cracia, en cuyo seno fraternal todos ellos se tocan, sólo 
es posible por la influencia combinada de las ideas y 
tendencias políticas opuestas. El ejercicio simultáneo 
del gobierno por todos los partidos es lo único que 
perfecciona el centralismo, y lo único que perfecciona la 
federación, de modo que cualquiera de esos sistemas 
políticos pueda llegar á ser el organismo definitivo, 
sólido y perdurable de un pueblo. En tanto que aquéllo 
no suceda, cualesquiera instituciones humanas, por 
arraigadas que parezcan, están condenadas á des- 
aparecer. 

II 

La oligarquía es lo que descuella en la nueva Consti- 
tución, y, tanto, que no se necesita esfuerzo alguno 
para hacerla ver. 

El poder unipersonal, el poder supremo, existe en el 
Presidente, que no puede ser juzgado por sus actos 
oficiales ni depuesto. Es irresponsable como un rey y 
sólo ha faltado ungirlo con el óleo santo y hacer su 
persona sagrada. 

El periodo presidencial es de seis años. La duración 
larga de los funcionarios públicos es provechosa en un 
sistema de gobierno democrático ; pero es inconveniente, 
y aun funesta, en un régimen absoluto. La solución de 
continuidad que los períodos cortos introducen, rompe 
muchas ligaduras despóticas y afloja la trama oligárquica. 
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La responsabilidad oñcial se limita á los ministros 6 se- 
cretarios de Estado y es completamente ilusoria. El Se- 
nado conoce de los juicios políticos, puede imponer, como 
pena, la suspensión ó la destitución del empleo ó la in- 
capacidad para servir empleos públicos, y condena con 
las dos terceras partes de votos ; pero no dictará nunca 
sentencia condenatoria por el modo como está formado. 
Se compone de treinta y tres miembros, á razón de 
tres por cada uno de los nueve departamentos en que se 
divide el territorio nacional, y de seis más que el Presi- 
dente nombra. Para evitar una condenación bastan doce 
votos, de los cuales el Presidente tiene la mitad y la 
otra mitad la consigue con los medios directos y eficaces 
de influencia que el Poder le ofrece, porque él nombra 
libremente sus ministros 6 secretarios, los gobernadores 
de los departamentos, los ministros diplomáticos, dos 
consejeros de Estado y los jefes militares, empleos que 
pueden ser aceptados por los miembros del Congreso. 
Tiene, además, otros medios indirectos de influencia, 
porque nombra los agentes del ministerio público, como 
procuradores ó fiscales, y todos los empleados cuyo nom- 
bramiento no atribuya la ley á otra autoridad ; confiere 
ascensos 6 grados militares y tiene la singular facultad 
privativa de organizar el Banco nacional, cuyos billetes 
son la moneda de papel de curso forzoso, y en cuyas 
cajas ingresan, en definitiva, todas las rentas públicas. 
Pero ni aun necesita el Presidente aplicar á los sena- 
dores los mencionados medios de influencia para evitar 
una sentencia condenatoria, porque el modo de hacer 
la elección de esa cámara, le asegura su devoción. Los 
ciudadanos eligen electores en la proporción de uno por 

cada mil habitantes. Los electores, constituidos en junta, 

25 
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eligen dos compromisarios por cada distrito electoral, y 
los compromisarios, reuniéndose en el lugar que les señale 
el goberna dor del departamento, eligen los senadores. 
Se hace, pues, este nombramiento de tercer grado bajo 
la presión inmediata de la autoridad ó bajo la influen- 
cia de sus halagos y equivale á un bautismo político 
en que el Presidente, por medio de un agente suyo, 
da la filiación y el nombre y el apellido. No es exage- 
rado decir que los senadores son nombrados mediata 
6 inmediatamente por el Presidente y que, por lo mismo, 
puede éste contar con la impunidad de sus ministros. 
No se comprende por qué motivo, constituyendo el 
Senado de ese modo, se proclama como canon constitu- 
cional la irresponsabilidad del Presidente, pues nunca 
llegaría á ser juzgado, si no es con el deliberado pro- 
pósito de ultrajar á la República, llevando la reacción 
asta hacer alarde de las ideas monárquicas. 
Guando el delito de responsabilidad que comete un 
ministro deba ser castigado con otra pena diferente de 
las que el Senado puede imponer, conoce la Corte Su- 
prema de la causa ; pero tampoco llegará el casa en que 
este alto tribunal juzgue y condene á un mím'stro, 
porque, en primer lugar, el Senado lo absuelve por el 
delito puramente político, y, porque, en segundo lugar, 
la Corte Suprema, aunque vitalicia, es nombrada por 
el Presidente, con lo cual los miembros que la compo- 
nen pertenecerán al partido dominante y no serán im- 
parciales. 

III 

£1 hecho de hacer vitalicios los magistrados de la 
Corte Suprema y de los tribunales superiores de distrito, 
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atribuyéndole, d mismo tiempo, su nombramiento al 
Presidente, como en los Estados Unidos de Norte- 
América, no tiene la misma justificación que en está 
gran República pudiera tener. En los Estados Unidos 
el poder judicial de la Nación es la salvaguardia de la 
Constitución federal, porque, en cada caso particular 
sometido á su jurisdicción, suspende el cumplimiento 
délas leyes nacionales ó seccionales que la violen y pro- 
tege á los ciudadanos contra los actos del poder pú- 
blico. Para que llenara esta elevada misión, se procuró 
asegurar la independencia de los magistrados hacién- 
dolos vitalicios, y, para que fuesen siempre aptos ó bien 
escogidos, se le atribuyó al Presidente su nombra- 
miento. No sucede lo mismo en Colombia, porque lo 
que la Constitución dice es que la ley puede establecer 
la jurisdicción contencioso-administrativa, creando 
tribunales que conozcan de las cuestiones litigiosas 
ocasionadas por las providencias de las autoridades de- 
partamentales, y, atribuyéndole al Consejo de Estado la 
resolución de las que sean promovidas por los centros 
superiores de la Administración. Son • esos tribunales 
especiales encargados de la jurisdicción centencioso- 
administrativa, los que deben prestar defensa á los par- 
ticulares agraviados por las providencias de los funcio- 
narios públicos. Del poder judicial común solamente se 
dice de un modo general que protegerá á las personas 
contra los abusos de cualquiera de los poderes públicos ; 
pero no se le concede clara y terminantemente la atri- 
bución salvadora que tiene en los Estados Unidos. Y 
isunque se le hubiera concedido, sería ineficaz, puesto 
que en Colombia el Presidente puede ser investido por 
el Congreso con facultades extraordinarias cuando 
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aquél lo crea conveniente, y á él mismo le es permitido, 
con la firma de sus ministros, declarar en estado de sitio 
la República, si á su juicio peligra la paz, y ejercer, 
conforme al Derecho de gentes, cuantos poderes sean 
necesarios, bien para reprimir un alzamiento 6 para re- 
peler una invasión. En este caso le es permitido también 
ejercer el poder legislativo. De suerte que cuando más 
necesaria es la egida protectora del poder judicial, la 
Constitución ordena que ese poder y las leyes se doble- 
guen ante la autoridad discrecional del Presidente. Inútil 
ha sido, pues, procurar la independencia de los magistra- 
dos con su duración vitalicia. Lo que se hace con esto es 
aceutuarmás el régimen oligárquico recientemente esta- 
blecido, a¿í como atribuyéndole el nombramiento de 
aquéllos alPresidente, loque sehacees aumentar su po- 
der, llevando su influencia personal hasta el santuario de 
la justicia. 

IV 

Se establece un Consejo de Estado compuesto de seis 
miembros, de los cuales dos nombra el Presidente, dos 
el Senado y dos la Cámara de Representantes. Él vicepre- 
sidente preside áesta corporaci(5n que es compielamente 
inútil para moderar la omnipotencia del Presidente, 
porque ella no tiene en sí ningún poder. Es simple- 
mente un consejero cuyos dictámenes no tienen fuerza 
obligatoria, sino en el único caso en que opine por la con- 
mutación de la pena de muerte. Su misión es ilustrar; 
pero es sabido, por las enseñanzas históricas, qué el 
extravío de los presidentes no proviene de que les falte 
la poca luz que el buen gobierno exige, sino de la ambi- 
ción personal y del interés ó espíritu de partido. Por 
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este motivo es siempre estéril la ilustiar.inii oiic se les 
ofrece y solamente es eficaz, jíara CMit(('':(M'';>s, la dis- 
minución de su poder. Por otra p::rir. ol i'f rsídcnle, 
en Colombia, cuenta con la mayoríi lo osr í'.onsojo, 
puesto que. él nombra dos miembros y otros dos nom- 
bra el Senado ; y se verá que comuniiKMilo están de 
acuerdo. Así el Consejo no servirá sino para aumentar 
el prestigio y para escudar las faltas del jefe de la oligar- 
quía. 



4 



La Cámara de Representantes se compone de tantos 
diputados cuantos le correspondan, á razcSn do uno por 
cadacincuentamilhabitantes, loque da untolal de sesenta 
por tres millones de colombianos. La elección do los dipu- 
tados es indirecta, de segundo-grado, y se bace por los 
electores de cada distrito electoral, constituidos en junta 
6 asamblea. Las dos cámaras forman el Congreso, 
ejercen el poder legislativo, trabajan separadamente y 
no se reúnen Sino para darle posesión al Presidente y 
para nombrar el designado que ha de reemplazarlo por 
falta absoluta ó temporal del vicepresidente. Suponiendo 
que la Cámara de Representantes personifique el senti- 
miento popular, le será imposible expresarlo en la ley 
escrita, porque cualquier proyecto aprobado por ella 
que se considere desfavorable al Gobierno, encallará en 
el Senado, el cual, según hemos visto, será devoto del 
Presidente. Pero nunca aquella cámara personificará 
la voluntad del pueblo, puesto que sus miembros se 
eligen por electores, reunidos en asambleas, que no 
tienen otra misión que la de dar su voto ; y estas asam- 
bleas, sometidas en la capital de los departamentos á 
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la pre8Ídn ó á los halagos del Gobierno, como lo estu- 
vieron desde 1832 hasta 1853, serán pequeños merca- 
dos en los que cada elector trafique con el sufragio en 
cambio de un empleo público 6 de cualquier favor 
oficial. No es asi como la elección indirecta produce 
los buenos efectos de que es capaz. Los diputados 
serán ordinariamente simpáticos al Gobierno y el Pre- 
sidente tendrá la misma influencia sobre la Cámara de 
Representantes que sobre la del Senado. Como si esto no 
bastara para hacerlo omnipotente, se le confiere la 
facultad de objetar los proyectos de ley y se dispone que 
las objecciones no puedan declararse infundadas sinopor 
las dos terceras partes de los votos de cada cámara. 



VI 

Los nueve Estados federales en que se dividía la Re- 
pública y que habían existido cerca de treinta años, 
quedan reducidos á la condición de departamentos sin 
gobierno propio. Los rige en lo político y'administrativo 
un gobernador que el Presidente nombra y remueve 
libremente y agentes subalternos nombrados por aquél. 
La mano de la oligarquía irresponsable y audaz alcanza 
á todas partes. Pueden los gobernadores ser juzgados 
por la Corte Suprema ; pero el acusador, que es el pro- 
curador general de la Nación, es nombrado por el Pre- 
sidente. Pueden los agentes subalternos de los gober- 
nadores ser juzgados por los tribunales superiores ; pero 
el acusador, que es el fiscal ó procurador del distrito, es 
nombrado por el Presidente y son también por él nom- 
brados los magistrados de esos tribunales. De suerte que 
al lado de la jerarquía de los agentes del poder central, 
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se encuentra el ministerio público, que se compone de 
agentes suyos y en frente se encueiltran los jueces, que 
son por él establecidos. Quizás no era posible encontrar 
ninguna combinación que diera más intrepidez á la auto- 
cracia, atendiendo á la índoíe de nuestros partidos 
políticos, como no fuese en los dominios musulmanes. 
Hay en cada departamento una asamblea administra- 
tiva que se reúne cada año, compuesta de los diputados 
que le correspondan en la proporción de uno por cada 
doce mil habitantes, elegidos por las juntas de elec- 
tores, la cual tiene atribuciones tan interesantes como 
numerosas y carece de facultades propiamente dichas. 
Le incumbe fomentarla educación y la beneficencia, las 
industrias establecidas y laintroducción de otras nuevas, 
la inmigración, la importación de capitales extranjeros, 
la colonización de tierras, la apertura de' caminos y de 
canales navegables, la construcción de vías férreas, la 
explotación de bosques y ríos y cuanto se refiere á los inte- 
reses seccionales y adelantamiento interno. Debe hacer 
todo esto, que no es pequeña tarea, con los recursos pro- 
pios del departamento; pero no puede establecer impues- 
tos, ni crear rentas, sino dentro délos límites que le seña- 
len las leyes del Congreso ; y aun después de establecidas 
las contribuciones ó arbitrios, éstos caducan tan luego 
como el gobieno central grave por cuenta de la Nación 
la misma materia imponible de que procedan. Tan pre- 
caria es e^5la base fiscal 6 rentística que nada sólido se 
levantará sobre ella. Además, las ordenanzas de las 
asambleas departamentales pueden ser suspendidas por 
el gobernador y la suspensión ratificada por el Presi- 
dente. La Corte Suprema decide sobre su validez. Hay 
en cada distrito un cabildo ó municipalidad que tampoco 
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tieno facultarles propias, porque no ejerce otras que las 
que las loyesle concedan, y sus acuerdos pueden ser sus- 
pendidos por el alcalde y revocados por el gobernador. La 
entidad misma del distrito desaparece si el legislador 
cree conveniente suprimirla por espíritu de partido ó 
por otro motivo. Se ha anulado, pues, por completo la 
autonomía de las secciones departamentales y la de los 
distritos. El gobierno central lo absorbe todo : la legis- 
lación, la organización de los poderes públicos, la admi- 
nistración judicial, fiscal y política, las elecciones 
populares y las rentas ó contribuciones públicas ; y ese 
gobierno se personifica ó reside en un solo hombre. El 
pueblo es anonadado en su presencia y se le reduce á 
esperar ó á temer de él el bien ó el mal. 



VII 

Son ciudadanos los colombianos varones, mayores de 
de veintiún años, que tengan asegurada la subsistencia, 
con profesión, oficio ó bienes propios, aun cuando no 
sepan leer ni escribir. Los ciudadanos eligen los elec- 
tores conforme al método antiguo oligárquico, que de^ 
clara elegidos los candidatos favorecidos con la mayoría 
absoluta' ó relativa de votos. Pertenecerán los electores 
al partido político que tenga mayoría en las masas 
populares y el que esté en minoría quedará excluido del 
derecho de representación. Los electores elegirán can- 
didatos pertenecientes al partido que ellos representan 
y la minoría quedará también excluida del Gobierno. 
La ley pudiera ordenar que las elecciones se hicieran 
conforme á los métodos democráticos que dan repre- 
sentación á todos los partidos; pero no lo hará, porque 
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ella es obra del partido dominante Aunque lo hiciera, 
no podrían s'er'aquellos representados en el poder judi- 
cial, puesto que es vitalicio y nombrado por el Presi- 
dente; ni tampoco en el poder ojcculivo, puesto que es 
unipersonal, y éste es el poder por excelencia, ol Gobierno 
propiamente dicho, en la estructura constitucional que 
analizamos. Tal cual diputado de la oposición ocupará 
un asiento en las cámaras legislativas y hará oir su voz 
para demostrar, aunque inútilmente, que debajo del 
Gobierno existe un partido político, oprimido por los 
gobernantes, que tiene el mismo derecho que sus opre- 
sores á tomar parte en las funciones públicas. Consa- 
gra, pues, el proyecto la oligarquía con un sistema de 
elecciones mutilado y tiene el mismo vicio esencial de 
todas las- constituciones políticas que le han precedido 
desde 1832. 

VIII 

Establecida la oligarquía era menester proveer á su 
duración, á su trasmisión y á su conservación, en lo 
cual se emplean todos los medios que se han empleado 
siempre con el fin de perpetuar el despotismo. 

En cuanto á la duración se fija en seis años, como 
hemos dicho, el período del Presidente, en igual tiempo 
el de los senadores, en cuatro el de los representantes 
lo mismo que el de los electores y, de por vida, el de los 
magistrados del poder judicial. El Congreso se reúne 
cada dos anos por noventa días prorrogables por treinta 
más y no puede ser convocado á sesiones extraordina- 
rias sino por el Presidente, Si llega á reunirse en otras 
condiciones son justiciables sus miembros. La primera 
reunión ordinaria tendrá lugar en 1888. Se aleja así el 
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peligro que suele surgir del Congreso, cuando, obede- 
ciendo el clamor de la opinión popular, rompe sus 
ligaduras y restaura las libertadas públicas. 

En cuanto á la trasmisión del poder autocrático, se 
dispone que el Presidente y el vicepresidente sean ele- 
gidos por las juntas de electores reunidas en la capital 
de cada departamento. Se determinan así con precisión 
los puntos á que se ha de aplicar la acción opresiva ó 
corruptora del Gobierno. Nueve son las pequeñas asam- 
bleas ó juntas electorales, cuyos miembros deben ser 
cohechados ó seducidos ó intimidados por los goberna- 
dores departamentales para obtener un triunfo com- 
pleto en la elección. El resultado corresponderá, por lo 
común, con las tendencias oligárquicas, y el Presidente 
será quien designa y quien, en definitiva ,• elige al 
sucesor, trasmitiendo su poder omnímodo, fácilmente 
y con seguridad, entre los miembros de una misma 
aparcería. 

Finalmente, en cuanto á la conservación de la estruc- 
tura autocrática, el proyecto que combatimos no olvida 
medio alguno de represión. El ejército permanente es el 
cimiento de la oligarquía. Para que ese instrumento de 
dominación no se relaje, permite el proyecto que los 
delitos militares se castiguen con la pena capital, á 
juicio del legislador; y lo que es más, permite que los 
jefes apliquen las penas militares, sin fórmula de juicio, 
para mantener la subordinación ó la disciplina. Los que 
ciñen una espada saben que no les es lícito hacer uso de 
ella sino en defensa de la autocracia, auii cuando una 
vez la emplearan para destruir la autoridad de las leyes. 
El honor militar se resume todo en la lealtad para con 
el autócrata. Se permite el reclutamiento forzoso para 
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formar el ejército. No se castigan con pena de muerte 
los delitos políticos, exceptuando la traición, el asesi- 
nato, el incendio y el saqueo; pero no será difícil com- 
plicar una insurrección con estos delitos comunes, 
según el temor que le infunda al Gobierno, cuando 
convenga suprimir á los rebeldes. No se confisca la pro- 
piedad; pero quedan los propietarios, sometidos, en 
tiempo de guerra, á expropiaciones sin indemnización 
previa y á empréstitos forzosos que no guardan propor- 
ción con su fortuna. Los bienes de los cabecillas de 
rebeldes pueden tomarse como indemnización de los 
gastos de la guerra. No se suprime la imprenta; pero se 
hace responsable, con arreglo á las leyes, cuando atente 
á la honra de las personas, al orden social ó á la tran- 
quilidad pública. No se prohibe la circulación de im- 
presos; pero es lícito gravarlos con impuestos. Se le 
permite al pueblo congregarse pacíficamente; pero se 
prohiben las reuniones permanentes de carácter político. 
Se reconocen la seguridad personal, la libertad indivi- 
dual y el domicilio como derechos propios de los ciuda- 
danos ; pero no se ponen al abrigo de la Constitución sino 
de la ley, la cual puede restringirlos más ó menos. Los 
individuos sospechosos son reducidos á prisión en tiempo 
de guerra. No se reconoce como derecho individual el 
uso de la palabra oral ó escrita. Se prohibe en todo 
tiempo el comercio de armas y municiones. Nadie 
pued« llevar armas en poblado sin permiso de la auto- 
ridad. En suma, la fuerza, en todas sus formas, es el 
medio que se emplea para conservar el poder personal; 
y no podía ser de otro modo, puesto que ese poder 
nunca se establece con la voluntad del pueblo, ni le es 
dado apoyarse en ella. 
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IX 

En cuanto á los actos de la Dictadura dispone el 
proyecto que continúen con fuerza de ley mientras no 
sean derogados por otra ley. Como no es verosímil que 
el Consejo de delegatarios los derogue cuando asuma el 
poder legislativo, puesto que han sido ejecutados en «u 
presencia, y el primer Congreso constitucional no se 
reúne sino en 1888, continuarán, por lo monos, hasta 
entonces, en vigor esos actos, y con ellos, el régimen 
del papel moneda de curso forzoso y de la moneda 
falsa á la ley de quinientos milésimos. La concentración 
en el tesoro nacional de las rentas y contribuciones de 
los Estados suprimidos, aunque eleve la cifra de las 
rentas públicas, no producirá una más desahogada 
situación fiscal, porque las rentas disminuyen cuando 
se centralizan y los gastos no disminuyen proporcional- 
mente. No subirá, pues, el crédito del papel moneda 
con el aumento aparente de rentas á que la centraliza- 
ción da lugar ; y el precio de la moneda de baja Jey 
descenderá lentamente hasta su valor intrínseco á 
medida que aumente la reacuñación. A los males innu- 
merables que ocasiona esa depreciación forzosa del 
medio circulante, se agregará el peligro de las falsifica- 
ciones y de las importaciones fraudulentas. La postra- 
ción industrial y mercantil será, consiguientemente, la 
consecuencia inmediata de los más trascendentales 
actos de la Dictadura. No sería exagerado afirmar que 
con esas medidas fiscales se han cerrado todos los cami- 
nos al trabajo honrado. 
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X 

Tal es, en concreto, la obra de regeneracidn anun- 
ciada por el autor de la Refonna política desde 1878. 
Nada se encuentra en ella que no haya sido antes repu- 
diado por la Nación. Para realizarla, pasó sobre el 
Código penal con el mismo denuedo con que el primero 
délos Césares atravesó el Rubicón para destruir la Repú- 
blica. No le deseamos, por eso, la misma suerte, 
porque su obra podría sobrevivir como sobrevivió la 
de aquél. No queremos tampoco que esa obra sea des- 
truida por las armas, porque la fuerza restaura frecuen- 
temente lo mismo que ha demolido. Queremos, sí, que 
se propaguen los principios liberales sobre la manera de 
construir el gobierno republicano, porque solo es per- 
manente el triunfo de las ideas. Con el golpe de que ha 
sido víctima la democracia en Colombia, más bien que 
perder gana terreno, porque ese hecho lleva á los espí- 
ritus el convencimiento de que son incompatibles con 
ella la oligarquía de partido y el poder unipersonal de 
los presidentes. Á tal grado de certidumbre llega este 
convencimiento que, respecto de tan funestas institu- 
ciones, diremos siempre, con fervor patriótico, como 
e\ célebre censor romano : Delenda est Carthago. 



París, 20 de julio de 1886. 
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